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Este es el tercer Informe sobre la Sostenibilidad 
en España que elabora la Fundación Alternativas. 
El diagnóstico está claro desde hace tiempo: hay 
que dar un giro a nuestro modelo de sociedad, a 
nuestra economía. Obviamente, esto no resulta 
nada sencillo. Lo que buscamos con estos tra-
bajos desde la Fundación es reflexionar y bus-
car posibles caminos para abordar un desafío 
de este calibre. Hay que anticiparse a los acon-
tecimientos. No podemos esperar a lo peor de la 
crisis del cambio climático para tomar medidas. 
Especialmente, en sectores claves para nuestro 
país como los que abordamos en este Informe: el 
agua, el turismo, la agricultura, la energía…

La prioridad para luchar contra el cambio climá-
tico debe ser intentar evitarlo, es decir, reducir las 
emisiones de efecto invernadero que lo provocan. 
Sin embargo, hay que ponerse ya a trabajar tam-
bién en la adaptación a la nueva situación. Hay 
que pensar cómo nos adaptamos a los cambios 
del clima que no se puedan evitar y cómo nos si-
tuamos ante algunos cambios propios que, nece-
sariamente, habrá que adoptar para llevar a cabo 
la transición hacia una economía baja en carbono. 

En el primer caso, como se indica en el capítulo 
del agua, más allá de aplicar coeficientes de re-
ducción de aportaciones de recursos hídricos en 
la planificación hidrológica, resulta necesario an-
ticiparse a los impactos que se puedan producir. 
No esperemos a que salten las alarmas por la 
sequía –como suele ocurrir cada cierto tiempo 
en España– para tomar medidas de emergencia, 
aprendamos a gestionar mejor nuestros recursos 
para garantizar que se podrán cubrir las deman-
das futuras de forma sostenible. 

En este informe hay muchos ejemplos de cómo 
aumentar la eficiencia puede ser una oportunidad 
para la economía y el empleo, y de cómo se pue-
de preparar a nuestra sociedad para que sea más 
resistente a lo que esté por venir. En el capítulo de 
las migraciones, se incide en cómo el cambio cli-
mático no solo está obligando a desplazarse a 
poblaciones de países pobres –a los que sin duda 
habrá que dar una respuesta–, sino que también 
ahonda las desigualdades dentro de naciones más 
desarrolladas como la nuestra, pudiendo obligar a 
personas a buscar otros trabajos y moverse a otros 
lugares donde vivir. Anticiparse a esto supone no 
solo aumentar la calidad de nuestros recursos, sino 
también de las personas, reforzando las políticas 
de protección social y de lucha contra la pobreza.

Por otro lado, hay que anticiparse para que esta 
transición ecológica sea justa y no se cebe con 
algunos territorios y personas. Si hay que cerrar 
plantas de producción de energía por sus emisio-
nes, habrá que garantizar estrategias de reconver-
sión de empleo y mecanismos de protección social 
para las zonas y sectores más afectados. Como se 
incide en las recomendaciones, hacen falta planes 
de transición justa para cada una de las comarcas 
afectadas por esta revolución energética.

Desde el primer Informe en este ámbito de la Fun-
dación Alternativas ya insistía en que la sostenibi-
lidad es el gran tema de nuestro tiempo. Debemos 
actuar en consecuencia, con decisión, pero tam-
bién con sensatez y prudencia. Espero que este 
nuevo Informe ayude a reflexionar, debatir, abrir 
caminos, y encontrar soluciones con las que avan-
zar hacia un modelo sostenible desde el punto de 
vista económico, ambiental y social.

PRESENTACIÓN FUNDACIÓN 
ALTERNATIVAS
–
Nicolás Sartorious.
Vicepresidente Ejecutivo de la Fundación Alternativas.
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INTRODUCCIÓN

Los desplazamientos humanos vinculados a 
cuestiones medioambientales son inherentes a 
la propia evolución del ser humano. Un ejemplo 
remoto surge de la explicación del paso al bipe-
dismo por parte de los primeros homínidos. El 
impacto de un cambio climático en África pro-
dujo la alternancia de zonas de sabana abierta 
con otras áreas dispersas de selva (Rodman y 
McHenry, 1980: 105). Esta alteración climática 
provocó que los homínidos que vivían en refu-
gios boscosos tuvieran que erguirse y aprender 
a caminar sobre dos piernas en su búsqueda 
de alimento, lo que les permitiría una mejor vi-
sibilidad y recorrer largas distancias en terreno 
descubierto hasta el siguiente espacio boscoso 
(Broswimmer, 2005: 44).

Otros estudios consideran la posterior aparición 
de civilizaciones, su progreso y desaparición o 
desplazamiento a partir de la importancia de 
las presiones demográficas o la contribución de 
estas sociedades al deterioro ambiental y la dis-
minución de recursos. Un caso puede ser el que 
explican Weiss y Bradley (2001: 609) con el co-
lapso de la comunidad Natufiense hace 12.000 
años en la actual región de Oriente Próximo. 
Por su parte, Jared Diamond (2006: 70) propo-
ne diferentes colapsos de sociedades a lo largo 
de la historia, como el caso de la deforestación 
de las pequeñas islas del Pacifico, donde ante 
la imposibilidad de desplazarse a otros lugares, 
las comunidades humanas afectadas languide-
cieron, entraron en conflicto o incluso llegaron 
a desaparecer como fruto de su propia acción 
sobre el medio.

¿Y si la nueva isla del Pacifico fuera nuestro pro-
pio planeta?

EL CAMBIO CLIMÁTICO  
COMO UN HECHO SOCIAL

Los impactos sociales del cambio climático, 
como los desplazamientos humanos, se han 
visto relegados históricamente en los debates y 
negociaciones internacionales promovidas por 
la Convención Marco de las Naciones Unidas so-
bre el Cambio Climático (CMNUCC).

Desde 1992, las negociaciones y debates de esta 
Convención Marco se han centrado principal-
mente en cuestiones energéticas, económicas 
o financieras, obviando cuestiones de interés 
social como la defensa de los derechos huma-
nos y la dignidad de las personas, la creación de 
empleo, la reducción de la pobreza, los impactos 
sobre la salud del cambio climático o los propios 
procesos migratorios. 

De hecho, hubo que esperar hasta el año 2015, 
con el Acuerdo de París, para que un primer tra-
tado sobre cambio climático incluyera alguna 
mención a los derechos humanos, estableciendo 
en su preámbulo que las Partes deberían “adoptar 
medidas para hacer frente al cambio climático, de-
berían respetar, promover y tomar en consideración 
sus respectivas obligaciones con respecto a los de-
rechos humanos, el derecho a la salud, los derechos 
de los pueblos indígenas, las comunidades locales, 
los migrantes, los niños, las personas con discapaci-
dad y las personas en situaciones de vulnerabilidad 

DESIGUALDADES EN TRÁNSITO: 
CAMBIO CLIMÁTICO, MIGRACIÓN 
Y POBREZA
–
Jesús Marcos Gamero Rus.
Doctor en cambio climático y migraciones.
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y el derecho al desarrollo, así como la igualdad de 
género, el empoderamiento de la mujer y la equidad 
intergeneracional” (CMNUCC, 2015: 2).

A partir de este preámbulo, se entiende como 
necesario, por tanto, que cualquier acción cli-
mática proteja y respete los derechos humanos, 
y que enfoques sociales y de justicia climática 
sean referentes a la hora de actuar contra el 
cambio climático. 

Mercedes Pardo justifica esta necesidad desde 
el reconocimiento del cambio climático como un 
hecho social dado que: 1) su origen se basa en 
gran medida en las actividades humanas; 2) son 
las mismas sociedades humanas quienes su-
fren sus consecuencias directa o indirectamen-
te a través del cambio del medio biogeofísico y; 
3) el hecho social se reproduce en la capacidad 
de respuesta, ya que las soluciones deberían lle-
varse a cabo a través de las propias sociedades 
(Pardo, 2007: 22).

Entender el cambio climático como un hecho so-
cial, permite igualmente una mejor comprensión 
de los procesos migratorios vinculados al mismo, 
donde el componente social, expresado en el au-
mento de la pobreza y la desigualdad como activa-
dores de la migración, cobra especial importancia. 

UNA APROXIMACIÓN AL DEBATE 

A mediados del siglo pasado el ecólogo William 
Vogt (1949) llegó a hablar de Desplazados Am-
bientales. Unos años antes, la literatura de la 
época hablaba de este tipo de desplazamientos 
y su relación con la pobreza tal y como contaba 
John Steinbeck (1939) en Las Uvas de la Ira, a 
partir del fenómeno denominado The Dust Bowl1 
ocurrido en los Estados Unidos en los años 30 
del siglo pasado. Sin embargo, no fue hasta la 
década de los setenta, cuando con informes 
como los del Worldwatch Institute (Brown et 

al., 1976), o los primeros estudios y definicio-
nes de refugiados ambientales de la década de 
los ochenta, como el propuesto por el PNUMA 
(El-Hinnawi, 1985), la cuestión fue acumulando 
un mayor reconocimiento. 

Del mismo modo, y de la mano de la cada vez 
mayor importancia del cambio climático en el 
debate global, el estudio de las migraciones vin-
culadas al mismo ha desarrollado con los años 
un cada vez más amplio corpus teórico y empí-
rico. Como un punto de inflexión se considera 
el informe Foresight sobre Migración y Cambio 
climático Global del año 2011, publicado por la 
Oficina del Gobierno Británico para la Ciencia2.

Considerando algunos factores que definen este 
problema, se entienden en primer lugar los impac-
tos climáticos fundamentales que actúan como 
activadores de los desplazamientos humanos. 
Un primer caso, de impactos súbitos, puede ser el 
aumento en la fuerza y frecuencia de huracanes, 
precipitaciones e inundaciones. Otro caso, de im-
pactos de evolución más lenta, es el del aumento 
en frecuencia e intensidad de las sequías o la su-
bida del nivel del mar (Piguet, 2008: 5).

Estos desplazamientos también se pueden de-
finir a partir de su carácter estacional, temporal, 
circular o permanente, si son forzados o volunta-
rios, regulares o irregulares, o si sobrepasan o no 
fronteras, ya fueran de carácter interno o interna-
cional. Por el momento, y excluyendo situaciones 
en zonas montañosas de frontera o los pequeños 
estados insulares amenazados por la subida del 
nivel del mar, las migraciones vinculadas al cam-
bio ambiental se producen dentro de los estados 
abarcando distancias relativamente cortas. 

Pero además del número creciente de millones 
de personas que se van a ver forzadas a migrar 
debido al cambio climático, un nuevo escenario 
de poblaciones atrapadas se está planteando 
cada vez con más frecuencia, donde la pobreza 

–
1. El fenómeno conocido como Dust Bowl (literalmente, “Cuenco de Polvo”) fue un período de severas tormentas de polvo que dañaron en gran medida la ecología y la 
agricultura de las praderas de los Estados Unidos y Canadá durante la década de 1930. Se reconoce como causa de este fenómeno una sequía severa y el fracaso en 
la aplicación de métodos de cultivo en tierras secas para evitar la erosión eólica. El Dust Bowl multiplicó los efectos de la Gran Depresión en la región y provocó uno 
de los mayores desplazamientos de personas en un corto espacio de tiempo en la historia de Estados Unidos. El autor de origen canadiense Robert McLeman, a partir 
de su perfil investigador especializado en el estudio del cambio climático, las sequías y la migración, ha profundizado en el estudio de este fenómeno acontecido en 
Norteamerica en el siglo pasado: McLeman, R. et al., 2013. “What we learned from the Dust Bowl: Lessons in science, policy, and adaptation”. Population and Environment, 
35(4), pp.417–440; McLeman, R. (2006).
2. Tanto el resumen en español de este informe como la publicación al completo se pueden encontrar en el siguiente enlace: https://www.gov.uk/government/
publications/migration-and-global-environmental-change-future-challenges-and-opportunities
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y la falta de medios impide la salida de las perso-
nas de sus territorios a pesar de los impactos del 
clima y el riesgo para su supervivencia. 

MULTICAUSALIDAD, ESTIMACIONES 
Y DEFINICIONES

Multicausalidad: Un aspecto que permite abrir 
el estudio del cambio climático y la migración 
hacia el análisis de la vulnerabilidad y la capaci-
dad de adaptación de las sociedades afectadas 
es el relativo a las dificultades para identificar un 
factor monocausal que pudiera vincular directa-
mente los desplazamientos con las condiciones 
medioambientales o climáticas.

 Se espera que conforme se incrementen los im-
pactos del cambio climático sobre las socieda-
des, el factor climático aumente su importancia 
en la toma de la decisión de migrar de personas 
y comunidades. Sin embargo, por el momento 
estos procesos responden a una amplitud de 
factores vinculados a las propias fortalezas o 
vulnerabilidades de las sociedades humanas, 
ya fueran políticos, culturales, demográficos, 
medioambientales, sociales o económicos entre 
otros, lo que evidencia por el momento el carác-
ter multicausal de estos desplazamientos.

El esquema propuesto por el informe Foresight 
explica este proceso.

FIG.1.
Esquema del Marco Conceptual del Informe Foresight que muestra los impulsores de la migración y la influencia del 
cambio climático (Foresight, 2011: 33).

Medioambientales
Exposición a catástrofes
Servicios del ecosistema, como:
• productividad de la tierra
• habitabilidad
• seguridad alimentaria

Sociales
Búsqueda de educación
Obligaciones familiares

Económicos
Oportunidades de empleo

Ingresos / sueldos / bienestar
Precios de producción (como agricultura)

Precios de consumo

Políticos
Discriminación / persecución

Gobernanza / libertad
Conficto / inseguridad

Incentivos políticos
Coerción directa

IMPULSORES DE LA MIGRACIÓN Y EL CAMBIO CLIMÁTICO

Demográficos
Densidad / tamaño de la población

Estructura de la población
Prevalencia de enfermedades

Real

Percibido

Gradual

Repentino

VARIABILIDAD ESPACIAL 
Y/O TEMPORAL, DIFERENCIA 

ENTRE ORIGEN Y DESTINO

MACRO

MICRO

MIGRAR QUEDARSE

Características personales
 / familiares

Edad, sexo, educación, riqueza, 
estado civil, preferencias, etnia, 

religión, idioma

Obstáculos y 
facilitadores intervinientes

Marco político / legal, Coste de 
moverse, Redes sociales, Vínculos 
diaspóricos, Agencias de selección, 

Tecnología

DECISIÓN
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Estimaciones: Si entendemos que los despla-
zamientos humanos inducidos por el clima son 
procesos sobre los que inciden, por el momento, 
diversos factores además de los climáticos, ya 
fueran sociales, económicos o políticos, esta si-
tuación limitaría o directamente impediría efec-
tuar un desglose coherente sobre el número de 
desplazados medioambientales y climáticos, lo 
que resulta que en muchos casos estas estima-
ciones evidencien una ausencia de rigor científi-
co (Gemenne, 2011).

Como resultado, muchos enfoques relativizan y 
limitan la importancia de las estimaciones sobre 
estas migraciones. Por un lado, dar relevancia a 
los millones de desplazados por el clima que ya 
hay y habrá podría ser un factor positivo para dar 
a conocer y hacer tomar conciencia a la sociedad 
sobre la importancia del fenómeno, así como una 
forma de dirigir el debate hacia la necesidad de 
reducir las emisiones de manera más rápida para 
evitar este tipo de desplazamientos masivos. 

FIG.2. 
Diversas estimaciones a lo largo de las últimas décadas sobre migrantes y refugiados medioambientales y climáticos 
(Elaboración propia).

AUTOR CARACTERISTICAS PREVISION AÑO NÚMERO

El Hinnawi-PNUMA, 1985 Migrantes medioambientales Década de 1980 30 millones

Jacobson, 1988 Refugiados medioambientales 1988 10 millones

Tolba-PNUMA, 1989
Refugiados medioambientales 

si no se toman medidas hacia el 
desarrollo sostenible

Sin concretar 50 millones

Myers, 1993 Refugiados medioambientales 2050 150 millones

Myers, 2005 Refugiados medioambientales 2050 200 millones

Wilkinson-ACNUR, 2002 Huidos por inundaciones, hambre 
y otros factores medioambientales 2002 12 millones

Universidad Naciones Unidas, 
2005

“Personas de interés”: personas que 
podrían ser desplazadas a causa 
de los desastres medioambien-

tales

2010 50 millones

Nichols, 2004 Posibles desplazados por el Cam-
bio Climático 2080 De 50 a 200 millones

Christian Aid, 2007

Desplazados a no ser que se 
ponga en marcha una fuerte ac-
ción preventiva contra el Cambio 

Climático

2050

1.000 millones total: 250 
por sequias, inundacio-

nes y huracanas; 645 por 
construcción de presas 

y otras proyectos de 
desarrollo; 50 millones 

de desplazados por 
desastres naturales

OCHA/IDMC, 2009 Por desastres naturales repentinos 2008 36 millones

Biermann y Boas, 2010 Personas en riesgo de convertirse 
refugiados climáticos 2050 200 millones

Rigaud et al., - Banco Mundial, 
2018

Podrían estar obligados a moverse 
dentro de sus propios países para 
escapar de los impactos de desa-
rrollo lento del cambio climático.

2050

143 millones entre África 
al sur del Sahara, Asia 
meridional y América 

Latina 
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Por el contrario, la magnificación de unas cifras 
sin un sustento empírico adecuado podrían 
incidir negativamente en la propuesta de res-
puestas basadas en el respeto a los derechos 
y la dignidad de los afectados, dirigiendo el de-
bate hacia el ámbito de la seguridad y la res-
tricción de derechos, con discursos dirigidos a 
atemorizar a las poblaciones de los países de-
sarrollados sobre olas de migrantes climáticos 
y su capacidad de crear conflictos y amenazar 
su seguridad. 

No obstante, y con el objetivo de ofrecer una 
visión sobre algunas de las diferentes estima-
ciones que han surgido en relación a los des-
plazamientos humanos vinculados al cambio 
climático y la degradación ambiental se ofrece 
la siguiente tabla (FIG.2.).

Definiciones: Debido a sus implicaciones lega-
les, la no mención del término “refugiado” al ca-
racterizar a los desplazados por el cambio climá-
tico ha configurado en parte el debate sobre este 
fenómeno. Como resultado, se han propuesto 
definiciones intencionadamente vagas y dirigi-
das a salir del bucle teórico-político y generar 
respuestas al problema más fácilmente.

Como un ejemplo, se considera lo expuesto en 
el Diálogo Internacional sobre la Migración ce-
lebrado por la Organización Internacional para 
las Migraciones (OIM) en 2011 sobre “Cambio 
climático, Degradación Ambiental y Migración” 
(OIM, 2012), donde se reconoció que, dada la 
complejidad del fenómeno y la multiplicidad de 
las causas, no era fácil establecer definiciones 
claras y una terminología estándar, lo que del 
mismo modo dificultaba consensuar una defi-
nición universalmente aceptada de refugiado 
ambiental. Sin embargo, hubo un acuerdo ge-
neral sobre evitar la denominación de “refugia-
do por motivos ambientales o cambio climático” 
debido al significado específico en derecho in-
ternacional del término “refugiado”. En este en-
cuentro la OIM, reforzó su definición de trabajo 
como “migrante por causas ambientales”, que 
“no aspira a asignar derechos, sino a reflejar en su 
enunciado las múltiples facetas de este fenóme-
no” (OIM, 2012: 35).

POBREZA Y DESIGUALDAD COMO ACTIVADORES 
DE LA MIGRACION: RESPUESTAS DESDE UN 
ESTADO Y SOCIEDAD COHESIONADOS

No solo migran las personas, migran también 
sus circunstancias, y la pobreza es quizás una 
de las más importantes que se acarrean. 

A partir del escenario expuesto, donde por el 
momento son múltiples los factores que pueden 
activar la decisión de migrar debido al impacto 
del cambio climático, se considera la especial 
influencia de los factores socioeconómicos, ya 
que el aumento de la vulnerabilidad y desigual-
dad social surgen como aspectos vinculantes a 
la decisión de migrar por cuestiones climáticas.

Los países menos desarrollados son objeto de 
especial atención. Concretamente, las zonas 
rurales de estos países son las más propensas 
a entrar en dinámicas perniciosas de pobreza 
debido al impacto del cambio climático. La vul-
nerabilidad de estos hogares y comunidades se 
ve exacerbada debido a la carencia de infraes-
tructuras, ya fuera de comunicación o agua, o la 
ausencia de sistemas de protección social, edu-
cación, salud, políticas de empleo o derechos la-
borales que sirvan como un apoyo fundamental 
para las personas en momentos de crisis. Como 
resultado, las economías familiares viran hacia 
modelos de cada vez mayor subsistencia y a una 
cronificación de la pobreza que se agudiza con la 
mayor intensidad o la extensión en el tiempo de 
los impactos del cambio climático. 

A lo largo de este proceso de empobrecimiento, 
esos hogares y comunidades pueden plantearse 
en última instancia el abandono de sus tierras, 
dada su capacidad más limitada para hacer fren-
te a los riesgos y gestionarlos, y ante la incapa-
cidad de los gobiernos para hacer frente a estos 
desafíos y proteger a su población. 

Un caso a considerar es el de Siria, en donde la 
extrema sequía que sufrió el país entre 2006 y 
2010 supuso la pérdida de los medios de vida 
y el empobrecimiento de decenas de miles de 
familias agrícolas (ACSAD, 2011). Por su parte, 
el régimen sirio no fue capaz de responder de 
forma efectiva ante los desafíos generados por 
la sequía, la pobreza causada por la misma y el 



14

DESIGUALDADES EN TRÁNSITO: CAMBIO CLIMÁTICO, MIGRACIÓN Y POBREZA

posterior desplazamiento masivo de familias ha-
cia las ciudades.

Conviene recordar en este sentido las palabras 
del representante de la FAO en Siria en 2008, 
Abdullah bin Yehia, mencionando lo dicho por el 
ministro sirio de Agricultura durante una reunión 
en julio de ese año, donde declaró en público que 
las consecuencias económicas y sociales de la 
sequía estaban “más allá de nuestra capacidad 
como país para tratar”.

Del mismo modo, en ese mismo cable extraído 
del sitio Wikileaks3, Yehia explicaba el posible po-
tencial de “destrucción social” que acompañaría a 
la erosión de la industria agrícola en la Siria rural, 
pudiendo llevar a la inestabilidad política.

La búsqueda de un sustento que no se podía en-
contrar en sus lugares de origen, pero que tam-
bién se les negaba en sus nuevos hogares, fue un 
factor importante dentro del clima de desconten-
to general que surgió entre la población siria. Las 
protestas ocurridas tanto en las zonas rurales 
como en las grandes ciudades, alimentadas tam-
bién por otros factores, políticos, étnicos o religio-
sos, derivaron en el estallido de un conflicto civil 
que todavía asola el país (Femia y Werrell, 2012).

Frente al caso sirio, y otros que pueden estar ya 
surgiendo conforme se hagan más evidentes los 
impactos “sociales” del cambio climático como 
las migraciones, se plantea la cuestión del pa-
pel del Estado como garante de derechos y de 
protección de las personas. Este enfoque requie-
re igualmente la necesidad previa por parte del 
Estado de reconocer y entender que el cambio 
climático afecta también a las políticas y estruc-
turas económicas y sociales, pudiendo influir 
igualmente en conflictos activos o latentes.

Solo a partir de sociedades cohesionadas se 
podrá hacer frente con garantías a los desafíos 
futuros que nos impone el cambio climático. La 
demanda y lucha por los recursos hídricos y los 
alimentos, la ausencia de medidas de empleo o 
de protección social que impidan la desafección 

de la ciudadanía, tal y como ocurrió en Siria, pue-
den llegar a amenazar el contrato social entre 
gobiernos y ciudadanos, y la propia convivencia 
dentro de las comunidades.

Por tanto, ante los impactos previstos y con-
siderando la lucha a nivel global, pero también 
local contra el cambio climático, las sociedades 
deben optar de forma decidida por promocionar, 
mejorar y disponer de una estructuras políticas 
y sociales fuertes, cohesionadas y dirigidas a la 
protección de las personas y sus derechos.

RESPUESTAS DESDE UN ENFOQUE 
ADAPTATIVO: RESILIENCIA Y MIGRACIÓN

Si entendemos que en muchos casos el origen 
del proceso migratorio debido al cambio climá-
tico parte del aumento de la vulnerabilidad de 
individuos, familias y comunidades, las respues-
tas desde un marco adaptativo deben pasar por 
el refuerzo de la capacidad de resiliencia de las 
comunidades, así como el establecimiento de 
marcos de gestión de la migración basados en 
derechos. Se consideran estos enfoques a partir 
de los mecanismos establecidos por la Organi-
zación Internacional del Trabajo (OIT), y trabajos 
previos de este autor (Gamero, 2014).

Mecanismos vinculados de Protección Social 
y Protección Medioambiental

Por un lado, se entiende la importancia de po-
tenciar la capacidad de resiliencia al cambio cli-
mático desde las propias comunidades a través 
de medidas que permitan fijar las poblaciones al 
terreno como: fortaleciendo su capacidad de ac-
ción a través de la creación de oportunidades al-
ternativas de empleo y diversificación de los me-
dios de vida que pudieran promover la resiliencia 
a largo plazo; fomentando procesos participati-
vos de toma de decisiones y mejora institucio-
nal; o medidas sociales que mejoren los medios 
de subsistencia como la protección social, dada 
su capacidad de transformación social y econó-
mica, y que se reconoce como fundamental en 

–
3. 2008 A drought Appeal for Syria. https://wikileaks.org/plusd/cables/08DAMASCUS847_a.html 
Entre las predicciones de Yehia, estaba que sin apoyo de la FAO, aproximadamente 100.000 dependientes –mujeres, niños, ancianos o enfermos– caerían en la pobreza. 
Los niños dejarían la escuela para buscar ingresos para las familias, o que la migración de 15.000 trabajadores no cualificados se sumaría a las presiones sociales y 
económicas que se daban en ese momento en las principales ciudades sirias.
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contextos de aumento de la pobreza y la vulne-
rabilidad bajo un clima cambiante. 

Estos procesos deben ir acompañados de otras 
medidas específicas de adaptación al cambio 
climático que permitan ofrecer una respuesta 
integral al problema, ya fueran medidas físicas 
relacionadas con las infraestructuras de gestión 
de agua, económicas –como seguros agrarios 
en zonas agrícolas afectadas– o de otro tipo 
–como la formación y aumento de las capaci-
dades en el ámbito agrícola, para conocer y tra-
bajar nuevas especies, o el establecimiento de 
nuevos calendarios de siembra y recolección, 
entre otras–.

No obstante, conviene resaltar como las políticas 
basadas en mecanismos básicos de protección 
social permiten aumentar la resiliencia de las po-
blaciones afectadas por los impactos del cambio 
climático, asegurar la subsistencia de los migran-
tes, y proveer unos niveles mínimos de seguridad 
en las zonas de destino (Gamero, 2014).

El Informe Foresight de 2011 considera los me-
canismos de protección social como herramien-
tas de alta efectividad bajo escenarios de alta 
gobernabilidad y de una efectividad moderada en 
escenarios de baja gobernanza, al analizar la re-
siliencia de políticas ante escenarios de aumento 
de migraciones vinculadas al cambio climático. 

FIG.3. 
Tabla elaborada por el Informe Foresight (2011: 219) que muestra la resiliencia de las políticas ante la migración inducida 
por el cambio medioambiental.

TIPO DE POLÍTICA (ABAJO) / ESCENARIO (DERECHA) A B C D

Baja el tipo de cambio

Política climática de mitigación  (horizonte 2030)

Política climática de mitigación (horizonte 2030)

Se aborda la degradación de la tierra (2030 y 2060)

Reducción del impacto del cambio ambiental a través de políticas de adaptación (2030 y 2060)

Acciones de previsión, calentamiento y emergencia:
• Previsiones a corto plazo
• Previsiones climáticas estacionales
• Previsiones de descodificación
• Acciones de calentamiento y emergencia

Protección contra fenómenos – Medidas estructurales

Reducción de la exposición – Medidas no estructurales

Aumento de la resiliencia a los cambios ambientales (2030 y 2060)

Medidas que permitan mejorar los ingresos
(excluyendo los microcréditos, pues su evidencia 
es limitada por sí misma)

Planes de seguros

Planes de protección social

Eficacia alta
Eficacia moderada
Eficacia neutra
Moderadamente contraproducente
Altamente contraproducente

Gobernanza elevadaGobernanza baja
A

C

B

D

Crecimiento elevado

Crecimiento bajo
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Los mecanismos de protección social pueden, 
por tanto, gestionar y reducir los riesgos de los 
desplazamientos inducidos por el cambio climá-
tico, dada su capacidad para romper el ciclo de 
la vulnerabilidad y pobreza, reduciendo la posibi-
lidad de la migración o sirviendo como punto de 
apoyo y protección en el caso que la migración 
sea la única opción posible.
 
En este último caso, el Informe Bachelet (OIT, 
2011), reflejo de la iniciativa de los Pisos de Pro-
tección Social de la OIT y la OMS en su enfoque 
basado en derechos, considera la vinculación de 
aspectos como la pobreza, el cambio ambiental 
y la migración. Este informe reconoce que dado 
que la migración internacional es una respuesta 
natural a la pobreza y los desastres medioam-
bientales, los grupos vulnerables que toman la 
decisión de migrar necesitan de sistemas de 
protección social adaptados, con el objetivo de 
que puedan ser protegidos y acogidos tanto en 
los lugares de destino, como en el caso del re-
torno a sus lugares de origen, y en donde sus 
derechos como migrantes sean respetados en 
cualquier situación (OIT, 2011: 33).  

El desarrollo y evolución de iniciativas y progra-
mas de protección social, como los Pisos de Pro-
tección Social (PPS)4, ha permitido en su desa-
rrollo en diversos países vincularse con políticas 
de protección medioambiental, de modo que se 
pudiera conectar la protección de las personas y 
los medios de vida locales con la protección del 
planeta, mejorando así la capacidad de resilien-
cia de las comunidades. Se reconocen diferen-
tes experiencias en países en desarrollo como 
Brasil, con el programa Bolsa Familia, en Etiopia, 
con el Programa de Seguridad Alimentaria (FSP), 
La Ley Nacional India de Garantía de Empleo Ru-
ral o el Programa de desarrollo de tierras altas de 
Filipinas. Estos programas muestran la capaci-
dad de los mecanismos de protección social, en 
conjunción con medidas de protección ambien-
tal para mejorar los medios de vida de las perso-
nas y aumentar la resiliencia ante los impactos 

del cambio climático, evitando en última instan-
cia su desplazamiento (Gamero, 2014: 368).

Sin embargo, la vinculación de políticas de pro-
tección social con protección ambiental no debe 
limitarse a países en desarrollo, y debe tener un 
amplio recorrido y aplicación en países desa-
rrollados como los del continente europeo. Un 
ejemplo se puede encontrar en el informe “Green 
Jobs for Social Inclusion” de la Comisión Euro-
pea, que propone diversos ejemplos sobre cómo 
las ciudades combinan el objetivo de ser más 
verdes con la inclusión social y laboral de los 
grupos vulnerables (Eurocities, 2015). 

Marcos normativos sobre migración laboral

Por otro lado, la migración, aunque se puede en-
tender de forma negativa como un fracaso para 
adaptarse al cambio climático, también puede 
ser parte de estrategias positivas de adaptación 
que permitan aumentar la resiliencia y reducir la 
vulnerabilidad de las comunidades afectadas en 
origen, a través de mecanismos como las reme-
sas, la migración circular o la propia protección 
social (Tacoli, 2009: 104).

La migración, por tanto, se entiende como un 
mecanismo adaptativo, dada su capacidad de 
construir resiliencia, fortalecimiento social y re-
ducción de la vulnerabilidad, ya fuera en origen 
haciendo de la migración un acto voluntario, o 
reconociendo la migración como una “adapta-
ción transformadora” a los cambios medioam-
bientales y un medio eficaz para construir resi-
liencia a largo plazo (Foresight, 2011: 21). 

Surge como un desafío en este contexto, encon-
trar un reconocimiento legal para las personas 
desplazadas por el cambio climático. En este 
sentido, y frente a las dificultades para establecer 
un marco legal específico para estas personas, 
se considera la existencia de marcos normativos, 
como los Principios Rectores sobre el Desplaza-
miento Interno (ONU, 1998)5 o la Convención in-

–
4. Conviene mencionar igualmente el marco de actuación denominado Protección Social Adaptativa (Adaptive Social Protection) y que el Banco Mundial desarrolla a 
través de Redes de Seguridad Social (Social Safety Nets) y que pretende mejorar la capacidad de los más pobres y altamente vulnerables para hacer frente y recuperarse 
de los desastres naturales y aquellos provocados por el clima. Para 2020, el Banco pretende cubrir a través de esta iniciativa a 50 millones de personas.
5. Los Principios Rectores se basan en el derecho internacional humanitario, el derecho de los derechos humanos y el derecho de los refugiados. Su objetivo es servir de 
norma internacional para orientar a gobiernos, organizaciones regionales y otros actores en la provisión de asistencia y protección a los desplazados internos.
6. La Convención es un tratado de la ONU que busca respetar los derechos de los trabajadores migrantes y de sus familias, proponiendo un marco jurídico mínimo, sobre 
las condiciones laborales de los trabajadores migratorios y busca implantar medidas para erradicar movimientos migratorios clandestinos, castigando principalmente a 
traficantes, pero también a empleadores de migrantes en situación irregular.
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ternacional sobre la protección de los derechos 
de todos los trabajadores migratorios y de sus 
familiares (ONU, 1990)6, que pueden responder a 
estas situaciones (Gamero, 2014: 418 y 408).

Sin embargo, las dinámicas y mecanismos de 
mercado pueden suponer una limitación de los 
derechos de los trabajadores migrantes, por lo 
que se considera igualmente otro marco norma-
tivo no vinculante desarrollado por la OIT, el Mar-
co Multilateral para las migraciones laborales 
(OIT, 2007), que permite mantener y reconocer en 
el debate global los derechos de los migrantes.

Este Marco es una respuesta evidente a las de-
mandas que desde el debate sobre las migra-
ciones climáticas consideran la necesidad de 
integrar, elaborar, coordinar o adaptar normas a 
estos nuevos desafíos migratorios. Del mismo 
modo, este Marco normativo permite reforzar el 
discurso sobre la necesidad de integrar las nor-
mas internacionales del trabajo, el diálogo social 
y la participación en el debate climático de acto-
res sociales como los trabajadores o empleado-
res, así como las personas y comunidades vul-
nerables (Gamero 2014, 411). 

Se consideran estos marcos como respuestas 
idóneas. Por un lado, permiten responder a la ne-
cesidad de respuestas normativas coordinadas 
en la búsqueda de la mejora de la gobernanza 
de los sistemas internacionales que enfrentan 
los desplazamientos humanos inducidos por el 
cambio climático. Y por otro, se entienden como 
mecanismos legales que inciden en la gestión 
positiva de los procesos migratorios, aunando la 
necesidad de protección social en la migración 
y los derechos reconocidos de los trabajadores 
migrantes (Gamero, 2014: 450).  

¿MIGRACIONES CLIMÁTICAS EN PAISES DE-
SARROLLADOS?

Ni el cambio climático conoce de fronteras, ni 
sus impactos sobre las sociedades se delimitan 
a los países en desarrollo. En Estados Unidos, ya 

se están observando procesos de desplazamien-
to de poblaciones debido a la variación climática. 

Estos no son desplazamientos en países en 
desarrollo, donde miles de personas en un re-
lativo espacio corto de tiempo, y atrapadas en 
un círculo de pobreza provocado por impactos 
climáticos como la sequía, huyen del campo a la 
ciudad, tal fue el caso de lo acontecido en Siria 
entre 2006 y 2010.

Son desplazamientos, que sin ser todavía masi-
vos, nos explican que no solamente las perso-
nas van a migrar debido al cambio climático y 
que estos desplazamientos ya ocurren en paí-
ses desarrollados. Pero también que los im-
pactos económicos del cambio climático van 
a incidir sobre todo en las zonas más pobres y 
expuestas, y por tanto en la población más vul-
nerable del primer mundo. La fórmula ya se ha 
explicado con anterioridad, a mayores impactos 
del cambio climático, más pobreza, y como re-
sultado mayor posibilidad de desplazamientos 
hacia zonas menos expuestas. 

Esta situación se puede entender también a 
partir del análisis hecho en los Estados Unidos 
sobre el daño económico que puede sufrir el 
país en las próximas décadas debido al cambio 
climático. Según el estudio de Solomon Hsiang 
(Hsiang, 2017), los impactos podrían ser muy 
desiguales en ese país, dado que el aumento de 
las temperaturas sería mucho más perjudicial 
en zonas ya de por si calientes, y en donde los 
estados en el noreste y oeste podría soportar 
mejor los cambios, mientras que las zonas del 
medio oeste y sudeste del país estarían espe-
cialmente afectadas7.

Otro estudio de Mathew Hauer de la Universidad 
de Georgia8 estima que 13 millones de personas 
serán desplazadas en Estados Unidos solo por 
el aumento del nivel del mar para el año 2100, 
mientras que cerca de 2,5 millones huirán de 
la región que incluye Miami, Fort Lauderdale y 
West Palm Beach o Nueva Orleans, que perdería 
hasta 500.000 personas. Por su parte, las ciuda-

–
7. Plumer, B, y N Popovich. 2017. As Climate Changes, Southern States Will Suffer More Than Others. 29 June. https://www.nytimes.com/interactive/2017/06/29/climate/
southern-states-worse-climate-effects.html 
8. Hauer, M. E., Evans, J. M. & Mishra, D. R. Millions projected to be at risk from sea-level rise in the continental United States. Nat. Clim. Change 6, 691–695 (2016).



18

DESIGUALDADES EN TRÁNSITO: CAMBIO CLIMÁTICO, MIGRACIÓN Y POBREZA

des que ganarían población serían aquellas más 
cercanas, en terrenos más elevados, con climas 
suaves, buenas infraestructuras y economías 
fuertes como Atlanta, Austin, Madison, Wiscon-
sin o Memphis9. Por tanto, no hablaríamos úni-
camente de personas en movimiento, sino que 
los sectores productivos también entenderían la 
importancia de buscar lugares más confortables 
desde los que realizar su actividad.

¿Y ESPAÑA?

Al igual que en Estados Unidos algunas de las 
regiones más pobres del país podrían sufrir las 
mayores pérdidas económicas, especialmente 
en el sudeste del país, esta situación tiene cierta 
similitudes con España, donde dado que somos 
un país especialmente expuesto a los impactos 
del cambio climático, estamos experimentando 
una mayor desertificación de nuestro territorio, 
un aumento de las temperaturas, descenso de las 
precipitaciones o una creciente escasez de agua.

Mientras que un estudio reciente de la revista 
Nature Climate Change predice que para 2050 
más del 30% de la superficie del mundo podría 
estar bajo riesgo de desertificación (Park et al., 
2017), en España los datos del Ministerio de Me-
dio Ambiente proponen un escenario donde el 
total de zonas áridas, semiáridas y subhúmedas 
secas llega a 37,4 millones de hectáreas de las 
50,5 millones del total del territorio (MAGRAMA, 
2016: 2), lo que implica que este es un fenómeno 
que no afecta solo a la mitad sur peninsular, sino 
que va ganando terreno hacia el norte.

El cambio climático va a suponer un impacto en 
nuestro país sobre sectores como el turismo, la 
agricultura y la producción de alimentos, la ge-
neración de empleo, el mercado inmobiliario, la 
industria o la generación de electricidad, entre 
otros. Estos procesos deben llevarnos, si es po-
sible de forma proactiva, a plantear un proceso 
profundo de racionalización del problema del 
cambio climático, proponiendo debates y foros, 

que nos permitan establecer narrativas que faci-
liten la comprensión del cambio climático y por 
tanto nuestro propio futuro como sociedad, al 
menos para los próximos años.

Factores de riesgo que pueden vincularse con 
procesos de movilidad humana y que deberían 
poner en alerta a autoridades, instituciones y so-
ciedad en general no nos faltan. La subida del 
nivel del mar, el aumento de las temperaturas y 
la escasez de agua amenazan tanto a la pobla-
ción costera e insular como al sector turístico, 
uno de los principales motores de la economía 
española. 

Existen también sectores productivos, como el 
vitivinícola, que observan con preocupación el 
aumento de las temperaturas y la mayor aridi-
zación del campo lo que por un lado implica un 
descenso en la producción y la superficie culti-
vada y por otro lleva a plantearse escenarios de 
adaptación al cambio climático mediante el tras-
lado de cultivos hacia zonas de mayor altura o 
hacia el norte10.  

Por su parte, la situación cada vez más insos-
tenible del trasvase Tajo-Segura no hace sino 
acrecentar la necesidad de plantear cuestiones 
que van desde superar tabúes con respecto a la 
utilidad y necesidad de utilizar agua procedente 
de plantas desaladoras11, a romper con un mo-
delo hídrico cortoplacista que evita estudiar so-
luciones a largo plazo y amenaza con dejar sin 
agua tanto a las cuencas de origen como a las 
poblaciones y tierras receptoras.

No se trata de plantear escenarios alarmistas 
con temperaturas más altas, ausencia de pre-
cipitaciones, mayor carestía de agua, aumento 
de la pobreza o incluso con personas en movi-
miento buscando mejores condiciones de vida y 
recursos o luchando por ellos; se trata de plan-
tear propuestas integrales y proactivas, que nos 
permitan entender cómo va a ser nuestro futuro 
y cuál debe ser nuestra forma de actuar para 
adaptarnos con ciertas garantías al mismo.

–
9. Goodell, J. 2018.  Welcome to the Age of Climate Migration. February 25.  https://www.rollingstone.com/politics/news/welcome-to-the-age-of-climate-
migration-w516974
10. Desde 1980 hasta hoy se evidencia una caída libre continuada del cultivo de la Vid en un 42% en superficie cultivada. En 1980 existía una superficie cultivada de 
1.642.622 hectáreas, mientras que en la actualidad los viñedos ocupan 953.607 hectáreas. https://www.misumiller.es/blog/95_consecuencias-cambio-climatico-vinedos-
espa%C3%B1a
11. ¿La experiencia canaria permite al resto del país romper ese tipo de tabúes? https://politica.elpais.com/politica/2018/01/20/actualidad/1516475753_444638.html
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Evidentemente, esos buenos deseos deben sor-
tear previamente los discursos demagógicos y 
cortoplacistas, vinculados en muchos casos a 
legislaturas políticas de cuatro años, y dirigidos 
a determinadas poblaciones y territorios según 
el contexto. Pero es evidente que la mejor forma 
de afrontar la realidad es enfrentándose a ella, 
y por el momento no ha surgido nadie capaz 
de rebatir de forma científica y fiable los datos 
y previsiones proporcionadas por el  Grupo In-
tergubernamental de Expertos sobre el Cambio 
Climático (IPCC).

Por tanto, y conociendo los procesos migrato-
rios vinculados al clima que ya acontecen tanto 
en países desarrollados como en desarrollo, no 
debe ser una imprudencia plantear la posibilidad 
de estos desplazamientos para diversas zonas 
de España, y lo que es más importante, plantear 
respuestas de una forma planificada, solidaria, 
equitativa y respetuosas con los derechos y la 
dignidad de las personas.

Además, el estudio de estos procesos de des-
plazamientos vinculados al cambio climático, 
pueden surgir como una oportunidad de plantear 
respuestas a desafíos como los procesos de des-
población que afectan a una parte importante de 
nuestro territorio. Estos procesos, debidos prin-
cipalmente a causas demográficas, sí que alber-
gan un componente medioambiental, ya que la 
despoblación y descuido de zonas rurales que 
durante siglos han sido modeladas por el hom-
bre, producen un deterioro que, además de supo-
ner una pérdida o problemas para el sostenimien-
to del patrimonio histórico-artístico, puede llevar 
a la pérdida de los activos medioambientales. 

La pérdida de habitantes y una menor presen-
cia y labor humana en el medio rural implica el 
descuido y merma de las labores de cuidado de 
esos montes y campos, lo que supone un factor 
de riesgo para la conservación del medio natural 
y una mayor vulnerabilidad frente al aumento de 
incendios o erosión del suelo. 

El desarrollo de políticas y acciones para evitar y 
revertir estos procesos, como los programas de 
Inversión Territorial Integrada (ITI)12, pueden ser 
una respuesta más que positiva ante estos pro-
cesos de despoblación e invertir dinámicas de-
mográficas que a la larga no hacen sino acrecen-
tar la situación de degradación medioambiental.

En este contexto, la implementación de políticas 
gubernamentales que permitan la integración 
de políticas de protección social que afiancen 
a las personas al territorio, junto con políticas 
de protección medioambiental que protejan los 
activos del terreno, debe ser un requerimiento 
fundamental.

LOS CAMPOS ELÍSEOS SON PARA UNOS POCOS

Tomando como referente la mitología griega, la 
película de ciencia-ficción Elysium del año 2013 
nos sitúa en un Planeta Tierra del año 2154 don-
de los ricos viven en una estación espacial avan-
zada llamada Elysium, con su propia atmósfera, 
aire limpio, agua y todo lo necesario para vivir de 
forma segura, saludable y confortable. Mientras, 
el resto de personas vive en una superpoblada y 
arruinada Tierra, afectada por el cambio climáti-
co, la contaminación ambiental, o los desechos 
industriales y nucleares, además de problemas 
de salud, incapacidad y enfermedades genéticas.

Muy lejos estamos de esos escenarios imagi-
nados, pero identificar los impactos del cambio 
climático con un aumento de la pobreza supone 
igualmente entender que el acceso a un medio 
ambiente limpio pueda ser, o ya esté siendo, un 
factor creciente de desigualdad. En este contex-
to, la movilidad, y la capacidad y disposición de 
medios para desplazarse en busca de ese medio 
ambiente limpio será un factor diferencial.

Los estudios llevados a cabo en Estados Unidos 
ofrecen un escenario de estas características. 
Para el profesor Solomon Hsiang, el calentamien-
to del clima en ese país está llevando a una gran 

–
12. Se consideran en este sentido la iniciativa del Gobierno regional de Castilla-La Mancha que a través de la inversión de 490 millones para frenar el despoblamiento 
en 623 municipios de Castilla-La Mancha a través de programas ITI, pretende responder a la situación que enfrenta esta comunidad autónoma donde la existencia de 
zonas con gran dispersión territorial de los núcleos de población, unido a la baja densidad de la misma y a la dificultad orográfica, contribuyen a profundizar la dicotomía 
entre los entornos urbano y rural, dificultando la gestión de los recursos y servicios sobre el terreno en un contexto de elevado envejecimiento poblacional y riesgo de 
despoblamiento. Del mismo modo, la existencia de zonas en las que la población activa se encuadra en un ámbito medio/bajo, contribuye a que los niveles de pobreza y 
exclusión sean más acentuados en estas zonas de marcado carácter rural.
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transferencia de valor principalmente dirección 
norte, en donde los ricos serán los más beneficia-
dos. Los ricos tendrán la capacidad de adaptarse, 
pudiendo desplazarse de zonas costeras a zonas 
más altas de interior de ambiente más agradable 
y a salvo de mayores impactos climáticos, mien-
tras que los pobres no tendrán esa capacidad y 
sufrirán con más virulencia los impactos (Hsiang, 
2017). En palabras del profesor Hsiang y a partir 
de su análisis, “el cambio climático puede resul-
tar en la mayor transferencia de riqueza de los 
pobres a los ricos en la historia del país”13.

Podemos ver en este sentido que el impacto del 
Huracán Katrina sobre Nueva Orleans en agosto 
de 2005 no fue un caso aislado, sino que es par-
te de una tendencia que explica como los grupos 
socialmente más desfavorecidos y pobres –en 
esta ocasión, con una fuerte influencia del com-
ponente étnico– son los que menos disponen de 
medios e información para huir de los impactos 
del cambio climático sobre sus hogares14. 

Otro ejemplo se puede encontrar en China. La 
sobrepoblación de sus ciudades, y las terribles 
consecuencias para la salud que sufren esas po-
blaciones urbanas debido a las nubes de conta-
minación, plantea la migración de las mismas. 
Sin embargo, esta es una cuestión que solo se 
pueden plantear las personas con suficiente ca-
pacidad económica para hacerlo. 

De este modo, en las ciudades chinas se puede 
asistir a un doble proceso migratorio de entrada 
y salida de las ciudades, donde las familias rura-
les empobrecidas entran en busca de empleo y 
oportunidades, mientras que los residentes más 
adinerados huyen de la contaminación urbana, 
en busca de lugares donde poder disfrutar de un 
aire, agua y alimentos más sanos y limpios.

El Informe Hurun, que analiza las mayores for-
tunas de China, muestra que la contamina-
ción ambiental es la principal razón citada por 
los ricos de China (52% de los encuestados la 
mencionan) para abandonar definitivamente su 
país. Otras tres razones son la búsqueda de una 
mejor educación para sus hijos (44%), una vida 
medioambiental ideal (37%) y la preocupación 
por la calidad de los alimentos (24%)15. De cuatro 
factores principales, tres están vinculados con el 
medio ambiente y sus procesos de degradación 
medioambiental16.

Considerando el carácter doméstico o interna-
cional de estos procesos, las clases más adine-
radas eligen Estados Unidos, Canadá, Australia, 
Nueva Zelanda o países europeos como desti-
nos. Mientras que las personas con menor nivel 
de riqueza y que permanecen en China, se mu-
dan a ciudades menos pobladas y con menor 
contaminación. 

Un giro macabro al término “migrante medioam-
biental” donde la desigualdad, o mejor dicho, la 
riqueza, es la que define la capacidad de alcan-
zar un Elíseo solo para unos elegidos. Mientras, 
los más desfavorecidos no pueden abandonar 
sus ciudades contaminadas, o lo que es peor, los 
aún más pobres migran del campo a la ciudad 
en busca de un mejor futuro aun a costa de la 
contaminación y los riesgos para su salud17.

CONCLUSIONES

Diversos foros, conferencias o iniciativas es-
tán abordando el problema de las migraciones 
humanas inducidas por el cambio climático. 
La Iniciativa Nansen pretende crear consenso 
entre los estados sobre el abordaje de los des-

–
13. Nota de prensa de la Universidad de Princeton “Climate change to damage U.S. economy, increase inequality”, 29 Junio, 2017. https://www.princeton.edu/
news/2017/06/29/climate-change-damage-us-economy-increase-inequality
14. Se proponen los artículos del espacio web “Understanding Katrina” y otros artículos académicos y online que han venido elaborándose desde el impacto del Huracán 
con el objetivo de entender las consecuencias sociales del Huracán Katrina y como la posición social marcó en muchos casos las respuestas de las personas. http://
understandingkatrina.ssrc.org/. Considerando un caso más reciente se explica en el siguiente articulo las diferentes estrategias entre comunidades ricas y pobres en 
Miami a la hora de enfrentar el huracán Irma https://www.theguardian.com/world/2017/sep/09/hurricane-irma-miami-florida-two-cities
15. Nota de prensa Hurun Report: “Immigration and the Chinese HNWI 2017”, 15 Julio, 2017. http://www.hurun.net/EN/Article/Details?num=51636DE2A1F4
16. Curiosamente, y según la investigación de dos investigadores de Singapur, a partir del análisis de 153 grandes ciudades chinas, y el número de búsquedas del término 
“migración” en el sitio web Baidu, el motor de búsqueda más grande de China, se ha encontrado que cuanto más grave es la contaminación del aire, en especial en 
ciudades altamente contaminadas como Beijing, mayor es la correlación positiva con las búsquedas en línea con palabras clave relacionadas con la emigración (Qin y 
Zhu, 2015).
17. Se proponen los siguientes artículos de medios online para conocer más sobre estas dinámicas: “Rich China’s clean air migration”, The Australian, 6 Marzo, 2014.
https://www.theaustralian.com.au/business/business-spectator/rich-chinas-clean-air-migration/news-story/8c3c54e9b89433141b66e473b2adf251 ; “Is Air Pollution 
Driving Rich Chinese To Emigrate?”, WorldCrunch, 27 enero, 2016. https://www.worldcrunch.com/green-or-gone-1/is-air-pollution-driving-rich-chinese-to-emigrate; “A New 
Class of Chinese Migrants” Slate, 17 Febrero, 2016. http://www.slate.com/articles/life/caixin/2016/02/smoggy_china_faces_brain_drain_and_capital_flight.html; “Building 
boom in China’s tropics as Beijing’s ‘smog refugees’ flee toxic air” Guardian,10 enero 2018. https://www.theguardian.com/world/2018/jan/10/building-boom-in-chinas-
tropics-as-beijings-smog-refugees-flee-toxic-air
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plazamientos entre fronteras en el contexto de 
los desastres repentinos y de evolución lenta; la 
Declaración de Nueva York para los Refugiados 
y los Migrantes de septiembre de 2016 recono-
ce los efectos adversos del cambio climático, 
los desastres naturales u otros factores am-
bientales como factores desencadenantes de 
la migración; o como un último proceso está el 
Pacto Mundial sobre Migración que será el pri-
mer acuerdo intergubernamental, cuyo objetivo 
es cubrir todas las dimensiones de la migración 
internacional de una manera completa y holísti-
ca. Este Pacto contemplara, en su próxima con-
ferencia intergubernamental a celebrar a media-
dos de 2018, el problema de como la presión 
demográfica y los efectos del cambio climático 
en las sociedades vulnerables pueden provocar 
un mayor aumento de la migración en los próxi-
mos años, así como la importancia de tomar me-
didas al respecto (Guterres, 2018).

Por su parte, las negociaciones bajo el marco de 
la CMNUCC están todavía muy alejadas de un 
abordaje directo del problema. La última Confe-
rencia de las Partes COP23 celebrada en Bonn 
evidenció esa todavía incapacidad por parte de 
los Estados para incluir este problema en las se-
siones oficiales18.

Está por ver si estos y otros foros son capaces de 
plantear respuestas efectivas a un desafío global 
y que surge como una consecuencia del propio 
cambio climático, lo que lleva a plantear, en pri-
mer lugar, la necesidad de un compromiso real 
a nivel global en la lucha contra este fenómeno.

Mientras esto ocurre, y conforme aumenta el nú-
mero de personas desplazadas o atrapadas por 
razones climáticas, se hace necesario incidir en 
la importancia de proteger a esta parte de la po-
blación y de defender sus derechos y su dignidad. 

El papel de los estados es fundamental en este 
contexto. Por el momento, la mayoría de estos 
desplazamientos son dentro de las fronteras de 
los países. Además, estos desplazamientos de 
personas, familias y comunidades llevan aca-
rreado en la mayoría de los casos el estigma de 
la pobreza.

Proteger a las personas desplazadas por el cam-
bio climático, con un refuerzo de las políticas de 

protección social y de lucha contra la pobreza y 
de los marcos de migración basados en la pro-
tección de los derechos, no solamente repercu-
tirá positivamente en el bienestar de estas per-
sonas, sino que permitirá reforzar los procesos 
de cohesión social, lo que en última instancia 
repercutirá en la propia lucha contra el cambio 
climático.

El cambio climático nos propone una óptica dife-
rente del problema de la desigualdad y la pobre-
za. La evolución de los desplazamientos huma-
nos vinculados al mismo nos permite observar 
igualmente el surgimiento de procesos sociales 
que socaban los propios pilares de las socie-
dades. Desafección con el estado, conflictos o 
poblaciones pobres atrapadas mientras que los 
capitales huyen y la ayuda estatal desaparece, 
son algunos de estos impactos.

Solo con personas protegidas se podrá mejor 
cuidar el medio ambiente y enfrentar el cambio 
climático, y al contrario; solo a través de un me-
dio ambiente protegido podremos disponer de 
sociedades protegidas, cohesionadas y equitati-
vas. Es a partir de este enfoque desde donde hay 
que articular cualquier respuesta ante el cambio 
climático y los desplazamientos humanos vincu-
lados al mismo.
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El cambio ha sido siempre una característica in-
trínseca del sector de la energía, pero al que se 
enfrenta ahora no sólo es acelerado, lo que es 
propio de nuestro tiempo, sino que puede revo-
lucionar un modus operandi consolidado tras un 
siglo de práctica, así como la misión y estructu-
ra de la empresa energética tradicional. Es por 
ello de gran interés para todos los agentes del 
mercado energético, incluidos autoridades y re-
guladores, analizar las tendencias y tratar de en-
cauzarlas para que las oportunidades que ofrece 
el cambio compensen ampliamente sus riesgos. 
Dada la amplitud del tema tratado, este estudio 
se centra en las áreas o subsectores de la ener-
gía que van a estar más afectados por el cambio. 

INTRODUCCIÓN

Ni el futuro es lo que era ni la era de los hidrocarburos 
se va a acabar porque se agoten los hidrocarburos.

En un análisis actual de las perspectivas ener-
géticas destacaríamos dos ideas. La primera es 
la dificultad para hacer previsiones o elaborar 
escenarios futuros basándonos en tendencias 
históricas. Vivimos momentos de importantes 
cambios, de una transición en el modelo ener-
gético que tiene características peculiares por la 
rapidez con que se produce y por sus causas. 
Si en el siglo XX la transición fue del carbón al 
petróleo, en el XXI parecía que transitaríamos del 
petróleo al gas, pero lo que puede caracterizar 
este siglo es el paso de las energías fósiles –car-
bón petróleo y gas– a energías renovables, ener-

gías limpias y en muchos casos autóctonas. Los 
cambios afectarán tanto a la forma de generar la 
energía como a los patrones de consumo y, en 
ambos casos, su causa no serán sólo los avan-
ces tecnológicos o ventajas económicas sino la 
exigencia social de responsabilidad medioam-
biental. Exigencia medioambiental impulsada 
por la legislación o por los consumidores que po-
drían ser motor del cambio forzando a los opera-
dores energéticos a alterar sus prácticas tradi-
cionales y a adaptarse a un distinto entorno para 
mantener su viabilidad económica y la confianza 
de sus accionistas e inversores. La dinámica 
geopolítica también influirá en las perspectivas 
energéticas, aunque esto no sea algo nuevo. A 
todo ello nos referiremos más concretamente en 
el capítulo de factores disruptivos. 

La demanda de energía seguirá creciendo pero el 
progreso tecnológico permite que nuestra capaci-
dad para generarla crezca más rápidamente1.

Lo segundo a destacar es la confirmación de 
que la oferta de energía seguirá a la demanda 
cualquiera que sea ésta. En los escenarios fu-
turos que periódicamente elaboran los especia-
listas, raramente se considera que la disponi-
bilidad de recursos energéticos pueda limitar 
el crecimiento de la demanda. La confianza 
en la suficiencia de recursos para atender las 
crecientes necesidades de la población sólo se 
puso en cuestión (después de Malthus) la pa-
sada década, cuando expertos auguraban que 
la producción de hidrocarburos ya había alcan-
zado su máximo, que se iniciaba un rápido des-
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–
1. Bob Dudley, BP Energy Outlook 2018.
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censo de la producción y que no habría forma 
de atender el crecimiento de la demanda (esce-
nario del “peak oil”2). El peligro del agotamiento 
de recursos fósiles no ha desaparecido, pero 
tendrá que esperar. Al igual que la respuesta a 
la primera gran crisis del petróleo en los años 
setenta fue la energía nuclear, la respuesta aho-
ra al “peak oil” son las nuevas técnicas de pro-
ducción de hidrocarburos (fracking entre otras) 
y, la respuesta a la amenaza medioambiental 
del uso de combustibles fósiles, son las renova-
bles y la eficiencia energética. Si en algún mo-
mento se vislumbra escasez de hidrocarburos, 
suele ser por razones que están sobre el suelo 
que no bajo el suelo: por políticas erráticas de 
los países que tienen estos recursos. Paradóji-
camente, algunos de los países más ricos en hi-
drocarburos son estados cuasi fallidos actual-
mente. En cuanto a las renovables, anticipamos 
un potencial de rendimiento y competitividad 
comercial al que todavía no podemos poner lí-
mites. Y algo semejante ocurre con la eficiencia 
energética, donde estamos lejos de explotar to-
das sus posibilidades.

CÓMO ESTAMOS: DEMANDA 
Y OFERTA DE ENERGÍA3

La demanda total de energía primaria en el mun-
do en 2016 fue de 13.927 millones de toneladas 
equivalentes de petróleo (Mtep)4. Como referen-
cia, esta cifra equivale a casi 113 veces la de-
manda en España. 

El 18% de esta energía primaria se destinó di-
rectamente a generar electricidad y el 82% res-
tante a productos energéticos para su uso final 
en los sectores industrial, servicios, transporte 
y residencial.

El crecimiento de la demanda de energía ha 
sido del 2,1% de media anual desde principios 
de este siglo. Tras la crisis financiera global 
de 2008 hubo un cierto estancamiento en la 
demanda que ahora parece superado y las es-

timaciones para el futuro son de un ritmo de 
crecimiento más moderado que en pasadas 
décadas: en torno al 1,3% anual para el periodo 
2016-20405. 

Destaca en los últimos años el cambio en las 
tendencias de la demanda por continentes o re-
giones. Mientras que en los Países de la OCDE 
y especialmente en Europa la demanda crece 
poco, en los países de Asia lo hace rápidamen-
te; así como en África y Latinoamérica cuando y 
donde la situación política lo permite.  

Como apuntábamos, las reservas no parecen ser 
un problema, incluso para atender las necesida-
des de los 10.000 millones de habitantes que 
podría haber en el mundo en 2050. Las reservas 
estimadas de petróleo y gas son suficientes para 
cubrir 50 veces su demanda actual y el potencial 
de las energías renovables bastaría para cubrir 
casi tres veces toda la demanda actual de ener-
gía6. Pero mientras que las fuentes de energía 
renovable están tan distribuidas como lo están 
el agua, el viento y el sol, las de hidrocarburos 
están bastante concentradas: casi el 50 % de las 
reservas probadas de petróleo se encuentran en 
Oriente Medio, así como más del 40% de las de 
gas natural.

–
2. Escenario del pico del petróleo que es el punto de máxima capacidad de producción a partir del cual se reducirá la oferta.
3. Cuando no se cita una fuente concreta las cifras de los siguientes capítulos son medias aproximadas ya que proceden de distintos orígenes y de la conversión de 
diversas unidades de medida. 
4. World Energy Model  de Shell. 
5.BP Energy Outlook 2018.
6.Potencial anual de energías renovables: 1.682.377 PJ. Reservas estimadas de  recursos fósiles: 531.515 EJ (Shell Scenarios).

Procedencia de la energía primaria 
en el mundo en 2016.
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En cuanto a la otra energía fósil, el carbón, las 
reservas son aún más abundantes y están me-
jor repartidas, pero el futuro del carbón como 
fuente de energía dependerá de la posibilidad de 
gestionar las emisiones de CO2 producidas en su 
combustión. Por el momento los proyectos de 
captura y almacenamiento de CO2 no dan lugar 
al optimismo7 y están por ver las posibilidades 
para su transformación o reutilización.

La producción de energías fósiles se encuentra 
también concentrada: Arabia Saudita, Rusia y 
Estados Unidos producen actualmente casi el 
40% de todo el petróleo (en torno a 10 millones 
de barriles diarios cada uno) y, los dos últimos, 
producen cerca del 40% del gas. Existe un mer-
cado mundial de petróleo muy activo y con re-
ferencias de precios claras, pero todavía no es 
éste el caso del gas natural: sólo se exporta un 
tercio del gas que se produce, el 68% de ello a 
través de gasoductos y el 32% como gas natural 
licuado (GNL); el GNL se transporta en buques 
metaneros y está siendo el elemento dinamiza-
dor de este mercado.
 
La electricidad de procedencia nuclear e hidráu-
lica generalmente se utiliza en el país donde se 
produce, ambas fuentes se mantienen relativa-
mente estables y la segunda representa aproxi-
madamente el 50% del total de la energía califi-
cada como renovable.  

El consumo de energía final en 2016 en el mundo 
fue de 9.528 Mtep, 111 veces el consumo final en 
España ese año. Como referencia, la Agencia In-
ternacional de la Energía (AIE) distribuía el consu-
mo final de energía en 2015 de la siguiente forma:

HACIA DÓNDE VAMOS: 
LAS PERSPECTIVAS ENERGÉTICAS 

Para este análisis de perspectivas hemos con-
siderado diversos estudios publicados por 
empresas del sector, organizaciones indepen-
dientes y consultores acreditados que se irán 
mencionando y presentamos las cifras más 
cercanas al consenso.

Factores determinantes de la demanda de ener-
gía son el crecimiento de la población y la con-
centración urbana, la transformación de econo-
mías industriales en economías de servicios, 
políticas energéticas y ambientales, precios, 
tecnología, eficiencia, etc. pero es el desarrollo 
económico (PIB) el índice que muestra mayor 
correlación con la demanda de energía; esto ha 
sido así históricamente aunque en las econo-
mías desarrolladas se está produciendo el “des-
acoplamiento” de ese binomio.

La población mundial puede aumentar en 1.500 
millones de habitantes en los próximos 20 años, 
casi la mitad de los cuales en África, hasta al-
canzar la cifra de 8.800 millones en 2035, unos 
9.000 millones en 2040 y 10.000 millones en 
2050; el ritmo de crecimiento de la población se-
ría menor que en las pasadas décadas. 

La economía global (PIB) crecería a una media 
anual del 3,2% desde ahora a 2040; pero con 
índices distintos de los años pasados y bas-
tante desiguales ya que las economías emer-
gentes crecerían a doble ritmo que los países 
desarrollados. 

La demanda de energía según BP en su Energy 
Outlook 2018 aumentaría en unos 4.700 Mtep 
hasta 2040; esto es, el 35% sobre la demanda ac-
tual y con un crecimiento medio anual del 1,3%. 

–
7.Ejemplo de ello ha sido el emblemático proyecto de planta térmica de Kemper en los EEUU https://www.technologyreview.com/s/608191/clean-coals-flagship-project-
has-failed/

Procedencia de la energía final 
en el mundo en 2016.
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FIG.2. 
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Muy interesante resulta el gráfico siguiente 
del BP Energy Outlook 2018 porque presenta 
las estimaciones de diversas organizaciones 
sobre el crecimiento de la demanda de energía 
hasta 2040 y la contribución estimada de las 
distintas fuentes a ese crecimiento. 

Destaca la diferencia entre la estimación de dos 
organizaciones de referencia como son BP y la 
Agencia Internacional de la Energía (IEA en el 
gráfico). Según esta última en su New Policies 
Scenario, el crecimiento de la demanda sería 
sólo de 3.300 Mtep, o sea, el equivalente a aña-
dir dos países como China e India a la demanda 
global. La principal discrepancia entre ambas es 
que la AIE prevé un crecimiento de la demanda 
más moderado en China e India.

También hay que destacar que el gas natural y las 
renovables serían las fuentes de energía de ma-
yor crecimiento en los próximos 25 años, mien-
tras que el carbón poco aportaría al suministro 
adicional de energía salvo en la opinión del Ins-
titute of Energy Economics Japan (IEEJ), opinión 
sorprendente por ser Japón un país muy concien-
ciado ambientalmente. También la US Energy In-
formation Administration (EIA) apostaba más por 
el carbón en su anterior estimación hasta que ha 

constatado su rápida sustitución por el gas para 
generación eléctrica en EEUU. Interesante, tam-
bién, la estimación de la noruega Statoil que atri-
buye a las energías renovables más de la mitad 
del crecimiento de la demanda hasta 2040 y re-
duce drásticamente el papel esperado del carbón.

Evolución de la matriz energética: el cambio de 
peso de las distintas energías primarias en la 
matriz energética durante el periodo 2015-2030 
se muestra en este gráfico9.

–
8. BP Evolving Transition scenario, Chinese National Petroleum Company, Energy Information Administration, International Energy Agency, Institute for Energy Economics 
of Japan, HIS Markit, Organization of Petroleum Exporting Countries, Statoil from Norway, ExxonMobil.
9. BP Energy Outlook 2017.

FIG. 3.
Opiniones de expertos sobre el crecimiento de la demanda8.

1.4%

1.2%

1.0%

0.8%

0.6%

0.4%

0.2%

0.0%

-0.2%
BP ET

scenario
CNPC EIA IEA IEEJ IHS OPEC Statoil XOM

Renovables

Energía hidráulica

Nuclear

Gas

Petróleo

Carbón

% per annum

FIG. 4. 
Evolución de la cuota de mercado de las fuentes de energía.

PetróleoCarbón

Gas

Hidráulica

Nuclear

Renovables

50%

40%

30%

20%

10%

0%

1975
1985

1995
2005

2015
2025

2035
1965



INFORME SOBRE SOSTENIBILIDAD EN ESPAÑA 2018

29

Como apuntábamos, el gas natural y, especial-
mente, las energías renovables ganarían cuota 
de mercado a costa del carbón y del petróleo. El 
gas se convertiría en la segunda fuente de ener-
gía primaria en diez años. Aunque el despegue 
de las renovables es espectacular, su contribu-
ción a la matriz energética global queda aún a 
gran distancia de las energías fósiles debido a su 
reciente aparición en escena. 

Los futuros mercados de la energía por Regiones 
y las futuras fuentes se muestran en el siguiente 
gráfico elaborado a partir de cifras del BP Energy 
Outlook 2017. 
 
El mensaje más evidente es el desplazamiento 
del centro de gravedad del mercado energético 
de Occidente a Oriente: los países asiáticos, es-
pecialmente China e India, acapararían más del 
70% de la nueva demanda de energía en el perio-
do estudiado. 

De este gráfico se pueden deducir otras conclusiones:

– �En Norte América sólo crecería significativa-
mente la demanda de gas que está sustituyen-
do al carbón en generación eléctrica;

– �En Centro y Suramérica, la energía hidráulica y 
las renovables acapararían casi todo el creci-
miento de la demanda, que va a ser moderado;

– �En Europa sólo crecerían las energías renova-
bles y el gas natural en su papel de materia pri-
ma de respaldo para las fuentes de generación 
renovables; 

– �En Oriente Medio crecería el uso de gas por-
que es la materia prima elegida para generar 
electricidad, cuya demanda aumenta de forma 
imparable y poco aprovechan el gran potencial 
que tienen de energías renovables;

– �En África crecería la demanda de todo aunque 
moderadamente;

– �En Asia crecería la demanda de todo, pero no 
moderadamente en este caso; las renovables 
experimentan tanto crecimiento como en el 
resto del mundo y es en China donde más cre-
cería el uso del carbón aunque recientes noti-
cias indican una seria apuesta por reducir su 
consumo. 

En cuanto a precios de la energía hay que decir 
que éstos tienen poca relación con sus costes 
por ser muchas las variables que inciden en su 
formación. El precio del petróleo ha sido tradi-
cionalmente la referencia para otros precios de 
la energía mientras que los costes y precios de 
las nuevas fuentes de energía no tienen todavía 
carácter indicativo.

FIG. 5.
Procedencia de la nueva demanda de energía en el periodo 2015-2035
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Pronosticar el futuro precio del petróleo es un in-
tento habitualmente abocado al fracaso. Como 
ejemplo mostramos en el gráfico siguiente la 
comparación de estimaciones que instituciones 
tan acreditadas como la Agencia Internacional 
de la Energía y la Energy Information Agency 
(DOE, EEUU) hacían sobre precios del petróleo 
en 2004 y cuál ha sido la realidad.
 
Factor determinante de los precios internaciona-
les del petróleo en los últimos 4 años ha sido la 
capacidad y el coste de producción de los hidro-
carburos obtenidos mediante fracturación hidráu-
lica (shale) en EEUU. Una reacción a esta nueva 
competencia, principal causante de la bajada del 
precio del petróleo desde 2014, es la iniciativa lide-
rada por Arabia Saudita y Rusia para crear un gran 
cártel del petróleo incorporando a productores que 
actualmente no son miembros de la OPEP y esta-
bilizar precios por encima de 70 $/barril. El devenir 
de esta iniciativa y de la fracturación hidráulica, así 
como que se concrete o no el potencial de la movi-
lidad eléctrica, influirán mucho en la evolución del 
precio del petróleo durante los próximos años. 

El gas natural merece comentario específico por 
su relevancia en la futura oferta de energía. Del 
gas se ha dicho que era la fuente de energía del 
siglo XXI, la energía puente hacia un futuro sos-
tenible y la propia AIE vaticinó a principios de 
esta década que entrábamos en la edad de oro 
del gas. La opinión general es que la demanda 
de gas aumentará más que la de otras fuentes 

tradicionales, fundamentalmente en Asia y en 
África, e impulsado por la mayor disponibilidad 
y gran liquidez que aporta el GNL al mercado 
gasista. Aunque la mayoría está de acuerdo en 
las buenas perspectivas para el gas durante los 
próximos 20 años al menos, su futuro depen-
derá en buena medida de dos factores: el avan-
ce de las energías eólica y solar –que inevita-
blemente lo van desplazando de la generación 
eléctrica, que es su principal mercado futuro– y 
la posibilidad de poner limitaciones o cargas a 
su uso por no estar exento de emisiones de CO2 
y de metano.

La electricidad también merece comentario 
aparte porque va a ser la estrella de las energías 
finales. Ahora representa en torno al 42% de to-
dos los consumos finales de energía y este por-
centaje podría alcanzar el 47% antes de 2035. 
Las principales razones son los millones de 
personas que tendrán acceso a ella por primera 
vez, el esperado aumento del consumo eléctrico 
per cápita (concentración urbana, electrodomés-
ticos, dispositivos electrónicos, etc.), la entrada 
de la electricidad en el sector del transporte y, en 
general, su contribución a una economía soste-
nible ambientalmente, al aumentar de forma pro-
gresiva la generación de origen renovable.

En cuanto a las fuentes energía que van a ali-
mentar la generación eléctrica en el futuro, las 
opiniones expertas difieren algo más, pero ésta 
de BP puede servir de orientación.

FIG. 6. 
Estimaciones anteriores y precio real del barril de petróleo.
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Según esto, las energías renovables otras que la 
hidráulica multiplicarían por tres su contribución 
a la generación eléctrica y, aunque esta estima-
ción parezca optimista, tanto la propia BP como 
la AIE y otros analistas han tenido que aumentar 
la cuota de las energías renovables cada vez que 
actualizan sus escenarios futuros. De hecho, BP 
ha subido en 5 puntos porcentuales la cuota de 
renovables en generación eléctrica desde su es-
timación de 2017.

A más largo plazo una parte mayor de la deman-
da total de energía primaria se destinaría a ge-
nerar electricidad, el 25% en 2050 comparado 
con el 18% actual, y el papel del sol y el viento 
en generación sería mucho más importante: el 
77% de toda la nueva capacidad de generación 
eléctrica que se instale sería eólica y solar. En 
otras palabras, estas dos tecnologías crecerían 
4 o 5 veces más que cualquier otra forma de 
generar eléctrica11.

La evolución de otras energías finales sería más 
moderada, poco más del 1% por año, debido a la 
mejora de eficiencia que se espera en edificios, 
medios de transporte e industria, así como por la 
evolución de las economías de países emergen-

tes hacia sectores menos intensivos en energía. 
Parece que sólo el sector químico podría crecer 
por encima del 2% anual, pero su peso en la de-
manda total es poco relevante. 

La disminución de la intensidad energética, can-
tidad de energía que se necesita para producir 
una unidad de PIB, es una de las razones por las 
que se estima que la demanda total de energía 
crecerá a menor ritmo en el futuro. La intensidad 
energética, que es el concepto inverso a eficiencia 
energética, ha evolucionado de forma irregular y 
muy vinculada a la coyuntura económica: dismi-
nuye la intensidad en momentos de depresión y 
aumenta en momentos de expansión económica, 
pero se ha ido desvinculando lentamente del cre-
cimiento económico como se ve en este gráfico.
 
Según BP, la intensidad energética ha disminui-
do a una media anual del 1,4% entre 1990 y 2016 
y disminuiría más rápidamente hasta 2040, a 
una media del 1,9% por año. La estimación de 
BP parece conservadora comparada con otras 
como la de McKinsey, que opina que la reduc-
ción estará entre el 2,5% y el 3,5% de media anual 
entre 2015 y 2035. 

–
10. Elaboración propia con datos del BP Energy Outlook 2018 
11. McKinsey Energy 2050 Insights.
12. BP Energy Outlook 2018

FIG. 7.  
Fuentes de energía para generación eléctrica10.
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En lo que hay acuerdo entre todos los analistas 
es en el enorme potencial que hay para el ahorro 
de energía. Desde 2000 a 2015, la mitad de la re-
ducción en intensidad energética ha sido en los 
sectores de industria y servicios; la asignatura 
pendiente son los edificios donde se podría lle-
gar a ahorrar tres cuartas partes de su demanda 
energética actual de aquí a 2030, según la AIE. 
Para McKinsey, en 2050 podríamos conseguir 
el mismo PIB utilizando sólo la mitad de energía 
que utilizábamos en 2013. 

Considerar el impacto medioambiental del uso de 
la energía es obligado en este análisis por el gran 
impacto que puede tener en las tendencias del sec-
tor: energías por las que se podrá optar y costes, 
inversiones necesarias, dependencias, seguridad 
de suministro, etc.

“Estamos perdiendo la guerra contra el cambio climáti-
co” (E. Macron, COP23, Bonn). Así definía el presiden-
te francés la situación respecto a las emisiones con-
taminantes relacionadas con el uso de la energía, 
ya que su evolución reciente ni está en línea con los 
objetivos ni con las estimaciones de los expertos. 

El 80% de la energía que actualmente utilizamos 
proviene de recursos fósiles13 y una de sus con-
secuencias son las emisiones de CO2, que en 
2015, alcanzaron la cifra de 32.294 millones de 
toneladas distribuidas así según su origen14: 

Sólo entre China y Estados Unidos suman más 
del 40% de las emisiones mundiales de CO2. 
China intenta cumplir su compromiso de re-
ducción de emisiones, pero se enfrenta al enor-
me reto de hacerlo compatible con su rápido 
crecimiento económico y con un sistema ener-
gético hasta ahora basado en el carbón, por 
lo le va a ser difícil conseguirlo a medio plazo. 
Por semejantes razones, India está abocada a 
duplicar el volumen de sus emisiones en los 
próximos años. Más probable es que Estados 
Unidos consiga mitigar emisiones mediante 
iniciativas privadas, de las autoridades locales 
y de algunos estados federados que compen-
sarían la actitud de una Administración central 
que atribuye poca prioridad a la lucha contra el 
cambio climático. 

Después de tres años en que las emisiones mun-
diales de CO2 del sector energético e industrial 
se habían estancado, el pasado año volvieron a 
crecer: las estimaciones del grupo Global Car-
bon Project apuntan a que en 2017 se incremen-
taron un 2%, porcentaje similar al 2,1% anual de 
las dos últimas décadas. Paralelamente, la acu-
mulación de dióxido de carbono en la atmósfera 
llega a niveles inéditos. 

Según esta tendencia y las previsiones de la 
ONU, las emisiones de CO2 en 2030 estarían en 
torno a los 55.000 millones de toneladas. Esta 
cifra está muy lejos del Escenario 450 de la AIE 
que considera necesario reducir el 30% el vo-
lumen de emisiones en 2035 para alcanzar los 
objetivos del Acuerdo de París (COP21, diciem-
bre 2015) y para que la temperatura del planeta 
suba menos de 2ºC.

Diversas organizaciones contemplan escena-
rios de mitigación de emisiones que parecen 
voluntaristas a la vista de lo que está ocurrien-
do. Entre estos, elegimos el de BP como refe-
rencia posibilista para reducir del 2,1% al 0,6% 
el crecimiento anual de emisiones y quedar por 
debajo de los 38.000 millones de toneladas de 
CO2 a emitir en 2035.

–
13. BP calcula que fue el 85% en 2016 frente a los cálculos del 80% de Shell y Exxon.
14. IEA Energy Statistics 2017. 
15. BP Statistical Review of World Energy 2017.
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FIG. 9. 
Origen de las emisiones de CO2 en 2015.
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Para reducir al 0,6% el crecimiento anual de las 
emisiones de CO2 como se muestra en el rectán-
gulo final de este gráfico, BP considera necesa-
rio el efecto combinado de reducir el crecimiento 
económico (GDP), mejorar la eficiencia energética 
(Energy intensity) y cambiar la matriz energética 
hacia fuentes de energía más limpias (Fuel mix).

Aunque posibilista, este escenario base de BP se 
nos antoja optimista e insuficiente para alcanzar 
los objetivos acordados en la COP21 de París. El 
Acuerdo de París preveía añadir a las medidas 
de mitigación las de absorción de gases efecto 
invernadero o “sumideros de CO2” pero, según la 
European Academies Science Advisory Council 
(EASAC), estas no serán muy eficaces, “la tecno-
logía no vendrá al rescate si no logramos mitigar 
las emisiones”. 

Nos atreveríamos a aventurar que ni los com-
promisos de contribuciones determinadas a ni-
vel nacional (INDC) presentados por los países 
firmantes del Acuerdo de París para contener o 
absorber esos gases son suficientes ni hay mu-
chas probabilidades de que esos compromisos 
se cumplan17. 

Jean Tirole18 sintetiza bien algunas de las razo-
nes por las que no se está avanzando hacia una 
economía baja en emisiones: porque los benefi-
cios de la atenuación del cambio climático son 
globales y a largo plazo, mientras que los cos-
tes son locales e inmediatos; porque esos be-
neficios no importan tanto a los individuos que 
están en la edad de votar como a las siguientes 
generaciones; o porque los egoísmos nacionales 
priman sobre el imperativo ecológico. 

También Nicholas Stern19 expresaba hace tiempo 
su preocupación por la insuficiencia de la iniciativa 
privada en este tema: “El cambio climático es el ma-
yor fallo de mercado que el mundo jamás ha visto”.

En otras palabras, iniciativas políticas serán 
necesarias para acelerar la transición hacia un 
sector energético de bajas emisiones y éstas ha-
brán de ser globales.

Por último, veamos cómo está evolucionando la 
política energética.

Los acuerdos globales y compromisos medioam-
bientales nacionales alcanzados en la COP21 de 
diciembre de 2015, sin precedentes por su nivel 
de aceptación, marcan las líneas directrices de 
las políticas energéticas para los próximos años. 
Los siguientes encuentros de ese nivel, COP22 
en Marraquech y COP23 en Bonn, han ido con-
cretando los instrumentos para el seguimiento y 
cumplimiento de esos objetivos.

Regiones o países como la Unión Europea o Chi-
na están yendo más allá de los objetivos de París 
en sus exigencias medioambientales y sus nor-
mativas pueden ser un banco de pruebas de la 
eficacia de las señales políticas para acelerar la 
transición hacia una economía sostenible.  

Si se concretara un acuerdo internacional para 
internalizar los costes de la energía, es decir, 
para imponer un precio a las emisiones de gases 
de efecto invernadero, el impacto sobre sobre la 
composición de la matriz energética sería inme-
diato y muy importante. 

–
16.BP Energy Outlook 2017.
17. Climate Action Tracker: http://climateactiontracker.org/global.html–
18. Jean Tirole, “La economía del bien común”.
19.Nicholas Stern, “The Economics of Climate Change”.

FIG. 10. 
Medios para reducir los índices anuales de emisiones16. 
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Política y regulación parece que se enfocarán 
hacia dos objetivos esenciales: posibilitar las in-
versiones necesarias para la transición de mode-
lo energético y adecuar la operativa de los mer-
cados eléctricos al nuevo contexto. 

Es difícil hacer una estimación del volumen 
de inversiones necesarias en los próximos 20 
años porque las cifras que presentan diversos 
analistas no son homogéneas. Puede servirnos 
de referencia los 335.500 millones de dólares 
que se invirtieron en 2016 solamente en nuevas 
tecnologías de generación y los 2, 5 billones20, 
invertidos de 2010 a 2016, según BNEF. Si se 
suman las inversiones en infraestructuras no 
es descabellado pensar que habría que invertir 
cuatro veces más antes de 2040 y llegar a los 
20 billones de dólares, que es la cifra que esti-
ma Mckinsey. 

El objetivo político sería la creación de un entor-
no estable y predecible suficientemente atrac-
tivo para los mercados de capitales porque no 
es posible ni conviene que los estados se com-
prometan en financiación ni en subvenciones a 
largo plazo en momentos de gran cambio. Como 
diría Jean Tirole: “Las subvenciones son siempre 
más populares que los impuestos, pero las políti-
cas ‘dirigistas’ aumentan el coste de las políticas 
medioambientales”.

En cuanto a la regulación, el principal reto está 
en el mercado eléctrico donde el contexto futuro 
demandaría: 

– �Adaptar su operativa al creciente predominio 
de tecnologías de generación renovables que 
tienen alta inversión inicial y mínimos costes 
variables, un escenario distinto del actual don-
de los costes variables (carbón y gas) marcan 
el precio de la electricidad; 

– �Compatibilizar la transición energética con el 
mantenimiento de una adecuada rentabilidad 
para instalaciones de generación e infraes-
tructuras cuya permanente disponibilidad sea 
necesaria para compensar la intermitencia de 

las renovables y para asegurar un suministro 
de energía sin interrupciones. 

– �Restructurar el sistema tarifario para que en-
víe las señales correctas a consumidores e 
inversores: el creciente peso del término fijo 
de la factura eléctrica desincentiva el ahorro 
y tampoco se animan los contratos bilaterales 
de suministro.

Las perspectivas empresariales son también de-
safiantes aunque de diferente magnitud según 
los sectores.

El sector de exploración y producción (upstream) 
ha superado un periodo de casi 4 años de precios 
bajos recortando costes y mejorado eficiencias 
y, en general, se encuentra ahora en una situa-
ción financiara saneada. Sus retos serán seguir 
invirtiendo en una oferta de productos cada vez 
más limpios y hacer frente a una lenta pero irre-
mediable disminución de la demanda de carbu-
rantes y combustibles en mercados tan tradicio-
nales como el de automoción y los hogares ante 
el progreso de la electrificación en ambos. 

El sector de distribución y comercialización se 
enfrenta a desafíos más inmediatos y de mayor 
impacto potencial: reducción de márgenes co-
merciales por la multiplicación de la competencia, 
presión regulatoria e intervención pública en las 
tarifas, menor volumen de ventas por mejoras en 
la eficiencia y por la emergencia del autoabaste-
cimiento, y gestión de activos que pueden quedar 
obsoletos a medida que va cambiando el modelo 
de generación y distribución de energía eléctrica. 
Muchas empresas europeas ya sienten el impac-
to económico de estos retos: pérdidas de valor de 
66.000 millones de euros contabilizadas por las 
4 grandes empresas de distribución en Alemania 
entre 2010 y 201621, caída del precio de la acción 
de la francesa EDF que cerró 2017 a 11 € desde 
los 75 € de hace 10 años, importante reducción de 
beneficios que acaba de anunciar la inglesa Cen-
trica22, etc. Sus perspectivas dependerán pues de 
su agilidad para cambiar el modelo de negocio y 
desarrollar nuevas ofertas.  

–
20. Millón de millones, no millardo que es el significado en la literatura anglosajona.
21. BNEF London Summit, September 2017.
22. The combination of political and regulatory intervention in the UK energy market, concerns over the loss of energy customers… have created material uncertainty 
around Centrica,” Ian Conn, CEO de Centrica.
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LAS INCÓGNITAS O FACTORES DISRUPTIVOS: 
LO QUE PUEDE CAMBIARLO TODO

Los muchos puntos de consenso entre los análisis 
de perspectivas energéticas considerados y la 
existencia de un marco regulador global orientativo 
parecen contradecir nuestra afirmación inicial 
sobre la dificultad actual para hacer previsiones. 
Mantenemos, sin embargo, tal afirmación por 
dos razones: porque las estimaciones que 
hacen los analistas de energía han infravalorado 
tradicionalmente el impacto de la transición 
energética y porque hay latentes una serie de 
incógnitas o factores disruptivos, algunos de los 
cuales enumeramos a continuación, que pueden 
cambiar rápida y radicalmente las perspectivas 
del sector. 

a.	 La concienciación medioambiental 

Ni parece posible que las emisiones causadas 
por el uso de la energía vayan a descender en 
los próximos 20 años, ni las previsiones más op-
timistas sobre su reducción son suficientes para 
cumplir el Acuerdo de París, ni los compromisos 
presentados por los países suscriptores de ese 
acuerdo auguran un incremento en la tempera-
tura media inferior a 3ºC23.
 
Lo que, sin embargo, cada día parece más evi-
dente es el impacto de las emisiones de gases 
efecto invernadero sobre el clima: récords de 
temperaturas medias altas (2017 en España fue 
el más cálido y el 2º más seco desde que se tie-
nen registros), mayor frecuencia de catástrofes 
naturales, ciudades que superan los límites de 
contaminación aceptables y seis millones y me-
dio de personas que mueren al año en el mundo 
por causas relacionadas con la contaminación 
atmosférica24 (aunque no toda la contaminación 
esté causada por el sector energético).

Se dice que si una transición más rápida hacia 
un modelo energético libre de emisiones fuera 
fácil ya se habría hecho, pero llevar a cabo orde-
nadamente una transición de esta magnitud exi-
ge décadas, inversiones billonarias y mercados 
de capitales dispuestos a financiarla; además, 

pocos gobiernos están dispuestos a asumir los 
riesgos de interrupciones en el suministro o el 
impopular aumento de las tarifas eléctricas, por 
un cambio acelerado de fuentes de energía tradi-
cionales a renovables.

En esta situación es la necesidad lo que está for-
zando cambios más radicales en política y en regu-
lación. Así lo vemos, por ejemplo, en el país mayor 
emisor de CO2 como China y en los ámbitos más 
castigados por la contaminación como son las 
grandes urbes. El presidente de China ha llamado a 
una revolución energética, a la lucha contra la con-
taminación y, en poco tiempo, el país se ha conver-
tido en el mayor inversor en energías renovables y 
en el mayor mercado de vehículos eléctricos. En 
las grandes urbes, se imponen cada día más res-
tricciones a los vehículos de combustión interna y 
fecha límite para que estos vehículos puedan ac-
ceder al centro de las ciudades. En países como 
Noruega, Francia, Reino Unido, Alemania, etc. 
anuncian la prohibición de automóviles de gasoil 
en ciertas ciudades a partir de la próxima década o 
la venta de vehículos de combustión interna a par-
tir de 2040. En la Unión Europea, el Parlamento exi-
ge a la Comisión legislación para acelerar los obje-
tivos de reducción de emisiones y para aumentar 
la cuota de renovables en la matriz energética. 

Globalmente, la presión social es cada día ma-
yor; el movimiento “verde” dejó de ser iniciativa 
de unos pocos para convertirse en tendencia 
global que ya condiciona hasta la financiación e 
inversión en proyectos energéticos e influye en 
las decisiones políticas. 

Estas iniciativas normativas, la creciente sensi-
bilización de la opinión pública y las tendencias 
en la demanda pueden significar un impulso a 
la transición energética que alteraría en buena 
medida las previsiones que aparecen en los es-
cenarios de las grandes empresas energéticas. 

b.	 Las revoluciones pendientes en energías re-
novables 

La irrupción de las energías renovables en el 
panorama energético ya no es una revolución 

–
23. 2,7 ºC según el “Renewable Energy Report 2017” de la AIE.
24. Renewable Energy Report 2017 de la AIE.
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pendiente sino una realidad. La capacidad de 
generación “limpia” instalada, excluyendo gran-
des hidráulicas, se ha duplicado en el mundo 
en los últimos 6 años, de 88 GW a 160 GW. Las 
estimaciones expertas de cuota conjunta eólica 
y solar sobre el total de nuevas inversiones en 
generación eléctrica en las próximas décadas 
divergen, pero son suficientemente orientativas: 
el 60%, según BNEF, y el 80%, según la AIE. Esta 
última organización ha evolucionado en sus pre-
visiones de esta capacidad instalada en 2030: en 
2014 estimaba que habría 400 GW y en su “New 
Policies Scenario” de 2016 multiplicaba por más 
de 5 esta cifra, hasta llegar a 2.200 GW.

La generación eólica y fotovoltaica son competi-
tivas con la generación mediante hidrocarburos 
si no consideramos el coste de respaldo para 
la intermitencia de las primeras ni los costes 
medioambientales de las segundas. Por su inte-
rés, mostramos en el siguiente gráfico de BNEF 
de la evolución de costes de las tecnologías eó-
lica y fotovoltaica y sus curvas de aprendizaje25.
 
A destacar que el coste del megavatio/hora gene-
rado por un parque eólico terrestre ha bajado de 
más de 500 € en 1985 a 65 € en 2014 y que el cos-
te del vatio en panel solar (sin costes de instala-
ción) ha pasado de 90 $ en 1976 a 0,6 $ en 2017.

Las últimas ofertas de energía solar y eólica 
en concursos públicos para plantas que entra-
rán en operación en dos años incluso mejoran 
estas cifras: hubo ofertas a finales de 2017 de 
entre 20 y 30 $/MWh en Emiratos Árabes y Ma-
rruecos (BNEF, N. Liebreich), incluso se habla de 
precios más bajos en ofertas recientes en EEUU 
y en Suramérica.

Pero las revoluciones en ciernes relacionadas 
con las energías renovables y muy vincula-
das entre sí son las baterías, u otras formas 
de almacenamiento de energía eléctrica, y la 
generación descentralizada o autogeneración 
a escala de hogares. Respecto a ésta última, 
BNEF estima en su New Energy Outlook que la 
capacidad instalada en paneles fotovoltaicos a 
pequeña escala, en tejados de edificios o simi-
lar, pasará de 134 GW actualmente a 1.400 GW 
en 204026.

La posibilidad de almacenar energía suficiente 
para cubrir las horas sin sol o sin viento a coste 
razonable dispararía la autogeneración animan-
do a gran número de consumidores a desconec-
tarse de las redes eléctricas para autogenerar 
o intercambiar su electricidad en circuitos ce-
rrados (micro redes). Un estudio de McKinsey 
estima que la desconexión parcial de las redes 

–
25. La curva de aprendizaje (learning rate en el gráfico) expresa la mejora en la eficiencia de una tecnología en relación con la experiencia, medida en capacidad instalada.
26. “homeowners’s love of solar grows”.

FIG.11.
Evolución de costes y curvas de aprendizaje.
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será viable desde principios de la próxima déca-
da y que la desconexión total podrá serlo antes 
de 203027.

Además, cuando las baterías sean de volumen 
contenido y de peso ligero, la revolución puede 
extenderse rápidamente al sector del transporte. 

Los retos de la acumulación eficiente de energía 
son fundamentalmente tecnológicos28; los de la 
autogeneración son, así mismo, de gestión de 
redes, pero ambos desarrollos son imparables. 
El primero por la magnitud del premio que obten-
drán sus pioneros y el segundo fomentado por 
el creciente desequilibrio que hay entre el coste 
de la generación eléctrica y la factura que paga 
el usuario.

El autoabastecimiento, principalmente, pero no 
exclusivamente, con paneles fotovoltaicos, tiene 
un potencial evidente en economías emergentes 
como las de muchos países de África: permitiría 
saltar la costosa y compleja etapa del tendido 
de redes en el proceso de electrificación y daría 
acceso a la electricidad a millones de personas 
que no tienen posibilidad de conectarse a las 
redes. En su Renewable Energy Report 2017 la 
AIE estima en unos 70 millones las personas que 
podrán acceder a la electricidad de origen foto-
voltaico en África en el año 2022.

Podemos estar en los albores de un cambio del 
modelo histórico de generación centralizada a 
generación diseminada o generación en el mis-
mo punto de consumo; podemos estar entrando 
en un proceso de “democratización” de la gene-
ración eléctrica que obligará a empresas genera-
doras y distribuidoras de energía a reinventarse.

c.	 Las réplicas de la fracturación hidráulica

La técnica de fracturación hidráulica (fracking) 
para la obtención de hidrocarburos ya no es revo-
lución pendiente sino realidad en Estados Unidos; 
la incógnita sería su extensión a otros países.

Una década ha sido suficiente para demostrar 
la fiabilidad y competitividad de la tecnología de 

fracturación hidráulica en Estados Unidos, pero 
no se ha podido estimar aún todo su potencial de 
producción (reservas de shale gas y petróleo) ni 
hasta dónde puede competir con hidrocarburos 
obtenidos mediante tecnologías tradicionales.

Como muestra de lo que está suponiendo el 
fracking basta citar que EEUU se ha converti-
do en uno de los tres mayores productores de 
petróleo del mundo y que pasará a convertirse 
en exportador neto en la próxima década (AIE, 
WEO 2017) y acaba de levantar una prohibición 
de hace 40 años para exportar petróleo; también 
es ya exportador de GNL y con un volumen po-
tencial semejante al que hace 10 años estima-
ban que necesitarían importar por estas fechas 
(BNEF, N. Liebreich).
 
Estructuras geológicas semejantes a las que 
han permitido esta revolución en EEUU existen 
en muchos otros países. Si no se han explotado 
hasta ahora se debe a la oposición social –ya 
que más hidrocarburos no parece compatible 
con el objetivo de una economía menos inten-
siva en carbono–, a la complejidad de esta tec-
nología, al régimen de propiedad del subsuelo y, 
quizás, a que  no sea una prioridad en momentos 
de abundante oferta de hidrocarburos y de gran-
des expectativas creadas por las nuevas fuentes 
de energía cuya utilización, además, va camino 
de ser impuesta legalmente.

Si el fracking se extendiera en países de gran 
potencial de reservas como China, Argentina, 
Argelia, etc. se alteraría la matriz energética de 
muchos de ellos y el mercado de hidrocarburos, 
aunque no a favor de un sistema energético más 
sostenible.

d.	 La incierta evolución de las economías 
emergentes

“Cuando China cambia, todo cambia”, dice la AIE 
en su WEO 2017. 

China a corto plazo e India después serán los 
principales motores de la demanda de energía 
en las próximas décadas. Sus magnitudes y re-

–
27. Battery storage: The next disruptive technology in the power sector. Junio 2017.
28. Según BENF, el precio de la batería de litio-ion ha bajado de 1.000 $/kWh en 2010 a 300 $/kWh en 2016 y se espera que baje de 100 $ antes de 2030, lo que ayudaría a 
que casi la cuarta parte de los turismos y vehículos comerciales ligeros que se vendan en el mundo en 2030 sean eléctricos.
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levancia en la futura demanda de la energía son 
tan grandes que mínimas variaciones en los es-
cenarios que hoy se dibujan tendrían un gran im-
pacto en las perspectivas energéticas globales. 

Tamañas magnitudes plantean incógnitas im-
portantes: ¿podrán mantener sus ambiciosos 
índices de crecimiento económico, se desvincu-
lará el desarrollo económico de la demanda de 
energía, será compatible su alta cuota de ener-
gías fósiles con el nivel de contaminación en sus 
ciudades, podrán conseguir suficientes recursos 
para financiar la transición energética y para 
cumplir sus compromisos medioambientales?

Es pronto para anticipar las consecuencias de la 
nueva política económica china, de su apuesta 
por la evolución hacia una economía más orien-
tada a los servicios y por un sector energético 
que pone el énfasis en la electrificación de la 
demanda final, en el gas natural, en fuentes de 
energía limpias y en la eficiencia energética. De 
momento se ha convertido en el primer inversor 
mundial en energías renovables, casi el 40% de 
la inversión total,  según BNEF, y va camino de 
representar el 60% de la demanda mundial de 
paneles fotovoltaicos. En China se vendieron 
700.000 vehículos eléctricos en 2017, más que 
todos los vendidos en el mundo en 2016; las pre-
visiones para 2018 son de 2 millones de automó-
viles eléctricos y 3,4 millones en 2020. Y la elec-
trificación del transporte se extiende también al 
transporte público. 

India y China pueden representar cada uno el 
25% del incremento total de la demanda de 
energía hasta 2040, pero India está llamada a 
ser el mercado de mayor crecimiento (BP en su 
Energy Outlook 2018 le asigna un crecimiento 
de población 2 veces superior a China y creci-
miento económico 2,5 veces superior) y, hasta 
ahora, no ha presentado tan ambiciosos planes 
como los de China para recortar el uso de ener-
gías fósiles y de emisiones contaminantes: el 
carbón y el petróleo seguirán siendo sus dos 
principales fuentes de energía a gran distancia 
de las demás países.  

La cuota de África en la demanda global de ener-
gía nunca ha sido importante y no se correspon-
de con el tamaño de su población debido al bajo 
nivel de industrialización y al gran número de 
personas que no tienen acceso a la electricidad 
en ese continente. Sin embargo, al final del perio-
do que estamos considerando, 2040, podría re-
presentar el 20% del aumento de la demanda de 
la energía en el mundo debido, fundamentalmen-
te, al crecimiento de la población y a su traslado 
masivo de zonas rurales a ciudades: según BP, 
se va a más que duplicar el número de personas 
que viven en grandes ciudades. En los próximos 
años, África podría cambiar su papel de suminis-
trador a consumidor de energía por el previsible 
aumento de su demanda interna.

e.	 La complejísima situación en Oriente Medio 

La región que guarda la mitad de las reservas 
mundiales de gas y petróleo y que controla im-
portantes vías de suministro atraviesa momen-
tos de gran tensión política y de muy difícil esti-
mación sobre su evolución futura porque, como 
dicen los expertos en geopolítica, casi siempre 
ha sido una región de “geometría variable”29. 

En estos momentos, después de siete años de 
guerra, Siria se ha convertido en el tablero bélico 
de las grandes potencias de la región y del mun-
do. Los conflictos calientes atraviesan el Sahel y 
llegan hasta Nigeria que es otro gran productor 
y exportador de gas y petróleo. No se sabe en 
qué puede desembocar la rivalidad entre Arabia 
Saudita e Irán por la hegemonía en la zona. Tam-
poco está claro cómo se resolverán las disputas 
territoriales y medios para la explotación de los 
importantes recursos gasistas en el Mediterrá-
neo Oriental.  

El devenir de todas estas incógnitas puede 
afectar gravemente a las fuentes y disponibili-
dad de suministros, a los precios y hábitos en 
el comercio internacional de la energía, etc. 
aunque estos conflictos podrían favorecer el 
impulso de las energías autóctonas y el ahorro 
energético. 

–
29. Si este concepto puede deberse a la forma en que se definieron las fronteras nacionales en el acuerdo Sykes-Picot de 1916, no menos se lo debe a la mutabilidad de 
intereses y pactos entre países vecinos.
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En el lado de la producción, pero lejos de Oriente 
Medio, no es menos compleja la situación po-
lítica en Venezuela, cuya evolución habrá que 
seguir porque es el país que tiene las mayores 
reservas de petróleo30, suficientes atender para 
las necesidades mundiales durante diez años, 
pero cuya producción sigue cayendo en picado.

ALGUNAS CONCLUSIONES O PUNTOS 
DE CONSENSO

a.	 En el umbral del cambio

Estamos en el umbral de un cambio histórico en 
el sector de la energía: medidas políticas serían 
más que convenientes para acelerarlo y encau-
zarlo, pero el progreso tecnológico y económico 
lo hacen inevitable. Otro motor importante de la 
transición puede estar en el lado de la deman-
da, en la actitud de los consumidores tanto en el 
uso de la energía como en la inversión en proyec-
tos energéticos. Este cambio implica amenazas 
ciertas, pero también muchas oportunidades y 
obliga a serios replanteamientos legislativos y 
empresariales. 

b.	 La demanda de energía sigue creciendo

La demanda va a seguir creciendo en el futuro 
previsible, pero según patrones diferentes: 

– �A menor ritmo que en las pasadas décadas;

– �El centro de gravedad de la demanda se des-
plaza de Occidente a Oriente: crece rápida-
mente en países emergentes y es casi estable 
en los desarrollados (OCDE);

– �Las energías fósiles mantienen el liderazgo 
aunque con menor cuota de petróleo y bas-
tante menor de carbón que cede el segundo 
puesto al gas natural.

c.	 Las renovables ganan terreno

Las fuentes de energía renovables emergen con 
fuerza en la matriz energética:

– �Tomará tiempo para que su cuota sea signifi-
cativa puesto que parten de cero: el conjunto 
de energías renovables, excluyendo la hidráuli-
ca, no alcanzó el 1% de cuota hasta 1994; 

– �Representarán más de dos tercios de las inver-
siones en nuevos proyectos energéticos;

– �Transformarán el parque de generación eléc-
trica desplazando progresivamente al carbón 
y al gas;

– �Permitirán una mayor electrificación de la de-
manda final con recursos sostenibles;

– �Serán determinantes para el cambio de gene-
ración centralizada a generación diseminada o 
autogeneración;

– �Desarrollarán su enorme potencial cuando los 
sistemas de almacenamiento permitan com-
pensar su carácter intermitente.

d.	 Las emisiones no se contienen

No se cumplen los objetivos de reducción de 
emisiones contaminantes que serían necesarios 
para que la temperatura del planeta no aumenta-
ra por encima de 2 oC: las previsiones más opti-
mistas estiman que el punto de inflexión puede 
estar en 2025 mientras que las más recurrentes 
lo sitúan en 2040. 

e.	 La eficiencia energética es clave

Se progresa de forma desigual en eficiencia 
energética, pero sin un gran impulso a la misma 
nada será suficiente: 

– �La eficiencia, o reducción de la intensidad 
energética, es la iniciativa más eficaz para re-
ducir emisiones;

– �Las tecnologías están disponibles, pero no 
tanto los incentivos para aplicarlas y poder re-
ducir de esta forma el consumo de energía sin 
afectar al desarrollo económico:   

–
30. Oil & Gas Journal, diciembre 2017.
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– �Quizás no se le esté dando la prioridad que 
merece en las políticas energéticas.

f.	 Las previsiones se van corrigiendo 

La visión de las empresas del sector (BP, Shell, 
Exxon, etc.), que están bien capacitadas para 
hacer estudios de perspectivas, es más conser-
vadora que la de los analistas independientes 
(BNEF, McKinsey, etc.) respecto a la rapidez del 
cambio tecnológico, pero en las actualizaciones 
periódicas que hacen de sus escenarios las em-
presas están corrigiendo:

– �Al alza el protagonismo de las fuentes renova-
bles en la matriz energética;

– �A la baja la cuota del carbón;

– �A menor la demanda de energía de China y a 
mayor la de India;

– �A más importante el papel de la electricidad en 
el sector del transporte.

Por resumir las conclusiones en una ecuación: 
Mas demanda de energía y menos emisiones 
contaminantes = diversificación de la matriz 
energética y mayor eficiencia. 
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La evolución del medio ambiente durante el 2017 
ha sido irregular. Mientras parece que hay una 
mejora en el área de energías renovables y en la 
contaminación atmosférica, la preservación de 
la biodiversidad es la gran olvidada para cumplir 
los objetivos de 2020. La evolución de los gases 
de efecto invernadero también resulta preocu-
pante, habiendo experimentado un crecimiento 
por primera vez desde el año 2005. 

INTRODUCCIÓN

El año 2017 terminó con la buena noticia de que 
la protección del medio ambiente es una preo-
cupación para el 94% de los europeos y de que, 
para dos tercios de los europeos, la Unión Euro-
pea es quien debería hacer más (European Com-
mission, 2017). Los resultados que proporciona 
el último Eurobarómetro son interesantes por-
que, además, muestran como el medio ambiente 
es para un 56% de los europeos un tema “muy 
importante”, un 62% piensa que la UE no está ha-
ciendo lo suficiente y un 67% que sus gobiernos 
podrían hacer más en la protección del medio 
ambiente (European Commission, 2017, p. 6). 

En las siguientes páginas se van a analizar los 
avances que ha hecho la Unión Europea en el 
último año del que hay datos disponibles en 
áreas como la contaminación atmosférica, las 
emisiones de gases de efecto invernadero, la 
promoción de las energías renovables, la ges-
tión de basuras y el agua, la promoción de la 
economía circular y la preservación de la biodi-
versidad. Todo ello nos dará una visión sobre el 
grado de cumplimiento en la Unión Europea del 

7º Programa General de Acción de la Unión en 
materia de Medio Ambiente hasta 2020, apro-
bado en 2013, y que establece una serie de 
objetivos a alcanzar en 2020, como proteger, 
conservar y mejorar el capital natural; convertir 
a la Unión en una economía baja en carbono, 
eficiente en el uso de recursos, ecológica y com-
petitiva; proteger a los europeos frente a riesgos 
medioambientales para la salud y el bienestar; 
asegurar inversiones en materia de clima y me-
dio ambiente, o aumentar la sostenibilidad de 
sus ciudades. 

Este séptimo programa va de la mano de los 
objetivos 2020 acordados por los líderes euro-
peos en 2007 en materia de reducción de gases 
de efecto invernadero y que comprometen a los 
Estados europeos a reducir en su conjunto en 
un 20% las emisiones de gases de efecto inver-
nadero (GEI), aumentar en un 20% la generación 
de energía renovable y aumentar en un 20% la 
eficiencia energética para el año 2020. Todos 
esos objetivos, recordemos, fueron aumentados 
en 2014 con el Marco sobre el clima y la energía 
2030, que compromete a los Estados a aumen-
tar los objetivos anteriores hasta un 40% para las 
emisiones de gases de efecto invernadero y en 
un 27% para los otros dos, que a su vez, son los 
objetivos que la UE presentó para cumplir con el 
Acuerdo de París (2015). Los objetivos de pre-
servación de la biodiversidad del VII Programa 
de Medio Ambiente están en consonancia con la 
Estrategia de la UE sobre la Biodiversidad has-
ta 2020 y con las Metas de Aichi, aprobadas en 
2010 por las Partes del Convenio sobre la Diver-
sidad Biológica (CDB), y que contiene 20 metas 
para conservar la biodiversidad a nivel mundial. 

EL ESTADO DEL MEDIO AMBIENTE 
EN EUROPA
–
Xira Ruiz Campillo.
Doctora en Relaciones Internacionales.
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EMISIONES DE GASES DE EFECTO 
INVERNADERO

Las emisiones de los gases de efecto invernade-
ro han disminuido en un 22% desde 1990 en la 
Unión Europea, pasando de 5.716,36 a 4.451,81 
Mt CO2eq en 2015. Entre 1990 y 2020 se habrán 
reducido las emisiones en más de un 22,6%, pero 
en solo diez años más, hasta 2030, el objetivo es 
doblar ese porcentaje. Los esfuerzos, por tanto, 
deberán darse a todos los niveles, y para ello se 
necesitará de un mayor impulso por parte de los 
países más rezagados y de mayores acciones 
para reducir emisiones en sectores que van más 
allá de la industria, como la agricultura, la avia-
ción o los residuos.

A este fin, el reparto de la carga de reducción de 
emisiones comprometida a nivel europeo entre 
los Estados ya ha cambiado drásticamente para 
empujar a todos a adoptar un mayor compro-
miso. El reparto para conseguir los objetivos de 
2020 variaron entre el aumento de un 19% que 
se le permitía a Rumanía al descenso de un 20% 
de Dinamarca con respecto a los niveles de 2005 
(Parlamento Europeo y Consejo, 2009, p. 12). 
Con el nuevo reparto de la carga para los obje-
tivos de 2030, ningún país podrá aumentar sus 
emisiones, aunque los niveles varían, oscilando 
entre el 0% de Bulgaria y el 40% de Luxemburgo 
(España asumió el objetivo de reducir un 10% en 
2020 y asumirá la reducción de un 26% en 2030 
sobre la base de los niveles de 2005) (Comisión 
Europea, 2016). 

A través de este nuevo reparto –cuya decisión 
provisional fue aprobada por el Parlamento Euro-
peo y el Consejo del 21 de diciembre de 2017–, 
se establecen nuevos objetivos de reducción 
obligatorios para el periodo 2021-2030 en los 
sectores que caen fuera del sistema de comer-
cio de derechos de emisión de la UE, poniendo 
así como prioridad la reducción de emisiones 
en sectores como el transporte, los edificios, los 
residuos o la agricultura. Este nuevo reparto de 
la carga hará más fácil que Europa alcance los 
objetivos 2030 y cumpla sus compromisos en el 
Acuerdo de París: la reducción de un 40% de las 
emisiones en 2030 con base a niveles de 1990. 
Este compromiso lo cumplirá la UE reduciendo 
las emisiones de los sectores difusos en un 30% 

y los no-difusos en un 43% en relación a los nive-
les de 2005 (European Parliament, 2018).

La Unión Europea también ha adoptado el objeti-
vo no vinculante de reducir entre un 80 y un 95% 
sus emisiones en año 2050 con respecto a los 
niveles de 1990. En este sentido, el Parlamento 
propuso en junio de 2017 que los Estados se 
comprometieran a no aumentar sus emisiones 
entre 2031 y 2050 y a establecer asignaciones 
anuales vinculantes para conseguir el objetivo 
de 2050 (European Parliament, 2017), lo que 
muestra que todas las instituciones europeas 
parecen estar en sintonía con el objetivo de con-
vertir a la UE en una región baja en carbono. 

Aunque las emisiones han caído de forma con-
siderable entre 1990 y 2015, hay que tener en 
cuenta el impacto que la crisis económica ha te-
nido en la paralización de la industria y, por tanto, 
en la disminución de la generación de estos ga-
ses. Además, entre 2014 y 2015 las emisiones 
aumentaron en la Unión Europea en un 0.63% 
por primera vez. Este aumento no parece ser un 
hecho aislado ocasionado por unos pocos paí-
ses; de hecho, 18 de los Estados miembros au-
mentaron sus emisiones entre 2014 y 2015, con 

FIG. 1. 
Emisiones totales de GEI entre 1990 y 2015 en la UE (incluye 
aviación internacional, las emisiones indirectas y excluye 
LULUCF). En amarillo se marca el objetivo vinculante 
acordado para 2030 de una reducción del 40% con respecto 
a las emisiones de 1990, y en  rojo se marca el objetivo de 
reducción mínimo (no vinculante) del 80% a alcanzar en 2050.

Fuente: Eurostat.
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un porcentaje de crecimiento entre el 0,8% de 
Polonia y el 8% de Portugal. España las aumentó 
en un 3,5%, y ya había aumentado un 0,5% sus 
emisiones entre 2013 y 2014 (Eurostat, 2018).

Como se ve en la figura 3, el mayor porcentaje de 
emisiones de gases de efecto invernadero proce-

de de la generación de energía, siendo aproxima-
damente el 78% del total de las emisiones, segui-
do de la agricultura (un 10%), la industria (8,7%) y 
la gestión de residuos (3,2%). Las emisiones de 
la gestión de residuos son las únicas que se han 
reducido de forma progresiva desde el año 2006, 
con una reducción de casi un 30%. Las emisiones 
del sector de la energía se han reducido en un 18% 
desde 2006, aunque experimentaron un aumento 
del 0,87% entre 2014 y 2015. Las emisiones de la 
industria han descendido, en cambio, en un 18% 
entre 2006 y 2015, habiendo una caída muy brus-
ca entre 2008 y 2009 y luego manteniendo un ni-
vel similar hasta 2015.  

De estos cuatro sectores, la energía es el área 
en el que los Estados tendrán que centrar los 
mayores esfuerzos a tenor de los objetivos 
adoptado para la mejora en la eficiencia ener-
gética y de aumento de las renovables. Ade-
más, como se menciona en el siguiente apar-
tado, el sector de la energía también es clave 
para la reducción de contaminantes atmosféri-
cos, lo que hace que la transformación del sec-
tor energético sea un área esencial para que la 
UE alcance sus objetivos en materia de clima, 
energía y biodiversidad. 

FIG. 2. 
Eurostat, 2017: Gases de efecto invernadero según sector 
causante. (Los datos incluyen emisiones de Islandia). 
Consultado 18 febrero 2018. 
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FIG. 3. 
Emisiones per cápita en los países de la UE en los años 2000 y 2015, junto con el porcentaje de reducción de emisiones 
en ese periodo. Fuente: Eurostat, 2018b.
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También es interesante ver las emisiones per 
cápita de los europeos, lo que nos puede dar 
una visión muy distinta de la contaminación de 
los Estados miembros. Si la contaminación me-
dia per cápita en 2000 era de 10,8 toneladas de 
CO2eq por habitante en la UE, en 2015 esa con-
taminación cayó a 8,7 toneladas. Estos niveles 
son algo mayores que las emisiones per cápita 
de China, que se situaban en 7,5 t en 2014, pero 
mucho menores que las de Estados Unidos, que 
alcanzaron las 16,5 t de CO2 por persona en ese 
año (Banco Mundial, 2014).

Los países que menos contaminaron per cápita 
en 2015 fueron Croacia, Suecia, Malta y Rumanía 
(entre 5,7 y 5,9 t. CO2), mientras que los que más 
contaminaron fueron Luxemburgo, Estonia, Irlan-
da y Países Bajos (entre 20,5 y 12,2 toneladas de 
CO2). España disminuyó su contaminación de 9,8 
toneladas de CO2 per cápita en el año 2000 a las 
7,5t en 2015, por debajo de la media europea. 

Los cinco países que más redujeron sus emisio-
nes en ese periodo, sin embargo, fueron Reino 
Unido, Dinamarca, Suecia e Irlanda, con unas 
reducciones que van del 34,9% al 24,5%. Espa-
ña está en la 10ª posición con una reducción 
del 23,4%. Aunque es difícil atribuir a una acción 
concreta las reducciones de los países que más 
esfuerzos han realizado, lo cierto es que todos 
ellos destacan por sus disminuciones en el sec-
tor de la gestión de residuos (yendo desde la re-
ducción de un 61% en ese sector en Reino Unido 
hasta el 13,4% de Dinamarca, frente al 2,5% de 
España). También se pueden resaltar las reduc-
ciones en el sector de la energía de Dinamarca y 
Reino Unido (41% y 26%, frente al 24% de Espa-
ña), mientras que en el sector de la agricultura 
destacan las reducciones de Suecia y Reino Uni-
do (4,9% y 2,2%, frente al 1,8% de España) (Eu-
rostat, 2017). 

En el caso de Reino Unido, por ejemplo, también 
sobresale la Ley de Cambio Climático de 2008, 
por el que se comprometía al ambicioso objetivo 
vinculante de reducir en un 80% los niveles de 
GEI en 2050 en relación a los niveles de 1990. 
Algo también significativo es que esta ley fue re-
chazada por solo cinco miembros de la Cámara 
de los Comunes, demostrando el compromiso 
de todas las fuerzas políticas a reducir las emi-

siones del país. Los casos de Dinamarca y Sue-
cia responden a un mismo patrón: las políticas 
nacionales han favorecido el desarrollo de las 
renovables a pesar del alto precio en inversión; 
han sido pioneros en Europa en poner una tasa 
al carbón y la energía, en incentivar el ahorro 
energético; han creado un mercado eléctrico co-
mún que facilita el abastecimiento energético; y 
han apostado por aprovechar los abundantes re-
cursos naturales que tienen (el viento en el caso 
de Dinamarca, la biomasa en Finlandia y Suecia, 
y la geotermia en Islandia) (Norden, 2014, p. 7). 
Como se ve, en todos los casos destaca una 
apuesta a nivel nacional y apolítica por las ener-
gías renovables y por la reducción de los gases 
de efecto invernadero que hace que los cambios 
de gobierno no pongan en peligro la dirección 
adoptada por el país. 

LA CALIDAD DEL AIRE
EN LA UNIÓN EUROPEA 

El último Informe sobre Calidad del Aire de la 
Agencia Europea del Medio Ambiente muestra 
que aunque los Estados europeos pueden estar 
mejorando el nivel de contaminantes del aire, la 
calidad del mismo aún está lejos de llegar a los 
valores que propone la Organización Mundial de 
la Salud, mucho más estrictos y seguros para la 
salud humana. La Agencia Europea del Medio 
Ambiente (EEA, 2017, p. 8) calcula que el 95% de 
la población urbana europea estaba expuesta a 
concentraciones de ozono (O3) por encima de 
las recomendaciones de la Organización Mun-
dial de la Salud (OMS) en 2015, y que un 82% de 
la población urbana en la Unión Europea estaban 
expuestos a concentraciones de partículas finas 
(PM2.5) que superaban las recomendaciones de 
la OMS en ese mismo año. Los niveles de con-
centración de partículas finas (PM2.5) estableci-
das por esta organización se excedieron en un 
75% de las estaciones europeas en 2015 y solo 
Estonia, Finlandia, Irlanda y Suecia cumplieron 
con los estándares de la OMS (EEA, 2017, p. 35).

Tomando los valores de referencia de la UE, mu-
cho menos restrictivos, solo un 7% de la población 
europea estaría expuesta a las concentraciones 
de PM2.5 y entre un 7-30% lo estaría frente a las 
de O3. La exposición al dióxido de nitrógeno (NO2) 
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se superó en un 10% en la mayoría de países eu-
ropeos, correspondiendo el 89% de esa concen-
tración a estaciones de tráfico (EEA, 2017, p. 9)1. 

Entre las consecuencias más habituales de la 
contaminación atmosférica encontramos la irri-
tación en ojos, nariz y garganta, problemas res-
piratorios, dolor de cabeza, efectos en el sistema 
nervioso, asma, cáncer de pulmón, enfermedades 
cardiovasculares, efectos en el sistema reproduc-
tivo e infartos cerebrales, entre otros (EEA, 2014; 
Feigin & Roth, 2016). Por ejemplo, el número de 
muertes prematuras atribuibles a la exposición a 
PM2.5, NO2 y O3 en el año 2014 fueron 399.000, 
75.000 y 13.600 respetivamente (EEA, 2017a, p. 
56). España es el quinto país con un mayor nú-
mero de muertes prematuras por exposición al 
NO2 con 6.740 muertes (tras Reino Unido, Italia, 
Alemania y Francia) y el cuarto por exposición 
al O3 con 1.600 muertes (también por detrás de 
Italia, Alemania y Francia). Además del impacto 
en la salud de la ciudadanía, la contaminación at-
mosférica también impacta en los ecosistemas, 
el medio ambiente y el clima (EEA, 2017). 

La Unión Europea tiene varias directivas sobre 
la calidad del aire, donde destaca la de 2008 

(2008/50/EC), además de la Directiva sobre Lí-
mites Nacionales de Emisión (2016), que esta-
blece reducciones para cinco contaminantes at-
mosféricos en los países miembros: los óxidos 
de nitrógeno (NOx), los compuestos orgánicos 
volátiles no metánicos (COVNM), el dióxido de 
azufre (SO2), el amoniaco (NH3) y las partículas 
finas (PM2.5)

2. Esta directiva entró en vigor en 
2016 y establece que los contaminantes debe-
rán ser reducidos en un 63%, un 40%, un 79%, un 
19% y un 49% respectivamente en 2030. En los 
gráficos a continuación se muestran las princi-
pales fuentes de emisiones de estos cinco con-
taminantes (EEA, 2017; 22). 

Como se ve en la figura 4, las emisiones de amo-
níaco (NH3) proceden en un 94% de la agricultu-
ra y la ganadería industrial. Hay seis países que 
han aumentado sus emisiones de este contami-
nante entre el año 2006 y el 2015: Estonia, Le-
tonia, Alemania, Francia, Austria y Luxemburgo. 
En el séptimo puesto está España, que solo ha 
conseguido reducir un 0,7% sus emisiones de 
NH3 y que es tercer país que mayor cantidad de 
amoniaco emite a nivel europeo (476 toneladas), 
después de las 759t de Alemania y las 678t de 
Francia) (Eurostat, 2017a). 

–
1. Las estaciones de tráfico son aquellas situadas de manera que su nivel de contaminación está influido principalmente por las emisiones procedentes de calles o 
carreteras próximas.
2. Las partículas finas (PM2,5) proceden tanto de fuentes naturales (como la sal del mar) como antropogénicas, la combustión de carburantes para el transporte o la 
electricidad. Los óxidos de nitrógeno (NOX) y el dióxido de azufre (SO2) también provienen en buena parte de los procesos de combustión en la industria y el comercio y, en 
el caso del SO2, de los volcanes en su fuente natural. Los COVNM contribuyen a la creación de ozono troposférico O3 a través de la reacción química ante la presencia de 
luz solar, y el amoníaco (NH3) surge en gran parte de la descomposición de estiércol de origen animal y de fertilizantes.

FIG. 4. 
Fuentes de emisión de partículas contaminantes. EEA, 2017. 
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Si en el caso del amoniaco el sector clave es la 
agricultura y ganadería industrial, en el resto de 
contaminantes, la clave para reducirlos está en 
la energía. En las partículas finas (PM2.5), la ge-
neración de energía en comercios, instituciones 
y hogares son el origen del 57%, seguido del 10% 
por los procesos industriales y el 7% por el uso 
de la energía en la industria. Las partículas finas 
2.5 experimentaron una reducción entre 2006 y 
2015 en todos los países excepto Hungría y Ru-
manía (donde ha habido un aumento del 35% en 
el primer caso y el 0,4% en el segundo). Al igual 
que en el caso del amoniaco, España está a la 
cabeza de países que más emisiones de PM2.5 
tienen, solo por detrás de Francia, Italia y Polo-
nia, y ninguno de ellos ha alcanzado la media eu-
ropea de reducción del 17%.  

Para los óxidos de nitrógeno (NOx), el 39% pro-
cede del tráfico rodado y le siguen dos sectores 
relacionados con la energía: la producción y dis-
tribución de energía (19%) y la combustión en 
comercios y hogares (14%). En el caso de los 
compuestos orgánicos volátiles no contami-
nantes (COVNM), encontramos que el 50% pro-
cede de los procesos industriales, seguido de la 
combustión en comercios y hogares (16%) y la 
agricultura (11%). Todos los países han reducido 
los COVNM, oscilando entre la reducción de un 
9% de Polonia a la del 42% de Chipre. Los países 
con mayores niveles de este contaminante son 
Alemania, Reino Unido, Italia, Francia y España, 
si bien todos ellos han reducido en más de un 
22% sus emisiones (Eurostat, 2017a). 

Los óxidos de azufre SOX surgen en un 59% de 
la producción y distribución de energía, seguido 
del uso de la energía en la industria (19%) y la 
combustión en comercios y hogares (13%). Este 
contaminante se redujo en un 62% entre 2006 y 
2015. España se encuentra entre los países que 
más lo han reducido con un 76% menos en ese 
periodo, solo por detrás de Rumanía, Grecia y 
Bulgaria (con una reducción de un 81%). Sin em-
bargo, España también es el tercer país que más 
óxido de azufre emite (273 toneladas), solo por 
detrás de Polonia (690t) y Alemania (351t).

De estos datos se desprende que la reforma 
del sector energético es una de las principales 
claves para la reducción de la contaminación 

atmosférica, destacando también de forma muy 
evidente la reforma de la agricultura para la re-
ducción del amoniaco y el tráfico rodado para 
los óxidos de nitrógeno. 

Las emisiones de contaminantes atmosféricos 
se han reducido en la UE desde 2010 (figura 5) 
y las proyecciones indican que se cumplirán los 
objetivos de 2020 y los compromisos de reduc-
ción internacionales en todos los contaminantes 
excepto el amoniaco, cuyas emisiones aumen-
taron entre 2014 y 2015, lo que ha llevado a re-
bajar los compromisos de reducción para 2020 
de “probable” a “incierto” (EEA, 2017, p. 18). Tam-
bién han aumentado, en menor medida, las emi-
siones de COVNM y de partículas finas, lo que 
debería llevar a aumentar los esfuerzos para me-
jorar la calidad del aire europeo. La propia Unión 
Europea reconoce en su Informe de Indicadores 
Medioambientales 2017 que no se van a alcanzar 
los estándares de la Directiva de Calidad del Aire 
de 2008 para 2020 (EEA, 2017, p. 19). España 
es uno de los países en los que existe una ma-
yor preocupación a nivel europeo por la escasa 
acción para reducir la contaminación atmosféri-
ca, y se calcula que los costes de esta contami-
nación en relación a la salud rondan los 22.000 
millones de euros al año (EEA (2017a, p. 733), lo 
que debería servir para poner en marcha accio-
nes que transformen drásticamente la agricultu-
ra, promoviendo cultivos ecológicos; el sistema 

FIG. 5. 
Emisión de partículas contaminantes entre 2010 y 2015. 
Eurostat: Air Pollutants by source sector. Total sectors of 
emissions for European Union territory. En toneladas.
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energético, apostando por las renovables, y el 
transporte, promoviendo la compra de vehículos 
menos contaminantes. 

EVOLUCIÓN DE LA ECONOMÍA CIRCULAR

La Unión Europea propuso en 2010 un paquete 
de medidas que transformarían la economía li-
neal –basada en el trinomio extraer-usar-y-tirar– 
en una economía circular en la que desaparecería 
el concepto de residuos y aparecería el concepto 
de recursos, que pueden ser utilizados de nue-
vo por el sistema de producción. Se trata de una 
economía con un reducido nivel de emisiones de 
gases de efecto invernadero que permite a los 
países seguir desarrollándose con un impacto 
menor sobre el medio ambiente. Desde enton-
ces, la Unión Europea ha adoptado un ambicioso 
plan para poner en marcha un modelo de econo-
mía que podrá generar un ahorro de 600.000 mi-
llones de euros para la industria europea (Euro-
pean Commission, 2015) y que podría crear 1,2 
millones de empleos hasta 2030, de los cuales, 
328.000 serían en Alemania, 210.000 en Reino 
Unido y 135.000 en España (WRAP, 2015, p. 3). 
Se calcula también que la puesta en marcha de 
esta economía podría conducir a una reducción 
de 450 millones de toneladas de GEI al año (entre 
2-4% de las emisiones) (European Commission, 
2015), lo que indudablemente tendrá un impacto 
positivo en la lucha contra el cambio climático.

Para conseguir que la Unión Europea consiga 
implementar una verdadera economía circular en 
la próxima década es vital mejorar la gestión de 
residuos. Así, las políticas implantadas en los Es-
tados deben guiarse por la llamada “jerarquía de 
residuos”, en la que la primera opción debe ser la 
prevención, seguida por la reutilización, el recicla-
do, la valorización (como la energética) y, como 
última opción, el desecho (que incluye el depósi-
to de residuos en basureros y la incineración sin 
recuperación energética) (Parlamento Europeo, 
2008, art. 4). Según la vigente Directiva 2008/98/
CE sobre los residuos, antes de 2020 deberán 
aumentarse hasta el 50% el reciclaje de residuos 
de materiales tales como papel, los metales, el 
plástico y el vidrio de los residuos domésticos. 
Y también para 2020, deberá aumentarse hasta 
un mínimo del 70% la reutilización, reciclado y 

otra valorización de materiales procedentes de la 
construcción y de las demoliciones.

En diciembre de 2017, el Consejo y el Parlamento 
Europeo alcanzaron un acuerdo provisional para 
enmendar las directivas actuales: los Estados se 
comprometen a reciclar o reutilizar entre el 55% 
y el 75% de los residuos municipales antes de 
2025, cifra que aumentará al 65%-85% en 2030. 
Los Estados también deberán, antes de 2025, 
garantizar una recogida separada de textiles, 
residuos peligrosos y residuos orgánicos, y se 
comprometen también a limitar el depósito en 
vertederos a solo el 10% de los residuos munici-
pales para el año 2030 (Consejo Europeo, 2017; 
European Parliament, 2018a). 

Según los datos más recientes de Eurostat, en 
la Europa de los 28 se recicla el 45,8% de los re-
siduos. Pero también en este campo se observa 
una gran disparidad entre países, y mientras al-
gunos ya reciclan más del 50% de los mismos, 
como Bélgica (53%), Alemania (66%) o Austria 
(57%), otros están muy lejos de llegar, como Ru-
manía (13%) o Malta (7%). España se encuentra 
algo retrasada en esta área, con un reciclado del 
29% de sus residuos en 2016 (Eurostat, 2018c), 
lo que hace que sea prácticamente imposible 
que en solo tres años pueda aumentar ese por-
centaje al 50% acordado en la directiva de 2008. 

La prevención de residuos es uno de los desafíos 
más importantes para los Estados miembros. Se-
gún Eurostat, los países que menos residuos per 
cápita generaron en 2016 fueron Rumanía (261), 
Polonia (307) y República Checa (339). La Euro-
pa de los 28 generó un promedio de 480 kilos de 
residuos municipales per cápita en 2016, lo que 
supone un descenso con respecto a la media de 
504 kilos per cápita de 2010. El país que más re-
siduos generó en 2016 fue Dinamarca (777 kilos), 
seguido de Malta (647) y Chipre (640). España ge-
neró residuos por debajo de la media (443 kilos). 
Sin embargo, hay otra información que hay que 
tener en cuenta para entender la progresión de la 
gestión de los residuos en Europa, como cuál es 
la gestión que se hace de los mismos. Así, vemos 
también que en la UE, la cantidad de residuos que 
termina en vertederos ha disminuido en un 45%, 
pasando de 215 kilos per cápita en 2007 a 117 en 
2016 (Eurostat, 2016). 
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Los países que menos residuos depositaron en 
vertederos en 2016 fueron Bélgica (3 kg), Sue-
cia (3) y Holanda (7), y los que más, Malta (536 
kg), Chipre (481) y Grecia (410). España depo-
sitó una media de 251 kilos per cápita en 2016 
(algo más de la mitad), mostrando claramente 
la urgente necesidad de poner en marcha una 
política ambiciosa de gestión de residuos. Bél-
gica, Suecia y Holanda han alcanzado ya el obje-
tivo de 2020 de reciclar el 50% de sus desechos. 
Los tres destacan por una eficiente separación 
de residuos, con una recogida puerta a puerta en 
el caso de Bélgica, y con recogida selectiva de re-
siduos orgánicos en el caso de Suecia y Holanda. 
Bélgica destaca por tener un impuesto a la inci-
neración de residuos, Suecia por promover la re-
paración y reutilización de productos a través de 
los impuestos, y Holanda por el gran desarrollo 
de la industria del reciclaje y la economía circular. 

Los materiales depositados en vertedero son 
materiales perdidos, que no vuelven a entrar en 
la cadena de producción y que por tanto deben 
ser sustituidos por nuevas materias primas, 
lo que supone nuevo consumo de agua, de 
energía y de producción de emisiones conta-
minantes. Además, los vertederos son fuentes 
de contaminación de aire, agua y biodiversidad 
si no están perfectamente gestionados y con-
trolados. Eliminar los residuos depositados en 
vertedero es por tanto una solución ganadora 
para todos: para la economía por el ahorro en 
materiales, para el medio ambiente por la re-
ducción en la contaminación y para la socie-
dad, gracias a la reducción de los impactos en 
la salud y la generación de nuevos empleos y 
riqueza que pueden crearse bajo el concepto 
de economía circular. 

Como se ve en la figura 6, el 40% de los residuos 
europeos acabaron en los vertederos en 2016, a 
lo que hay que sumar el 6% que se incineró sin 
que hubiera una recuperación energética. Un 
54% se recicla, se utiliza como compost o se inci-
nera para generar energía, todo lo cual contribuye 
a disminuir la extracción de nuevos recursos. La 
gestión de residuos es un área en el que la Unión 
Europea tiene que seguir mejorando para promo-
ver el empleo y reducir los gases de efecto inver-
nadero. España tiene en esta área una excelente 
oportunidad para promover el empleo a la vez 

que alcanza los objetivos a los que se ha com-
prometido en el seno de la Unión Europea. 

Otro dato interesante que podemos analizar para 
evaluar la implementación de la economía cir-
cular es el porcentaje de materiales reutilizados, 
procedentes de la recuperación de plantas de re-
ciclaje, que se utilizan en la UE. La reutilización 
es una de las acciones prioritarias para el paso 
de una economía lineal a circular. El porcenta-
je de reutilización de materias aumentó el 5,5% 
entre 2010 y 2014, pasando del 10,8% al 11,4% 
(Eurostat, 2014), siendo Holanda, Italia y Francia 
quienes lideran el reciclaje de materias primas 
secundarias con un 26,7%, 18,5% y 17,8% respec-
tivamente, y Grecia, Rumanía e Irlanda en la cola 
con un 1,4%, 1,7% y un 1,9% respectivamente. Es-
paña recicla un 7,7% de este tipo de materiales, 
por debajo de la media europea del 11,4%. 

España está lejos de poder cumplir los objetivos 
europeos de residuos, y entre las razones de ello 
se encuentran la falta de incentivos para gestio-
narlos de acuerdo a la jerarquía de residuos, una 
deficiente separación de residuos, falta de coor-
dinación entre distintos niveles administrativos, 
falta de un sistema generalizado de responsabi-
lidad ampliada del productor y una gestión insu-
ficiente de los biorresiduos (European Commis-
sion, 2017a, p. 724). En los últimos años, España 
ha aprobado una serie de planes para mejorar la 
gestión de los residuos: el Plan Estatal Marco de 
Gestión de Residuos, PEMAR, 2016-2022; el Pro-

FIG. 6. 
Destino de los residuos en la Unión Europea. 
Datos Eurostat. Municipal Waste by Waste Operations. 
Consultado febrero 2018.
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grama de Prevención de Residuos 2014-2020 y 
el Plan de Gestión de Residuos 2016-2022; ade-
más, se acaba de publicar la Estrategia Españo-
la de Economía Circular, todos ellos claramente 
llegan tarde para cumplir los objetivos europeos 
de 2020 y 2030, pero al menos ponen a España 
en la senda de mejorar su gestión de residuos. 
Entre las medidas que propone la Comisión Eu-
ropea para mejorar esta área están, por ejemplo, 
la adopción de un impuesto que se pague en fun-
ción de la generación de residuos que hagan las 
familias, la adopción de regulaciones de obliga-
do cumplimiento en el área de los biorresiduos 
para los municipios, o mejorar y extender la res-
ponsabilidad ampliada del productor, entre otros 
(European Commission, 2016). 

El Plan de Acción de la Economía Circular de 
la Comisión Europea (2015) impulsa el uso de 
instrumentos fiscales para conseguir que los 
precios de los productos reflejen los costes 
medioambientales. Este es un instrumento clave 
que puede ayudar a los países, a través de los 
impuestos, a desincentivar el desarrollo de las 
actividades con una mayor huella medioambien-
tal. Este tipo de impuestos alcanzaron en 2016 el 
6,11% del total de los gravámenes recaudados a 
través de impuestos y contribuciones a la seguri-
dad social, lo que supuso un aumento desprecia-
ble desde el 5,99% de 2007, mostrando las opor-
tunidades que existen para utilizar la fiscalidad 
como una herramienta de promoción de buenas 
prácticas medioambientales. 

Los países con un mayor porcentaje de impues-
tos verdes son Letonia (11,57%), Eslovenia (10,48) 
y Bulgaria (9,57%); y los que menos, Luxemburgo 
(4,4%), Alemania y Francia (4,69%). España fue el 
país con el sexto porcentaje menor de impuestos 
verdes en 2016 (5,4%) (Eurostat, 2016b). 

Otra de las áreas interesantes para evaluar la 
evolución de la UE en términos de implantación 
de una economía circular la encontramos en la 
generación de empleos en el sector de bienes 
y servicios ambientales. El número de emplea-
dos dedicados a la prevención, reducción y eli-
minación de la contaminación ha aumentado 
en un 27% desde 2006, pasando de 3.276.000 
empleos (a tiempo completo equivalentes) a 
4.164.000 en 2014.
 
De 2006 a 2010 hubo un incremento de un 20% 
en este tipo de empleos. Desde esa fecha –que 
es importante porque se produce el mayor im-
pulso de la economía circular, que también pro-
mueve la creación de puestos de trabajo “ver-
des”– hasta 2014 el incremento ha sido de solo 
un 5,7%, lo que muestra que esta es un área en 
la que todavía queda mucho por hacer en la UE. 

ENERGÍAS RENOVABLES

Desde 2007, el porcentaje de renovables ha ido 
aumentando paulatinamente desde el 10,5% 
hasta el 17% de 2016. La Unión Europea tiene 

FIG. 7. 
Número de empleos en el sector servicios y bienes medioambientales en la Unión Europea. Fuente: Eurostat.
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como objetivo incrementar en un 20% el consu-
mo de energía renovable con respecto a 1990 
para el año 2020, cifra que debe subir al 27% 
en el 2030. En enero de 2018, el Parlamento 
Europeo aprobó aumentar ese porcentaje al 
35% para 2030, mostrando que el aumento de 
energías renovables es un camino de no retorno 
en la Unión Europea. El incremento de las reno-
vables no solo contribuye a la reducción de los 
gases de efecto invernadero, sino también a la 
reducción de la alta dependencia energética de 
los Estados europeos. 

En la Directiva 2009/28/CE sobre el fomento del 
uso de energías renovables, los Estados miembros 
aprobaron los objetivos que cada Estado asumiría 
para que el consumo final de renovables a nivel Eu-
ropeo alcanzara el 20% con respecto a 2005 (Par-

lamento Europeo, 2009). Mientras Luxemburgo y 
Malta eran los países que menos tenían que au-
mentar las renovables (un 11% y 10%), los que más 
esfuerzos asumían eran Suecia y Letonia, con un 
49% y 40%, si bien partían ya de niveles muy altos 
en el uso de renovables. Luxemburgo sigue siendo 
el país que menos renovables consume (5,4%) y 
Suecia el que más consume (53,8%).

En la siguiente tabla se encuentran los objetivos 
que cada país tiene que alcanzar en 2020, junto 
con el porcentaje de energía renovable que con-
sumían en 2007 y en 2016. 	

A nivel europeo, los países miembros han conse-
guido acercarse a los objetivos establecidos en 
2009, aunque es cierto que hay una ralentización 
en el aumento de renovables entre los años 2014 

FIG. 8. 
Consumo de renovables en 2007 y 2016 junto con el objetivo a alcanzar en 2020. 
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y 2016 (figura 9) que muestra lo difícil que será al-
canzar la cuota del 27% en 2030. En este esfuerzo 
europeo, hay 11 países que ya han superado los 
objetivos propuestos para 2020 (como Suecia, Fin-
landia o Rumanía); hay 10 países que están cerca 
de conseguir sus objetivos (entre los que están Es-
paña o Portugal), y hay seis países, como Holanda, 
Francia o Luxemburgo, que tendrán que esforzar-
se mucho más para alcanzar esos objetivos. 
	

De todas las renovables, la energía hidráulica –
una energía renovable no convencional– sigue 
siendo la que más aporta al uso de renovables en 
Europa. Suecia, Francia, Italia, Austria y España 
consumen alrededor del 70% de toda la energía 
hidráulica en la UE (Comisión Europea, 2017, p. 7). 
En cuanto a la energía eólica, España, junto con 
Alemania, son los países que más han contribuido 
a su despliegue en el periodo 2004-2015, y la eóli-
ca marina ha experimentado un rápido desarrollo 
en países como Suecia, Alemania, Reino Unido y 
Dinamarca. También en energía solar fotovoltaica 
destaca España, junto con Italia y Alemania, entre 
los países que más habían invertido hasta 2015 
(Comisión Europea, 2017, p. 7). 

Entre las medidas que destaca la Comisión Eu-
ropea como facilitadoras de la expansión de las 
renovables se encuentran la reducción de las ba-
rreras administrativas, como por ejemplo con la 
creación de ventanillas únicas o el envío de pro-
yectos a través de Internet. En este aspecto, hay 
países, como Suecia o Dinamarca que sobresalen 
por facilitar la puesta en marcha de proyectos 

de energías renovables. Estos dos países han al-
canzado ya sus objetivos de 2020. Otros países 
que también los han alcanzado no destacan, en 
cambio, por su labor facilitadora, como Letonia o 
Finlandia. En España se facilitaría la expansión de 
las renovables con la reducción de trámites buro-
cráticos o eliminando el conocido como impuesto 
al sol, en consonancia con la propuesta del Parla-
mento Europeo en enero de 2018.  

Los países que más han aumentado el uso de 
renovables en estos últimos años son Bélgica, 
que ha pasado de un 3,1% a un 8,7%, Malta (del 
0,2 al 6%), Irlanda (del 3,7 al 9,5%) y Reino Unido 
(del 1,8 al 9,3%). Pero todos ellos están muy le-
jos del consumo de renovables en Suecia, que 
actualmente consume un 53,8%, o Letonia, que 
consume un 37,2% (pero que ya partían de por-
centajes muy altos en 2007 y, en ambos casos, 
el papel de la energía hidroeléctrica (una energía 
renovable convencional) es muy alto3. 

En el caso de España, el país ha hecho grandes 
avances desde 2007 aumentando la cuota de 
renovables en un 11%, aunque la crisis económi-
ca y los cambios legislativos han impedido que 
sigamos liderando en este sector. Si bien las reno-
vables han seguido aumentando, lo han hecho a 
un ritmo tan lento que ha conseguido que un país 
con unos recursos naturales y humanos extraor-
dinarios, con tejido productivo, tecnología e inno-
vación en el sector, aún no haya cumplido con los 
objetivos de 2020. En una Europa que camina sin 
marcha atrás posible hacia la descarbonización, 
España debería establecer un marco normativo 
claro y a largo plazo para que las inversiones en el 
sector de las renovables vuelvan a surgir.  

LA PRESERVACIÓN DEL CAPITAL NATURAL 
DE LA UNIÓN

El 7º Programa General de Acción de la Unión 
en materia de Medio Ambiente hasta 2020, “Vivir 
bien, respetando los límites de nuestro planeta”, 
aprobado en 2013, establece una serie de obje-
tivos para mejorar el capital natural de la Unión 
Europea. Por ejemplo, se acuerda que, antes de 
2020, se detendrán la pérdida de biodiversidad y 

FIG. 9. 
Aumento cuota de energías renovables entre 2007 y 2016 
con datos de Eurostat. 

20

15

10

5

0

2007
2008

2009
2010

2011
2012

2013
2014

2015
2016

–
3. Por ejemplo, en el caso de Letonia, en 2014, el 39% de la generación total de energía provino de la hidroeléctrica (LIAA, 2016; 8).
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la degradación de los servicios ecosistémicos en 
la Unión. También se incluye detener la pérdida 
de cobertura forestal mundial a más tardar en 
2030 y asegurar el buen estado ambiental de to-
das las aguas marinas de la Unión en 2020, entre 
otros objetivos. 

Los datos que arroja el Environmental Indicator 
Report 2017 son claros con respecto a la con-
servación de la biodiversidad en la UE: no se está 
haciendo lo suficiente para proteger y mantener 
nuestro capital natural, que sigue siendo afec-
tado por los impactos en su hábitat, el cambio 
climático, la contaminación, la sobrexplotación o 
las especies invasoras (EEA, 2017a, p.12). Para 
medir la conservación de la biodiversidad, se 
utilizan indicadores como la exposición del eco-
sistema terrestre a la eutrofización debido a la 
contaminación del aire, el cambio de uso del te-
rritorio (por ejemplo de agrícola a urbanizable), el 
estado de los recursos pesqueros, el estado de 
las aguas superficiales, los hábitats protegidos o 
el número de pájaros o mariposas. 

En 2015, en la revisión de la Estrategia sobre la 
Biodiversidad de la UE, ya se vio que la Unión 
no estaba en el camino de detener la pérdida de 
biodiversidad para 2020; los indicadores sobre 
aves comunes o sobre mariposas ya vieron una 
tendencia negativa, como sucede con la valora-
ción de especies protegidas o sus hábitats (EEA, 
2017a, p.12). 

Aunque hay algunos indicadores que han mejo-
rado con respecto al anterior informe, como la 
exposición terrestre a la contaminación del aire 
o el estado de los bancos de pesca marinos, 
ningún indicador parece que se vaya a cumplir 
en 2020, con excepción de los objetivos para la 
gestión forestal (EEA, 2017a, p.13). Desde 1990, 
las existencias en formación en los bosques y 
otras tierras boscosas han aumentado en un 
38% hasta 2015 (Eurostat, 2018d), lo que hará 
que este sea posiblemente el único objetivo que 
se alcanzará en 2020 en relación a la protección, 
conservación y mejora del capital natural de la 
Unión. España, por ejemplo, es uno de los países 
donde más ha aumentado este indicador y es, 
además, uno de los diez países UE donde hay 
mayor existencias en formación de bosque y tie-
rras boscosas. 

En el caso de los bancos de pesca marinos, ha 
habido una mejora en el estado de las especies 
de peces y de moluscos comerciales en las 
aguas del Báltico y el Noroeste Atlántico, pero 
esa no parece ser la tendencia para el resto de 
las aguas, lo que hace improbable alcanzar los 
objetivos de 2020. Para los objetivos relacio-
nados con las aves comunes, las mariposas, 
las especies o los hábitats de interés europeo, 
ha empeorado la tendencia con respecto a los 
datos del anterior informe, y ninguno de ellos al-
canzará los objetivos establecidos. Por ejemplo, 
el objetivo de 2020 para las especies de interés 
para la UE establece que el 34,5% de las espe-
cies valoradas en la Directiva Hábitats y el 78% 
de las especies de la Directiva Aves mejorarán su 
conservación. Para ambas especies se ha visto 
poca mejora. Lo mismo ocurre con el objetivo 
de la Directiva Hábitat de asegurar la mejora del 
34% de los hábitats de interés para la Unión.  

Entre las causas para no alcanzar los objetivos 
de biodiversidad se encuentran, entre otras, las 
prácticas de la agricultura no sostenible, el cam-
bio climático o la contaminación con químicos, 
plásticos y ruido (European Commission, 2017, 
p. 7), mostrando así que alcanzar los objetivos 
de reducción de gases de efecto invernadero, 
la economía circular o la reducción de contami-
nantes en la atmósfera contribuirán a mejorar la 
biodiversidad en la Unión Europea. La Comisión 
también señala como causas del poco avance 
en esta área la falta de implementación de las 
Directivas Natura, la ausencia de planes de ges-
tión, la falta de conocimiento sobre especies, la 
poca financiación o la falta de recursos huma-
nos, entre muchos otros. Tal vez, hace falta, a 
nivel europeo y tal y como se ha hecho con la 
economía circular y el área de las renovables, 
mostrar de forma más clara a los Estados cómo 
la preservación de la biodiversidad también está 
conectada con la generación de empleos, pero 
sobre todo, con el bienestar de los ciudadanos. 

CONCLUSIONES Y PROPUESTAS

Todos los apartados analizados dan cuenta de 
los esfuerzos que los Estados miembros están 
haciendo para que la Unión Europea alcance sus 
objetivos internacionales e internos. Todo forma 



INFORME SOBRE SOSTENIBILIDAD EN ESPAÑA 2018

55

parte de un planteamiento holístico con el obje-
tivo final de vivir en una región más sostenible. 
Como se ha visto, hay áreas en las que la Unión 
Europea está en el buen camino, como la promo-
ción de las energías renovables o la contamina-
ción del aire; pero hay otros en los que la Unión 
está muy lejos de conseguir sus propósitos, 
como la preservación de la biodiversidad. 

En el caso de la reducción de los gases de efec-
to invernadero, aunque hay una clara reducción 
desde el año 1990, en el periodo 2014-2015 se ha 
experimentado el primer aumento desde el año 
2005. Durante ese periodo, 18 países europeos 
(entre los que se encuentra España) aumentaron 
sus emisiones, aunque no parece que vaya a haber 
dificultades para alcanzar los objetivos de 2020. 
Sí parece más difícil, en cambio, alcanzar el 40% 
de reducción comprometido para el año 2030, 
aunque hay que destacar el nuevo reparto de 
cargas de las emisiones en sectores difusos que 
los Estados van a adoptar de forma oficial en la 
primavera 2018. También es significativo que los 
países que más han avanzado en la reducción de 
GEI sean aquellos que a nivel nacional han logrado 
acuerdos entre todos los partidos del arco político 
para acelerar la descarbonización de la economía, 
como es el caso de Reino Unido o Suecia. 

A pesar de las reducciones globales en los con-
taminantes atmosféricos, los aumentos de algu-
nos de ellos, como el amoniaco, resultan preo-
cupantes. En el caso de España, aunque se han 
reducido los niveles de los cuatro contaminantes 
de los que se disponen datos (SOx, NH3, PM2.5 y 
COVNM), alarma el hecho de que nuestro país 
aparezca en los primeros puestos de emisiones 
de todos ellos, por lo que urge la adopción de un 
plan que lleve a su reducción y, por tanto, a la 
mejora de la calidad del aire de los españoles. 
Como se ha visto, todos estos contaminantes 
(excepto en el caso del amoniaco que proviene 
en prácticamente su totalidad de la agricultura y 
la ganadería industrial) proceden en buena parte 
de las emisiones de la energía, lo que ahonda la 
necesidad de acelerar la transformación del sis-
tema energético español a un modelo más sos-
tenible y con un menor peso de los fósiles. 

Las oportunidades que ofrece la economía circu-
lar para la promoción del empleo sigue siendo un 

área por explorar en una buena mayoría de paí-
ses europeos, sobre todo en lo relacionado con 
la gestión de residuos. España, por ejemplo, tiene 
en este tipo de empleos una gran oportunidad; 
debería para ello incentivar la separación y reci-
clado de residuos a través de instrumentos fisca-
les o de una mejora en la recogida de los mismos. 
La reducción de la generación de residuos tam-
bién es una de las claves de la economía circular, 
y si bien países como Dinamarca destacan por 
reciclar una altísima cantidad de residuos (solo 
se depositan en vertederos 8 kilos de residuos 
per cápita al año), también son los que mayor 
cantidad de residuos generan en la Unión Euro-
pea (777 kilos per cápita). Esta área, recuérdese, 
es clave para que la UE alcance sus objetivos de 
reducción de gases de efecto invernadero. 

En el sector de la energía renovable, los objetivos 
de 2020 se alcanzarán sin dificultad, si bien ha 
habido una ralentización en el aumento de las 
renovables en los últimos años y países como 
Grecia o Polonia no solo no han aumentado, 
sino que han reducido su cuota de renovables. 
Por otro lado, a pesar del despegue de energías 
como la eólica marina o la solar fotovoltaica, 
sigue habiendo un gran peso de la energía hi-
dráulica, lo que significa que la producción de 
renovables en Europa depende en buena parte 
de la disponibilidad de agua para su producción. 
Esto muestra lo complejo que es el desarrollo de 
las renovables en Europa en el momento actual 
a pesar de la presión de la UE y los esfuerzos de 
algunos estados, como Suecia, Alemania, Paí-
ses Bajos o Dinamarca, por facilitar la produc-
ción de renovables. 

Finalmente, la preservación de nuestro capital 
natural parece ser uno de los grandes olvidados, 
y muy pocos de los objetivos marcados se van 
a alcanzar en 2020. Esto puede deberse a que 
la biodiversidad no ha conseguido insertarse 
de forma clara en otros ámbitos como la gene-
ración de empleo o el bienestar social, algo que 
parece más evidente en el caso de las energías 
renovables o la economía circular. Detrás del es-
caso desarrollo de los objetivos de la biodiversi-
dad están claramente la falta de progreso en el 
resto de objetivos relacionados con la contami-
nación atmosférica o la reducción de gases de 
efecto invernadero. El progreso en estas últimas, 
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junto con mayor financiación y conocimiento del 
valor de la biodiversidad, llevará a mejorar el ca-
pital natural de la Unión Europea.

REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS 

– �Banco Mundial (2014). Emisiones de CO2 (tone-
ladas métricas per cápita). Centro de Análisis de 
Información sobre Dióxido de Carbono, División 
de Ciencias Ambientales del Laboratorio Nacional 
de Oak Ridge. https://datos.bancomundial.org/in-
dicador/EN.ATM.CO2E.PC 

– �Comisión Europea (2015). Cerrar el círculo: un 
plan de acción de la UE para la economía circular. 
COM(2015) 614 final. 

– �Comisión Europea (2016). Propuesta de Regla-
mento del Parlamento Europeo y del Consejo 
sobra las reducciones anuales vinculantes de las 
emisiones de gases de efecto invernadero por 
parte de los Estados miembros de 2021 a 2030 
para una Unión de la Energía resiliente y para 
cumplir los compromisos del Acuerdo de París. 
COM(2016) 0482. 

– �Comisión Europea (2017). Renewable Energy Pro-
gress Report. COM(2017) 57 final. 

– �Consejo Europeo (2017). El Consejo y el Parlamen-
to Europeo alcanzan un acuerdo provisional sobre 
las nuevas normas de la UE en materia de resi-
duos. 18 diciembre 2017. http://www.consilium.
europa.eu/es/press/press-releases/2017/12/18/
council-and-parliament-reach-provisional-agree-
ment-on-new-eu-waste-rules/

– �EEA (2014). Efectos de la contaminación atmosfé-
rica para la salud.  

– �EEA (2017). Air quality in Europe —2017 report. Nº 
13/2017. European Environment Agency. 

– �EEA (2017a). Environmental indicator report 2017. 
In support to the monitoring of the Seventh Environ-
ment Action Programme. EEA Report / Nº 21/2017. 

– �EEA (2017b). Renewable energy in Europe – 2017 
Update. Recent growth and knock-on effects. EEA 
Report / Nº 23/2017. 

– �European Commission (2015). Circular Economy. 
Closing the loop. An Ambitious EU circular eco-
nomy package. Factsheet. https://ec.europa.
eu/commission/sites/beta-political/files/circu-
lar-economy-factsheet-general_en.pdf 

– �European Commission (2016). Support to im-
plementation -The Commission helps 8 Member 
States to improve their municipal waste manage-
ment. Roadmap for Spain. 

– �European Commission (2017). Special Eurobaro-
meter 468. Attitudes of European citizens towards 
the environment. November 2017. 

– �European Commission (2017a). The EU Environ-
mental Implementation Review (EIR) package. 
Communication: The EU Environmental Imple-
mentation Review: Common Challenges and How 
to Combine Efforts to Deliver Better Results. 

– �European Parliament (2017). Amendments adop-
ted by the European Parliament on 14 June 2017 
on the proposal for a regulation on binding annual 
greenhouse gas emission reduction by Member 
States from 2021 to 2030, 2016/0231(COD). 

– �European Parliament (2018). Legislative train 
schedule. Resilient Energy Union with a Climate 
Change Policy. Regulation on binding greenhouse 
gas emission reductions for member states 2021-
2030 – effort sharing regulation. 

– �European Parliament (2018a). Circular economy 
package. Four legislative proposals on waste. Brie-
fing. EU Legislation in Progress. http://www.europarl.
europa.eu/RegData/etudes/BRIE/2018/614766/
EPRS_BRI(2018)614766_EN.pdf 

– �Eurostat (2014). Circular material use rate. Con-
sultado 18 febrero 2018. 

– �Eurostat (2016). Municipal waste by waste opera-
tions. Landfill disposal. Kilograms per capita. Con-
sultado 2 de marzo 2018.

– �Eurostat (2016a). Municipal waste by waste ope-
rations. Landfill disposal. Kilograms per capita. 
Consultado 2 de marzo 2018. 



INFORME SOBRE SOSTENIBILIDAD EN ESPAÑA 2018

57

– �Eurostat (2016b). Environmental tax revenues. 
Percentage of total revenues from taxes and so-
cial contributions (included imputed social contri-
butions). Consultado 2 de marzo 2018.

– �Eurostat (2017). Greenhouse gas emissions by 
source sector. Consultado el 14 de abril 2018. 

– �Eurostat (2017a). Air pollutants by source sector. 
Consultado el 14 de abril 2018. 

– �Eurostat (2018). Greenhouse gas emissions (in 
CO2 equivalent, base year 1990). Consultado el 14 
de abril 2018. 

– �Eurostat (2018b). Greenhouse gas emissions per 
capita. Consultado el 14 de abril 2018. 

– �Eurostat (2018c). Recycling rate of municipal was-
te. Consultado el 15 de abril 2018. 

– �Eurostat (2018d). Growing stock in forest and on 
other wooded land. Consultado el 15 de abril 2018. 

– �Feigin, V.; Roth, G. et al (2016). Global burden of 
stroke and risk factors in 188 countries, during 
1990-2013: a systemic analysis for the Global Bur-
den of Disease Study 2013. Lancet Neural 2016; 
15: 913-24. June 2016. 

– �LIAA (2016). Environment and Renewable Energy. 
Industry in Latvia. http://www.liaa.gov.lv/files/liaa/
attachments/liaa_environment_catalogue_m_4.pdf 

– �Norden (2014). Nordic action on climate change. 
Nordic Council of Ministers, Copenhagen. http://
norden.diva-portal.org/smash/get/diva2:768493/
FULLTEXT01.pdf 

– �Parlamento Europeo (2008). Directiva 2008/98/
CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 19 de 
noviembre de 2008 sobre los residuos y por la que 
se derogan determinadas Directivas. 

– �Parlamento Europeo (2009). Directiva 2009/28/
CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de 
abril de 2009 relativa al fomento del uso de ener-
gía procedente de fuentes renovables y por la que 
se modifican y se derogan las Directivas 2001/77/
CE y 2003/30/CE. 

– �Parlamento Europeo y Consejo (2009). Decisión 
nº 406/2009/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo sobre el esfuerzo de los Estados miem-
bros para reducir sus emisiones de gases de efec-
to invernadero a fin de cumplir los compromisos 
adquiridos por la Comunidad hasta 2020. 

– �Parlamento Europeo y Consejo (2013). Decisión 
nº 1386/2013/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo relativa al Programa General de Acción 
de la Unión en materia de Medio Ambiente hasta 
2020 «Vivir bien, respetando los límites de nuestro 
planeta». 

– �Unión Europea (2013). Decisión nº 0386/2013/UE 
del Parlamento Europeo y del Consejo relativa al 
Programa General de Acción de la Unión en ma-
teria de Medio Ambiente hasta 2020 “Vivir bien, 
respetando los límites de nuestro planeta”. 20 no-
viembre 2013. 

– �WRAP (2015). Economic Growth Potential of More 
Circular Economies. https://www.ciwm-journal.
co.uk/wordpress/wp-content/uploads/2015/09/
ECONOMIC-GROWTH-POTENTIAL-OF-MORE-CIR-
CULAR-ECONOMIES-FINAL-v04.09.20151.pdf



58



INFORME SOBRE SOSTENIBILIDAD EN ESPAÑA 2018

59

La Política Ambiental de la UE en 2017 se ha de-
sarrollado en torno a dos ejes principales. En pri-
mer lugar, y a dos años de la finalización del Pro-
grama General de Acción de la Unión en materia de 
Medio Ambiente hasta 2020 ‘Vivir bien, respetando 
los límites de nuestro planeta’,1 se ha procedido a 
una revisión intermedia del grado de consecución 
de los ocho objetivos que entonces se plantearon:

a) �proteger, conservar y mejorar el capital natural 
de la Unión;

b) �convertir a la Unión en una economía hipo-
carbónica, eficiente en el uso de los recursos, 
ecológica y competitiva;

c) �proteger a los ciudadanos de la Unión frente 
a las presiones y riesgos medioambientales 
para la salud y el bienestar;

d) �maximizar los beneficios de la legislación de 
medio ambiente de la Unión mejorando su 
aplicación;

e) �mejorar la base de conocimientos e información 
de la política de medio ambiente de la Unión;

f) �asegurar inversiones para la política en mate-
ria de clima y medio ambiente y abordar las 
externalidades medioambientales;

g) �intensificar la integración medioambiental y la 
coherencia entre políticas;

h) �aumentar la sostenibilidad de las ciudades de 
la Unión;

i) �reforzar la eficacia de la Unión a la hora de 
afrontar los desafíos medioambientales y cli-
máticos a nivel internacional.

Desde esta perspectiva, se ha considerado que 
la regulación ambiental producida en sede eu-
ropea, que se viene adaptando periódicamente, 
constituye un marco suficiente para la conse-
cución de los objetivos planteados, siempre y 
cuando su ejecución en los Estados miembros 
sea eficaz y adecuada: es en este segundo ele-
mento en el que, como se verá, la Comisión ha 
desarrollado acciones para mejorar el nivel de 
aplicación nacional.

En relación con este cuadro de objetivos, los 
avances significativos en la reducción de emi-
siones de GEI, contaminantes atmosféricos y 
de otro tipo, así como la mejora de la eficiencia 
energética y el consumo de materiales no se co-
rresponde con el estado de los objetivos de na-
turaleza (biodiversidad), pues la mayoría de los 
ecosistemas llegan a un punto de degradación 
que arriesga seriamente el desarrollo de sus va-
liosas funciones.

En segundo lugar, y como quiera que los principa-
les instrumentos de descarbonización –renova-
bles y eficiencia energética– están encuadrados 
en el marco europeo dentro de la política ambien-
tal –artículos 191 a 193 Tratado de Funciona-

LA EVOLUCIÓN DE LA POLÍTICA 
AMBIENTAL EUROPEA
–
Susana Galera.
Profesora Titular de Derecho Administrativo de la Universidad Rey Juan Carlos.

–
1. Adoptado por Decisión nº 1386/2013/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de noviembre de 2013, y que constituye el Séptimo Programa de Acción 
ambiental aunque, debido a su ambición y horizontalidad, se autodenomine “Programa General”.
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miento de la Unión Europea (TFUE)–, y no de la 
política energética –artículo 194 TFUE–, este do-
cumento debe de considerar también la evolución 
de estos objetivos. Durante 2017 se ha producido 
un intenso diálogo interinstitucional al socaire de 
los objetivos planteados en el denominado Winter 
Package 2016, que bajo el título Energía Limpia para 
todos los europeos, proponía la revisión del marco 
normativo del mercado único de la energía, de la 
gobernanza energética, de las energías renovables 
y de la eficiencia energética, entre otros aspectos. 

Junto a estos ejes, se han abordado cuestiones 
relacionadas con la pertenencia de la UE a determi-
nados acuerdos ambientales internacionales, se ha 
perfilado con claridad el marco de actuación para 
la transición a una Economía Circular, y se han pro-
puesto algunas modificaciones específicas para 
actualizar algunas de las normas ambientales.

Ha sido pues un año de tramitación, de vigilancia 
y control de eficacia de la legislación ambiental 
europea y del grado de consecución de los ob-
jetivos establecidos para 2020 en el Programa 
General y desarrollados en las sucesivas estra-
tegias y normas.

CONVENIOS INTERNACIONALES

a) Posición UE en relación con Convenios Am-
bientales de los que forma parte.

– �Convenio relativo a la conservación de la vida 
silvestre y del medio natural de Europa –pro-
puesta de enmienda2–;

– �Convención sobre la Conservación de las Es-
pecies Migratorias de Animales Silvestres –
propuesta de enmienda3–; 

– �Convenio para la Protección del Medio Marino 
y de la Región Costera del Mediterráneo, Pro-
tocolo sobre las zonas especialmente protegi-
das y la diversidad biológica en el Mediterrá-
neo –propuesta de enmienda4–;

– �Convenio de Estocolmo sobre contaminantes 
orgánicos persistentes –propuestas de en-
miendas5–; 

– �Comisión Ballenera internacional –reuniones 
ordinarias6–.

b) Convenio de Aarhus: acceso a la justicia.

Mención separada debe hacerse al Convenio de 
Aarhus sobre el acceso a la información, la parti-
cipación del público en la toma de decisiones y el 
acceso a la justicia en materia ambiental, que fue 
adoptado en el marco de la Comisión Económica 
para Europa –CEPE/UNECE– de Naciones Uni-
das; el Comité de Cumplimiento del Convenio de 
Aarhus –‘Comité’– supervisa su cumplimiento. 
Las obligaciones del Convenio, respecto de las 
instituciones y órganos de la UE, quedaron con-
cretadas en el Reglamento (CE) 1367/2006 rela-
tivo a la aplicación del Convenio sobre el acceso 
a la información, la participación del público en 
la toma de decisiones y el acceso a la justicia en 
materia ambiental –Reglamento Aarhus–.

En septiembre de 2017 tuvo lugar la sexta reu-
nión de las partes celebrada en Budva, Monte-
negro7: entre otros asuntos, debía de adoptarse 
la Decisión VI/8f propuesta por el Comité de 
Cumplimiento, que trae causa en el Asunto ACC-
C/C/2008/32, sometido por la ONG ClientEarth, 
sobre acceso a la justicia a nivel de la UE: sos-
tenía la ONG que las normas del Tratado sobre 
acceso a la justicia ente los tribunales de la UE, 
según estos las interpretan, y los criterios de 
acceso a la revisión administrativa en el marco 
del Reglamento de Aarhus infringen el Convenio. 
Esta infracción no sólo es admitida por el Comi-
té sino que señala además otras incompatiblida-
des de la legislación europea con el Convenio de 
Aarhus, al considerar: 

– �que el mecanismo de revisión de Aarhus de-
ben poder acceder, más allá de las ONG, los 
miembros del público,

–
2. COM/2017/0628
3. COM/2017/0166
4. COM/2017/0603
5. COM/2017/0132
6. COM/2017/0463
7. https://www.unece.org/env/pp/aarhus/mop6_docs.html
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– �la revisión debe incluir actos generales y no 
solo actos de alcance individual,

– �debe poderse interponer recurso contra todo 
acto administrativo que simplemente esté 
“relacionado” con el medio ambiente, no solo 
contra los actos “con arreglo” al Derecho 
medioambiental,

– �también los actos que no surten efectos jurídi-
camente vinculantes ni externos deben poder 
ser objeto de revisión.

En la Decisión VI/8f del Comité se concretarían 
las obligaciones de la UE para poner fin al cum-
plimiento, pero al ser rechazada por la Comisión 
Europea8, no pudo adoptarse definitivamente y la 
cuestión se post-puso a la siguiente conferencia 
de las partes que se celebrará en 2021. 

MEJORAR LA APLICACIÓN DE LA NORMATIVA 
AMBIENTAL EUROPEA: LA INICIATIVA ENVI-
RONMENTAL IMPLEMENTATION REVIEW (EIR) 
Y SU DESARROLLO.

Las Políticas Ambientales de la UE han genera-
do, desde sus inicios en los años ’70, un ingente 
cuerpo normativo que se actualiza periódica-
mente por las instituciones europeas en función 
de sus estrategias y de circunstancias externas 
como problemas sobrevenidos, nuevos estadios 
tecnológicos o compromisos internacionales. 
Ello implica un seguimiento periódico de su efi-
cacia, contrastando los objetivos conseguidos 
con los inicialmente establecidos. 

Ese mismo cuerpo normativo se desarrolla y se 
integra en los correspondientes marcos nacio-
nales donde, además, debe de asegurarse su co-
rrecta aplicación: es en este último ámbito donde 
la Comisión está poniendo el foco en los últimos 
años. Con carácter general, hay que referir la ini-
ciativa “Legislar mejor”9, donde ya se subrayó la 
importancia de aplicar los compromisos políti-

cos y jurídicos existentes; en particular, y respec-
to a la legislación ambiental, en 2016 adoptó la 
“Revisión Periódica de Aplicación” de las Políticas 
Ambientales –Iniciativa EIR10– en la que, en con-
sonancia con la anterior y considerando que la 
UE dispone ya de un marco de política medioam-
biental bien desarrollado, persigue reforzar la 
consecución de los objetivos de las políticas y la 
legislación ambientales existentes en base a un 
proceso integrador, participativo y flexible.

La iniciativa EIR, en base a estudios propios y de 
la Agencia Europea de Medio Ambiente, pone de 
manifiesto el “escaso avance en la aplicación”11 
de la normativa ambiental e identifica como “fac-
tores subyacentes comunes” debilidades que 
tienen que ver con la organización administrati-
va de os Estados miembros, como el  nivel de 
capacitación, acceso a datos e información o las 
estructuras de coordinación horizontal y vertical.

La iniciativa EIR constituye un ciclo de análisis y 
diálogo que se asienta en los Informes bianua-
les y han de abordar dos tipos de cuestiones: 
en primer lugar, informaciones sobre ámbitos 
temáticos –economía circular, uso de los recur-
sos y gestión de los residuos; biodiversidad, la 
protección marina, suelo, la infraestructura ver-
de y capital natural; la calidad del aire, la calidad 
y gestión del agua, los productos químicos y 
las ciudades sostenibles–; en segundo lugar, el 
marco nacional de apoyo y los instrumentos de 
aplicación –capacidad administrativa, acceso 
efectivo a la justicia y a la información ambiental, 
la fiscalidad ambiental, la contratación pública 
ecológica– entre otros aspectos.  

La primera revisión de la normativa ambiental en 
aplicación de este marco se publica en febrero 
de 2017 con el título Revisión de la aplicación de la 
normativa ambiental de la UE: problemas comunes 
y cómo combinar esfuerzos para obtener mejores 
resultados12, se basa en los 27 Informes nacio-
nales e incluye también Orientaciones para los 
Estados miembros, en forma de propuesta para 

–
8. Vid. Decisión (UE) 2017/1346 del Consejo, de 17 de julio de 2017, relativa a la posición que deberá adoptarse, en nombre de la UE, en el sexto período de sesiones de la 
Reunión de las Partes en el Convenio de Aarhus respecto al asunto ACCC/C/2008/32. Mucho más amplia es la Propuesta de Decisión contenida en el COM(2017)366. 
9. Comunicación COM(2015) 215, de 19 de mayo.
10. Por sus siglas en inglés –EIR: Environmental Implementation Review–, Comunicación de 27 de mayo de 2016, COM 2016/316
11. IMPEL, 2015. Challenges in the practical implementation of EU environmental law and how IMPEL could help overcome them. Red de la Unión Europea para la 
aplicación y ejecución de la normativa ambiental, informe final: 23 de marzo de 2015, http://impel.eu/wp-content/uploads/2015/07/Implementation-Challenge-Report-23-
March-2015.pdf, p. 6 y p. 44, Figura 3.2.
12. Comunicación de la Comisión COM(2017) 63.
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la mejora de la aplicación. Para cada uno de los 
ámbitos considerados, la Comunicación explici-
ta los indicadores pertinentes de cumplimiento, 
incluye conclusiones específicas y señala su-
puestos de buenas prácticas en Estados concre-
tos. Con carácter general, establece:

– �que los principales problemas y las deficien-
cias más acuciantes en la aplicación de la 
normativa ambiental se encuentran en las 
políticas de gestión de residuos, naturaleza y 
biodiversidad, ruido y calidad del aire y gestión 
de las aguas;

– �la traducción económica y social del déficit 
de aplicación, a título de ejemplo en sectores 
concretos:

• �el pleno cumplimiento de la política de resi-
duos de la UE de aquí a 2020 podría generar 
400.000 puestos de trabajo adicionales y un 
volumen de negocios anual suplementario 
para el sector de la gestión y el reciclado de 
residuos de unos 42.000 millones de euros,

• �si se aplicara plenamente la legislación exis-
tente de la UE sobre el agua y si todas las 
masas de agua alcanzaran la calificación de 
“buen estado”, se podrían obtener unos bene-
ficios anuales combinados de como mínimo 
2.800 millones de euros13,

• �la red Natura 2000 supone unas ganancias 
que se estiman entre 200.000 y 300.000 mi-
llones de euros anuales en toda la UE, y el 
pleno establecimiento de esa red podría dar 
lugar a la creación de 174.000 puestos de tra-
bajo adicionales.

– �como causas comunes del incumplimiento, en 
parte ya avanzadas en el marco EIR, se verifi-
can ahora las siguientes:

• �Coordinación ineficaz entre las autoridades lo-
cales, regionales y nacionales, con referencia 
explícita al seguimiento de la calidad del agua; 

• �Falta de capacidad administrativa y una fi-
nanciación insuficiente, con referencia explí-
cita a la contratación pública sostenible y a la 
gestión de espacios naturales;

• �Falta de conocimientos y de datos, lo que se 
relaciona con especies y hábitats;

• �Mecanismos insuficientes de control y garan-
tía del cumplimiento; 

• �Falta de integración y coherencia de las polí-
ticas, con referencia específica a la relación 
aire-movilidad.

Como consecuencia de esta primera revisión, la 
Comisión ha diseñado ya algunas medidas es-
pecíficas para paliar las situaciones de incumpli-
miento: así, recientemente, las Acciones de la UE 
para mejorar el cumplimiento y la gobernanza am-
biental14, responden a la demanda de apoyo prác-
tico a los profesionales que trabajan en toda la 
UE en el ámbito de la garantía de cumplimiento y 
de gobernanza en el cambio ambiental. En este 
Plan se nos anuncia el apoyo a redes transna-
cionales, y el reforzamiento de las existentes, así 
como la publicación de un ingente Soft-Law que 
ayude a una aplicación uniforme de la normativa 
ambiental en toda la Unión Europea15. Entre las 
buenas prácticas anunciadas hay que subrayar 
la guía para tramitar denuncias de infracción del 
derecho ambiental europeo a nivel nacional, y fa-
cilitar la presentación de denuncias por parte del 
público ante las autoridades nacionales compe-
tentes de su aplicación. 

TRANSICIÓN ENERGÉTICA 
Y CAMBIO CLIMÁTICO

La Política Climática de la UE, muy condiciona-
da como es sabido por los acuerdos internacio-
nales, resulta en una compleja normativa en la 
que se concretan las medidas y las obligaciones 
requeridas para la consecución de los objetivos 
climáticos: régimen de comercio de derechos de 

–
13. Vid. Noveno informe sobre la normativa de tratamiento de las aguas residuales urbanas –COM 2017\749, y la evaluación de los programas de seguimiento de la 
Directiva marco sobre estrategia marina –COM\2017\03–. 
14. COM (2018) 10, de 18 de enero. Los costes de no implementación adecuada de la legislación ambiental se concretan aquí, en base a un estudio de la Comisión de 
2011, en 50 billones de euros anuales (SWD  2018 10, pág. 5).
15. Publicación e intercambio de buenas prácticas y material de referencia para la financiación de acciones ambientales o para la prevención y represión de infracciones y 
delitos ambientales, guías técnicas de inspección, promoción del uso de la inteligencia geoespacial… etc
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emisión, registro europeo de emisiones y trans-
ferencias de contaminantes, techos nacionales, 
objetivos de emisión, ahorro y renovables, alma-
cenamiento geológico de CO2 y un largo etcétera 
conforma el incipiente pero vertiginoso ordena-
miento jurídico del clima. 

Pero además de obligaciones sustantivas, tanto 
los textos internacionales como los europeos 
imponen cargas periódicas de medición, verifi-
cación, evaluación y notificación de datos, que 
permita comprobar los progresos hacia los obje-
tivos establecidos y, en base a ellos en su caso, 
introducir las correcciones necesarias.

a) El Acuerdo de París, 2 años después.

En primer lugar, el Informe Dos años después de 
París: Avances hacia el cumplimiento de los com-
promisos climáticos de la UE16 con carácter ge-
neral  arroja buenos resultados respecto de los 
objetivos 2020 y permite buenas expectativas 
respecto de los objetivos 2030. A nivel de UE:

– �en 2016, las emisiones de gases de efecto in-
vernadero de la UE ya eran un 23% inferiores al 
nivel de 1990 –datos preliminares de 2016–, 
excluidas las actividades de uso de la tierra, el 
cambio de uso de la tierra y la silvicultura pero 
incluida la aviación internacional;

– �en proyección a 2020, y con las mismas me-
didas, se espera que las emisiones sean en un 
26% más bajas que en 1990, por lo que la UE 
sigue en vías de cumplir su objetivo de reduc-
ción de emisiones internas del 20% en 2020 y, 
por consiguiente, sus obligaciones dentro del 
segundo periodo de compromiso del Protoco-
lo de Kioto;

– �en proyección a 2030, se espera que las emi-
siones sean un 30% menores que en 1990 si 
no se aplican políticas adicionales, por lo que 
la UE está negociando actualmente una nue-
va legislación que posibilite el compromiso de 
reducción del 40% a 2030 y que fundamen-
talmente afecta al actual marco de eficiencia 
energética, renovables, emisiones de vehícu-
los, captura y almacenamiento de carbono y 
gases fluorados.

A nivel de cumplimiento de los Estados miem-
bros, y de acuerdo con las previsiones nacio-
nales basadas en las políticas ya aplicadas, se 
espera que la mayoría alcance sus objetivos de 
2020. Solo algunos necesitarán adoptar medi-
das adicionales o aplicar mecanismos de flexi-
bilidad, como comprar asignaciones a otros Es-
tados miembros que hayan cumplido con creces 
sus objetivos o usar sus propios excedentes de 
los primeros años del periodo.

–
16. COM (2017) 646 de 7 de noviembre 2017.
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FIG. 1. 
Consumo de renovables en 2007 y 2016 junto con el objetivo a alcanzar en 2020. 
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Otro aspecto positivo subrayado por el informe 
es que la UE continúa desvinculando con éxito 
su crecimiento económico de sus emisiones: 
desde 1990 hasta 2016, el PIB de la UE creció un 
53%, mientras que las emisiones totales cayeron 
un 23%. La intensidad de las emisiones de gases 
de efecto invernadero de la economía –la rela-
ción entre las emisiones y el PIB–, se redujo a la 
mitad en dicho periodo.

Entre otras normas en tramitación17, hay que 
destacar aquéllas que obligarán a realizar pla-
nes integrados, nacionales y europeo, en mate-
ria de energía y clima que abarquen un período 
de diez años –a partir del período 2021-2030–, 
estableciéndose un calendario para la elabora-
ción, finalización y actualización de los planes 
estrechamente vinculado con el ciclo de revisión 
quinquenal establecido en el Acuerdo de París.

Referida la progresión de las medidas de mitiga-
ción, el informe hace referencia a las medidas de 
adaptación al cambio climático, identificando los 
sectores prioritarios de actuación: gestión del 
agua y recursos hídricos, zonas costeras, bos-
ques y silvicultura, agricultura, biodiversidad y 
ecosistemas, salud humana, y turismo y activi-
dades recreativas.

Por último, el informe dedica una especial men-
ción al importantísimo papel que están desarro-
llando las ciudades en la lucha contra el cambio 
climático: en particular, la alianza europea cono-
cida como el Pacto de los Alcaldes por el Clima 
y la Energía –que ha establecido un estándar de 
planificación climática a nivel local– acaba de 
traspasar las fronteras europeas, toda vez que, 
con la participación de la UE, Naciones Unidas 
acaba de alumbrar un esquema similar –Pacto 
Global de los Alcaldes– que empezará a funcio-
nar a finales de 2018.

En el ámbito de la UE, 7.755 entidades locales, 
que representan a 252.629 habitantes, han fir-
mado el Pacto de los Alcaldes, de las que 6.038 
han cumplido sus compromisos de presentar 
un Plan de Acción de Energía y Clima dos años 

después de la adhesión. Ese Plan, es evaluado 
por el Centro Común de Investigación (JCR) de 
la Comisión Europea, que los acepta o los re-
chaza. En este preciso momento, de los 6.038 
Planes presentados, 4.996 han sido aceptados 
por el JCR mientras que 433 han sido recha-
zados. Sin embargo, de estos datos se pueden 
extraer conclusiones equívocas, ya que habría 
que discriminar entre ellos los que se ajustan 
al contenido de los Planes Iniciales, referidos a 
2020, y los referidos a los Planes de Energía y 
Clima (Año Objetivo 2030), que establecen obje-
tivos más exigentes e incorporan también me-
didas de adaptación. Es por ello que, en base a 
la información que se proporciona por la organi-
zación, resulta más significativo atender al nú-
mero de planes aceptados por el JCR18 discri-
minados por el porcentaje de reducción de GEI 
que incorporar, lo que arroja resultados mucho 
menos ambiciosos:

b) Energías Renovables

De acuerdo con los datos contrastados en el In-
forme de situación en materia de energías renova-
bles19, se constata la triple función que las ener-
gías renovables están desempeñando.

–
17. COM/2016/0759, sobre Gobernanza de la Unión Energética.
18. Fuente: elaboración propia en base a los datos accesibles en http://www.pactodelosalcaldes.eu/planes-y-acciones/planes-de-acci%C3%B3n.html, último acceso 29 de 
abril de 2018.
19. COM 2017/057

Año Objetivo 2020
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UE 5240 720  294

España 1367 124 43
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UE 20 49  60

España  2 2 3

FIG. 2. 
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En primer lugar, en 2015 las energías renovables 
contribuyeron a evitar 436 millones de emisión 
de gases de efecto invernadero (GEI), respecto a 
2015, lo que equivale al conjunto de las emisio-
nes de Italia. 

En segundo lugar, hayque descatar su papel fun-
damental en el liderazgo de la UE en innovación, 
a la que corresponde el 30% de las patentes 
mundiales en energías renovables20.

Por último, las energías renovables son fuente 
de crecimiento económico y empleo para los 
ciudadanos europeos: en 2014 más de un millón 
de personas trabajaba en este sector y el volu-
men de negocios combinado alcanzó cerca de 
144.000 millones de euros. 

Con una cuota del 16% de consumo de energía 
final en 2014, la UE y la gran mayoría de los Esta-
dos miembros van por buen camino en términos 
de implantación de las energías renovables, aun-
que los esfuerzos por alcanzar los objetivos para 
2020 son desiguales entre los Estados.

El sector de la electricidad es el que ha experi-
mentado el crecimiento más rápido en la cuota de 
energías renovables, alcanzando en la actualidad 
el 28,3% del total de la producción de electricidad. 
En 2015, el principal contribuyente a la cuota de 
energías renovables continuó siendo la hidroelec-
tricidad. El agente más importante en términos de 
crecimiento es la energía eólica terrestre. El desa-
rrollo de la energía solar fotovoltaica ha sido irre-
gular, con un pico de crecimiento en 2011 y 2012, 
pero menores tasas de crecimiento anuales desde 
entonces. Conjuntamente, las energías renovables 
variables –eólica y solar– representan el 12% de la 
generación bruta de electricidad de la UE.

Con aproximadamente la mitad del consumo de 
energía final a escala de la UE, la calefacción y la 
refrigeración sigue siendo el sector más impor-
tante en términos de consumo energético -aunque 
desde el punto de vista de las emisiones de CO2, 
la electricidad sigue siendo un importante contri-
buyente con un 41% de las emisiones de CO2 de 
la UE–. También es el principal contribuyente al 
objetivo de energías renovables, representando la 
mitad del consumo de energía renovable, aunque 
su ritmo de crecimiento haya sido más lento que 
en el sector de la electricidad. En 2015, aproxima-
damente el 18,1% de la calefacción y la refrige-
ración de la UE se obtuvieron a partir de fuentes 
de energía renovables representando la biomasa, 
con un amplio margen, la mayor contribución. 

El transporte es el sector que sigue registrando 
el crecimiento más lento de las energías renova-
bles, con 0,5 puntos porcentuales de media al año 
entre 2005 y 2014 y una acentuada ralentización 
después de 2011. Su cuota de energía procedente 
de fuentes renovables fue del 5,9% en 2014 (esti-
mándose en solo un 6,0% en 2015) de un objetivo 
sectorial específico del 10% para 2020. Este lento 
avance se debe a diversas dificultades, entre ellas 
la incertidumbre normativa y un retraso en la in-
corporación de los biocarburantes avanzados.

En cuanto a las barreras administrativas, los 
Estados miembros han avanzado de forma no 
uniforme en su eliminación, aunque se mantie-
ne trabas especialmente en lo que se refiere a 
la aprobación automática de las solicitudes tras 

–
20. Véase la Comunicación de la Comisión «Acelerar la innovación en energías limpias» COM(2016) 763.

CONSUMO FINAL DE ENERGÍA 
DE LA UE-28 EN 2015

Basado en indicadores delÖko-Institute, 
excluyendo transferencias estadísticas 

y contabilización múltiple en Mtep

NO RENOVABLES
83,6%

RENOVABLES
16,4%

Electricidad y 
refrigeración 

92 Mtep

Electricidad  
78 Mtep

Transporte
15 Mtep

Consumo final de energía en la UE-28 en 2015.
(fuente: Öko-Institut). COM 2017\57.

FIG. 3. 
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los plazos del procedimiento administrativo y el 
establecimiento de las ventanillas únicas.

El nuevo marco regulador para después de 2020 
propuesto por la Comisión como parte del paque-
te ‘Energía limpia para todos los europeos’ –Winter 
Package 2016– tiene como objetivo una mayor 
europeización de la política en materia de energías 
renovables y la maximización de su utilización en 
los sectores de la construcción, el transporte y la 
industria. La Comisión ha propuesto disposiciones 
reforzadas para establecer las condiciones ade-

cuadas para las inversiones, incluida la progresiva 
apertura transfronteriza de apoyo, el principio de 
irretroactividad y los procedimientos administrati-
vos acelerados, así como la concienciación de los 
consumidores. Los sectores de la electricidad, el 
transporte, la calefacción y la refrigeración están 
sujetos a una serie de medidas concretas, si bien 
se propone utilizar los objetivos nacionales para 
2020 como punto de partida para que los Estados 
miembros sigan avanzando después de 2020. En 
lo que respecta a la bioenergía, la Comisión ha 
propuesto reforzar el marco de sostenibilidad de 

Avances actuales de los Estados miembros en relación con sus objetivos indicativos de la Directiva sobre fuentes de energía renovables 
(2013/2014 y 2015/2016). (Fuente: Öko-Institut, Eurostat) COM 2017\57.
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la UE para la bioenergía extendiéndolo para que 
abarque también la biomasa y el biogás utilizados 
para la producción de calor y electricidad en gran-
des instalaciones energéticas.

c) Eficiencia Energética

El Informe de 201721 aporta las conclusiones más 
recientes sobre los avances conseguidos hasta 
2015 de cara a alcanzar el objetivo del 20%, que 
implica reducir el consumo de energía final22 de 
la UE a un máximo de 1.086 Mtep y su consumo 
de energía primaria23 a un máximo de 1.483 Mtep. 
Se basa en el informe de situación de 2016 sobre 
los avances realizados en materia de eficiencia 
energética24, así como de los informes anuales y 
los planes nacionales de acción para la eficiencia 
energética (PAEE) de 2017 presentados por los 
Estados miembros. De entre sus conclusiones 
principales se destacan las siguientes: 

– �Después de que el consumo energético se 
redujera gradualmente entre 2007 y 2014, 
aumentó en 2015 debido en parte a un invier-
no más frío y a la reducción de los precios 

del combustible. A pesar de que el consumo 
de energía primaria aumentó en un 1,5% en 
comparación con 2014, mantenía un rumbo 
adecuado para la consecución del objetivo 
de 2020. Aunque el consumo de energía final 
también aumentó en 2015, seguía por debajo 
del objetivo de 2020 gracias a las reducciones 
conseguidas en los años anteriores. Parece 
que el consumo energético ha aumentado aún 
más en 2016 tras otro invierno más frío25.

– �El consumo de energía primaria se redujo en 
gran medida en los años posteriores a la re-
cesión (2009-2015) en casi todos los Estados 
miembros, de modo que quedó demostrado 
que la recuperación económica y el crecimien-
to pueden conseguirse sin incrementar la de-
manda nacional de energía.

– �El ahorro energético ha contribuido a compen-
sar esta tendencia. Sin embargo, en 2015 y 
2016 no alcanzó niveles suficientes para com-
pensar el impacto del crecimiento de la activi-
dad económica. 

Fuente: Odyssee-Mure. COM 2017\687.
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–
21. COM/2017/0687.
22. Por consumo de energía final se entiende la energía suministrada a la industria, el transporte, los hogares, los servicios y la agricultura, excluido el abastecimiento al 
sector de la transformación de energía y a las propias industrias energéticas. 
23. ‘Consumo de energía primaria’: el consumo interior bruto, excluidos los usos no energéticos.
24. COM(2017) 56 final.
25. La Agencia Europea de Medio Ambiente (AEMA) ha proporcionado estimaciones preliminares para 2016.

FIG. 6. 
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Si en los próximos años se mantiene la tenden-
cia descendente observada desde 2005, la UE 
seguiría en el buen camino hacia la consecución 
del objetivo para 2020, tanto para el consumo de 
energía primaria como para el consumo de ener-
gía final. Sin embargo, si los aumentos observa-
dos los últimos años invierten la tendencia, será 
necesario realizar esfuerzos adicionales para al-
canzar los objetivos para 2020. 

El consumo de energía final en la UE descen-
dió un 9,1%, desde 1.192 Mtep en 2005 a 1.084 
Mtep en 2015, cifra ligeramente inferior al obje-
tivo de consumo de energía final para 2020 de 
1.086 Mtep. Descendió a un ritmo medio anual 
de 0,9% entre 2005 y 2015, aunque la tenden-
cia descendente se interrumpió en 2015, año en 
que el consumo de energía final aumentó en un 
2,1% en comparación con el año anterior. Este 
incremento se distribuye sectorialmente como 
sigue: vivienda (+4% de un año a otro), servicios 
(+3,6%) y transporte (+1,7%).

El consumo de energía primaria en la UE descen-
dió un 10,6%, desde 1.713 Mtep en 2005 a 1.53 
Mtep en 2015, cifra que supera en un 3,2% el obje-
tivo para 2020 de 1.483 Mtep. Descendió a un rit-
mo medio del 1,1% anual entre 2005 y 2015, pero 
aumentó un 1,5% en 2015 en comparación con el 
año anterior. Las estimaciones aproximadas de la 
AEMA indican un aumento del consumo de ener-

gía primaria de un año a otro del 0,6% en 2016.

A nivel de los Estados miembros, el nivel de evo-
lución hacia el ahorro estimado para 2015 difiere 
de forma significativa: 

– �15 Estados miembros consiguieron un ahorro 
energético superior al necesario anualmente 
(Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, Eslo-
vaquia, Eslovenia, Estonia, Finlandia, Francia, 
Irlanda, Malta, Países Bajos, Rumanía, Reino 
Unido y Suecia);

– �cinco Estados miembros (España. Hungría, 
Italia, Lituania, Polonia) se acercaron a dicho 
ahorro; y

– �ocho Estados miembros quedaron muy por 
debajo de lo requerido (Bulgaria, Chequia, 
Chipre, Croacia, Grecia, Letonia, Luxemburgo 
y Portugal).

A pesar de que la UE en su conjunto va bien en-
caminada hacia la obtención del ahorro energé-
tico acumulado exigido para 2020, es necesario 
que los Estados miembros que han notificado un 
ahorro inferior al necesario para 2015 intensifi-
quen sus esfuerzos en los próximos años.

Atendiendo a los objetivos de 2030, la Comisión 
Europea propuso una revisión de la Directiva 

PIB y consumo de energía primaria, 2009-2015. Fuente: Eurostat. COM 2017\687
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relativa a la eficiencia energética (DEE)26 como 
parte del paquete sobre energía limpia, fijando 
un objetivo vinculante de eficiencia energética 
del 30%27, que mantenga de forma eficaz el nivel 
de ambición actual. 

Además de esta revisión en la regulación gene-
ral, hay que considerar otras acciones específi-
cas y que persiguen, también, la eficiencia ener-
gética, como es el caso del sector de calefacción 
y la refrigeración. Como se indicó anteriormente, 
este sector registra un avance significativo en el 
consumo de energías renovables; sin embargo, 
tal avance debe interpretarse en su contexto: y 
es que el 75% del combustible que utiliza el sec-
tor aún procede de combustibles fósiles –casi la 
mitad del gas–. 

Es por ello que la Comisión aprobó en 2016 una 
Estrategia UE para sector de la calefacción y la re-
frigeración28 que integra los objetivos de eficien-
cia del sector en las políticas energéticas de la 
UE. En particular, centra su actuación en detener 
la fuga de energía de los edificios, maximizar la 
eficiencia y sostenibilidad de los sistemas de ca-
lefacción y refrigeración, fomentar la eficiencia 
en la industria, aprovechando el calor residual y 
de la industria, que actualmente se pierde, rein-
troduciéndolo en el circuito de consumo y dando 
servicio a edificios cercanos. Desde esta pers-
pectiva, se apoyan los distritos urbanos de ca-
lefacción y refrigeración, que pueden llegar a ser 
los nuevos servicios públicos locales –o, según 
la opción política, una nueva modalidad de servi-
cio del oligopolio energético–. 

d) Almacenamiento Geológico de Carbono

En 2017 se produce la segunda evaluación29 de 
la aplicación de la Directiva 2009/31/CE, relati-
va al almacenamiento geológico de dióxido de 
carbono, que tiene por objeto garantizar que no 
existe un riesgo significativo de fuga de CO2 o 
daño para la salud o el medio ambiente y evitar 
cualquier efecto adverso sobre la seguridad de 
la red de transporte o de los emplazamientos de 
almacenamiento.

Los Estados miembros mantienen el derecho de 
decidir las zonas en las que pueden situarse los 
emplazamientos de almacenamiento, incluido el 
derecho a no permitirlo en ninguna parte de su 
territorio. Mientras que la mayoría de los Estados 
miembros autoriza el almacenamiento geológi-
co de CO2, otros no lo permiten en su territorio o 
en una parte del mismo, debido a que su geolo-
gía no es apta para tal almacenamiento (Finlan-
dia, Luxemburgo y la región de Bruselas-Capital, 
Bélgica). Un número reducido de Estados miem-
bros no permite el almacenamiento geológico de 
CO2 (Austria, Croacia, Eslovenia, Estonia, Irlanda 
y Letonia) o lo restringe al almacenamiento en 
alta mar (Países Bajos, Reino Unido y Suecia), a 
un cierto periodo de tiempo (Chequia), a una de-
terminada cantidad (Alemania) o solo con fines 
de demostración (Polonia).

La Directiva CAC exige que, al solicitar la licen-
cia, los titulares evalúen la viabilidad técnica y 
económica de la captura, el transporte y el al-
macenamiento de carbono. Si la evaluación es 
positiva, debe reservarse en la instalación un es-
pacio adecuado para el equipo necesario de cap-
tura y compresión de CO2: se han llevado a cabo 
evaluaciones en Alemania (cinco), Bélgica (una), 
Chequia (una), Eslovenia (una), España (cinco), 
Polonia (diez) y Rumanía (seis). 

Las evaluaciones pusieron de manifiesto que la 
tecnología CAC no era económicamente viable 
en la actualidad; pese a ello en general las cen-
trales eléctricas de nueva construcción están 
reservando tierras en la eventualidad de que las 
condiciones cambien en el futuro.
 

ECONOMÍA CIRCULAR Y RESIDUOS

En 2015 la Comisión formalizó un Plan de Acción 
para la transición a una Economía más Circular30, 
“en la cual el valor de los productos, los materia-
les y los recursos se mantenga en la economía 
durante el mayor tiempo posible, y en la que se 
reduzca al mínimo la generación de residuos”. 
Tal empeño es consecuente con el VII Programa 

–
26. COM(2016) 860 final.
27. El objetivo del 30 % propuesto para 2030 se traduce en un consumo de energía final de 987 Mtep y en un consumo de energía primaria de 1 321 Mtep en la UE.28. 
COM(2016) 51 final 
29. COM (2017)37, que contiene el Segundo Informe de evaluación de la Directiva correspondiente al período 2013-2016.
30. Vid. el Plan de Acción contenido en el COM/2015/0614 final Cerrar el círculo: un plan de acción de la UE para la economía circular.
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de Acción en materia de Medio Ambiente, y su 
“Objetivo prioritario nº 2: convertir a la Unión en 
una economía hipocarbónica, eficiente en el uso 
de los recursos, ecológica y competitiva”.

No se trata aquí de intervenir en un sector es-
pecífico y marcar unos objetivos, como en otras 
estrategias, sino que la transición planteada 
constituye un cambio sistémico que afecta al 
ciclo de producción y de consumo, incluyendo la 
totalidad de la economía, y a todos los produc-
tos y servicios. Ya entonces –2015– se estable-
cieron compromisos globales sobre el diseño 
ecológico, planteamientos estratégicos sobre 
los plásticos y las sustancias y productos quí-
micos, y acciones específicas en ámbitos como 
los plásticos, los residuos alimentarios, las ma-
terias primas críticas, los residuos industriales y 
mineros, el consumo y la contratación pública; 
al tiempo se anunciaban futuras acciones sobre 
fertilizantes y reutilización del agua y medidas 
horizontales de facilitación en ámbitos como la 
innovación y la inversión.

El diálogo interinstitucional que siguió a esta Co-
municación durante 2016 y 2017 ha precipitado 
en una estrategia mejorada y más claramente 
perfilada en relación con sus objetivos y de sus 
medidas de acción. Así, recientemente, y en de-
sarrollo de las previsiones del Plan de Acción de 
2015, en 2018 se ha formalizado un nuevo im-
pulso a esta estrategia, adoptándose dos docu-
mentos muy importantes:

– �por una parte, se ha establecido el Marco de se-
guimiento para la economía circular31 que refle-
ja sus elementos principales. Dicho marco se 
desarrolla en diez indicadores agrupados en 
cuatro elementos esenciales de la Economía 
Circular, basados en datos disponibles y que 
constituyen ya un marco preciso para guiar 
las políticas públicas de Economía Circular 
que han de desarrollarse en todos los niveles 
territoriales; 

– ��por otra parte, se establece la Estrategia Euro-
pea para el Plástico en una Economía Circular32.

Este último es un documento importante: par-
tiendo de datos contundentes que reflejan la 
perturbación ambiental de los plásticos, propone 
soluciones que, en sí mismas, constituyen estra-
tegias de producción y empleo desde una pers-
pectiva de economía circular que se añaden a la 
consecución de los objetivos ambientales. En 
particular, la Estrategia del Plástico señala que:

Los retos vinculados a la producción, el consumo y 
el final de la vida útil del plástico pueden convertirse 
en una oportunidad para la UE y la competitividad 
de la industria europea. Enfrentarse a ellos a través 
de una visión estratégica ambiciosa que abarque la 
totalidad de la cadena de valor puede estimular el 
crecimiento, el empleo y la innovación y asimismo 
reafirmar el liderazgo europeo en soluciones globa-
les, y ayudarnos en la transición hacia una econo-
mía con bajas emisiones de carbono y circular, brin-
dando al mismo tiempo a los ciudadanos un medio 
ambiente más limpio y seguro.

La Estrategia se acompaña del anuncio de una 
serie de futuras medidas normativas que se 
adoptarán entre 2018 y 2020, y que persiguen 
los siguientes objetivos33: 

– �Mejora de la rentabilidad y la calidad del reci-
clado de plástico, objetivo que requiere de las 
siguientes acciones:

• ��Acciones para mejorar el diseño del producto.

• ��Acciones para impulsar el contenido reciclado.

• �Acciones para mejorar la recogida selectiva 
de residuos de plástico.

– �Reducción de los residuos y la basura de plástico:

• ��Acciones para reducir los plásticos desechables.

• ��Acciones para combatir la basura marina pro-
cedente del mar.

• �Acciones para controlar y reducir la basura 
marina más eficazmente.

–
31. COM (2018) 29, de 16.1.2018, sobre un marco de seguimiento para la economía circular.
32. COM (2018) 28, de 16.01.2018.
33. Vid. los Anexos que acompañan a la Estrategia, contenidos en el SWD (2018) 16, en el que también se incluyen recomendaciones específicas dirigidas a los Estados 
miembros.
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• �Acciones relativas a plásticos biodegrada-
bles y compostables.

• �Acciones destinadas a reducir la contamina-
ción por microplásticos.

– �Impulsar la inversión y la innovación para en-
contrar soluciones circulares:

• �Acciones encaminadas a promover la inver-
sión y la innovación en la cadena de valor.

– �Aprovechamiento de las medidas adoptadas a 
escala mundial:

• �Acciones centradas en regiones clave.

• �Acciones relativas a la cooperación bilateral 
con países no pertenecientes a la UE.

• �Acciones relativas al comercio internacional.

Los residuos constituyen un elemento esencial 
de esta estrategia, y en este ámbito la política 
europea cuenta con un amplio recorrido; pero 
ahora se trata no sólo de medir, y reducir, la ge-
neración de residuos –lo que depende de los 
procesos de producción y consumo– sino de 
verificar y propiciar también su utilización como 
recurso que ha de reducir la demanda de mate-
rias primas.

Los elementos esenciales del Plan de Acción de 
transición a una Economía Circular y sus corres-
pondientes medidas de intervención (resultantes 
del análisis de 10 indicadores34) y los objetivos 
con los que se relacionan quedan establecidas 
como sigue:

I) Producción y Consumo

1. �Autosuficiencia de la UE en cuanto a materias 
primas: reducir la dependencia externa de la 
UE de determinadas materias primas funda-
mentales (ej. cobalto y silicio).

2. �Contratación Pública Ecológica: impulsor de 
un nuevo mercado en atención de su contri-
bución al PIB.

3. �Generación de Residuos: progresar en la tasa 
de reducción conseguida (11% por unidad de 
PIB desde 2006).

4. �Residuos Alimentarios: reducción de los re-
cursos empleados en la producción de los ali-
mentos que comemos.

II) �Gestión de Residuos: seguir con la progresión 
conseguida en las tasas de reciclaje en todas 
las categorías de residuos –excepto los de 
aparatos eléctricos y electrónicos RAEE–.

5. Tasas globales de reciclaje.

6. Tasas de reciclaje para residuos específicos.

III) Materias Primas Secundarias

7. �Contribución de los materiales reciclados a la 
demanda de materias primas: incrementar la 
tasa de materiales reciclados que cubren la 
demanda de materiales en la UE (10%).

8. �Comercio de materias primas reciclables: 
mantener la posición exportadora de la UE de 
productos reciclados y la tendencia al alza del 
comercio intracomunitario.

IV) Competitividad e Innovación

9. �Inversiones privadas, empleo y valor añadido 
bruto: reforzar los puestos de trabajo en los 
sectores de reutilización y reciclaje (3.9 mi-
llones en 2014, que representa un incremen-
to del 2.3% respecto a 2012 e incremento de 
6.1% en valor añadido en el mismo período).

10. �Patentes: incremento del 35% de patentes re-
lativas al reciclaje y las materias primas se-
cundarias entre 2000 y 2013, que sitúa a las 
patentes UE en el total mundial en el 44% en 
vidrio, el 23% en papel y el 18% en plástico.  

En directamente relación con el consumo racio-
nal y sostenible –también con la contratación 
ecológica– hay que mencionar el Informe de eje-
cución –y posteriores propuestas de modifica-
ción– del Reglamento EMA –sistema voluntario 

–
34. Disponibles, y de actualización periódica, en la web: http://ec.europa.eu/eurostat/web/circular-economy.
35. COM(2017)0355
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de auditorías y ecogestión– y del Reglamento de 
la Ecoetiqueta UE35.

Específicamente, respecto de la legislación de 
residuos y sus distintas categorías, en el año 
2017 se han valorado detenidamente, y en algún 
caso con propuesta de reforma, los siguientes 
ámbitos:

– �Sobre el papel de la transformación de los resi-
duos en energía36, 

– �Sobre el ámbito de aplicación, la revisión de 
objetivos de valorización y métodos de cálculo 
de la Directiva RAEE37

– �Sobre la aplicación de la Directiva marco de re-
siduos, de la Directiva de lodos de depuradora, 
de vertido de residuos, de enviases y residuos 
de envases, de RAEE y pilar y acumuladores38; 

– �Sobre la aplicación de la Directiva sobre vehí-
culos al final de su vida útil (2008-2011, 2011-
2014)39. 

	

NUEVO PLAN DE ACCIÓN EN PRO DE LA NA-
TURALEZA, LAS PERSONAS Y LA ECONOMÍA

Como ya se adelantó, la aplicación de la legis-
lación europea de protección de la naturaleza 
arroja resultados mucho más pobres que el res-
to de la legislación y programas ambientales. Un 
dato significativo es que sólo dispone de planes 
de gestión con medidas y objetivos de conserva-
ción el 50% de los espacios Natura 2000 y que 
no se han cumplido los objetivos de la Estrategia 
de la UE sobre biodiversidad para 2010.

Además de sus propios fines y objetivos, las 
Directivas relativas a la naturaleza constituyen 
un instrumento esencial para cumplir con com-
promisos internacionales que vinculan a la UE: 
el Plan Estratégico para la biodiversidad 2011-
2020 del Convenio sobre la Diversidad Biológica, 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y el 

Acuerdo de París sobre cambio climático.

Es por ello que la Comisión recientemente dio 
un nuevo impulso en este ámbito, adoptando un 
Plan de Acción en pro de la naturaleza, las personas 
y la economía40, que prevé 15 medidas concretas 
estructuradas en torno a cuatro ámbitos priori-
tarios, que son:

Prioridad A: mejorar las orientaciones y los cono-
cimientos y garantizar una mayor coherencia con 
objetivos socioeconómicos más amplios.

En este marco, la Comisión apoyará actividades 
que incidan en la eficacia de los procedimientos 
de autorización de espacios protegidos y ges-
tión de especies, y la integración de los servicios 
ecosistémicos en los procesos de toma de de-
cisiones, así como mecanismos de ayuda a las 
autoridades competentes para su aplicación.

Prioridad B: Impulsar la responsabilización política 
y reforzar el cumplimiento.

En este marco, se prevén varias medidas de 
mejora de la gobernanza y el intercambio de in-
formación entre autoridades y la Comisión, así 
como planes de acción para especies y hábitats 
más amenazados. 

Prioridad C: Aumentar las inversiones en Natura 
2000 y mejorar las sinergias con los instrumentos 
de financiación de la UE.

En este marco, prevé un incremento de dotación 
del presupuesto de LIFE –programa que ha sido 
objeto de revisión intermedia-41, las sinergias en-
tre Natura 2000 y las medidas agroambientales 
y climáticas, y el despliegue de una infraestruc-
tura verde a fin de mejorar la conectividad de las 
zonas Natura 2000.

Prioridad D: Mejorar la comunicación y la divulga-
ción y lograr la participación de ciudadanos, partes 
interesadas y comunidades. 

–
36. Comunicación de la Comisión, COM/2017/034 
37. Informe de la Comisión, COM/2017/0171,  COM/2017/0173
38. Informe de la Comisión, COM/2017/088 
39. Informe de la Comisión, COM/2017/098 final
40. COM/2017/0198
41. COM/2017/0642 final
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En este marco se incluye el reforzamiento de los 
vínculos entre el patrimonio natural y cultural e in-
centivar la participación de los jóvenes en la pro-
tección de la naturaleza de los espacios Natura 
2000 a través del Cuerpo Europeo de Solidaridad.

El Plan subraya la “fuerte dimensión territorial de 
las Directivas, y del papel fundamental que des-
empeñan las autoridades regionales y locales 

en su aplicación”, por lo que, en consecuencia y 
como ya viene haciendo con los programas de 
descarbonización, establece medidas específi-
cas con la directa participación de las autorida-
des infraestatales:

– �Reunir a las autoridades públicas y las partes 
interesadas a nivel de región biogeográfica 
para abordar los retos comunes (Prioridad B), 

– �Respaldar el intercambio de conocimientos y 
la participación de las autoridades locales y re-
gionales a través de una plataforma conjunta 
con el Comité de las Regiones (Prioridad D).

APLICACIÓN EN ESPAÑA DE LA NORMATIVA 
AMBIENTAL EUROPEA: IMÁGENES 
Y PALABRAS42 
 
De acuerdo con las con las imágenes preceden-
tes, resulta que de los 325 procedimientos de 
infracción abiertos a finales de 2017, el 9.2% co-
rresponden a España, una cifra 3 veces superior 
que la media teórica (3.5%) que nos correspon-
dería al considerar 28 Estados miembros.

En años anteriores, no nos ha ido mejor pues en 
el podio de los incumplimientos, año tras año, 

–
42. http://ec.europa.eu/environment/legal/law/statistics.htm
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obtenemos medalla de oro o de plata como pue-
de verse en el siguiente cuadro.

Los 30 procedimientos de infracción abiertos a 
día de hoy contra España pueden deberse bien a 
una falta de transposición o a una transposición 
tardía de la normativa europea, o bien a la falta 
o deficiente aplicación de esta normativa. Hay 
que advertir que el elevado ranking de incum-
plimiento que año tras año acumula España es 
imputable bien a las autoridades estatales bien 
a las autoridades autonómicas e incluso locales, 
es decir, al órgano competente para llevar a cabo 
la acción omitida o incorrectamente ejecutada. 
Es el caso, por ejemplo, de los incumplimientos 
relacionados con la Directiva marco de aguas 
y la no adopción de los Planes Hidrológicos en 
determinadas Demarcaciones –Islas Canarias y 
cuenta intracomunitaria de Cataluña–, mientras 
que en el resto sí han sido adoptados.

Las causas de tan dudoso honor hay que bus-
carlas no sólo en la baja prioridad política que 
ocupan los objetivos ambientales en nuestro 
país –y la correlativa sensibilidad en la pobla-
ción que tales prioridades manifiestan– sino 

también en el sistema de gobernanza, caracte-
rizado, por razones históricas, en la unilatera-
lidad de la decisión. Determinada la titularidad 
de la competencia –no pocas veces en resolu-
ción de un conflicto constitucional– de forma 
insistente el titular ejerce su competencia en el 
marco de su propia organización administrativa 
y al margen de otras que pudieran verse afecta-
das por la misma. En este sentido resulta difícil-
mente entendible cómo puede estar elaborán-
dose una Ley de Clima y Transición Energética 
sin que se hayan convocado previamente a los 
órganos de coordinación existentes, en número 
más que suficiente, siquiera a nivel de Confe-
rencia Sectorial –de Energía, de Medio Ambien-
te, de Ciencia y Territorio…– para fijar en común 
un punto de partida del texto a tramitar; tampo-
co es fácilmente comprensible cómo se puede 
impedir que una Comunidad Autónoma apueste 
decididamente por el turismo sostenible como 
ámbito económico y consecuentemente pro-
híba en su territorio prácticas ambientalmente 
inciertas y dudosas como el fracking. Este es 
otro ámbito de reflexión –institucional y orga-
nizativo– que sin embargo aparece de forma 
recurrente en las recomendaciones y orienta-

–
43. Pueden consultarse en http://ec.europa.eu/atwork/applying-eu-law/infringements-proceedings/infringement_decisions/?lang_code=en

Fuente: elaboración propia en base a los datos publicados por la Comisión43.

FIG. 10. 
Nº de casos abiertos por incumplimiento de la normativa ambiental europea/año: 

2017

2016

2015

2014

2013

2012

2011

2010

2009

2008

2007

PRIMERO

ESP - 30

ESP - 26

ESP - 28

Grecia - 36

ESP - 29

ESP - 32

Italia - 40

Italia - 46

ESP - 40

Italia - 45

Italia - 60

MÁS MENOS
SEGUNDO

Grecia - 27

Grecia - 24

Grecia - 27

ESP / Rumania-30

Italia / Grecia - 25

Italia - 25

ESP - 27

ESP / Grecia - 33

Italia - 35

ESP - 37

ESP - 42

PRIMERO

Estonia / Luxemb - 2

Letonia - 1

Holanda - 1

Croacia - 0

Croacia - 1

Lituania - 1

Holanda - 2

Holanda - 4

Holanda-5

Bulg / Holan / Rum - 7

Rumania - 3

SEGUNDO

Holanda / Lituania - 3

Holanda / Estonia - 2

Malta / Lituania - 2

 Lituania - 1

Lituania - 3

Holanda - 2

Estonia - 3

Letonia - 7

Finl / Let / Eslov - 6

Eslovenia - 8

Bulgaria / Hungría - 6
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ciones que desde la UE se le hacen a España 
para mejorar el cumplimiento de sus obligacio-
nes europeas.

Los procedimientos de infracción actualmente 
activos están referidos a los siguientes ámbitos: 
 
– �Protección de la naturaleza –hábitats– siste-

mas de riego, Lérida.

– �Evaluación de Impacto Ambiental, mina de car-
bón, León.

– �Tratamiento de Aguas residuales, vertidos y 
áreas sensibles, aglomeración de Pontevedra.

– �Tratamiento de aguas residuales en aglomera-
ciones urbanas de Andalucía, Canarias, Cata-
luña, Comunidad Valencia, Galia y País Vasco.

– �Vertederos incontrolados e ilegales en po-
blaciones de Andalucía, Canarias, Castilla La 
Mancha, Castilla León, Murcia.

– �Protección de la naturaleza –hábitats– pro-
yecto de carretera. Comunidad de Madrid.

– �Calidad del aire: superación de límites de par-
tículas (PM10) en aglomeraciones urbanas de 
Andalucía, Asturias y Cataluña;

– �Protección de la naturaleza: degradación de 
espacios naturales. Tablas de Daimiel.

– �Protección de la naturaleza –hábitats– traza-
do de ferrocarril, Andalucía.

– �Gestión de Residuos y vertederos en poblacio-
nes de Andalucía, Aragón, Canarias, Castilla La 
Mancha, Murcia y País Vasco.

– �Aguas residuales en pequeñas aglomeraciones: 
612 poblaciones entre 2.000 y 15.000 habitantes.

– �Naturaleza: degradación del río Guadalquivir, 
proyecto acceso al puerto de Sevilla.

– �Agua y Naturaleza: deterioro de hábitats por 
excesivas captaciones de agua en Doñana.

– �Aguas Residuales: contaminación por resi-

duos salinos en extracciones en El Bages, Co-
munidad Valenciana.

– �Contaminación atmosférica: superación lími-
tes NO2 en Madrid y Barcelona.

– �Aguas: Planes Hidrológicos Cuencas intraco-
munitarias Canarias y Cataluña.

– �Aguas residuales: falta de tratamiento en va-
rios cientos de aglomeraciones urbanas.

– �Residuos: Planes de Gestión de Residuos: Balea-
res, Canarias, Madrid y Ceuta (no adopción), Ara-
gón y Cataluña (no revisión de los anteriores).

– �Evaluación de Impacto Ambiental, Evaluación 
Estratégica y Directiva Hábitats en Canarias.

– �Planes de Riesgo de Inundación: falta de noti-
ficación. 

 CONCLUSIONES

La UE dispone de un marco jurídico ambiental 
sólido que es el precipitado de las primeras ac-
ciones ambientales adoptadas en los años 70 
del siglo pasado, de siete programas marco de 
acción ambiental y de la participación de la UE 
en los grandes foros internacionales de acciones 
de tutela ambiental.

En la UE –en contraste con lo que ocurre en 
nuestro país– la política ambiental y la políti-
ca energética están entrelazadas ya desde los 
Tratados, y la “horizontalidad” allí proclamada 
de los objetivos ambientales es hoy la base de 
las más recientes estrategias de crecimiento 
y empleo: la UE sigue apostando por objetivos 
ambientales, entre los que se encuentran la 
lucha por proteger el clima, como base de un 
crecimiento menos consuntivo de recursos, ge-
nerador de nuevos empleos de calidad y resuel-
tamente innovador.

El estrecho seguimiento de objetivos interme-
dios con el horizonte de los objetivos finales mar-
cados para 2020 ponen de manifiesto el adecua-
do progreso de la UE en su conjunto, sin perjuicio 
de que algunos Estados –como el nuestro– se 
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sitúen por debajo de la media UE de objetivos in-
termedios y deban de redoblar esfuerzos.

En esta lectura optimista en términos generales, 
hay que señalar el ámbito donde la consecución 
de objetivos es más vulnerable, que es el de Efi-
ciencia Energética: aun cuando en 2015 se con-
siguieron ya cifras muy cercanas al objetivo de 
2020, su exposición a factores externos incon-
trolables –meteorología– aconseja un objetivo 
de mayor ambición; de hecho, en 2016 se pone 
fin a la reducción progresiva del consumo, debi-
do a un invierno particularmente frío, registrán-
dose un repunte en la demanda que neutralizó 
los ahorros anteriores.

De cara al cumplimiento de los objetivos reforza-
dos ya establecidos para 2030, la Comisión ha 
calculado ya la progresión sin cambios normati-
vos, hipótesis en la que los objetivos 2030 no se 
cumplen, por lo que, en consecuencia, ha anun-
ciado ya cambios normativos después de 2020.

La Comisión ha reforzado el seguimiento de la 
aplicación nacional de las normas europeas, y 
ha adoptado un instrumento ad hoc, la iniciativa 
EIR, en virtud de la cual se produce información 
ambiental estandarizada y comparable en todos 
los Estados miembros y en la UE en su conjunto, 
que permite, a la UE y a las autoridades nacio-
nales, reaccionar ante eventuales desviaciones.

Hacemos nuestras las recomendaciones que 
la Comisión dirige a España para mejorar su 
rendimiento en la aplicación de la normativa 
ambiental, y que se relacionan en el capítulo de 
Recomendaciones, de entre las que podemos di-
ferenciar dos grupos:

– �por una parte, acciones específicas relaciona-
das con los ámbitos normativos en los que Es-
paña tiene abiertos procedimientos de incum-
plimientos: obligaciones diversas relacionadas 
con las aguas y residuos, con la superación de 
límites de contaminantes en el aire, con las 
evaluaciones de proyectos y planes, etc.;

– �por otra parte, es insistente, en éste y en mu-
chos otros documentos, la sugerencia de que 
España mejore su sistema de gobernanza, 
propiciando el encuentro sistemático de auto-

ridades de todos los niveles territoriales, pues 
las políticas ambientales se proyectan sobre 
todos ellos simultáneamente y los impactos 
sobre la naturaleza no conoce fronteras.

Esta última recomendación se está intensifican-
do a medida que las acciones específicas sobre 
cambio climático van adquiriendo mayor prota-
gonismo, y en tanto ya se ha revelado la efica-
cia de las acciones adoptadas a nivel local en el 
marco de estrategias apoyadas decididamente 
por la Comisión. El Pacto de los Alcaldes, en sus 
sucesivas formulaciones, ha conseguido dos 
resultados muy valiosos en la lucha contra los 
efectos del cambio climático, aunque sean sola-
mente un primer paso:

– �en primer lugar, que los ayuntamientos adhe-
ridos –y que han cumplido las consecuentes 
obligaciones que tal adhesión implica– ten-
gan un inventario de emisiones y de consumo 
energético en su nivel territorial,

– �en segundo lugar, que haya una metodología uni-
forme aun cuando refleja la diversidad para los 
planes de energía y clima a nivel local, así como 
la metodología de medición e información.

Los logros conseguidos no hubieran sido posi-
bles sin el decidido impulso de las ‘otras’ insti-
tuciones locales, las Diputaciones: muchas de 
ellas, en su rol de ‘coordinadores’ del Pacto, han 
‘tirado’ de cientos de Ayuntamientos proporcio-
nándoles la asistencia técnica necesaria para 
la fijación de objetivos, la consecución de finan-
ciación y la elaboración de Planes e Inventarios. 
Esta acción local no ha hecho sino empezar: re-
cuérdese que el sector más intensivo en consu-
mo energético, la edificación por la demanda de 
calor y calefacción, puede experimentar un des-
censo significativo si se ejecutan –a nivel local– 
las acciones emprendidas por la Comisión en 
este ámbito, particularmente la evaluación ener-
gética de los sistemas urbanos y el despliegue 
generalizado de distritos urbanos de calor y frío.

�Desde esta perspectiva, se recomienda el apro-
vechamiento de los nuevos instrumentos de 
capacitación y financiación puestos en marcha 
por la Comisión este mismo año, mucho más a 
nivel local que autonómico, por las sinergias ya 
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creadas y el efecto pedagógico en la ciudadanía 
dada la proximidad.

Como reflexión conclusiva, entiendo que el he-
cho de que el ‘medio ambiente’ sea una compe-
tencia compartida entre el Estado –legislación 
básica– y las Comunidades Autónomas –le-
gislación de desarrollo y ejecución, compartida 
esta última con las Entidades Locales- en modo 
alguno puede justificar la “pulverización” de las 
estrategias y planes europeos. Y es que dificul-
ta extraordinariamente una aplicación adecua-
da de la normativa europea el hecho de que, en 
base a ese reparto competencial Estado-Comu-
nidades Autónomas, una única norma europea 
–por ejemplo, las Directivas de Evaluación de 
Impacto Ambiental– cuando se incorporan a 
la legislación española supone la aplicación de 
una Ley básica estatal y de 17 leyes autonómi-
cas, a lo que habría que añadir el desarrollo re-
glamentario y, aun, la normativa local que aca-
ba de desarrollarlo.

Desde luego no se está propugnando como solu-
ción nada parecido a la recentralización compe-
tencial, sino que se está apelando a dar un paso 
adicional en el régimen autonómico que incluya 
el complemento imprescindible que no es otro 
que la concertación y el diálogo interadministra-
tivo que nos lleve a otra cultura institucional en el 
ejercicio de las competencias propias. Y es que 
no basta con la afirmación de la titularidad de las 
competencias, sino que es necesario abandonar 
la práctica administrativa unilateral en su ejerci-
cio: necesario y urgente para empezar a remon-
tar los bochornosos resultados de nuestro país 
en el ranking de incumplimientos del Derecho 
Ambiental Europeo. 

A tal fin, se propone que:

– �el proceso de incorporación en España de es-
tas estrategias y acciones vaya precedido de 
un diálogo multinivel en el que, por consenso, 
se acuerde qué va a ir en la legislación básica 
y qué en la legislación autonómica y en la fase 
de ejecución; todo ello antes de que ninguna 
norma aparezca publicada en el BOE o Boletín 
autonómico correspondiente;

– �los resultados de la –eventual– ejecución sean 

objeto de un seguimiento periódico tal y como 
viene haciendo la UE respecto de los Estados 
miembros.
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LA OPORTUNIDAD DEL EMPLEO VERDE 
PARA ESPAÑA

El empleo verde se define como el empleo de-
cente que contribuyen a preservar y restaurar el 
medio ambiente, ya sea en los sectores tradicio-
nales como la industria o la construcción o en 
nuevos sectores emergentes como las energías 
renovables y la eficiencia energética (OIT, 2018).

La creación de empleo verde hace posible au-
mentar la eficiencia del consumo de energía y 
materias primas, limitar las emisiones de gases 
de efecto invernadero, minimizar los residuos y 
la contaminación, proteger y restaurar los eco-
sistemas, y contribuir a la adaptación al cambio 
climático. 

Se trata por tanto de un empleo creado y transfor-
mado como resultado de las medidas tomadas 
para mejorar el estado de nuestros ecosistemas 
y recursos naturales, reducir la contaminación 
ya sea de aire, de agua o de suelos, reducir las 
emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) 
y luchar contra el cambio climático y sentar las 
bases para una economía circular. 

España tiene la urgente necesidad de mejorar 
drásticamente sus resultados en todas estas 
áreas y emprender una transición hacia una 
economía baja en carbono y baja en uso de re-
cursos. Según los últimos datos disponible y tras 
dos años de incrementos consecutivos, en 2017 
España aumentó un 7,4% las emisiones de GEI, 

lo que supone el cuarto mayor incremento de la 
Unión Europea (Eurostat, 2018). Además, la con-
taminación del aire constituye un serio problema 
en una gran parte de las ciudades españolas, ha-
biendo tenido en muchas de ellas que restringir el 
tráfico rodado en algunos periodos de tiempo por 
alcanzar límites peligrosos para la salud humana. 
Los datos sobre gestión de residuos y reciclaje 
también son negativos. Recuperamos el 33,3% 
de los deshechos producidos, muy por debajo del 
45% de la UE. 

Que la transición hacia la Economía Verde tenga 
una reflexión central sobre el empleo es especial-
mente importante en un país como España, don-
de las deficiencias actuales son numerosas. En 
primer lugar falta empleo: España ha superado el 
nivel PIB de antes de la crisis, sin embargo, el em-
pleo no se ha recuperado y existen casi dos millo-
nes de empleos menos que en 2008, año en que 
empezó la crisis. Pero además las deficiencias en 
la calidad del empleo son importantísimas. En los 
últimos años se ha dado un aumento la tempora-
lidad, de la rotación de trabajadores y puestos, de 
devaluación salarial y de desigualdad. Además, 
sólo el 10% del nuevo empleo se crea con con-
tratos laborales indefinidos (Gabinete Económico 
Confederal de CCOO, 2018). Los salarios tampo-
co se han recuperado. Mientras que la produc-
tividad por hora trabajada ha aumentado un 6% 
desde 2012, el coste salarial de cada una apenas 
ha aumentado un 0,6%, es decir, 10 veces menos 
(OXFAM, 2018).  

EMPLEO VERDE Y TRANSICIÓN JUSTA 
EN ESPAÑA
–
Laura Martín / Ana Belén Sánchez.
Consultora en transiciones socioambientales / Excoordinadora de sostenibilidad de la Fundación Alternativas.

–
1. Adoptado por Decisión nº 1386/2013/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de noviembre de 2013, y que constituye el Séptimo Programa de Acción 
ambiental aunque, debido a su ambición y horizontalidad, se autodenomine “Programa General”.
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Esta situación afecta más a los colectivos más 
vulnerables: los jóvenes –más de medio mi-
llón de jóvenes están desempleados–, los des-
empleados de larga duración, las mujeres, que 
tienen un acceso a prestación desempleo 11 
puntos por debajo de los hombres y a los traba-
jadores menos cualificados. Las últimas esta-
dísticas tanto de Eurostat como de la OCDE nos 
sitúan en los primeros puestos en porcentaje de 
trabajadores pobres de todos los países desarro-
llados. Entre los países de la OCDE, sólo Turquía 
y México presentan una tasa superior que la es-
pañola. Y en la UE, según, sólo Rumania y Grecia 
nos sobrepasan. Como consecuencia, los nive-
les de desigualdad se sitúan entre los más altos 
de Europa. España es el tercer país europeo en 
desigualdad y un 22,3% de la población vive por 
debajo del umbral de pobreza.

El empleo existente es además un empleo crea-
do en sectores de alta precariedad y bajo valor 
añadido. El 91% de los puestos de trabajo gene-
rados en términos netos se ubican en activida-
des de contenido tecnológico bajo, y solo el 9% 
en ramas de contenido tecnológico medio y alto 
de la industria y los servicios. 

Se trata además de sectores económicos alta-
mente dependiente de los recursos naturales y 
de la estabilidad climática, por tanto vulnerable 
a los impactos del cambio climático. La cons-
trucción, uno de los motores tradicionales de la 
economía española, necesita de una gran can-
tidad de materias primas que se encuentran en 
nuestros ecosistemas. Por ejemplo, se nece-
sitan más de 2 toneladas de materias primas 
(más de la mitad de estos materiales son áridos 
y material pétreo) por cada m2 de vivienda que 
construimos y la cantidad de energía asociada 
a la fabricación de los materiales que componen 
una vivienda puede ascender, aproximadamente, 
a un tercio del consumo energético de una fami-
lia durante un periodo de 50 años mientras que 
la producción de residuos de construcción y de-
molición supera la tonelada anual por habitante 
(Construmática, 2018).

El turismo es otro sector que sigue creciendo en 
España, tanto en empleo como en porcentaje de 
PIB, y también destaca por su alta dependencia 
de los ecosistemas y de sus recursos naturales 

(agua, biodiversidad) para su buen funciona-
miento. El impacto ambiental de la cadena de 
valor del sector es mucho mayor de lo estimado 
hasta el momento. En términos de producción 
de emisiones de GEI, hasta cuatro veces más 
de lo que calculado. Los vuelos, el transporte en 
el lugar de destino, los residuos producidos y la 
energía consumida durante el alojamiento son 
fuentes continuas de impacto ambiental (Uni-
versidad de Sidney, 2018).

Las medidas post-crisis no han mejorado el mer-
cado laboral. La reforma laboral de 2012 y las 
medidas de recorte de protección ambiental no 
sólo no han logrado transformar el modelo de 
crecimiento a uno de mayor valor añadido, mejor 
empleo y más sostenible, si no que han agrava-
do la situación. 

En este marco, los empleos verdes deberían ver-
se como una alternativa a un sistema productivo 
que no funciona y que debe cambiar para corre-
gir las importantes deficiencias ambientales y 
sociales que ha creado.

LA TRANSFORMACIÓN ECOLÓGICA COMO 
OPORTUNIDAD DE CREACIÓN DE EMPLEO

El potencial de creación de empleo verde de 
las políticas de transición ecológica ha sido 
materia de estudio durante las últimas déca-
das. Las iniciativas de descarbonización de 
la economía y la promoción de una economía 
circular son importantes fuentes de crecimien-
to de nuevos puestos de trabajo porque se re-
quieren ingentes inversiones en infraestructura 
y en procesos de producción ecológicos (OIT, 
2015). Según las estimaciones más recientes, 
una transición ecológica de la economía a nivel 
mundial, crearía, sólo en el sector de la energía, 
24 millones de nuevos empleos y supondría la 
desaparición de 6 millones de empleos en sec-
tores altamente contaminantes (ILO Research 
Department, 2018). Otros sectores económicos 
también serían creadores de empleos netos. La 
agricultura, con prácticas de producción ecoló-
gica, sería uno de ellos.

En España, los informes realizados por el 
Observatorio de la Sostenibilidad de España 
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(OSE), por la Fundación Biodiversidad, o la lí-
nea de investigación iniciada por ISTAS (Insti-
tuto Sindical de Trabajo Ambiente y Salud de 
CCOO) entre los años 2006 y 2010 demostra-
ban que los empleos verdes estaban creciendo 
rápidamente en España. Se calculaba que ape-
nas alrededor del 2,2% del empleo podía con-
siderarse ambientalmente sostenible (aproxi-
madamente un 2,8% del PIB) y estos empleos 
crecían a un ritmo muy superior a la media de 
la economía (Biodiversidad, 2010). Se hablaba 
entonces de un potencial de creación de em-
pleo de hasta 2 millones de nuevos puestos de 
trabajo para el año 2020 si se daban los pa-
sos necesarios. Sin embargo, desde entonces, 
no sólo se han dado escasos pasos en esa 
dirección, sino que se ha legislado en sentido 
contrario en varios de los sectores con mayor 
potencial de creación de empleo, lo que ha re-
sultado en que las estimaciones estén lejos de 
transformarse en realidad. 

Los sectores donde existía mayor potencial de 
creación de empleo verde son aquellos donde 
se hace necesario un mayor esfuerzo ambiental 
(Biodiversidad, 2010). El potencial del creación 
de empleo verde de la economía española en 
estos sectores productivos está aún vigente. 
Sin embargo, transformar este potencial en 
realidad requiere de un mix de políticas macro-
económicas, industriales, sectoriales y labo-
rales que tengan como objetivo ecologizar la 
economía y que tengan en cuenta los impactos 
laborales tanto entre sectores como intra-sec-
toriales (OCDE, 2017):

– �Producción y consumo de energía, incluyen-
do la producción de energías renovables y la 
mejora de la eficiencia energética. El cumpli-
miento de los objetivos europeos energéticos 
y climáticos, incluyendo el Acuerdo de París, 
continúa siendo una oportunidad de creación 
de nuevo empleo para España;

– �Movilidad sostenible que incluye el transporte 
público y colectivo, incluyendo el uso de ve-
hículos de bajas o nulas emisiones como los 
eléctricos con suministro de energías renova-
bles, la bicicleta y otros modos de transporte 
no motorizados;

– �Renovación con criterios energéticos de edifi-
cios, lo que mejoraría los niveles de consumo 
energético y haría posible el uso de energías re-
novables en los edificios, acercándose de este 
modo a los edificios casi-nulos en producción 
de emisiones tal y como establece la Directiva 
Europea relativa a la eficiencia energética de 
los edificios (Parlamento Europeo, 2010).

– �Medidas de promoción de una economía circu-
lar, incluyendo las medidas de prevención de la 
producción de residuos, la gestión de los mis-
mos, su separación, reciclaje y reutilización.

– �Mejora de los ecosistemas tanto en áreas ur-
banas como en zonas rurales. La biodiversi-
dad y los ecosistemas que forman, son vitales 
para nuestra salud gracias a sus funciones 
de mantenimiento de aire limpio, absorción 
de emisiones de gases de efecto invernadero, 
mantenimiento de ciclo del agua y sus efectos 
contra la desertificación.

– �Medidas de adaptación al cambio climático, 
especialmente en sectores altamente depen-
dientes del agua y de la estabilidad climática 
como la agricultura y el turismo.

– �Producción ecológica de alimentos, incluyen-
do la promoción de la agricultura y ganadería 
ecológica, la transformación agroalimentaria 
en condiciones de sostenibilidad y la ecologi-
zación de la industria relacionada con la pro-
ducción y distribución de alimentos.

– �Promoción de un turismo sostenible, que tenga 
en cuenta y reduzca los impactos en los recur-
sos naturales así como los impactos sociales.

La crisis económica, los cambios legislativos y 
los recortes económicos en materia ambiental 
que se dieron a partir de 2008 tuvieron resulta-
dos muy negativos en estos empleos verdes, es-
pecialmente en algunos sectores como el de las 
energías renovables que se redujeron a la mitad 
su empleo, pasando de 120.000 a 60.000 em-
pleos en 8 años (APPA, 2016). Una parte de las 
personas que perdieron su empleo emigraron a 
otros países donde sí se apostaba, de manera 
decidida, por el uso de renovables o se recolo-
caron en otros sectores, con la pérdida de cono-
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cimiento y capacidades que esto conlleva. Este 
era un empleo particularmente interesante para 
España, tanto por la calidad del mismo como por 
la proyección del propio sector. A día de hoy si-
gue siendo un sector altamente inversor en I+D+i 
con una media de inversión del 3,39% respecto 
a su contribución al PIB, muy por encima de la 
media española (1,20%) y europea (2,03%). Ade-
más reduce del déficit de la balanza comercial 
en 2.700 millones de euros (APPA, 2016. Martín 
Murillo 2016). 

Las medidas de protección ambiental podrían 
tener otras consecuencias económicas y labo-
rales relacionadas con la transformación de los 
sectores económicos hacia modelos de pro-
ducción menos emisores y más eficientes en el 
uso de recursos. Estas medidas podrían produ-
cir cambios en la competitividad y la innovación 
de algunos sectores y la aparición de nuevos 
riesgos de pérdida de empleo o de ingresos en 
aquellos sectores que más deben transformar 
su estructura productiva. Un ejemplo de esto 
sectores sería el de los combustibles fósiles, 
que no tendrán cabida en un escenario de des-
carbonización como el que plantea el Acuerdo 
de París. 

Estas dinámicas presentan desafíos importan-
tes en términos de transición laboral y obligan 
al diseño y puesta en marcha de políticas de 
transición justa, llamadas a asegurar una ges-
tión adecuada de los impactos laborales ne-
gativos, asegurando nuevas oportunidades de 
empleo para los que se verán afectados por la 
transición.

UNA TRANSICIÓN JUSTA EN EL MARCO 
DE MÚLTIPLES TRANSICIONES LABORALES
	
Es necesario tener en cuenta que la transición 
hacia modos de producción y consumo sos-
tenibles no es la única transición a la que se 
enfrenta la economía y el mercado laboral es-
pañol. Existen otros elementos que están con-
formando ya la realidad del empleo y que con-
formarán su futuro. 

El primero de estos elementos tiene que ver con 
el impacto de la llamada Industria 4.0 y la revolu-

ción tecnológica: automatización, digitalización, 
big data, inteligencia artificial, impresión 3D, etc... 
Muchas de estas innovaciones tecnológicas ten-
drán un impacto significativo en el empleo, tanto 
en el sector industrial como en el sector servi-
cios. Estas innovaciones tecnológicas ofrecen 
un gran potencial de reemplazar la mano de obra 
que rompe por completo con todo lo que la pre-
cedió (OIT, 2015). Todos los puestos de trabajo 
tienen tareas que pueden ser automatizadas y 
por lo tanto los impactos serán extensivos, pero 
se espera que el efecto sea mayor en los tra-
bajadores con menos cualificación. El sistema 
productivo de España está basado en sectores 
económicos de bajo valor añadido, bajo nivel de 
innovación que requieren de un mercado laboral 
de baja cualificación y por tanto, muy suscepti-
ble de ser afectado negativamente por el avance 
de la automatización y la digitalización. El im-
pacto de esta revolución tecnológica podrías ser 
especialmente importante en España. Según la 
OCDE, España es el 3er país más vulnerable a la 
robotización, con un 12% de empleos en riesgo, 
tanto en sectores industriales como de servicios 
(OCDE, 2016). 

La automatización y la digitalización afectará 
también a los sectores verdes, con efectos tanto 
positivos (permitirá nuevas formas de produc-
ción de energía renovables de forma descen-
tralizada creando micro-redes de producción y 
consumo) como negativos (se prevén impactos 
negativos en sectores como la gestión de resi-
duos) (Sánchez, 2017).

Otras de las transiciones importantes tienen 
que ver con las relaciones que se están dando 
de manera acelerada entre empresario y em-
pleado. Una de las consecuencias de la llamada 
economía de las plataformas o gig economy es 
el aumento de las relaciones atípicas de trabajo, 
donde la relación entre ambos es mucho más 
flexible y está haciendo que a nivel mundial se 
haya estancado el aumento constante del por-
centaje de personas con un salario o un sueldo 
(OIT, 2015). Estos trabajadores y trabajadoras 
tienen cada vez menores niveles de protección 
social y mayor inseguridad en relación a sus in-
gresos. Desde la Unión Europea se está tratando 
de clarificar la situación jurídica de las personas 
que trabajan en este tipo de plataformas digita-
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les. En su Comunicación Una Agenda Europea 
para la economía colaborativa de 2016 solicitó el 
estudio de la tramitación de una Directiva marco 
sobre las condiciones de trabajo en la economía 
de plataformas (Domínguez, 2017).

Por tanto, el principal desafío al que nos enfrenta-
mos de manera colectiva y en términos laborales 
y sociales es asegurar la buena gestión de todas 
estas transiciones. La reestructuración econó-
mica que conlleva tanto la transición ecológica 
como la digital tiene como consecuencia el des-
plazamiento de trabajadores y las posibles pérdi-
das de empleo pero también la creación de otros 
empleos, que podrían darse en lugares geográ-
ficos, en sectores económicos o en momentos 
temporales diferentes a las pérdidas de empleo. 

Una adecuada gestión asegurará que estas tran-
siciones ecológicas “hacia economías ambiental 
y socialmente sostenibles pueden constituir un 
importante motor para la creación de puestos de 
trabajo, la mejora de la calidad del empleo, la jus-
ticia social y la erradicación de la pobreza” (OIT, 
2015). Se trata de apoyar sectores y actividades 
que conduzcan a una ecologización de la eco-
nomía y puedan generar mejores oportunidades 
de empleo y planificar adaptaciones, restructura-
ciones y cierres de las actividades contaminan-
tes que tienen que desaparecer. 

La buena gestión de estas transiciones pasa 
por reforzar o poner en marcha nuevas políticas 
e iniciativas en al menos, las siguientes áreas 
(OIT, 2015):

– �Políticas de restructuración ecológica, po-
líticas industriales y de desarrollo local de 
futuro: una transición ecológica justa y gene-
radora de empleo se articulará con diferentes 
políticas industriales y sectoriales que deben 
coordinarse con las relacionadas con otras 
transiciones importantes (digitalización, ro-
botización). Estas políticas deben apoyarse 
en medidas regulatorias, incluyendo mecanis-
mos de planificación y gestión.

– �Políticas sectoriales: se deben ofrecer in-
centivos para subsectores y actividades con 
interés en la ecologización con previsibilidad 
y transparencia, estimulación de demanda, in-

versión y desarrollo de mercados para produc-
tos verdes. Existen herramientas interesantes 
como la compra pública verde que pueden ser 
utilizadas con este objetivo (ver sección 4 para 
más información).

– �Apoyo a investigación para generar oportuni-
dades en actividades económicas eficientes 
en uso de recursos y de economía circular o 
apoyo público para la transición de pequeñas 
y medianas empresas y promoción de planes 
de transición en grandes empresas.

– �Reforzar los sistemas de protección social 
frente a la posible pérdida de empleo, adoptan-
do sistemas de garantía de ingresos y elabo-
rando nuevos marcos fiscales especialmente 
pensados para estas nuevas realidades. Las 
diferentes transiciones (ecológica, digital, etc) 
no pueden soportarse asegurando justicia 
social sin un sistema de rentas garantizadas 
financiadas por políticas fiscales adecuadas. 
Los trabajadores precarios de los sectores 
destinados a desaparecer deberían tener “de-
rechos de transición” que incluyan oportunida-
des de formación, acceso a prestaciones, etc. 
para lo que habrá que diseñar herramientas de 
protección social específicas. 

– �Deben además contar con un consenso so-
cial sólido sobre el objetivo y las vías para al-
canzarlo. El diálogo social debe formar parte 
integrante del marco institucional para la for-
mulación y la aplicación de políticas en todos 
los niveles. En este sentido, se debe impulsar 
debates sectoriales para la transformación 
ecológica de sectores fundamentales de la 
economía española (turismo, agricultura, 
construcción, industria) que garantice su sos-
tenibilidad y mejores resultados ambientales y 
sociales. El objetivo de estos procesos de diá-
logo debe ser el de crear un marco político a 
largo plazo para garantizar la planificación y la 
seguridad de la inversión.

Contratos de transición ecológica de Francia

Francia acaba de lanzar los contratos de transi-
ción ecológica que involucran a las autoridades 
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locales y compañías en un territorio que deciden 
transitar a una economía baja en carbono. Los 
contratos de transición ecológica están orien-
tados a “los territorios que sufren la desolación 
industrial o que requieran apoyo social para la 
transición energética” como por ejemplo, los te-
rritorios de las últimas cuatro centrales de car-
bón que el gobierno prometió cerrar en 2022 o 
las que se verán afectadas por el cese del desa-
rrollo de hidrocarburos. 

Para ayudarlos, el Ministerio de Transición Eco-
lógica tiene un equipo de negociación que se en-
carga de ayuda a la Administración y empresas 
a definir las acciones que se llevarán a cabo. El 
Estado proporcionará a los promotores de pro-
yectos apoyo político, técnico y financiero (con 
créditos del plan de inversión del gobierno).

Cada contrato, por un período mínimo de tres 
a cuatro años será objeto de una consulta so-
bre acciones adaptadas a las especificidades 
locales, con objetivos específicos que deben 
alcanzarse y resultados que pueden evaluarse 
(cantidad de metros cuadrados renovados, tone-
ladas de CO2 evitadas ...). Todos los trámites se 
llevarán a cabo en una sola ventana y el Estado 
decidirá los créditos que se movilizarán para fi-
nanciar un proyecto.

Fuente: Agora, 2018 (AGORA, 2018)

– �Participación ciudadana en las políticas de 
transición justa: La transición requiere políti-
cas de participación ciudadana y estructuras 
de intercambio con diferentes sectores, em-
presarios, sindicatos, administraciones, ONG, 
organizaciones de consumidores. Invertir en 
una participación inclusiva en estos procesos 
es una garantía para el éxito de las propues-
tas, para una mayor justicia en las soluciones 
y para una mejor optimización del potencial 
de innovación social. 

– �Se debe tener en cuenta de manera clara la 
dimensión de género de la transición que ase-
gure que las oportunidades de empleo llegan 
de manera equitativa a hombres y mujeres. 

Las políticas de diversificación económica no 
pueden centrarse solo en la recolocación de 
los hombres, si no en generar mercados de 
trabajo más igualitarios. Por el momento, los 
empleos verdes están beneficiando más a los 
hombres que a las mujeres. Se están creando 
nuevos empleos en sectores altamente mas-
culinizados como son la energía, la ingeniería, 
la construcción o la industria (ILO Research 
Department, 2018). El cambio climático y la 
contaminación perjudica doblemente a las 
mujeres. Su trabajo de cuidadoras como cui-
dadoras de niños y niñas, personas enfermas 
y de mayor edad –normalmente no pagado y 
muchas veces escasamente visibilizado– se 
incrementa con un aumento de la contami-
nación y de otros problemas que afectan a 
la salud derivados del cambio climático, de 
modo que las posibilidades de incorporarse 
al mercado laboral en condiciones de igualad 
con respecto a los hombres disminuye en es-
tos casos.

– �Las políticas de empleo deben estar basadas 
en un análisis adecuado de los cambios so-
ciales y económicos que pueden darse como 
resultados de estas transiciones. Se debe te-
ner en cuenta, las dificultades específicas del 
mercado laboral español, con altas tasas de 
desempleo. Los servicios de empleo (locales, 
regionales, autonómicos) tienen que coordi-
nar y liderar los procesos para dotarlos de co-
herencia y efectividad y deben conocer bien el 
tejido productivo de las zonas a las que sirven 
y las perspectivas de los sectores verdes. 

La labor de los servicios de empleo tendrá que 
ver con prospección, información, orientación, 
servicios de correlación entre la oferta y la de-
manda y capacitación laboral y se deberá facilitar 
su participación y consulta para la elaboración 
de las políticas industriales y de restructuración. 
Las políticas activas de empleo para sectores 
en declive tendrán que ir por delante, para que la 
población trabajadora no desconecte del mundo 
laboral y ofrecer atención específica para la po-
blación más vulnerable. 

– �Los cambios que se van a desarrollar obligan 
a adaptar el sistema de educación formal y 
formación profesional (tanto los currículos 
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universitarios, la formación continua o la for-
mación profesional) para asegurar que los y 
las trabajadoras adquieren las cualificaciones 
necesarias a las nuevas ocupaciones de la 
economía verde. Se requerirán nuevos grados 
universitarios y adaptación de grados exis-
tentes (ingenierías, economía, administración 
y dirección de empresas, derecho etc...) con 
inclusión de materias relacionadas con la des-
carbonización de la economía y la transición 
justa a nueva realidad baja en emisiones. Para 
asegurar que la formación es de suficiente 
calidad y que las personas formadas tienen 
los conocimientos necesarios para acceder a 
nuevos empleos verdes, es necesario desarro-
llar mecanismos que aseguren la calidad de 
la formación recibida (ILO Research Depart-
ment, 2018).

Sería requisito una mejor integración y compro-
miso de la Universidad para con la sociedad y 
la promoción de redes de investigación en Uni-
versidades que acompañen los planes sectoria-
les y locales. Es importante desarrollar planes 
específicos de formación, mediante políticas de 
desarrollo de competencias para la acreditación 
de las competencias profesionales adquiridas a 
través de la experiencia laboral para los trabaja-
dores sin cualificación. 

Estás políticas se trabajarán en diferentes ám-
bitos. Por una parte, habrá que realizar planes 
de transición justa (reactivación y diversifi-
cación) específicos para comarcas con sec-
tores en decadencia o susceptibles de sufrir 
importantes pérdidas de empleo. Para ello es 
importante tener bien identificados donde se 
encuentran los riesgos, no solo a corto, si no a 
medio plazo.
 

ANÁLISIS SECTORIAL DEL POTENCIAL 
DE CREACIÓN DE EMPLEO VERDE EN ESPAÑA

Si bien los cambios en el empleo se verán a lo 
largo la economía, la necesidad de ecologizar 
la economía provocará que ciertos sectores ex-
perimenten grandes transformaciones: agricul-
tura, silvicultura, pesca, energía, manufactura 
intensiva en uso de recursos, reciclaje, cons-
trucción y el transporte se verán particularmen-

te afectados. Además, el impacto del cambio 
climático afectará a importantes sectores como 
el turismo. Por otro lado, las disparidades regio-
nales podrían ser importantes, ya que la transi-
ción se sentirá profundamente en áreas donde 
la economía está fuertemente dependiente de 
sectores intensivos en energía. 
Las soluciones únicas no son viables, ya que 
cada sector económico se comporta de forma 
diferente en términos de creación de empleo, 
tanto en cantidad y como calidad. Es necesario 
el análisis de cada uno de ellos de manera por-
menorizada para identificar qué medidas son 
necesarias tanto para mejorar el impacto am-
biental del sector como su calidad de empleo.

La transición sectorial que debe suceder a ni-
vel regional o subregional tiene que producirse 
también en las ciudades. Las iniciativas rela-
cionadas con la transformación urbana están 
dando resultados ambientales positivos y están 
generando empleos verdes locales. En nume-
rosas ciudades se están proponiendo políticas 
ambiciosas de movilidad urbana, generación de 
energías renovables o creación de micro-redes 
eléctricas, gestión sostenible de residuos, reha-
bilitación energética de edificios, promoción de 
la eco-innovación y economía circular o desa-
rrollo de la agricultura urbana. Cierta facilidad a 
la hora de conseguir consensos, la presión ciu-
dadana para resolver problemas ambientales 
urgentes como la contaminación del aire son 
algunas de las razones para este avance.

La siguiente tabla presenta, de forma resumi-
da, los principales déficits laborales y ambien-
tales a los que se enfrentan los sectores eco-
nómicos del país así como las oportunidades 
para la creación y la mejora del empleo deri-
vados de las medidas de ecologización de los 
diferentes sectores. 
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Sector económico Situación en España Desafíos laborales
Medidas necesarias 

dirigidas a crear 
empleo verde

Turismo y hostelería

• �Supone el 13% del total 
de ocupados (Turespaña, 
2017).

• �Cuatro comunidades 
autónomas, Cataluña, 
Baleares, Canarias y Anda-
lucía, reciben el 73% de los 
turistas que llegan a Es-
paña (OPEX, 2017). Es en 
estas comunidades donde 
se encuentra la mayor 
concentración del empleo 
en turismo que en casos 
como Baleares o Canarias 
pueden llegar al 40%.

• �España supera récord de 
visitantes cada año. En 
2017 llegaron 82 millones 
turistas. Según las últimas 
estimaciones el impacto 
ambiental del turismo es 4 
veces más alto de lo que se 
pensaba y llegaría al menos 
al 10% de las emisiones 
mundiales, si se tiene en 
cuenta el impacto en toda 
la cadena de valor  (Univer-
sidad de Sidney, 2018)

• �Entre 2014 y 2017 se 
crearon 400.000 nuevos 
puestos de trabajo solo en 
hostelería1, el 20% del total 
del empleo creado en el 
periodo. 

• �Empleo altamente pre-
cario, de bajos salarios y 
largas jornadas laborales.

• �Desigualdad en el reparto 
de beneficios. Mientras 
que la rentabilidad del 
sector turístico sube a 
ritmo de 10% anual, los 
trabajadores han perdido 
poder adquisitivo.

• �La transición del sector 
debe dirigirse a proteger 
el territorio, promover 
la convivencia con los 
residentes.

• �Mejorar de manera muy 
significativa la calidad de 
los empleos.

• �Se necesita una política 
de turismo que ponga en 
valor el patrimonio natural 
con mayores niveles de 
protección (lo que reque-
rirá de una revisión de la 
ley de costas, normativa 
sobre gestión de agua y 
de residuos) y promocione 
formas de eco-turismo. 

• �Sería necesario analizar el 
impacto ambiental real del 
turismo en España (emi-
siones de GEI, residuos 
generados, ruidos, uso de 
agua, contaminación de 
aire o pérdida de biodiver-
sidad) para poder desarro-
llar las medidas necesarias 
para su reducción.

TABLA 1: 
Análisis sectorial de los desafíos ambientales y laborales y medidas necesarias para avanzar en la creación de empleo 
verde en España.

Construcción

• �En Europa el sector de la 
edificación es responsable 
del 40% de las emisiones 
de CO2, del 30% del con-
sumo de materias primas, 
del 20% del consumo de 
agua, del 30% de la gene-
ración de residuos y de 
una parte importante de la 
ocupación del suelo.

• �En España, el 90% de las 
25 millones de viviendas 
que existen se constru-
yeron antes del último 
código técnico de la 
edificación y 60% antes 
de cualquier normativa en 
eficiencia energética.

• �El estallido de la burbuja 
inmobiliaria supuso la pér-
dida de un millón y medio 
de empleos.

• �El trabajo en el sector 
presenta importantes 
déficits de calidad:  sub-
contratación, bajos niveles 
de cualificación con pocas 
oportunidades de reco-
locación, temporalidad y 
alta tasa de accidentes 
laborales.

• �La descarbonización del sec-
tor es una de las que más 
oportunidades de empleo 
puede generar.

• �Según la Comisión de 
Infraestructuras y urbanis-
mo de la CEOE, la actuación 
en unas 250.000 viviendas 
por año, con una media de 
15.000€ por intervención 
(desde la pequeña reforma 
hasta la rehabilitación inte-
gral) puede suponer 135.000 
empleos directos.

• �Países como Austria, Alema-
nia o Bélgica han desarrolla-
do programas de rehabilita-
ción de edificios con objetivo 
de creación de empleo.

–
1. 1,15 millones de puestos de trabajo en este sector (EPA 3T, 2017) frente a los 2,4 millones (EPA 3T 2008
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Sector económico Situación en España Desafíos laborales
Medidas necesarias 

dirigidas a crear 
empleo verde

Industria

• �El peso de la industria 
manufacturera española 
ha caído alrededor de 3 
puntos entre el año 2000 y 
el 2015, alcanzando un 18% 
en la actualidad  (Instituto 
de Estudios Económicos, 
2016).

• �El empleo industrial es de 
mayor calidad, con menor 
temporalidad y mejores 
salarios que otros sectores 
económicos. 

• �La industria se mantie-
ne como sector de alta 
productividad, con mayor 
capacidad de arrastre sobre 
el conjunto de la economía.

• �Las empresas tienen 
amplio margen de mejora 
hacia una mayor producti-
vidad de materiales y ener-
gética; la productividad 
laboral ha mejorado de 
manera importantísima en 
los últimos años.

• �Los incrementos en los 
precios de materias 
primas hacen que la 
ecologización del  sector 
sea particularmente inte-
resante.

• �Las industrias altamente 
contaminantes sufrirán 
cambios importantes a 
la baja. 

• �Política industrial basada 
en el apoyo al enverdeci-
miento de las industrias y la 
promoción de nuevos sec-
tores industriales verdes.

• �El reciclaje frente a la 
eliminación de materiales 
y residuos. El reciclaje es 
ya parte fundamental en 
industrias de acero, ce-
mento, aluminio y papel.

• �Reorientar hacia sectores 
sostenibles y actividades 
que supongan beneficios 
ambientales y generen 
empleos sostenibles las 
ayudas y subsidios que 
recibe el sector en la 
actualidad, así como las 
inversiones en infraes-
tructuras y el apoyo a la 
investigación.

Gestión de residuos

• �Los resultados en España 
están bastante alejados 
de los de la UE en materia 
de gestión de residuos 
(55% de reciclaje en 2025 
y que podría llegar al 65% 
en 2035.

• �Se dan muy bajos 
porcentajes de reciclaje. 
Sólo se recicla el 29% 
de los residuos urbanos 
(aproximadamente el 10% 
del total de residuos) y se 
deposita en vertedero el 
56% del total. Desde 2010 
no se ha avanzado en este 
porcentaje de manera 
general. Existen grandes 
diferencias intrarregiona-
les. Canarias, Madrid y 
Galicia no llegan al 20%. 

• �España está lejos de alcan-
zar los objetivos Europeos 
del 

• �En 2015 la Comisión Euro-
pea denunció a España por 
no haber tomado medidas 
en 61 de los 63 vertederos 
ilegales incontrolados en 
Andalucía, Baleares, Cana-
rias, Castilla La Mancha, 
Castilla-León y Murcia.

• �El sector de la gestión 
de residuos es uno los 
que más oportunidades 
ofrece para crear nuevos 
empleos locales en su 
tránsito hacia la sosteni-
bilidad ya sea en recogida 
selectiva, reutilización, 
reciclaje, eco-diseño o 
prevención.

• �La calidad del empleo en 
el sector se resiente de 
bajos salarios e importan-
tes impactos en la salud 
de los y las trabajadoras. 
Aún una buena parte del 
sector de la recuperación 
de materiales se desa-
rrolla como parte de la 
economía informal. 

• �El sector de la gestión de 
residuos podría ser uno de 
los más afectados por las 
innovaciones derivadas de 
la Industria 4.0

• �En España los últimos estu-
dios de contabilización de 
empleo verde, adjudicaban 
al sector de los residuos 
más de un tercio del total 
de los empleos verdes 
(Fundación Biodiversidad, 
2010). 

• �En 2015 el sector empleaba 
en España a 104.000 per-
sonas, de las cuales sólo 
8.600 estaban empleadas 
en la recuperación de mate-
riales  (EPSU, 2017)

• �Seguir la jerarquía de 
residuos ofrece mejoras 
de empleo priorizando el 
reciclaje puede general gran 
cantidad de empleo verde. 

• �Según la Comisión Europea, 
se necesitan 250 empleos 
para reciclar cada 10.000 
toneladas frente a los 20-40 
empleos creados para su 
incineración o 10 para su 
depósito en vertedero.

• �Es necesario formalizar el 
empleo existente en las 
actividades relacionadas 
con la recuperación de 
materiales.
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Sector económico Situación en España Desafíos laborales
Medidas necesarias 

dirigidas a crear 
empleo verde

Energía

• �En España alrededor del 
75% de emisiones de 
gases de efecto inverna-
dero son originadas por 
el sector de la energía 
con dos sectores claves: 
transporte y la generación 
eléctrica.

• �El sector de la energía 
convencional lleva déca-
das perdiendo empleo por 
aumentos en la produc-
tividad o necesidades 
de reestructuración por 
pérdida de competitividad 
global (como el caso del 
carbón).

• �Cumplir con el Acuerdo de 
París implica un siste-
ma energético basado 
completamente en las 
energías renovables, un 
aumento de la electrifi-
cación de transporte y 
usos térmicos, mejora 
de la eficiencia energé-
tica y abandono de los 
combustibles fósiles para 
mediados de siglo.

• �El empleo en Pymes, 
principal empleador en el 
sector de las renovables, 
es en general de menor 
calidad que la media del 
sector de la energía, ligada 
a una mayor densidad 
sindical y una desarrollo 
sectorial basado en gran-
des empresas

• �La transición del sector 
energético hacia las reno-
vables es un motor claro 
de creación de empleo. 
Cada tipo de energía ofrece 
oportunidades diferentes: 
empleo en instalación, ope-
ración y mantenimiento en 
energía solar instalación, 
empleo industrial de la 
eólica y empleo rural ligado 
a la biomasa.

• �Estos cambios tendrán 
una gran repercusión en el 
empleo, directo e indirecto, 
tanto a nivel sectorial como 
a nivel geográfico especial-
mente en las zonas donde 
no existen sectores econó-
micos alternativos (cuencas 
mineras por ejemplo)

• �Serán necesarios progra-
mas de re-estructuración y 
alternativas de futuro para 
los sectores y regiones 
afectadas (cuencas mine-
ras, territorios afectados 
por el cierre de las nuclea-
res entre otras).

Transporte

• �El sector es responsable 
del 25% del total de las 
emisiones de España. 

•  �El sector del automóvil 
supone el 10% del PIB. 
Es un sector intensivo en 
innovación tecnológica 
(Asociación Española de 
Fabricantes de Automóvi-
les y Camiones, 2017).

• �Muy afectado por la transi-
ción digital y ambiental. Se 
espera una reducción de 
su tamaño y de su empleo 
debido al cambio en los 
modos de movilidad y al 
crecimiento del vehículo 
eléctrico.

• �El transporte colectivo es 
ya un empleador impor-
tantísimo en la economía 
española y ofrece intere-
santes oportunidades de 
crecimiento.

• �El sector del automóvil 
da empleo a 240.000 
personas, sólo en la fase 
de fabricación.

• �Los impactos negativos en 
el empleo de la irrupción 
del coche eléctrico afecten 
particularmente a las 
empresas suministrado-
ras de componentes para 
el automóvil, PyMES en su 
mayoría, ya que el vehículo 
eléctrico necesita menor 
número de componentes y 
menos mantenimiento.

• �Planificación y diseño 
urbanístico que favorezca 
la accesibilidad y la movi-
lidad sostenible, la minimi-
zación de las necesidades 
de transporte, el fomento 
de las zonas peatonales 
y transporte colectivo y el 
uso de la bicicleta.

• �Políticas decididas a favor 
del desarrollo del coche 
eléctrico.

• �Estudios recientes 
demuestran que la mejor 
manera de mantener el 
empleo del sector en Eu-
ropa, y consecuentemente 
en España, es que la pro-
ducción gire rápidamente 
hacia el vehículo eléctrico, 
a través de apoyos a la 
demanda interna y a la 
exportación e intentar 
recuperar el liderazgo 
que en vehículo eléctrico 
ostentan China y Estados 
Unidos.
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Sector económico Situación en España Desafíos laborales
Medidas necesarias 

dirigidas a crear 
empleo verde

Agricultura, ganadería, 
explotaciones forestales 

y pesca

• �Alrededor de 800.000 
empleos directos, con una 
tasa de paro alrededor el 
25%, cuatro puntos por 
encima de la tasa global 
de desempleo2.

• �Mayor número de hectá-
reas destinadas a la agri-
cultura orgánica pero es 
también lider en consumo 
de químicos para agricul-
tura convencional.

• �Es muy intensiva en con-
sumo de agua (recurso 
muy afectado por el 
cambio climático), debido 
principalmente al bajo 
precio del agua. Lo que 
hace que España tenga 
los niveles más elevados 
de tensión hídrica de la 
OCDE  (OCDE, 2017).

• �El sector pesquero espa-
ñol observa una clara dis-
minución de las capturas, 
una importante reducción 
del número de empleos y 
un empeoramiento de las 
condiciones de vida de las 
personas que viven de la 
pesca, especialmente en 
las que trabajan en sector 
de la pesca artesanal. Des-
de los 90 se han perdido 
el 52% de los empleos y el 
32% de la flota (Greenpea-
ce España, 2013)

• �El sector no ha recupera-
do empleo el último año, 
debido a la gravedad de 
la sequía, adelantando 
cuales serán los impactos 
del cambio climático en 
el sector en ausencia de 
políticas de adaptación 
decididas.

• �Las condiciones laborales 
del sector son especial-
mente precarias. Los 
niveles de temporalidad 
superan el 60%, la contra-
tación verbal y el bajo nivel 
de estudios de muchos de 
los trabajadores, generan 
mayor desprotección que 
en otros sectores.

• �El empleo forestal es 
especialmente peligroso. 
La accidentabilidad es de 
más de 15.00 accidentes 
por cada 100.000 traba-
jadores, 8 veces más que 
el agrario, sólo aventajado 
por la minería del carbón.

• �Los impactos del cambio 
climático en todos estos 
sectores van a ser muy 
significativos. 

• �Políticas de adaptación al 
cambio climático centra-
das en el sector agrícola, 
ganadero, forestal y 
pesquero.

• �Medidas que promuevan 
la ecologización que serán 
además positivas para 
reducir los riesgos labo-
rales por uso de químicos 
y promoverán un sistema 
alimentario más democrá-
tico y justo.

• �Por cada dos euros inver-
tidos en política forestal 
sostenible retorna un euro 
a las arcas de las distintas 
administraciones públicas   
(Federación de Servicios 
a la ciudadanía (CCOO), 
2012)

• �Revertir la tendencia de 
sostenibilidad de la gana-
dería en España, apoyan-
do la producción ganadera 
en instalaciones de menor 
tamaño con adecuado 
control ambiental de sus 
emisiones. 

•  �Apoyar la pesca artesanal 
sostenible para crear 
empleo en comunidades 
rurales pesqueras con 
graves problemas de 
desempleo. 

Transporte

• �El sector supone una 
parte importante de todo 
el empleo industrial en 
algunas regiones, con 
cuotas próximas al 30% 
en Aragón, Castilla y León 
y Navarra y en torno al 
20% en Madrid, Galicia y 
País Valenciá.

• �Se calcula que si la in-
dustria europea consigue 
cubrir el 90% del mercado 
las pérdidas de empleo 
podrían ser menores 
del 6%  (Transport and 
Environment, 2017). Para 
ello, necesitan recuperar el 
liderazgo perdido frente a 
Estados Unidos y China.

–
2. EPA 4T 2017

Fuente: Tabla producida por las autoras en base a las diversas fuentes que se detallan.



90

EMPLEO VERDE Y TRANSICIÓN JUSTA EN ESPAÑA

CONCLUSIONES

Para mantener la competitividad de su econo-
mía y cumplir con sus compromisos internacio-
nales España tiene la urgente necesidad de me-
jorar drásticamente sus resultados ambientales: 
en 2017 España aumentó un 7,4% las emisiones 
de GEI y los datos sobre gestión de residuos y 
reciclaje también son negativos. Recuperamos 
el 33,3% de los deshechos producidos, muy por 
debajo del 45% de la UE. Los sectores económi-
cos en España están quedados rezagados en su 
transformación ecológica debido a falta de mar-
cos regulatorios que apoyen y guíen esta tran-
sición. El empleo verde que se había mantenido 
más resistente a la crisis financiera en el resto 
del mundo, se redujo en España de manera sig-
nificativa por la regulación anti-ambiental de los 
últimos años.

Debido a las graves deficiencias en términos de 
empleo de la economía española, emprender la 
transformación de los sectores económicos es-
pañoles para adaptarlos a los límites ecológicos 
en España tiene que llevar un análisis profundo 
sobre que elementos pueden ser más interesan-
tes para la creación de empleo, tanto en térmi-
nos de cantidad como de calidad. El enverdeci-
miento tiene que generar un tejido productivo 
que genere más y mejores empleos y que revier-
ta tendencias actuales: el 91% de los puestos de 
trabajo generados en términos netos se ubican 
en actividades de contenido tecnológico bajo, la 
rotación de trabajadores y puestos, la devalua-
ción salarial y de desigualdad. 

La reflexión es acuciante para todos los secto-
res. Los sectores que emplean la mayor parte de 
la población española son altamente dependien-
te de los recursos naturales y de la estabilidad 
climática, por tanto vulnerable a los impactos del 
cambio climático. La construcción o el turismo 
son dos buenos ejemplos.  

La transición ecológica de estos sectores pue-
de ser aprovechada para mejorar la calidad del 
empleo en los mismos. En muchos casos las 
rentabilidades empresariales dan margen para 
una mayor inversión en sectores más sosteni-
bles que consigan mejores resultados laborales 
y ambientales. Políticas industriales en la cons-

trucción hacia la rehabilitación de edificios o un 
uso más ecológico de materiales o en el turismo 
hacia un sector más ecológico mejor distribuido 
y aprovechado territorialmente y que proteja el 
territorio ofrece importantes posibilidades para 
la generación de nuevos empleos, y para la me-
jora de la calidad de los existentes. 

Las políticas de descarbonización y de econo-
mía circular ayudarán a crecer los sectores in-
dustriales, energético y de residuos en España y 
dotarán de sostenibilidad en el tiempo a los em-
pleos de los mismos. Sin embargo, las transfor-
maciones y los impactos en el empleo se van a 
acelerar. En algunos sectores como por ejemplo 
el automóvil, las consecuencias de no desarro-
llar a tiempo políticas industriales de transición 
adecuadas, pueden tener impactos significati-
vamente negativos. Los impactos de la Indus-
tria 4.0 y de la digitalización de la economía y 
la sociedad tendrán impactos en el empleo, que 
deben también tener se cuenta y a los que, de 
manera inexplicable, tampoco se está prestando 
suficiente atención. 

Las medidas y políticas a emprender están con-
trastadas por una amplia experiencia a nivel 
internacional, pero deben ser adaptadas a las 
necesidades, oportunidades y deficiencias espe-
cíficas del mercado laboral español. Se destacan 
las siguientes medidas:  

I) �Políticas de restructuración ecológica, polí-
ticas industriales y sectoriales que ofrezcan 
incentivos para subsectores y actividades con 
interés en la ecologización con previsibilidad 
y transparencia, estimulación de demanda, 
inversión y desarrollo de mercados para pro-
ductos verdes; 

II) �Apoyo a investigación para generar oportuni-
dades en actividades económicas eficientes 
en uso de recursos y de economía circular;

III) �apoyo público para la transición de pequeñas 
y medianas empresas y promoción de planes 
de transición en grandes empresas hacia mo-
dos de producción sostenible;

IV) �reforzar los sistemas de protección social 
frente a la posible pérdida de empleo, adop-
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tando sistemas de garantía de ingresos y 
elaborando nuevos marcos fiscales espe-
cialmente pensados para estas nuevas 
realidades;

V) �Contar con un consenso social sólido sobre el 
objetivo y las vías para alcanzarlo. La partici-
pación ciudadana y el diálogo social debe for-
mar parte integrante del marco institucional 
para la formulación y la aplicación de políticas 
en todos los niveles;

VI) �tener en cuenta de manera clara dimensión 
de género de la transición que asegure que 
las oportunidades de empleo llegan de mane-
ra equitativa a hombres y mujeres;

VII) �políticas de empleo basadas en un análisis 
adecuado de los desafíos del mercado labo-
ral español en el marco de las transiciones 
pendientes;

VIII) �sistema de educación formal y formación 
profesional para asegurar que los y las tra-
bajadoras adquieren las cualificaciones 
necesarias a las nuevas ocupaciones de la 
economía verde;

IX) �realizar planes de transición justa (reactiva-
ción y diversificación) específicos para co-
marcas con sectores en decadencia o sus-
ceptibles de sufrir importantes pérdidas de 
empleo. 

El turismo y la hostelería, la construcción, la in-
dustria, la gestión de residuos, el reciclaje y la 
economía circular, la agricultura, la ganadería, la 
pesca y la silvicultura, la energía y el transporte 
son los sectores con mayor potencial de crea-
ción de empleo verde en España. Activar este po-
tencial y provocar el cambio necesario en cada 
uno de estos sectores requerirá de medidas es-
pecíficas para mejorar el impacto ambiental del 
sector como su calidad de empleo.

España tiene la capacidad de transformar su sis-
tema productivo y el mercado de trabajo en un 
sistema ambiental y socialmente mejor, con ca-
pacidad de reducir las emisiones responsables 
del cambio climático y la contaminación del aire, 
que cree empleo de calidad, especialmente en-

tre los sectores más vulnerables y que no deje a 
nadie detrás. Hacerlo es imprescindible para dar 
cumplimiento a los compromisos europeos e in-
ternacionales ambientales y energéticos ya ad-
quiridos. La urgencia climática y la desigualdad 
social obliga a tomar medidas y decisiones de 
forma rápida. No podemos permitirnos perder 
más tiempo para hacerlo.
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La inclusión de aspectos como el cambio climá-
tico y la gestión de los recursos hídricos en las 
políticas agrarias es ya un requisito incuestiona-
ble. Tal necesidad parte del creciente deterioro 
medioambiental y la toma de conciencia de la 
sociedad sobre la urgencia de revertir esta situa-
ción. En el actual contexto global de crecimiento 
demográfico la urgencia es doble: debemos en-
contrar la manera de proveer suficientes alimen-
tos a la vez que reducimos la presión sobre los 
ecosistemas, antes de que el desequilibrio plane-
tario alcance un punto de no-retorno. 

La integración de las cuestiones ambientales en 
la producción alimentaria es hoy en día la justi-
ficación más compartida para el mantenimiento 
de las importantes ayudas destinadas al sector 
agrario en Europa. Si bien la producción de al-
gunos alimentos se va adaptando cada vez más 
a las leyes del mercado, adquiriendo cierta au-
tonomía del apoyo por parte de las administra-
ciones, la conservación de los ecosistemas, los 
recursos naturales y el clima no pueden seguir la 
misma vía. Los sistemas agropecuarios proveen 
de una serie de bienes y servicios públicos no va-
lorados en las transacciones económicas, como 
son los paisajes y la funcionalidad del suelo, pero 
también pueden contribuir al mantenimiento de 
la biodiversidad, la estabilidad climática y la con-
servación de los recursos hídricos, si se siguen 
prácticas agrarias favorables. Sin embargo, en la 
actualidad los sistemas agrarios se caracterizan 
por su insostenibilidad (Iglesias y Garrote, 2017; 
Oñate, 2014). 

Los avances científicos y tecnológicos señalan 
las mejores prácticas y estructuras agrarias 

para la convivencia del medio ambiente y la pro-
ducción de alimentos. No obstante, tales cono-
cimientos no son suficientes para garantizar la 
sostenibilidad de los sistemas agroalimentarios. 
Por el contrario, para que el conocimiento cientí-
fico-técnico tenga efectos favorables ha de venir 
acompañado de un correcto diseño de políticas 
públicas que facilite su implementación. 

En el proceso de transición de los sistemas 
agroalimentarios hacia modelos sostenibles 
son necesarias políticas agrarias que atiendan a 
las especificidades del lugar, pero sin perder de 
vista el contexto y los retos globales. Las espe-
cificidades locales son clave, pues no hay rece-
ta universal en el diseño de políticas, y menos 
al hablar de políticas agrarias: la adecuación de 
las propias prácticas está íntimamente ligada a 
las características edafoclimáticas y socio-eco-
nómicas. Del mismo modo, con fin de transitar 
hacia la sostenibilidad medioambiental, es nece-
sario actuar atendiendo a una estrategia común 
y con una visión de sistema, pues los sistemas 
agrarios en cualquier parte del mundo son de-
pendientes de lo que se hace en el resto del pla-
neta. Esta afirmación se vuelve más evidente en 
el actual contexto de cambio global. 

En el presente capítulo abordaremos la situación 
de las políticas agrarias en España, en lo que 
se refiere a sus sinergias y desencuentros con 
la gestión del agua y el cambio climático. Para 
ello, empezaremos tratando algunos conceptos 
esenciales en el diseño de estas políticas, rela-
cionados con los instrumentos apoyados por las 
políticas públicas y la finalidad de las mismas: 
la producción sostenible de alimentos y la con-
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servación del medio ambiente. Finalmente, ana-
lizaremos la adecuación de las actuales políticas 
con los retos a los que nos enfrentamos.

POLÍTICAS AGRARIAS, CAMBIO CLIMÁTICO 
Y AGUA: ALGUNOS CONCEPTOS

Cualquier política pública ha de reflejar las espe-
cificidades del sector y el lugar a los que va diri-
gida, lo que resulta especialmente relevante en el 
caso de las políticas agrarias, la gestión del agua 
y el cambio climático. Los impactos del cambio 
climático sobre el sector agrario español son 
diferentes a los que este fenómeno produce en 
otros países de Europa, e incluso presentan signi-
ficativas variaciones inter e intrarregionales. Por 
otro lado, la vulnerabilidad frente a estos impac-
tos está fuertemente ligada al tipo de actividad 
que se esté desarrollando. Lo mismo ocurre con 
el acceso al agua: su disponibilidad y la vulnerabi-
lidad de los agrosistemas frente a la escasez son 
heterogéneas, si bien el cambio climático hace 
de España uno de los países más vulnerables 
frente a la sequía (Iglesias y Garrote, 2015). 

La influencia del sector agrario sobre el cambio 
climático también difiere no sólo por el tipo de 
actividad realizada, sino igualmente según las 
especificidades regionales. Por ejemplo, las ca-
racterísticas del clima mediterráneo1 hacen que 
los cultivos de secano (e incluso con riego loca-
lizado) emitan significativamente menos gases 
de efecto invernadero (GEI) que los niveles defi-
nidos por defecto en la elaboración de los inven-
tarios de emisión2 (Cayuela y col., 2017).  

Es por ello que el conocimiento de las especifi-
cidades de los agrosistemas mediterráneos es 
esencial a la hora de definir las políticas agrarias 
y de cambio climático. En los siguientes aparta-
dos se señalan brevemente las mejores prácti-
cas frente al cambio climático y la escasez de 
agua, así como la importancia de definir adecua-
damente el tipo de políticas públicas para apoyar 
su implementación. Junto con la necesidad de 

ajustar las políticas públicas a las condiciones 
específicas de cada caso, se hará hincapié en 
la importancia de abordar las cuestiones agra-
rias, climáticas e hídricas con un enfoque global, 
atendiendo a lo que ocurre en todas las etapas 
del sistema agroalimentario en su conjunto.
 
Mejores prácticas agrarias frente al cambio 
climático y el deterioro de los recursos 
hídricos en España. 

Existen dos tipos de estrategias frente al cam-
bio climático cuya implementación ha de ser 
fomentada mediante políticas públicas. Por un 
lado están las estrategias de mitigación, que 
persiguen reducir las emisiones de GEI con el fin 
de minimizar la magnitud del cambio climático, 
y cuyos resultados son beneficiosos a nivel glo-
bal. De manera complementaria, las estrategias 
de adaptación tienen el objetivo de reducir la ex-
posición frente a los riesgos presentes y futuros 
derivados de las nuevas condiciones climáticas, 
y los beneficios de su aplicación son de carác-
ter local. Al igual que el resto de actividades so-
cio-económicas, el sector agrario ha de imple-
mentar prácticas que encajen en ambos tipos 
de estrategias. Si bien la adaptación al cambio 
climático es una medida clave para la supervi-
vencia del sector, su éxito depende directamente 
del alcance de las medidas de mitigación. 

Los principales retos en relación al cambio cli-
mático a los que se enfrentan  los agrosistemas 
mediterráneos, como el español, están relacio-
nados con el incremento de la frecuencia e in-
tensidad de fenómenos meteorológicos extre-
mos, la reducción de la disponibilidad de agua 
y el aumento de las temperaturas. Por ejemplo, 
el incremento de las temperaturas y la reducción 
de las precipitaciones están mermando la dispo-
nibilidad de agua dulce, lo que se ve agravado 
por el deterioro de su calidad a causa la intrusión 
salina en zonas costeras (provocada por la so-
breexplotación de los acuíferos y agravada por 
el cambio climático) (De Stefano, 2013). Como 
consecuencia, existe una mayor demanda hídri-

–
1. Desacoplamiento entre el periodo de crecimiento vegetativo (primavera-verano) y la época de mayores lluvias (otoño-invierno).
2. Existen tres niveles de precisión en la realización de los inventarios de emisión, determinados por el factor de emisión empleado: Tier 1, 2 y 3. El Tier 1 utiliza factores 
establecidos por defecto para todo el mundo, en función de los ensayos de campo realizados (en el caso de las emisiones en cultivos, la mayoría de los ensayos han 
sido realizados en clima templado). El Tier 2 utiliza modelos mecanísticos adaptados a las condiciones edafoclimáticas del lugar. El Tier 3 se basa en la realización de 
ensayos de campo, por lo que es el nivel más exacto, pero también el más costoso. En el caso de España se utilizan datos estadísticos y reales de actividad (p. ej. dosis de 
aplicación de fertilizante) sobre los que se aplica el factor de emisión por defecto, es decir, Tier 1 (p.e. 1% del fertilizante aplicado en el caso del nitrógeno).
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ca y, a su vez, una mayor competencia por los 
escasos recursos disponibles. Una medida de 
adaptación para este tipo de impactos es la me-
jora de la eficiencia de los sistemas de riego (por 
ejemplo, riego por goteo), pero también la con-
servación de la humedad del suelo mediante téc-
nicas como la reducción del laboreo. La Figura 
1 recoge los principales efectos del cambio cli-
mático, sus impactos sobre los agrosistemas y 
algunas de las posibles medidas de adaptación. 
Varias de estas medidas son útiles para afron-
tar más de un impacto climático. La reducción 
del laboreo, por ejemplo, ayuda a mejorar la es-
tructura de los suelos y mejorar su fertilidad, al 
tiempo que sirve para retener el agua en el suelo. 

Muchas de las prácticas de adaptación al cam-
bio climático buscan la reducción de la vulne-
rabilidad frente al incremento de la escasez de 
agua y la alteración del régimen hídrico median-
te el ajuste de la demanda (eficiencia en el riego, 
variedades resistentes, etc.). No obstante, me-
didas como la desalinización o la reutilización 
de las aguas residuales son eficaces para au-
mentar la disponibilidad de agua, y su desarro-
llo está avanzando rápidamente en España. Es 
necesario tener en cuenta los posibles impactos 
medioambientales de estas medidas, con el fin 
de prevenirlos y minimizarlos. La reutilización 
de las aguas residuales para usos agrarios está 
acompañada de cierta polémica por la posibili-
dad de que acarree problemas en el medio am-

FIG. 1. 
Impactos del cambio climático sobre los agrosistemas mediterráneos y medidas de adaptación. Basado en Iglesias y 
Garrote, 2015.
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biente o de salud pública. Esto requiere del cum-
plimiento estricto de los debidos estándares de 
calidad y el establecimiento de políticas de infor-
mación y concienciación pública eficaces. Por 
otro lado, tanto la reutilización de aguas como 
la desalinización requieren de un alto consumo 
de energía, lo que, en un país como España, al-
tamente dependiente de las energías fósiles, 
podría socavar los esfuerzos dedicados a las po-
líticas de mitigación del cambio climático. Para 
mantener la coherencia entre políticas, es ne-
cesario que el fomento de este tipo de medidas 
venga acompañado de una estrategia de transi-
ción eficaz hacia un sistema energético basado 
fuentes renovables. 

A la hora de definir las estrategias de mitigación 
del cambio climático en el sector agropecua-
rio, se ha de conocer cuáles son las principales 
fuentes de GEI. En España, de las 37,7 MtCO2e 
(megatoneladas de CO2 equivalente, FAOstat) 
emitidas de manera directa por la producción 
agroganadera en 2014, el 60% tiene su origen 
en la ganadería (fermentación entérica y alma-
cenamiento de estiércoles, mayoritariamente) y 
el restante 40% en suelos agrícolas (principal-
mente por la fertilización nitrogenada, Figura 2). 
Con este reparto, las políticas de mitigación del 
cambio climático en el sector agrario tendrán 

un alcance mayor al trabajar hacia la reducción 
de las emisiones originadas por la fermentación 
entérica de los rumiantes, el almacenamiento de 
estiércoles y la fertilización nitrogenada. 

Centrándonos en la agricultura, las prácticas 
más eficaces para la reducción de las emisiones 
directas de GEI en clima mediterráneo pueden 
clasificarse por su vinculación a los procesos 
de fertilización y gestión del riego y al secuestro 
de carbono y nitrógeno (Figura 3, Sanz-Cobena 
y col., 2017). La mayoría de estas prácticas son 
beneficiosas para la mejora de la calidad de los 
suelos agrícolas, por lo que al mismo tiempo fa-
vorecen la adaptación de los sistemas agrarios 
a condiciones climáticas menos favorables. No 
obstante, en ocasiones puede no resultar así 
(por ejemplo, el uso de cubiertas vegetales en 
situación de escasez de agua puede provocar 
problemas de competencia por el recurso). Por 
ello, es siempre necesario determinar la estrate-
gia a nivel local, atendiendo a las características 
edafoclimáticas específicas de la zona. 

El reparto de emisiones anteriormente referido 
(Figura 2) corresponde a lo que sucede dentro de 
los límites del sistema de producción, es decir, 
en los campos de cultivo, invernaderos, granjas y 
pastos. Sobre el total de las emisiones de GEI en 

FIG. 2. 
Emisiones directas procedentes del sector agrario. Elaboración propia a partir de Faostat (2014). 
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España, las emisiones directas del sector agrario 
suponen aproximadamente el 10,6% (2015, Joint 
Research Centre)3. 

Sin embargo, más cuantiosas que las emisiones 
directas son las emisiones indirectas, y, 
aunque suelen contabilizarse en otros sectores 
productivos4, éstas se producen como resultado 
de las actividades agrarias. Es por ello que no 
deben olvidarse a la hora de definir las políticas de 
mitigación en el sector. Las emisiones indirectas 
se dividen entre las generadas “aguas arriba” 
y “aguas abajo”. Las primeras corresponden 
a la fabricación y transporte de maquinaria, 
insumos (fertilizantes, pesticidas, piensos) e 
infraestructuras (riego, invernaderos), así como 
al procesado, transporte y distribución de los 
productos agroalimentarios. Las emisiones 
indirectas “aguas abajo” son las derivadas de la 
generación de residuos agrarios y alimentarios 

o las reacciones químicas secundarias de los 
fertilizantes nitrogenados, como la volatilización 
de amoniaco en suelos agrícolas fertilizados y 
posterior nitrificación. En la actualidad, España 
incumple los límites de emisión de amoniaco, 
y ha de reducirlas en un 30% antes de 2030. 
El cumplimiento de estos límites repercutiría 
favorablemente en las emisiones indirectas de 
óxido nitroso (el principal GEI del sector agrario), 
además de reducir la contaminación de las aguas 
por nitratos (el 60% de la superficie de España 
está definida como de “especial protección” 
frente a la contaminación por nitratos, como 
consecuencia de las elevadas concentraciones 
de este contaminante). 

Por ello, las políticas de mitigación deben 
contemplar el sistema agroalimentario en su 
conjunto, teniendo en cuenta las emisiones 
producidas en todas las etapas necesarias para 

–
3. Este porcentaje se encuentra ligeramente por encima de la media europea (9,8%). Por otro lado, mientras la mayoría de los Estados de la Unión Europea han reducido 
las emisiones directas de sus respectivos sectores agrarios en el periodo 1990-2011, en una media del 23% (alrededor del 50% en los nuevos Estados miembros – BG, LV, 
EE, SK, LT, CZ, RO, HU), España es el único país, junto con Chipre, que, no solamente no redujo, sino que aumentó ligeramente sus emisiones directas (Comisión UE – DG 
AGRI, en Massot, 2016).
4. Los GEI emitidos por la producción de insumos agrarios y por el uso de combustibles fósiles se catalogan como “procesos industriales” y “energía”, respectivamente. 

FIG. 3. 
Principales prácticas de mitigación en clima mediterráneo. Elaboración propia a partir de Sanz-Cobeña y col. (2017).
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la producción agraria. En España, los mayores 
flujos de emisiones indirectas asociadas al 
sector agrícola (cultivos) proceden del consumo 
energético por la fabricación, uso y transporte 
de maquinaria y fertilizantes químicos (Aguilera 
y col., 2015a). Una política agraria orientada a la 
mitigación del cambio climático, deberá atender, 
por tanto, a las fuentes energéticas empleadas 
en el sistema agroalimentario y la eficiencia en 
su uso desde la primera a la última etapa. 

Por otro lado, las políticas agrarias, climáticas 
e hídricas han de tener en cuenta el papel de 
la demanda de productos agroalimentarios, 
e impulsar cambios sociales climática y 
ambientalmente sostenibles. Uno de los grandes 
retos del sector agroalimentario es la reducción 
de las emisiones de GEI y la conservación de 
los recursos hídricos en un escenario global 
de aumento poblacional y de crecimiento en 
la demanda de productos con mayor huella 
climática e hídrica. Diferentes escenarios de 
cambio climático apuntan a la necesidad de 
reducir el consumo de proteína animal como 
condición indispensable en los esfuerzos 
por lograr el reto de los 1,5 – 2 ºC (y que las 

emisiones del sector agroalimentario no copen 
el presupuesto de carbono). Como puede verse 
en la Figura 4, en el año 2000 el total de los 
GEI emitidos por el sistema agroalimentario 
suponían aproximadamente el 15% de las 
emisiones globales. Sin embargo, en el año 
2070 las emisiones del sistema agroalimentario 
superarían u ocuparían casi por completo el 
presupuesto de carbono, a no ser que se produzca 
una inversión en la tendencia de consumo actual 
de proteína animal. España es uno de los países 
que habría de reducir el consumo de proteína 
animal. Con unos 100 kg de carne (incluyendo 
pescado) consumido dentro y fuera de los 
hogares españoles, España es uno de los países 
con mayor consumo de productos cárnicos a 
nivel mundial (2016, MAPAMA; Figura 5).  

Lo que comemos tiene también grandes impli-
caciones en nuestra huella hídrica. Un estudio 
reciente estima la huella hídrica asociada al con-
sumo de alimentos de la población española en 
3.302 litros per cápita diarios. Casi la mitad de 
este consumo de agua corresponde a la produc-
ción de alimentos de origen animal (carne, pesca-
do y lácteos). Además, el desperdicio alimentario 

FIG. 4. 
Emisiones globales de GEI asociadas a 5 escenarios de mitigación mediante prácticas agrarias y cambio de dietas (barras) 
para los años 2030, 2050 y 2070, y secuencias temporales para el cumplimiento del objetivo de los 2ºC bajo dos escenarios 
de sensibilidad climática (líneas roja y gris). REF: se mantienen las tendencias actuales y se aplican medidas de mitigación 
técnica. IP: mayor incremento en la productividad de la ganadería. MT: incremento de la productividad y mejora de la 
mitigación técnica. Dieta A: el 75% de los lácteos y carne de rumiante es sustituido por carne de no rumiantes. Dieta B: el 
75% de los productos de origen animal son sustituidos por cereales y legumbres. Fuente: Hedenus y col. (2014).
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supone el gasto de 131 litros al día por persona, 
asociado a la producción de alimentos no consu-
midos. El mayor potencial para la reducción de la 
huella hídrica de la alimentación está asociado 
con la recuperación de dietas con menor peso 
de proteína animal (Blas y col., 2018).

Necesidad diferencial de apoyo

Existen importantes diferencias en cuanto a la 
necesidad de apoyo a las prácticas de mitiga-
ción y adaptación al cambio climático median-
te políticas públicas. Así pues, mientras algu-
nas prácticas no necesitan apoyo externo para 
ser implementadas por los productores, otras 
requieren de la existencia de políticas específi-
cas. Un ejemplo del primer grupo de prácticas 
es la modificación de las fechas de siembra y 
recolección, ya que, de manera natural, cual-
quier agricultor adaptará sus actividades a los 
nuevos calendarios agroclimáticos. Por el con-
trario, las medidas ligadas estrictamente a la 
reducción de las emisiones o las restricciones 
en el uso de agua suelen necesitar inclusión en 
las políticas públicas. 

Una manera de definir la necesidad de conside-
ración de una determinada práctica en las polí-
ticas públicas es el análisis de la relación entre 
los costes económicos de la implementación, 
junto a la dificultad asociada, frente a los bene-
ficios privados aparentes que la medida pueda 
reportar. Las prácticas de adaptación, casi por 
definición, proporcionan beneficios netos a los 
productores, ya que su objetivo es la reducción 
de la vulnerabilidad de los agrosistemas frente a 
los impactos del cambio climático. La ya citada 
modificación de las fechas de siembra y recolec-
ción, o el cambio a variedades más resistentes 
a la sequía, son ejemplos de medidas de adap-
tación que proporcionan beneficios privados y 
evidentes a los productores. Sin embargo, los 
beneficios pueden ser sólo visibles en el largo 
plazo, o la inversión necesaria puede superar la 
capacidad económica del productor. La instala-
ción de sistemas de riego eficientes, por ejem-
plo, es una medida cuyo beneficio privado (por 
la conservación de un recurso escaso) es visible 
sólo en el largo plazo, dejando a un lado los posi-
bles ahorros económicos derivados de la reduc-
ción del consumo de agua. Del mismo modo, el 
cambio a sistemas de riego eficientes conlleva 

FIG. 5. 
Consumo de carne per cápita en el mundo. Fuente: ChartsBin 2013, visitado por última vez el 27 de abril de 2018, 
realizado con datos de FAOstat (2013).
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una inversión que puede escapar del alcance de 
cultivos de menor rentabilidad. 

Las medidas ligadas a la mitigación, por su par-
te, pueden limitar la actividad económica de los 
productores, y no están suficientemente incen-
tivadas por el mercado. En consecuencia, este 
tipo de prácticas suele requerir la asociación de 
incentivos y mandatos (Bardají e Iglesias, 2014). 
La Tabla 1 recoge una estimación del potencial 
mitigador de algunas medidas, junto con los cos-
tes de implementación y la dificultad asociada. 
Por ejemplo, el ajuste de la dosis de fertilizante, 
además de tener un alto potencial de mitigación, 
es una medida fácil de implementar, y que, en lu-
gar de suponer costes para los productores, pue-
de dar lugar a grandes ahorros. Para este tipo 
de medidas, por tanto, un mandato asociado a 
una campaña de información o asesoramiento 

podrían ser suficientes. Sin embargo, medidas 
como el uso de energía fotovoltaica, asociadas 
a mayores costes de implementación, o la gene-
ración de biogás a partir de los estiércoles, cuyo 
funcionamiento es complicado, requieren otro 
tipo de medidas para generalizar su implementa-
ción (Domingo y col., 2014). El uso de incentivos 
(p. ej., subvenciones) podría ser la mejor forma 
de generar una adopción significativa de este 
tipo de medidas entre los productores. 

De nuevo, en la definición de las políticas de apo-
yo a la adaptación y la mitigación ha de evaluar-
se cuidadosamente la adecuación de las prácti-
cas agrarias a las condiciones locales. De esta 
manera se evitará el fomento mediante políticas 
públicas a prácticas que incrementen las emi-
siones de GEI o produzcan una mala adaptación 
(Bardají e Iglesias, 2014). 

FIG. 6.
Potencial y esfuerzos asociados a diferentes medidas de mitigación en Europa. Basado en: Domingo y col. (2014), 
Sanz-Cobena y col. (2017).
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Cubiertas vegetales *** Bajo / medio Media / alta

Ganadería

Almacenamiento de 
estiércoles * Medio / alto Baja

Esparcimiento 
de estiércoles * Bajo Baja

Biogás *** Medio / alto Alta

Energía

Biomasa * Medio Media

Energía fotovoltaica ** Medio / alto Baja

Reducción de 
carburantes ** Bajo Baja

Reducción de 
electricidad * Bajo Baja
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Las políticas de cambio climático dirigidas al 
sector agrario han de servir para superar las 
barreras a las que se enfrentan algunas de las 
medidas de mitigación y adaptación. Estas ba-
rreras pueden clasificarse en económicas, técni-
cas, sociales y medioambientales (Sanz-Cobena 
y col., 2017). Las barreras económicas se pro-
ducen por la necesidad de realizar una inversión 
inicial o por nuevos costes regulares requeridos 
por algunas de estas prácticas. La incorporación 
de una nueva práctica supone, por lo general, un 
esfuerzo o dificultad inicial, lo que supone una 
posible barrera técnica para los productores. Por 
su parte, las barreras sociales se originan por 
la desconfianza o falta de interés hacia nuevas 
técnicas o prácticas, normalmente asociadas a 
creencias arraigadas (pero no necesariamente 
ciertas) de que sus efectos serán perjudiciales. 
Finalmente, la existencia de barreras medioam-
bientales se explica porque algunas prácticas 
beneficiosas para la adaptación o la mitigación 
al cambio climático son, sin embargo, perjudicia-

les para el medio ambiente o la salud humana. 
La Figura 6 recoge algunos ejemplos de estas 
barreras. A excepción de las barreras medioam-
bientales, cuya solución es más compleja y 
no siempre posible o deseable, estas barreras 
pueden solucionarse con información y aseso-
ramiento, ya que los costes y dificultades en la 
mayoría de los casos son superados por ahorros 
o ganancias en el largo plazo.  

El apoyo a la implementación de prácticas de 
mitigación y adaptación es especialmente nece-
sario en el caso de las explotaciones de menor 
tamaño (el 40% de los agricultores en España 
pueden ser considerados “pequeños agriculto-
res”), ya que, por lo general, cuentan con menos 
recursos para su incorporación y la superación 
de las barreras indicadas. Es por ello que las po-
líticas agrarias tienen un papel clave en las estra-
tegias de mitigación y adaptación, apoyada en la 
investigación específica sobre los agrosistemas 
de clima mediterráneo. 

FIG. 7. 
Ejemplo de barreras frente a prácticas agrarias y posible solución. Elaborado a partir de Sanz-Cobena y col. (2017).

PRÁCTICA

Fertilización optimizada

BARRERA

Económica: gasto periódico 
por el análisis en laboratorio 

del suelo, y, en su caso, 
el fertilizante orgánico

SOLUCIÓN

Información y difusión sobre 
los beneficios económicos 
relacionados con el ahorro 

de fertilizante

Información y difusión sobre 
el estancamiento de la

productividad una vez alcanzada
la fertilización óptima

Capacitación y apoyo 
en las gestiones

Tratamiento del lodo
(si fuese efectivo)

Técnica: toma de muestra, 
envío a laboratorio y posterior 

cálculo de la dosis de fertilizante

Social: creencia de pérdida 
de productividad asociada 
a la reducción de la dosis 

de fertilizante

Aplicación lodos de depuradora
Medioambiental: contenido

de metales pesados y 
otros contaminantes
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Por otro lado, las políticas hídricas deben basar-
se en un enfoque a largo plazo, primando el prin-
cipio de prevención. España es el país europeo 
más vulnerable frente a la sequía, y la exposición 
a este fenómeno se ve gravemente acrecenta-
da por el cambio climático. En el momento en 
que se produce una sequía es demasiado tarde 
para poner en marcha mecanismos que mini-
micen los impactos negativos, cuantiosos en el 
sector agrario. La norma general, sin embargo, 
es el llamado “ciclo hidro-ilógico”: la sequía se va 
gestando de manera lenta y progresiva, sin que 
se preste atención al problema, hasta que es tan 
intensa que es imposible ignorarla; en ese mo-
mento, se desencadena una alarma social y se 
ponen en marcha medidas de emergencia, pero 
cuando la sequía acaba, el problema se olvida y 
no se establece un nuevo marco político (1947, 
Tannehill). El diseño de políticas frente a la se-
quía ha de iniciarse antes o durante la etapa de 
apatía, para evitar la situación de desprevención 
y falta de soluciones cuando la sequía ocurra. 

Las medidas de conservación de los recursos 
hídricos también requieren de mandatos, acom-
pañados del control de su cumplimiento, como 
ocurre con las medidas de reducción de GEI. La 
ausencia de estos o una insuficiente implemen-
tación imposibilita el cumplimiento de los objeti-
vos de conservación de los recursos hídricos, ya 
que las restricciones en el uso del agua reducen 
los beneficios económicos de ganaderos y agri-
cultores en el corto plazo.  

CAMBIO CLIMÁTICO Y AGUA EN LA POLÍTICA 
AGRARIA ESPAÑOLA 

Desde la entrada de España en la entonces Co-
munidad Económica Europea en 1986, la política 
agraria nacional se estructura siguiendo los ob-
jetivos y mecanismos marcados por la Política 
Agraria Común (PAC). Los objetivos de la PAC han 
evolucionado desde sus inicios en la Europa de la 
posguerra, cuando los esfuerzos se orientaban a 
asegurar la existencia de un sector agrario viable 
y estable que a su vez asegurase alimentos a la 
ciudadanía a precios asequibles. En la actualidad, 
la PAC incluye entre sus objetivos la garantía de 
la conservación de los entornos y recursos natu-
rales y la lucha contra el cambio climático. 

Aunque la PAC establece un marco común de ac-
tuación para las políticas agrarias en los países 
que forman la Unión Europea, el principio de sub-
sidiaridad otorga una gran flexibilidad a los Esta-
dos miembros. En 1994 se introdujo en España 
la política agroambiental (definida en la reforma 
de la PAC de 1992), y, aunque con profundas difi-
cultades, contó con una estructura con bastante 
potencial para la protección del medio ambiente. 
Entre otras medidas, la reforma se enfocó hacia 
la extensificación de los cultivos de cereal, la ga-
nadería con base territorial y la creación de áreas 
de protección (Oñate, 2014).

No obstante, los resultados finales de dicha re-
forma fueron muy pobres. El poco alcance de 
las medidas medioambientales dentro de las 
políticas agrarias en España continuó con las 
sucesivas reformas, y a día de hoy puede decirse 
que la introducción de medidas agroambientales 
en España ha sido escasa, con actividades ge-
nerales, insuficientemente definidas y con poca 
relación con la situación de los agrosistemas 
españoles. La explicación de tal evolución, en 
un contexto de creciente peso de las cuestiones 
ambientales dentro de la PAC, puede atribuirse a 
la también creciente subsidiariedad, por la cual 
los Estados miembros tienen una gran flexibili-
dad para definir y aplicar los instrumentos a su 
gusto. En España, las posiciones más “producti-
vistas” han solapado a las ecologistas, y los pro-
gramas agroambientales han sufrido retrasos 
generalizados en su implementación, pocos fon-
dos y limitada ambición (Oñate, 2014). 

En los siguientes apartados repasaremos los 
principales instrumentos con relación al cambio 
climático y el agua en la actual PAC y su traspo-
sición en España. 

Medidas a favor del clima y los recursos hídricos.

En la actualidad, la PAC está estructurada en tor-
no a dos pilares complementarios. El primero de 
ellos recoge los pagos directos y las medidas de 
mercado, para dar apoyo económico a los pro-
ductores y garantizar la estabilidad del sistema 
agroalimentario. El segundo pilar está orientado 
al apoyo del desarrollo rural. Ambos pilares in-
cluyen instrumentos relacionados con todos los 
objetivos de la PAC, así como medidas relaciona-
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das con el cambio climático y el agua. Éstas se 
encuentran principalmente en la condicionalidad 
ligada al pago básico, en el nuevo pago verde y 
en las políticas de desarrollo rural. Otros instru-
mentos, como los pagos acoplados, también 
tienen importantes implicaciones en las cues-
tiones climática e hídrica, por lo que también se 
describen a continuación.    

a. Pago básico: condicionalidad

Para recibir las ayudas de la PAC (pagos directos 
y demás ayudas) es necesario cubrir una serie 
de obligaciones relacionadas con la inocuidad 
de los alimentos, la sanidad animal y vegetal, el 
bienestar animal y el medio ambiente. Estas obli-
gaciones, de las que quedan eximidos los peque-
ños agricultores, cubren 13 requisitos legales 
de gestión y 7 normas sobre buenas condicio-
nes agrarias y medioambientales (Real Decreto 
1078/2014), y son controladas mediante inspec-
ciones en al menos un 1% de los beneficiarios 
seleccionados mayoritariamente mediante un 
control de riesgos. 

La consideración del agua en la condicionalidad 
está presente en la obligatoriedad del respeto a 
la legislación en materia de protección contra 
la contaminación por nitratos (RD 261/1996), 
como uno de los requisitos legales de gestión. 
Igualmente, las buenas prácticas agrarias re-
cogen medidas relativas a la prevención de la 
contaminación de las aguas subterráneas por 
vertidos, la creación de franjas de protección 
de los cuerpos de agua frente a la aplicación 
de fertilizantes y fitosanitarios, y la adquisi-
ción de los debidos permisos para el uso de 
agua para riego. 

Las buenas condiciones agrarias y medioam-
bientales también recogen medidas beneficio-
sas frente al cambio climático, como la limita-
ción de la labranza con volteo, el mantenimiento 
de cubiertas vegetales y la conservación de la 
materia orgánica del suelo. Para ello, se prohíbe 
la quema de rastrojos, se establecen directrices 
para la aplicación de abonos orgánicos, etc. Es-
tas medidas están orientadas tanto a la mitiga-
ción del cambio climático como a la adaptación 
(Figuras 1 y 3). 

b.	 Pago verde

El pago ecológico –también llamado pago ver-
de, verdeo o greening– se introdujo en la última 
reforma de la PAC (2013) con el fin de fomentar 
la transición del sector agrario hacia un modelo 
beneficioso para el medio ambiente y garantizar 
la sostenibilidad productiva en el largo plazo. 

Esta ayuda, adicional al pago básico, está diri-
gida a las explotaciones de cultivos herbáceos 
y requiere el cumplimiento de las siguientes 
prácticas en todas las hectáreas solicitantes: 
diversificación de cultivos, mantenimiento de 
pastos permanentes existentes y conservación 
de superficies de interés ecológico y paisajís-
tico. Alternativamente, pueden recibir el pago 
ecológico los productores que realicen rotación 
de cultivos y, en zonas de interés ecológico, las 
siguientes prácticas (entre otras): mantenimien-
to de suelos turbosos o húmedos en pastizales, 
producción en tierra cultivable sin uso de fertili-
zantes, fitosanitarios ni regadío (y con rotación 
anual), y conversión de tierra cultivable en pasto 
permanente para su uso en extensivo.

Los pagos verdes suponen el 30% del presupuesto 
para pagos directos (primer pilar de la PAC), y en Es-
paña se distribuyen como un porcentaje del pago 
básico (no así en otros países europeos). 	

c.	 Ayudas acopladas

En España, así como en otros países de la Unión 
Europea, una parte de los fondos destinados a la 
PAC se gestiona como “ayudas acopladas”. Estos 
pagos tienen la finalidad de incentivar el manteni-
miento de la producción en determinados secto-
res, y reciben el 12,08% del presupuesto para pa-
gos directos (584,92 millones de euros anuales). 

Como se puede ver en la Figura 8, el 84% de estas 
ayudas están destinadas a ganadería (principal-
mente vacuno), quedando el 16% a disposición 
de cultivos. La finalidad del gobierno con tal aco-
plamiento de pagos es el apoyo a la ganadería 
extensiva (régimen empleado en vacas nodrizas 
y ovino), pero también se ha querido favorecer 
a algunos cultivos extensivos de secano (frutos 
de cáscara y algarrobas, cultivos proteicos, le-
gumbres de calidad) (Gómez-Limón, 2014). El 
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menor porcentaje de estas ayudas (6%) se lo 
llevan cultivos de regadío (remolacha azucarera, 
arroz y tomate para industria, además del algo-
dón, que recibe un pago acoplado específico por 
mandato europeo).   

d.	 Desarrollo rural 

Entre las seis prioridades del segundo pilar de la 
PAC, relativo al desarrollo rural, dos se relacio-
nan con el cambio climático y el agua. Una de 
estas prioridades –la restauración, preservación 
y mejora de los ecosistemas– recoge la necesi-
dad de mejorar la gestión del agua, incluyendo 
la gestión de fertilizantes y plaguicidas. La otra 
es la promoción de la eficiencia en el uso de los 
recursos y el fomento de la transición hacia una 
economía hipocarbónica. Entre sus objetivos, 
está la mejora de la eficiencia del uso de agua 
para fines agrícolas, el incremento de la eficien-
cia energética y del uso de fuentes renovables, 
la reducción de las emisiones de GEI y amonia-
co, y el fomento de la conservación y captura 
de carbono en los sistemas agrícolas y fores-
tales. Las medidas de modernización del riego, 
reciben, por tanto, un importante apoyo en este 
pilar (Gómez-Limón, 2014). 

Por otro lado, la PAC obliga a los Estados miem-
bros a destinar el 30% de los fondos de sus Pro-

gramas de Desarrollo Rural (PDR) a medidas 
pertinentes frente a la mitigación y adaptación 
al cambio climático y el medio ambiente (Comi-
sión Europea). Este requerimiento no se adscribe 
específicamente con ninguna de las prioridades 
comunes de la UE, por lo que la comprobación de 
su cumplimiento no puede realizarse de manera 
directa al observar la distribución de los presu-
puestos. Sin embargo, según las fichas informa-
tivas de los PDRs, las medidas destinadas a la 
“eficiencia de los recursos y paso a una economía 
hipocarbónica y adaptable a los cambios climáti-
cos en los sectores agrícola, alimentario y fores-
tal” en España reciben el 5,2% de la ayuda pública 
determinada en el programa nacional de desarro-
llo rural, y el conjunto de medidas destinadas a 
“restaurar, conservar y mejorar los ecosistemas 
relacionados con la agricultura y la silvicultura”, 
el 23,4% (Comisión Europea, Ficha informativa). 

Una aplaudida novedad ha sido la introducción 
de pagos a favor de la agricultura ecológica. 
Otras medidas voluntarias contempladas son 
los pagos a zonas con restricciones naturales, 
acciones silvícolas o pagos en las zonas de la 
Red Natura 2000. Los PDR pueden también fo-
mentar los mecanismos de gestión del riesgo, 
como seguros, fondos mutuales o instrumentos 
de estabilización de ingresos. 

FIG. 8.
Reparto de las ayudas acopladas por sectores en España. Elaborado a partir de: Martínez y Palacios, 2014.  
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Adecuación de las medidas a los objetivos 
perseguidos.

La inclusión del pago verde se contempló como 
un avance significativo en la ecologización de los 
sistemas agrarios europeos. En concreto, las 
prácticas definidas dentro de la nueva PAC son 
beneficiosas para la mitigación y adaptación del 
cambio climático y la conservación de los recur-
sos hídricos, como veremos a continuación. 

En cultivos herbáceos, la diversificación de cul-
tivos es una medida de adaptación al cambio 
climático, reduciendo la vulnerabilidad de las 
explotaciones ante fenómenos meteorológicos 
extremos (sequías, lluvias torrenciales, etc.) gra-
cias a la mayor amplitud en el abanico de res-
puestas. Igualmente, el pago ecológico asociado 
a la diversificación de cultivos favorece el cultivo 
de gramíneas y la rotación de cultivos, útil para 
la mitigación del cambio climático por su con-
tribución al secuestro de nitrógeno y carbono, 
respectivamente (Cuadros 1 y 2).  

En cuanto a los pastos permanentes, la PAC 
marca el objetivo de que la proporción de su-
perficies dedicada a este uso sobre la superficie 
agraria total, declarada por los agricultores, no 
disminuya más del 5% respeto a la proporción de 
referencia (año 2015). Estos sistemas contribu-
yen a absorber CO2 de la atmósfera y retener el 
carbono en el suelo.

En cuanto a la tercera medida vinculada al pago 
verde, las superficies de interés ecológico, en 
España han sido así consideradas las tierras en 
barbecho, las cubiertas vegetales verdes ligadas 
a la biodiversidad5, los cultivos fijadores de nitró-
geno, las superficies forestadas y las zonas de 
agrosilvicultura, entre otras. Estas medidas (que 
deberán cubrir al menos el 5% de las tierras de 
cultivo), son favorables para el clima por la ab-
sorción de GEI –aunque en el caso de las cubier-
tas vegetales y los cultivos fijadores de nitrógeno 
pueden competir por la disponibilidad de agua, lo 
que ha de tenerse en cuenta a la hora de valorar 
esta medida–. Desde 2018, además, queda pro-
hibido el uso de fitosanitarios en las superficies 
de interés ecológico, lo que reduce las emisiones 

asociadas a su fabricación y evita la contamina-
ción de acuíferos por estos productos. 

Diversificación de cultivos 

Cuando no se tienen cultivos bajo agua durante 
una parte importante del año o ciclo de cultivo, 
deberán existir al menos 2 cultivos distintos en 
el caso de que las hectáreas admisibles cubran 
entre 10 y 30 ha, y 3 cultivos distintos en el caso 
de más de 30 ha. Además, el cultivo principal no 
debe afectar a más del 75% de la tierra cultiva-
ble y, en el caso de haber dos cultivos principa-
les, al 95%. 

EXCEPCIONES: 

– �Cuando más del 75% de las tierras de cultivo 
están ocupadas por leguminosas, otros forra-
jes herbáceos, barbecho, pastos permanentes, 
cultivos bajo el agua o una combinación de es-
tos, sin exceder las 30 ha.

– �Cuando más del 50% de las superficies de tie-
rra de cultivo son declaradas por primera vez 
por el agricultor en el año anterior, y cuando 
todas las tierras de cultivo se utilicen para cul-
tivos diferentes a los del año anterior.

Condiciones para la obtención de Pago Verde por diversificación

de cultivos.

Atendiendo a las medidas alternativas, los sue-
los turbosos o húmedos en pastizales son gran-
des sumideros de carbono. El cuanto al cultivo 
sin regadío, esta práctica reduce las emisiones 
de óxido nitroso (Cayuela y col., 2017), además 
de reducir el consumo de agua y las emisiones 
de CO2 potencialmente asociadas al bombeo. 

Los cultivos permanentes (aquéllos que perma-
necen en el terreno durante cinco años o más) 
también se ven favorecidos por la política agra-
ria, pues acceden al pago verde sin tener que 
cumplir las anteriores condiciones de greening 
por su potencial contribución al secuestro de 

–
5. Cultivo secundario sembrado en los espacios libres por el cultivo principal, con el fin de proteger el suelo de la erosión, la reducción de la evaporación y la conservación 
de microorganismos beneficiosos para el suelo, y que a su vez contribuye a incrementar la diversidad de especies. 
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carbono. Lo mismo ocurre con los productores 
que cumplen las condiciones y etiquetado de 
los productos ecológicos. Los productos eco-
lógicos están asociados a un mayor respeto 
por el estado del medio ambiente, y, en la ma-
yoría de los casos, menores emisiones durante 
el ciclo completo de producción (Aguilera y col., 
2014a, 2014b).

Rotación de cultivos 

Deberán cultivarse tres o más cultivos, sin que 
el principal supere más del 75% de la superficie 
cultivada, siguiendo una secuencia plurianual de 
cultivos y/o barbecho beneficiosa para el medio 
ambiente, y/o con al menos cuatro cultivos.

Condiciones para la obtención de Pago Verde por diversificación 

de cultivos

Efectos de las medidas en el contexto español

Pese a la presencia creciente de medidas 
agroambientales en la PAC, su inclusión en la 
última reforma ha recibido críticas por la debi-
lidad de su enfoque, las cuales se refuerzan al 
atender a la trasposición realizada por España 
(Martínez y col., 2017, Oñate, 2014; Gómez-Li-
món, 2014).

a. El nuevo enfoque en la introducción de medi-
das agroambientales

En el marco europeo, las modificaciones 
en la condicionalidad eliminaron requisitos 
medioambientales a favor de su introducción 
en el pago verde, novedad fuertemente aplau-
dida por las expectativas de mejora ambiental. 
Así, medidas como la obligatoriedad de prote-
ger los pastos permanentes, la carga ganade-
ra máxima, la rotación de cultivos y el estable-
cimiento o mantenimiento de hábitats, entre 
otras, se extrajeron de la condicionalidad con la 
finalidad de agrupar las medidas medioambien-

tales en el nuevo pago.

Sin embargo, la inclusión de la serie de um-
brales, condicionantes y excepciones acom-
pañando al pago verde resultó en una fuerte 
limitación del alcance del pago verde. Un gran 
número de explotaciones quedan exentas de 
las obligaciones ligadas a esta ayuda, como 
los cultivos leñosos, los cultivos bajo agua, las 
leguminosas y los pastos. En España, el 8,2% 
de la superficie de cultivo quedaría libre de 
cumplir la medida de diversificación, y el 31,1% 
no estaría obligada a mantener las superficies 
de interés ecológico (Martínez y col., 2017). 
En aras de una mayor protección ambiental y 
una rápida transición hacia la ecologización de 
la agricultura, hubiera sido más conveniente la 
adecuación de las obligaciones a este tipo de 
explotaciones, en lugar de dejarlas al margen 
de los objetivos agroambientales.

Además, buena parte de las tierras sometidas a 
medidas dentro del pago verde ya cumplían los 
requisitos establecidos antes de su introduc-
ción6. Como resultado, el grado de implemen-
tación de las medidas de ecologización que el 
pago verde pretendía reforzar es muy similar a 
la situación existente antes de la introducción 
de este incentivo. Según Martínez y col. (2017), 
las explotaciones que antes de la implementa-
ción del greening cumplían los requisitos de di-
versificación y de mantenimiento de superficies 
de interés ecológico cubrían 9,6 y 9,5 millones 
de hectáreas, respectivamente. Según los datos 
oficiales, tras el del primer año de aplicación del 
pago verde en España estas medidas se cum-
plían en 9,6 y 9,3 millones de hectáreas, casi la 
misma superficie que antes de la reforma (Mar-
tínez y col., 2017). 

La realización de un análisis ex-ante sobre la si-
tuación agraria en España hubiera contribuido a 
cuantificar los beneficios potenciales del pago 
verde (Martínez y col., 2017).

b. El apoyo al regadío

Otro de los efectos de la adaptación de la última 
reforma de la PAC en el caso español es el re-

–
6. Por ejemplo, el 41,4% de las explotaciones sujetas a la diversificación (64,6% de la superficie de cultivo) ya se encontraban diversificadas antes de la implementación 
del pago verde (Martínez y col., 2017).
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fuerzo del apoyo que tradicionalmente ha venido 
recibiendo el regadío. Esto se produce, de nuevo, 
por la subsistencia del modelo histórico de ayu-
das, más altas para el regadío que para el seca-
no por el legado de la antigua vinculación con la 
productividad. La mejora comparativa del rega-
dío se produce igualmente por la mayor facilidad 
de este tipo de explotaciones para cumplir con 
las prácticas ligadas al pago verde (Gómez-Li-
món, 2014).

La conversión de tierras de secano en regadío 
ha sido entendida por los sucesivos gobiernos 
como la mejor estrategia para el desarrollo rural, 
situando a España como el cuarto país con más 
presas a nivel mundial (alrededor de 1.200 de 
gran capacidad) y expandiendo el regadío has-
ta el 14% de la superficie agraria útil (Llamas y 
col, 2013; Gómez-Limón, 2014). El regadío con-
sume alrededor del 70% del agua en España, 
país con una huella hídrica muy elevada y en el 
que la mayoría de las aguas no se encuentran 
en buen estado, además de los problemas de so-
bre-explotación de los acuíferos (Massot, 2016). 
La inclusión del cambio climático en las políticas 
agrarias pasa necesariamente por revisar la ges-
tión del agua en España y el fomento del ahorro. 

El regadío es necesario en la agricultura de clima 
mediterráneo, donde el periodo de máximo cre-
cimiento coincide con el de escasez en las preci-
pitaciones. Esta medida es, además, útil dentro 
de las estrategias de adaptación al cambio cli-

mático, ya que permite solventar los problemas 
derivados de la creciente irregularidad climática 
(Iglesias y Garrote, 2017). 

Sin embargo, la creciente escasez de agua a 
la que ha contribuido la expansión del regadío, 
pone en cuestión la idoneidad de continuar pro-
fundizando en esta dirección. En los últimos 
años el incremento de la superficie de regadío 
se ha ido moderando, y la política actual se ha 
ido re-direccionando hacia la modernización de 
los riegos existentes de manera exitosa (Berbel 
y Gutiérrez-Martín, 2017).

Esta modernización es sin duda necesaria, aun-
que frecuentemente ha penalizado a quien la 
ha realizado frente a quien no lo ha hecho (Gar-
cía-Azcárate, 2016). La irrigación por surcos to-
davía está muy extendida entre los cultivos de 
verano. Según la última encuesta sobre regadíos, 
el 25% de éstos todavía se realizan por gravedad 
(MAPAMA, 2017). Como puede apreciarse en la 
Figura 9, no obstante, este tipo de sistema de rie-
go está perdiendo peso de manera progresiva. 
La tendencia es opuesta en la superficie irrigada 
por aspersión, pese a la baja eficiencia de estos 
sistemas (y su peor posición en la mitigación del 
cambio climático – Cayuela y Col, 2017).

Por otro lado, el apoyo al regadío no ha venido 
acompañado del suficiente avance en la imple-
mentación de la Directiva Marco de Aguas y en 
la instauración de una política de precios ade-
cuada. Para asegurar que el apoyo al regadío 
contribuye de manera eficaz a la adaptación al 
cambio climático y es coherente con las políti-
cas medioambientales, es requisito indispensa-
ble la instalación de sistemas de contadores y 
el correcto seguimiento del consumo (Gómez-Li-
món, 2014). 

El apoyo a la modernización de los sistemas de 
regadío existentes ha de venir acompañado de 
igual apoyo a los cultivos de secano. Este tipo de 
cultivos aprovecha las lluvias de otoño y prima-
vera, y es aquí donde lo sistemas agrarios espa-
ñoles pueden tener una ventaja comparativa en 
el mercado. La menor emisión de GEI de los se-
canos en clima mediterráneo (p.ej. trigo o colza), 

FIG. 9. 
Evolución de la superficie regada según tipos de riego (mi-
les de ha)  (2007-2017, en miles de hectáreas). Elaboración 
propia a partir de MAPAMA (2017).
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así como de los hortícolas cultivados con goteo, 
es una característica distintiva que debería ser 
puesta en valor en el diseño de políticas públicas. 

c. La calidad de las aguas

En cuanto a la calidad de las aguas, la nueva 
reforma de la PAC no contempla la importancia 
de este recurso y las bajas condiciones en que 
se encuentra en España. La reformulación de la 
condicionalidad dejó fuera requisitos esencia-
les para la recuperación de la buena calidad de 
las aguas ligados a la Directiva Marco de Aguas 
(DMA) y Uso Sostenible de Pesticidas, eliminó la 
mención relativa a la utilización de lodos de de-
puradora en agricultura (Directiva 86/278/CEE), 
suavizó la anterior protección de las aguas con 
su sustitución por la prohibición de vertidos, y 
excluyó también otros requisitos relacionados 
con la biodiversidad y la conservación de ecosis-
temas (Oñate, 2014).

La tendencia, no obstante, debería ser hacia la 
protección de la calidad. Como señala un estu-
dio reciente, las cuencas españolas sufren la 
presencia extendida de plaguicidas. Lo que re-
sulta más alarmante, el 70% de los compuestos 
encontrados no están autorizados por la Unión 
Europea. La presencia de plaguicidas en las 
aguas interiores, conocidos por sus efectos no-
civos en la salud humana y el medio ambiente, 
es mayor en cuencas con alta actividad agrícola 
intensiva, mientras que niveles más bajos fueron 
encontrados en cuencas con menores niveles de 
actividad agraria, mayoritariamente extensiva, 
forestal y/o pastos (Balaguer y col., 2018).

d. Adaptación y mitigación del cambio climático

Por su parte, la introducción de medidas de miti-
gación del cambio climático está muy por detrás 
del potencial alcanzable en España (Sanz-Co-
beña y col., 2017). La agricultura de conserva-
ción7 tan solo ocupa el 5% de la tierra de cultivo 
(792.000 ha) (MERMA, 2010; González-Sánchez 
y col., 2015; FAO, 2011b), en comparación con 
otras zonas de clima mediterráneo, como Chile, 
donde el 30% de los sistemas irrigados son cul-
tivados sin laboreo; (Derpsch y Friedrich, 2009) 

o Australia Occidental (90% de los agricultores 
aplican prácticas de agricultura de conserva-
ción; Llewellyn y col., 2009).

Por el contrario, las políticas agrarias en España 
han empujado hacia la intensificación y el aban-
dono de tierras y sistemas tradicionales, con 
apoyo a modelos basados en roturación, mono-
cultivos, aplicación intensiva de insumos quími-
cos, sobre-explotación de recursos hídricos y ed-
áficos, etc. (Oñate, 2014). Sin embargo, algunos 
autores señalan que la sostenibilidad medioam-
biental de los sistemas agrarios en España sólo 
es posible con sistemas de baja intensidad 
(Opperman y col., 2012; Oñate, 2014), en los que 
el valor añadido vendría ligado a la calidad. 

Por otro lado, medidas con gran potencial frente 
al cambio climático en el sector no son contem-
pladas en el diseño de las políticas agrarias. Es el 
caso del ajuste de la dosis de fertilizante nitroge-
nado, pese a ser una de las medidas más efica-
ces y eficientes en la reducción de las emisiones 
en la agricultura de clima mediterráneo. Sin em-
bargo, su expansión está muy por debajo de su 
potencial: más de la mitad del nitrógeno aplicado 
en los campos de cultivo en España se aplica en 
exceso (Sanz-Cobeña y col., 2014; Sanz-Cobeña 
y col., 2017). 

La expansión de medidas de corte tecnológico, 
como el uso de fertilizantes nitrogenados con in-
hibidores de la ureasa o la nitrificación, es igual-
mente anecdótica en España, así como en otros 
países de clima mediterráneo (Sanz-Cobeña y 
col., 2017).

e. Cambios estructurales

La integración de los objetivos climáticos y de 
calidad de las aguas con las políticas agrarias 
ha de seguir un enfoque holístico, más allá del 
apoyo a prácticas y medidas concretas. En el 
caso del cambio climático, el impulso a las prác-
ticas agrarias menos intensivas en emisión de 
GEI por kilogramo de producto podría no resul-
tar en una reducción de las emisiones a nivel de 
sistema agroalimentario, como consecuencia 
del avance de prácticas altamente demandan-

–
7. La agricultura de conservación se caracteriza por el refuerzo del laboreo reducido, los cultivos cubierta y la rotación o asociación de cultivos (FAO, 2011a). 
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tes en el uso de energía, el mayor consumo de 
productos con alto impacto o los crecientes ni-
veles de residuos generados.

En este sentido una serie de cambios estructu-
rales en los sistemas agroalimentarios podrían 
resultar en grandes beneficios para la mitigación 
del cambio climático. Entre estos cambios es-
tructurales cabe destacar la reconexión de los 
sistemas de producción, la reducción del des-
perdicio alimentario y la transición hacia dietas 
con menor huella de carbono (Sanz-Cobena y 
col., 2017). 

Globalmente, el desperdicio de productos agroa-
limentarios (un cuarto de los producidos) genera 
la emisión de 3,3 gigatoneladas de CO2eq, lo que 
ha venido a situar coloquialmente al desperdicio 
alimentario como un ficticio tercer puesto en 
el pódium de los grandes emisores, tras China 
y Estados Unidos (Colombo y col., 2015). Cen-
trándonos en el caso concreto de España, las 
emisiones asociadas a los residuos orgánicos 
(metano producido en los vertederos) se sitúan 
al mismo nivel que las producidas por el ganado 
(MAGRAMA, 2012).  

La reconexión de los sistemas agrarios y ganade-
ros podría ayudar a solucionar un doble proble-
ma: la demanda de fertilizantes en los campos 
de cultivo y la gestión de purines y estiércoles. 
En España, la concentración de la producción 
ganadera en regiones concretas da lugar a la ge-
neración de grandes cantidades de estiércoles y 
purines, que, dada la dificultad de su gestión y 
su bajo precio en el mercado, acaba aplicándose 
en las zonas aledañas en cantidades mayores a 
las requeridas por los cultivos (Lassaleta y col., 
2012; Penuelas y col., 2009). Este hecho tiene 
consecuencias perjudiciales sobre la emisión 
de GEI (óxido nitroso) (Heller y col., 2010). La 
reconexión de los sistemas agrarios y ganade-
ros permitiría la aplicación de estos insumos allí 
donde se necesitan, evitando al mismo tiempo 
la sobre-fertilización de campos cercanos a las 
zonas de producción ganadera y reduciendo la 
demanda de fertilizantes químicos en los siste-
mas agrícolas y la consecuente emisión de CO2 
en su fabricación (Bai y col, 2014; Billen y col., 
2013; Lassaleta y col., 2014a; Naylor y col., 2005; 
van Grinsven y col., 2014).

Sin embargo, tal reconexión de los sistemas 
agrarios y ganaderos sólo sería posible con una 
reducción del consumo humano de proteína ani-
mal (van Grinsven y col., 2014, 2015; Westhoek 
y col., 2014). El peso de la proteína animal sobre 
el total de proteína consumida por la población 
española ha aumentado del 35% al 60% en las úl-
timas décadas (Lassaleta y col., 2014b), con las 
consiguientes repercusiones negativas sobre el 
medio ambiente y la salud humana. La reversión 
de esta tendencia produciría una reducción sig-
nificativa de las emisiones de GEI. 

La reducción de la cabaña ganadera en Espa-
ña tendría que ser gestionada de manera que 
se redujesen los impactos negativos sobre los 
productores. En este sentido, la definición de 
los impuestos sobre los productos alimentarios 
atendiendo a los impactos ambientales genera-
dos durante su elaboración podría resultar una 
estrategia eficaz (Springmann y col., 2016), pero 
debería acompañarse de una política de fomen-
to de productos con mayor valor añadido con el 
fin de minimizar los perjuicios en el sector pro-
ductivo (Westhoek y col., 2014).

Existe una íntima relación entre la transición del 
sistema agroalimentario español hacia un mo-
delo ambientalmente sostenible y las tendencias 
en la demanda por parte de los consumidores. 
Por esta razón, las políticas agrarias, climáticas 
e hídricas, al tiempo que definen instrumentos 
para fomentar mejores prácticas y estructuras 
entre los ganaderos y agricultores, han de dise-
ñar medidas que impulsen cambio de hábitos 
generalizados entre la sociedad. 
 

CONCLUSIONES 

No hay dudas sobre la urgencia de la transición 
del sistema agroalimentario hacia un modelo 
adaptado al cambio climático y que minimice sus 
propios impactos sobre el medio ambiente. El 
agua es uno de los recursos más limitantes para 
el sector agrario español, y se ve negativamente 
afectada tanto por las actuales prácticas agrarias 
como por la creciente inestabilidad climática. 

Sin embargo, la integración de las cuestiones 
ambientales en las políticas agrarias ha sido 
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ampliamente deficiente en España. La última 
reforma de la PAC, de donde parten las políticas 
en los Estados miembros, resultó ser mucho 
menos ambiciosa de lo que pretendía ser. La-
mentablemente, su incorporación en el ámbito 
nacional contribuyó a la merma del alcance de 
los instrumentos diseñados. El nuevo pago eco-
lógico fue ideado para aunar los incentivos que 
redujesen las externalidades negativas produci-
das por las actividades agrarias y fomentasen 
una transición coherente hacia la coexistencia 
del sector con el respeto a los límites planeta-
rios. Sin embargo, pese a que la condicionalidad 
ambiental se rebajó en favor del nuevo pago, 
éste no ha cumplido con las expectativas. En 
España, el pago ecológico no ha servido para 
aumentar el grado de aplicación de las prácti-
cas que pretende fomentar, pues la superficie 
agraria en la que se siguen estas prácticas es 
la misma que antes de la reforma. Por el contra-
rio, la nueva estructura de pagos ha favorecido 
el mantenimiento del status quo, un sistema de 
pagos histórico en el que ni quien más se es-
fuerza por conservar el medio ambiente es re-
compensado ni quien contamina paga.

Además del fomento de prácticas agrarias be-
neficiosas para con el cambio climático y la 
gestión de los recursos hídricos, las políticas 
públicas han de fomentar una serie de cam-
bios estructurales, basándose en el principio 
de precaución y una visión de sistema y a largo 
plazo. Estos cambios están relacionados con la 
insostenibilidad de la dieta actual y la gestión 
de los residuos agroalimentarios: la transición 
hacia un modelo basado en un menor consumo 
de proteína animal integrado en la economía 
circular proporcionaría el primer paso hacia la 
sostenibilidad. La relocalización de los siste-
mas agrarios contribuiría a este fin, favorecien-
do el cierre de ciclos y la eficiencia en el uso 
de materiales y energía. Tales cambios estruc-
turales contribuirían positivamente a otro as-
pecto clave en el diseño de una política agraria 
compatible con los retos climáticos e hídricos: 
la eficiencia en el uso de insumos agrarios, la 
optimización de la fertilización y la transición 
hacia prácticas agrarias ecológicas.
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El presente artículo analiza el desarrollo de la 
sostenibilidad en la política turística española 
reciente. A pesar de que el concepto de soste-
nibilidad se repite en la mayoría de las acciones 
de política turística y de la abundante literatura 
sobre lo que implica este concepto, resulta toda-
vía muy poco operativo. Urge avanzar en la apli-
cación de sistemas de indicadores, de obtención 
de datos y de generar estadísticas que vayan 
más allá de las tradicionales mediciones que se 
realizan para valorar y analizar la evolución del 
turismo en España. Y este proceso debe ir acom-
pañado de una mejora en los espacios de deba-
te, definición y decisión de la política turística; 
es decir, de avanzar en la gobernanza turística. 
En estos últimos años, los episodios de protesta 
contra el exceso de turistas, las consecuencias 
del desarrollo de algunas plataformas colabora-
tivas, etc., indican que se han superado los lími-
tes, al menos en algunos destinos turísticos. La 
sostenibilidad debe verse como una oportunidad 
de avance y mejora de una actividad económica 
tan importante para la economía española.

INTRODUCCIÓN

Turismo y sostenibilidad aparecen relacionados 
en muchas ocasiones, especialmente en accio-
nes de política turística. La idea de desarrollo 
sostenible también alcanzó hace unas décadas 
al turismo, siguiendo las propuestas de expertos 
en el sector y de la Cumbre Mundial de Río en 

19921. Desde finales del siglo pasado, expertos e 
instituciones han estado trabajando e insistien-
do en el concepto de turismo sostenible y en su 
importancia como idea central para el desarrollo 
turístico, o desiderátum.

El turismo se está consolidado como una de las 
actividades económicas más relevantes y con 
mayor ritmo de crecimiento a escala interna-
cional, ganando peso dentro de las actividades 
económica generadoras de renta y empleo en 
la mayoría de países. Según el World Travel and 
Tourism Council (WTTC), en 2017 el sector con-
tribuyó con el 10,4% del PIB global (teniendo en 
cuenta los efectos directos, indirectos e induci-
dos), con 313 millones de puestos de trabajo (1 
de cada 10 empleos), alcanzando el 6,5% de las 
exportaciones mundiales y el 4,5% de la inversión 
total en el mundo2. A largo plazo, las previsiones 
señalan que las llegadas de turistas internacio-
nales en todo el mundo podrían incrementarse 
en un 3,3% anual entre 2010 y 2030, hasta alcan-
zar los 1.800 millones en 20303. Se prevé que las 
llegadas en las economías avanzadas aumenten 
en un 2,2% anual entre 2010 y 2030, mientras 
las correspondientes a los países emergentes 
aumentarán a un ritmo mayor (el 4,4% anual) 
hasta alcanzar el 57% de la cuota de mercado 
internacional en 2030. No es de extrañar que, 
dada la evolución del sector en décadas pasa-
das, las previsiones sobre su evolución futura y 
su creciente peso en la economía mundial, así 
como por los impactos que tiene como actividad 
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1.   Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo. 
2.  https://www.wttc.org/research/economic-research/economic-impact-analysis/ 
3.  UNWTO (2011): Tourism Towards 2030. UNWTO. Madrid. Véase también: UNWTO (2017): Tourism Highlights. UNWTO. Madrid. Para el impacto económico del turismo 
en la economía mundial, véase WTTC (2017).
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socio-económica, Naciones Unidas designara 
2017 como el año del Turismo Sostenible para 
el Desarrollo4.

En los últimos años, el sector turismo también 
ha puesto en marcha acciones de reducción 
de emisiones contaminantes y GEI para frenar 
el cambio climático, por el impacto de los me-
dios de transporte, los edificios destinados a 
alojamientos turísticos y otras actividades muy 
vinculadas a la creación de producto turístico. 
También ocupa un lugar central las consecuen-
cias que tendrá el cambio climático sobre los 
recursos y las infraestructuras turísticas, espe-
cialmente en las infraestructuras costeras, el 
aumento de las temperaturas medias sobre los 
recursos naturales y la demanda turística, etc. 

España es uno de los países líderes en turismo 
desde hace ya algunas décadas. A pesar de la cre-
ciente competencia internacional, ha conseguido 
mantener una posición líder en el mundo. La es-
tadística que publica la Organización Mundial del 
Turismo (OMT)5, a partir de información propor-
cionada por los estados nacionales, situó a Espa-
ña en la segunda posición en el ranking mundial 
en número de llegadas internacionales en el año 
2017, incrementándose en un 9% respecto al ejer-
cicio anterior y alcanzando un nuevo récord de lle-
gadas con 82 millones. Según la OMT, las llegadas 
de turistas internacionales en el mundo crecieron 
un 7% en 2017, alcanzado los 1.322 millones de 
llegadas. La previsión para 2018 es que continúe 
creciendo con tasas más moderadas, tanto a es-
cala mundial como en el caso de España. 

El turismo ha ido situándose como una activi-
dad cada vez más relevante en el conjunto de 
las actividades económicas del país, y no perdió 
peso desde el estallido de la crisis económica en 
2008. Según las Cuentas Satélite del Turismo de 
España, en el año 2016 el turismo representaba 
el 11,2% del PIB y contribuía con el 13% del to-
tal del empleo6, con una subida del 10,1% de los 
ingresos por turismo respecto a 2016, si aten-

demos a los datos de la balanza de pagos del 
Banco de España7. El gasto de los turistas inter-
nacionales en 2017 registró un incremento del 
12,2% respecto al año anterior (INE, 2018). Sin 
embargo, el peso del turismo es muy diferente 
por CCAA, destacando Cataluña, Canarias, Ba-
leares, Andalucía y Comunidad Valenciana.

Las previsiones a corto y medio plazo para Espa-
ña son positivas, aunque algo más moderadas, 
como ya hemos comentado. La recuperación de 
destinos competidores en el Mediterráneo, des-
pués de la caída registrada a partir de la “prima-
vera árabe” afectará al turismo en España. Así lo 
pone de manifiesto las previsiones de Exceltur, 
organismo que apunta a un crecimiento del PIB 
turístico del 3,3%, por encima de la media de la 
economía española (estimada en un 2,4%), aun-
que a un ritmo más moderado que en los dos 
últimos años “en consonancia con los funda-
mentos macroeconómicos y ante la previsible 
pérdida gradual del flujo de turistas prestados 
del que nos venimos favoreciendo hace años” 
(Exceltur, 2018-a)8. 

Así pues, las previsiones sobre el futuro del sec-
tor en España apuntan hacia un mayor número 
de turistas y, en consecuencia, de saturación 
de determinados destinos turísticos. El cambio 
desde el aumento cuantitativo del número de tu-
ristas hacia el aumento de los ingresos no aca-
ba de producirse, a pesar de la innovación y la 
generación de producto turístico. Los ciclos de 
incremento de actividad suelen ir acompañados 
del aumento de los precios turísticos, lo cual po-
dría afectar a la competitividad del sector. Recor-
demos que España ha ocupado la primera posi-
ción en el Índice de Competitividad Turística del 
WEF en 2015 y 2017 (WEF, 2017). En todo caso, 
también implican presión sobre los recursos que 
sustentan esta actividad: los residentes y los re-
cursos naturales9. Los síntomas de agotamiento 
del modelo turístico español, por excesiva pre-
sión, exigen respuestas que afiancen la sosteni-
bilidad del turismo en nuestro país.

–
4. UN General Assembly resolution A/RES/70/193 - 22 December 2015.
5. UNWTO Barometer, January 2018. En www.unwto2.org 
6. La Cuenta Satélite del Turismo de España (CSTE) es una estadística de síntesis compuesta por un conjunto de cuentas y tablas, basadas en los principios metodológicos 
de la contabilidad nacional, y que presenta los distintos parámetros económicos del turismo en España, para una fecha de referencia dada. Véase www.ine.es 
7. https://www.vozpopuli.com/economia-y-finanzas/Espana-ingresa-millones-turismo-2017_0_1113489646.html 
8. Véase artículo “Mide sus límites. El sector turístico prevé moderar el crecimiento en 2018” de Anitzane Gastesi en La Vanguardia el 21-01-2018. http://www.
lavanguardia.com/economia/20180121/44134352352/turismo-crecimiento-limitado-2018.html 
9. Aunque España ocupa el primer lugar en el Índice de Competitividad Turística que elabora el WEF en 2015 y 2017, en Sostenibilidad Medioambiental España ocupaba el 
lugar 29 y 31, respectivamente.
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La cuestión de la sostenibilidad del turismo es-
pañol se plantea también desde instituciones 
muy diversas. El mayor lobby de empresarios 
turísticos, Exceltur, insiste en que la situación 
actual “Impone el reto de reflexionar en profundi-
dad sobre las medidas necesarias para lograr un 
modelo de crecimiento más sostenible, basado 
en una mayor mejora de los ingresos que en el 
mero aumento de la afluencia, especialmente en 
algunos destinos donde el éxito empieza a ge-
nerar situaciones de contestación y cuestiona-
miento social de las bondades de su desarrollo 
turístico” (Exceltur, 2018-a; pg. 3). En la mente de 
todos está las quejas de los residentes de la ciu-
dad de Barcelona por la masificación turística, 
pero también los efectos que sobre los precios 
de los alquileres y las viviendas están teniendo 
las plataformas colaborativas de alojamientos 
turísticos. Estos fenómenos de “overtourism” o 
“turismofobia” que, precisamente, para algunos 
“surgen y están directamente relacionados con 
la creciente evolución de las prácticas poco sos-
tenibles del turismo masivo”. (Milano, 2017; pg. 
5). Tampoco podemos olvidar la situación de 
algunos colectivos de trabajadores del sector 
(generalmente femeninos, como las limpiadoras 
de los hoteles), que han denunciado las condi-
ciones en las que se ven obligadas a trabajar: 
externalización de servicios que las excluye del 
convenio laboral del sector, contratos precarios, 
ritmos excesivos, retribuciones muy bajas… 

EL GRAN RETO DEL DESARROLLO TURÍSTICO 
SOSTENIBLE

Desde finales del siglo pasado no hay discurso 
político o informe sobre el turismo que no incor-
pore el término sostenibilidad. Aunque la idea 
sea adaptar los discursos y acciones a las de-
mandas y exigencias de un mundo que presenta 
graves tensiones y grandes retos en la gestión 
de los recursos y en la distribución de los be-
neficios económicos, se trata, en la mayoría de 
los casos, de una alusión cosmética y política-
mente correcta. Desde una perspectiva agrega-
da no podemos afirmar que se hayan puesto en 

marcha un conjunto coherente y adecuado de 
medidas que garanticen la sostenibilidad, exis-
tiendo un riesgo alto de caer en la tentación del 
“greenwashing”. Es cierto que existen acciones 
llevadas a cabo por algunas administraciones 
públicas y empresas, pero son acciones aisladas 
que no consolidan el cambio. Quizá porque una 
dificultad principal radica en saber exactamente 
a qué nos estamos refiriendo cuando hablamos 
de turismo sostenible.

Desde finales de los años sesenta y especial-
mente desde la década de los setenta del siglo 
pasado se han sucedido las voces críticas sobre 
los impactos que la actividad humana está te-
niendo en el planeta10. En el año 1992 la Decla-
ración de Río lanza una serie de Principios para 
alcanzar el desarrollo sostenible. Como es bien 
sabido, el Informe Brundtland en 1987 definió el 
desarrollo sostenible como aquel que satisface 
las necesidades del presente sin comprometer 
las necesidades de las futuras generaciones11. 
Así, una acción sostenible sería aquella que tiene 
en cuenta estas tres dimensiones:

• �Sostenibilidad económica: viabilidad de las em-
presas y actividades y su capacidad de mante-
nerse en el largo plazo.

• �Sostenibilidad social: respeto a los derechos 
humanos y la igualdad de oportunidades para 
todos en la sociedad. Requiere una distribución 
equitativa de los beneficios, con un enfoque en 
el alivio de la pobreza. Se pone énfasis en las 
comunidades locales, manteniendo y fortale-
ciendo sus sistemas de soporte vital, recono-
ciendo y respetando las diferentes culturas y 
evitando cualquier forma de explotación.

• �Sostenibilidad ambiental: conservar y adminis-
trar los recursos, especialmente los que no son 
renovables o son valiosos en términos de so-
porte vital. Requiere acción para minimizar la 
contaminación del aire, la tierra y el agua, y para 
conservar la diversidad biológica y el patrimo-
nio natural.

–
10.  En 1972 se celebra la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano en Estocolmo. También en ese mismo año se publica el Informe del Club de Roma 
Los Límites del Crecimiento.
11.  Our Common Future, informe del World Commission on Environment and Development de 1997.
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También en el sector comienzan a surgir re-
flexiones críticas sobre el impacto del turismo 
de masas en el entorno natural desde la década 
de los setenta. En general, las acciones que se 
han desarrollado en turismo han adoptado los 
conceptos y principios de las principales pro-
puestas de Naciones Unidas, adaptándolas a las 
características del sector. En este proceso debe 
destacarse la labor de la OMT, especialmente en 
la introducción del concepto de sostenibilidad 
en el ámbito del turismo, la implicación de los 
diferentes agentes del sector en el trabajo desa-
rrollado en torno al mismo y en la elaboración 
de propuestas de trabajo en torno a la idea de 
sostenibilidad turística.

Según la OMT (UNWTO, 2005) el turismo soste-
nible es aquel turismo que tiene plenamente en 
cuenta sus impactos económicos, sociales y am-
bientales actuales y futuros, atendiendo las ne-
cesidades de los visitantes, la industria, el medio 
ambiente y las comunidades de acogida. Por lo 
tanto, el turismo sostenible debería hacer un uso 
óptimo de los recursos ambientales, respetar a 
las comunidades de acogida y garantizar opera-
ciones económicas viables a largo plazo, propor-
cionando beneficios que se distribuyan equitati-
vamente entre todas las partes interesadas.

A pesar de la definición propuesta por el Informe 
Brundtland, el concepto de desarrollo sostenible 
sigue siendo poco operativo. Las tres dimensio-
nes propuestas para avanzar en la sostenibilidad 
tienen un protagonista claro: la dimensión eco-
nómica; si la actividad no es viable, no se puede 
mantener. En el desarrollo y extensión de la idea 
de sostenibilidad ha existido un sesgo evidente 
hacia la dimensión medioambiental, es decir, prin-
cipalmente un llamamiento a evitar la sobreexplo-
tación de recursos y/o contaminación del medio 
ambiente12. En turismo, el apoyo a turismo verde o 
ecoturismo parecía que venía a cubrir esta dimen-
sión. Sin embargo, determinados sectores tienen 
que considerar, necesariamente, los impactos so-
cio-culturales. En el caso del turismo esto es de vi-
tal importancia por las consecuencias que puede 
tener sobre las comunidades, especialmente las 
más débiles en países y regiones con identidades 
culturales específicas y diferenciadas, con comu-

nidades indígenas que conviven con el turismo, 
pero también, como estamos viendo en España, 
en la población residente de destinos saturados.

El siguiente paso desde la OMT fue la propues-
ta de una serie de propuestas políticas para la 
agenda de la sostenibilidad en turismo, es decir, 
objetivos por áreas relevantes de política (UNW-
TO, 2005):

1) �Viabilidad económica: garantizar la viabilidad 
y la competitividad de los destinos turísticos y 
empresas, para que puedan seguir prosperan-
do y ofrecer beneficios en el largo plazo.

2) �Prosperidad local: maximizar la contribución 
del turismo a la prosperidad económica del 
anfitrión destino, incluida la proporción del 
gasto de los visitantes que se conserva local-
mente.

3) �Calidad del empleo: fortalecer la cantidad y 
calidad de empleos locales creados y respal-
dados por turismo, incluido el nivel de remu-
neración, las condiciones de servicio y la dis-
ponibilidad para todos sin discriminación por 
género, raza, discapacidad o de otra manera.

4) �Equidad social: buscar una distribución am-
plia y justa de los beneficios económicos y 
sociales de turismo en toda la comunidad re-
ceptora, incluida la mejora de las oportunida-
des, ingresos y servicios disponibles para los 
pobres.

5) �Cumplimiento con el turista: brindar una ex-
periencia segura, satisfactoria y gratificante 
para los visitantes, disponible para todos sin 
discriminación por género, raza, discapacidad 
u otras formas.

6) �Control local: involucrar y empoderar a las co-
munidades locales en la planificación y toma 
de decisiones sobre la gestión y el desarrollo 
futuro del turismo en su área, en consulta con 
otras partes interesadas.

7) �Bienestar de la comunidad: mantener y forta-
lecer la calidad de vida en las comunidades lo-

–
12.  Véase, por ejemplo, OECD (2018-a)
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cales, incluyendo estructuras sociales y acce-
so a recursos, servicios y sistemas de soporte 
vital, evitando cualquier forma de degradación 
o explotación social.

8) �Riqueza cultural: respetar y mejorar el patri-
monio histórico, la cultura auténtica, las tra-
diciones y distintivo de las comunidades de 
acogida.

9) �Integridad física: mantener y mejorar la cali-
dad de los paisajes, tanto urbanos como ru-
rales, y evitar la degradación física y visual del 
medio ambiente.

10) �Diversidad biológica: para apoyar la conser-
vación de áreas naturales, hábitats y vida sil-
vestre, y minimizar el daño a ellos.

11) �Eficiencia de recursos: minimizar el uso de 
recursos escasos y no renovables en el de-
sarrollo y operación de instalaciones y servi-
cios turísticos.

12) �Pureza ambiental: minimizar la contamina-
ción del aire, el agua y la tierra y la genera-
ción de desechos por parte de las empresas 
y turistas.

La propuesta de introducir indicadores para la 
medición y el seguimiento del turismo sostenible 
ya había sido considerada por diversos expertos 
e instituciones, considerándolo como el instru-
mento para medir, evaluar y realizar el segui-
miento de los objetivos que se persiguen con el 
desarrollo sostenible, y ha seguido trabajándose 
desde la academia y algunas instituciones (Man-
ning, Clifford, Dougherty, 1996; Blázquez, Murray, 
Garan, 2001; UNWTO, 2004; UNWTO, 2005; Men-
doza, Hernández, 2017). En 2004 la OMT propu-
so algo más de 700 indicadores agrupados en 
13 áreas. La Unión Europea lleva años trabajan-
do en propuestas de medición e indicadores del 
turismo sostenible (Comisión Europea, 2006); en 
2013 puso en marcha el Sistema Europeo de In-
dicadores Turísticos (ETIS), con el fin de ayudar 
a los destinos turísticos a controlar y medir los 
resultados de su turismo sostenible (Comisión 
Europea, 2016). Constituye una propuesta co-
mún que permite realizar comparaciones para 
realizar un seguimiento y evaluar el sector.

Recientemente, el WTTC (2016) identificaba las 
siguientes tendencias en el ámbito del desarrollo 
sostenible:

• �Iniciativas más innovadoras impulsadas a es-
cala.

• �Proyectos que involucran a diferentes indus-
trias turísticas y que utilizan sinergias con em-
presas fueras del sector.

• �La sostenibilidad como parte intrínseca del mo-
dus operandi de una empresa, no simplemente 
parte de un esfuerzo filantrópico.

• �Participación mediática y cobertura de temas e 
iniciativas de turismo sostenible, para impulsar 
mejoras, compartir historias de éxito y promo-
ver las mejores prácticas.

Las certificaciones existentes, que podrían con-
siderarse como elementos informadores de 
algunos aspectos de medición de la sostenibi-
lidad, están orientados principalmente, hacia as-
pectos como la calidad y el ahorro de recursos 
(energía, agua). Este sería el caso de certificacio-
nes como las Banderas Azules o las normas ISO. 
Las certificaciones del Global Sustainable Tou-
rism Council y de Biosphere cubren tanto a em-
presas como a destinos, aunque están poco ex-
tendidas. Como destaca The Economist (2017), 
las ONG y algunos grupos empresariales están 
llenando, en parte, este vacío, complementando 
el esfuerzo de organizaciones internacionales y 
algunos países. La creación de planes de acredi-
tación, la gestión de programas de capacitación 
y la promoción de políticas turísticas sostenibles 
a diferentes niveles gubernamentales son sólo 
algunos ejemplos de cómo estas organizacio-
nes están tomando un papel protagonista en el 
desarrollo del turismo sostenible. 

La OMT aprobó en 1999 el Código Ético del Tu-
rismo (CET), que en su artículo 3 hace alusión 
directa al turismo como factor de desarrollo sos-
tenible. A pesar de los años transcurridos des-
de su aprobación existe todavía una importan-
te labor pendiente: un desarrollo del CET que lo 
transforme en un elemento operativo y efectivo 
de apoyo al desarrollo turístico sostenible y no 
únicamente en una expresión de voluntades. La 
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Comunidad Valenciana aprobó recientemente 
el “Código Ético del Turismo Valenciano. Por un 
Turismo Responsable y Sostenible” con la idea 
de contribuir al desarrollo de un turismo con los 
siguientes valores: cordialidad, respeto, inclu-
sión, sostenibilidad y profesionalidad13. Es una 
iniciativa interesante que deberá ser valorada en 
el futuro en función de sus resultados. 

Otros ejemplos en esta línea serían aquellos 
relacionados con moratorias en la apertura o 
construcción de nuevos alojamientos turísti-
cos, como la moratoria turística de Lanzarote, 
basada en la Estrategia de Desarrollo Sosteni-
ble Lanzarote en la Biosfera, y que consistió en 
no conceder nuevas licencias de construcción 
turísticas desde los ayuntamientos mientras 
se tramitaba el Plan Insular de Ordenación del 
Territorio (PIOT)14. En las Islas Baleares las li-
mitaciones a las nuevas plazas alojativas han 
culminado, ya en 2017, con la reforma de la Ley 
de Turismo para incluir un tope en el número de 
plazas turísticas legales (623.624), aunque se 
pretende reducir este tope en 120.000 plazas en 
los próximos años15. Otro ejemplo en esta línea 
sería la paralización en la concesión de licencias 
como paso previo a la elaboración del Plan es-
pecial de regulación de alojamientos turísticos 
puesta en marcha por la alcaldesa Ada Colau 
en Barcelona. En definitiva, existen acciones de 
instituciones, de ONG y de empresas privadas 
que señalan líneas de acción interesantes. Sin 
embargo, continúan siendo acciones aisladas y, 
en general, parciales e insuficientes para avan-
zar en la idea del turismo sostenible. Desde la 
perspectiva de políticas públicas no ha existido 
en España una acción deliberada e integral en 
este sentido. El desarrollo del ecoturismo, el 
turismo rural, el turismo verde, la adhesión a la 
Carta Europea de Turismo Sostenible en espa-
cios protegidos, constituyen ejemplos de accio-
nes positivas pero insuficientes. La apuesta de 
los destinos españoles por el turismo sostenible 
y responsable es incipiente y la apuesta del sec-
tor privado todavía minoritaria (OPEX, 2017). La 
extensión de las certificaciones pone de relieve 
una paradoja: en la mayoría de certificaciones, 
las comunidades, las personas continúan sien-

do las grandes olvidadas. Es momento de incluir 
la medición de las condiciones laborales de los 
trabajadores, la detección de brechas salariales 
por cuestión de género, las oportunidades que 
empresas y destinos ofrecen a sus empleados, 
las condiciones de trabajo, la satisfacción de la 
comunidad con el turismo... Es decir, hay que 
avanzar en la consideración de la persona y de 
las comunidades como elementos centrales de 
la industria turística.

MEDICIÓN DEL TURISMO SOSTENIBLE 

La adopción de los indicadores sigue siendo una 
asignatura pendiente. En un reciente estudio rea-
lizado sobre la introducción de sistemas de indi-
cadores se concluía que Francia y Alemania eran 
los países que destacaban por su compromiso 
con el turismo sostenible: en el caso de Francia, 
los reglamentos establecen metas y directrices 
específicas en áreas como la capacidad de car-
ga y el transporte turístico; Alemania destaca 
cuando se trata de una acción coordinada para 
mejorar la sostenibilidad medioambiental en el 
turismo. Tiene sistemas en su lugar tales como 
evaluaciones de impacto ambiental obligatorias 
para medir, monitorear y reducir el uso de agua 
y energía en la industria, y para reducir las emi-
siones de gases de efecto invernadero (The Eco-
nomist, 2017).

En 2017, la OMT organizó una reunión en Manila 
centrada en la medición del turismo sostenible. De 
aquella reunión se aprobó el documento Manila Call 
for Action on Measuring Sustainable Tourism (UNW-
TO, 2017-a) del que destacamos lo siguiente:

• �la necesidad de comprender y seguir mejor el 
progreso hacia un sector turístico mundial sos-
tenible es más acuciante que nunca.

• �los datos fiables y completos sobre la sosteni-
bilidad del turismo son clave para unas políti-
cas y gestión efectivas, basadas en la eviden-
cia, con el fin de superar desafíos actuales y 
aprovechar las oportunidades.

–
13.  http://www.turisme.gva.es/turisme/es/files/pdf/Codigo_Etico_Turismo_Valenciano.pdf
14.  http://www.cabildodelanzarote.com/areas/presidencia/biosfera/moratoria/pasa3.htm 
15.  https://politica.elpais.com/politica/2017/08/08/actualidad/1502206000_805628.html



INFORME SOBRE SOSTENIBILIDAD EN ESPAÑA 2018

123

• �abogar por el desarrollo de un marco estadís-
tico para medir el turismo sostenible (MST 
Framework) que amplía los marcos actuales 
más allá de su enfoque principalmente econó-
mico, para incorporar dimensiones ambienta-
les, sociales y culturales, a través de niveles 
espaciales acordados (global, nacional y sub-
nacional) y prestando atención a considera-
ciones temporales.

• �el desarrollo e implementación de un MST Fra-
mework es el siguiente paso crítico para com-
prender, analizar y apoyar políticas y prácticas 
turísticas universales, intersectoriales y sos-
tenibles y prácticas que funcionan a partir de 
una base de información integrada, coherente 
y sólida.

• �el diseño y la implementación de un marco de 
MST es una prioridad en el contexto de la medi-
ción del progreso hacia el logro de los objetivos 
de desarrollo sostenible (ODS) y en respuesta a 
las necesidades de los gobiernos y de los acto-
res del turismo.

En España, la adopción de sistemas de indicado-
res para el turismo sostenible es una asignatura 
pendiente. Varias razones pueden explicar esta 
falta de acción, aunque destacaríamos, muy 
especialmente, la falta de interés político en su 
desarrollo e implantación. Urge una acción de 
liderazgo efectiva y consensuada que permita 
avanzar en el establecimiento de algún siste-
ma efectivo de indicadores de sostenibilidad 
en turismo. La adopción del mismo supondría 
un paso de gran importancia para la medición 
de la sostenibilidad desde diferentes ámbitos, el 
establecimiento de estándares, la consideración 
de las especificidades de cada territorio, la adop-
ción de objetivos concretos en el contexto de la 
política turística y la capacidad de análisis com-
parativos en el contexto internacional. 

Un país líder en turismo como España podría po-
sicionarse en el establecimiento de un sistema 
innovador de indicadores de sostenibilidad con-
sensuados con los agentes participantes en la 
actividad turística: el sector privado; el sector pú-
blico en sus diferentes niveles administrativos; y 
el sector terciario en una gama muy diversa de 
instituciones (ONG, instituciones educativas y de 

investigación, etc.) y representantes de la pobla-
ción residente. La existencia de 17 CCAA, más 
Ceuta y Melilla, con plenas competencias en ma-
teria de turismo debe verse como una oportuni-
dad de enriquecimiento en el desarrollo de esta 
propuesta, y no como una dificultad añadida. Su 
adopción es cada vez más necesaria teniendo en 
cuenta el éxito cuantitativo del mercado turístico 
español y las presiones que indican ya límites al 
crecimiento: aumento de precios, actitudes de 
rechazo por parte de los residentes, procesos de 
gentrification turística con la expulsión de la po-
blación residente del centro de las ciudades, etc. 
Estas presiones aumentarán, previsiblemente, 
como consecuencia del cambio climático.

La estructura del sector turístico añade dificulta-
des en el avance hacia la sostenibilidad en dos 
direcciones. Primero, por la diversidad de sub-
sectores que forman lo que conocemos como 
turismo (alojamiento, restauración, intermedia-
ción, transporte, comercio, etc.) y las diferentes 
situaciones que hay que considerar. Segundo, 
porque en turismo nos encontramos con una 
cierta polarización en las estructuras empre-
sariales: presencia de grandes empresas y de 
PYMES. Tampoco esto favorece la aplicación 
de prácticas sostenibles, especialmente entre 
las PYMES que suelen tener mayores dificulta-
des financieras. Las asociaciones empresariales 
podrían jugar un papel interesante a la hora de 
implicar a las PYMES en proyectos que profundi-
cen en prácticas sostenibles.

Desde la perspectiva pública, la situación tampo-
co es fácil si consideramos el Gobierno Central, 
las Comunidades Autónomas y los municipios 
que acaban siendo los gestores de los destinos 
turísticos por la combinación de competencias 
y límites administrativos. El foco en el desarro-
llo de indicadores se ha situado, como señala la 
OMT (UNWTO, 2016), en aquellos interesantes 
a escala local, generalmente desconectados de 
una visión nacional. Además, la selección de los 
indicadores se ha hecho en función de algunos 
temas. Por todo ello, se ha producido un escaso 
desarrollo de las estadísticas adecuadas para 
el seguimiento y evaluación de la sostenibili-
dad, especialmente grave en el caso de la parte 
medioambiental ligada al turismo.
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Adaptando la reflexión de UN (2008) al turismo 
sostenible, podemos afirmar que existen algu-
nos aspectos que sí pueden destacarse cuando 
nos referimos al desarrollo turístico sostenible:

– �Incorpora la idea de desarrollo a largo plazo

– �Introduce un aspecto dinámico. Es decir, hay 
diferentes posibilidades de desarrollo; algunas 
serán sostenibles y otras no.

– �El simple hecho de ser sostenible no implica 
que sea socialmente deseable.

En general, la visión más extendida es que el 
desarrollo sostenible debería garantizar tanto el 
bienestar de las generaciones presentes como 
de las futuras. Por ello, la medición de la soste-
nibilidad no puede plantearse como estrategia 
a corto plazo. En el caso español, los planes tu-
rísticos tienen un horizonte temporal de cuatro 
años. Sería conveniente plantear la medición de 
la sostenibilidad como estrategia a largo plazo, 
superando los ciclos electorales.

La medición del turismo reviste una gran difi-
cultad. Como ya hemos comentado, esta difi-
cultad deriva, principalmente, de la complejidad 
que tiene acotar el concepto y alcanzar una de-
finición operativa. Pero la gestión se apoya en 
conocimiento e información, y estos requieren 
medición. No hay sistemas de medición de va-
lidez universal aplicables a diferentes países, re-
giones, destinos, empresas16. Y resulta evidente 
que “el turismo ya no puede ser tratado como un 
producto circunscrito a un sector económico, ni 
medirse exclusivamente con variables como la 
aportación al PIB o el gasto por visitante. Hay 
que trascender las voces de los agentes implica-
dos para favorecer un debate público en torno a 
los intereses colectivos…” (Ajuntament de Barce-
lona, 2017; p. 4). 

Si hasta ahora el esfuerzo y el interés se ha di-
rigido a medir principalmente los impactos po-
sitivos del turismo (empleo generado directa e 
indirectamente, aportación al PIB, ingresos por 
turismo, número de llegadas internacionales), 
es hora de avanzar hacia la medición de otros 

impactos que nos ayuden a obtener una visión 
integral del fenómeno en nuestro país. En esta 
línea de acción, la propuesta del sistema de in-
dicadores europeo (ETIS) podría utilizarse como 
un punto de partida y referencia para el desarro-
llo de las mediciones.

El avance hacia la medición de la sostenibilidad 
no puede hacerse utilizando los mecanismos de 
decisión tradicionales. La diversidad de actores 
que participan en el desarrollo de la actividad tu-
rística, los impactos y consecuencias que tiene 
exigen superar procesos de decisión no partici-
pativos. A finales del siglo pasado comienza a 
hablarse de Gobernanza como expresión de la 
necesidad de avanzar hacia nuevas formas de 
toma de decisiones en turismo. Como señala 
Velasco (2015), la gobernanza implica: (1) el de-
sarrollo de espacios de relación no sometidos 
siempre, ni en todo momento, a los principios de 
jerarquía o mercado; (2) la mejora de la toma de 
decisiones colectivas; (3) el establecimiento de 
cauces que permitan un trabajo conjunto entre 
una pluralidad de actores y (4) el diseño de nue-
vos procesos de gestión y desarrollo de lo públi-
co y colectivo.

El partnership público-privado ha mostrado ser un 
vehículo interesante para el desarrollo de ciertas 
áreas de política turística, especialmente las de 
promoción y distribución. Sin embargo, la incor-
poración del tercer agente implicado en la Polí-
tica Turística (la población, las ONG, entidades 
educativas y de investigación, etc.) es todavía 
insuficiente. Una amplia participación no es sólo 
una forma de implicar a todos los agentes en de-
cisiones que van a afectar a nuestra vida, es la 
forma de hacer consciente los beneficios y los 
riesgos que existen en la expansión del turismo. 
Se trata, en definitiva, de avanzar en participación 
democrática en decisiones de gran relevancia 
para los espacios de convivencia y de producción 
que están/serán transformados por el turismo. 

POLÍTICA TURÍSTICA RECIENTE

España ha sido un líder indiscutible en Política 
Turística desde la aprobación del primer Plan Fu-

–
16.  https://www.thesunprogram.com/ 
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tures en 1992. Desde entonces, la planificación 
a cuatro años ha marcado los objetivos y los 
programas a desarrollar para mejorar el sector 
turístico, salvo alguna excepción. En general, la 
Política Turística española ha ayudado significa-
tivamente a avanzar en muchos aspectos que 
en estos momentos son ya comunes en turismo: 
promoción y marketing, infraestructuras, apoyo 
a la creación de nuevos productos turísticos, a la 
creación de empresas y a la innovación, mejora 
de la calidad y establecimiento de indicadores de 
gestión, apoyo a la formación en turismo, mejora 
de la protección medioambiental y de los recur-
sos culturales, etc. (OECD, 2018).

El Plan Nacional e Integral del Turismo (PNIT) 
2012-2015 siguió la tradición de desarrollar los 
principios de la Política Turística a través de Pla-
nes. El Gobierno no ha realizado ninguna pro-
puesta de un nuevo Plan que sirva de elemento 
de consenso entre las diferentes CCAA y de guía 
para las acciones público-privadas en materia 
de turismo en España. En la mayoría de los ejes 
establecidos se trata de una continuidad de los 
Planes turísticos anteriores, aunque con una im-
portante restricción en el gasto. Al fin y al cabo, 
la Política Turística española está también sujeta 
a las restricciones de una política gubernamen-
tal protagonizada por la austeridad. Del análisis 
del PNIT 2012-2015, destacaremos lo siguiente 
(Pedro, 2014):

– �La sostenibilidad no figura como objetivo prin-
cipal que enmarque la actuación en materia de 
turismo en el PNIT 2012-2015, y cuando apa-
rece el término hace más bien referencia a su 
dimensión temporal, es decir, a la perspectiva 
de mantenimiento de la actividad en el largo 
plazo. Es decir, a efectos de gestión y gober-
nanza, la idea de sostenibilidad está totalmen-
te ausente, salvo una o dos alusiones, pero sin 
contenido de desarrollo.

– �No hay ninguna referencia ni medida que in-
troduzca el reto del cambio climático en la 
política turística española, tanto si atendemos 
a las acciones de mitigación como de adap-
tación. La austeridad y, en consecuencia, la 
restricción del gasto público puede explicar 
esta ausencia. Pero tampoco se contemplan 
medidas de mitigación de coste reducido es-

pecialmente las dirigidas a la mejora energé-
tica y energías renovables, por ejemplo. Los 
recientes cambios legislativos han penalizado 
la utilización de energías renovables.

– �Un elemento interesante del Plan es el segui-
miento de las medidas propuestas en el mis-
mo, que nos ayudaría a avanzar en el análisis 
de las Políticas Turísticas. Pero hace falta 
avanzar en dicho seguimiento en una línea 
más transparente, con indicadores claros, con 
variables correctamente definidas y abiertas al 
análisis. Los informes de seguimiento disponi-
bles en la propia web de la Secretaría de Turis-
mo informan del avance en cada eje y medida, 
pero no ofrece información sobre cómo se ha 
llegado a esos porcentajes sobre el grado de 
cumplimiento. La escasez de medios finan-
cieros puede explicar la reivindicación que se 
hace en el propio Plan sobre objetivos prácti-
cos y realistas, sin embargo, deberíamos con-
tar con más información para conocer exacta-
mente qué tipo de medidas se están llevando 
a cabo, cuál ha sido la prioridad de su desarro-
llo, qué gasto implican y dónde se están ejecu-
tando principalmente. 

En definitiva, olvida totalmente la sostenibilidad 
como paradigma para el desarrollo turístico, es-
tableciendo y reforzando las relaciones entre la 
competitividad y los principios de conservación 
medioambiental y sociocultural del país, tal y 
como destacaba en el plan anterior, el Plan del 
Turismo Horizonte 2020.

Sostenibilidad y competitividad constituyen los 
dos objetivos últimos de cualquier política turís-
tica. Los Plantes de Turismo en España desde el 
año 1992 han dado prioridad a la competitividad 
del sector turístico. Y, aunque la sostenibilidad 
ha estado siempre presente, ha estado subor-
dinada a la competitividad. Ambos objetivos se 
complementan y refuerzan. No se puede ser 
sostenible sin ser competitivo, y viceversa.

Como señala la OMT (2017-b), la mitigación 
de los impactos negativos debe ir más allá de 
la eficiencia de los recursos e incluir medidas 
más drásticas a lo largo de toda la cadena de 
valor del turismo. Existe poca conciencia de los 
beneficios económicos de la sostenibilidad: las 
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empresas de turismo la perciben exclusivamen-
te como un coste en el ámbito exclusivo de su 
negocio privado. Hay que compatibilizar coste 
social y beneficio privado. En particular las PY-
MES carecen, a menudo, de conciencia de cómo 
los esfuerzos y la inversión en operaciones co-
merciales sostenibles también pueden impulsar 
significativamente la competitividad y la rentabi-
lidad, al tiempo que aumentan la satisfacción de 
los clientes y la comunidad de acogida.

En definitiva, sostenibilidad y competitividad son 
“un binomio inseparable. Resulta hoy inapelable 
abordar la competitividad del destino bajo crite-
rios de sostenibilidad y responsabilidad. El des-
tino ya no puede pensarse de otra manera que 
no sea garantizando su viabilidad en el tiempo y 
en el espacio; y debe hacerse de forma integra-
da, contextualizada” (Ajuntament de Barcelona, 
2017; p. 19).

CONCLUSIONES

A pesar del éxito de la Política Turística españo-
la en las últimas décadas, medido en términos 
del crecimiento del sector en el país (número de 
visitantes e ingresos por turismo), el modelo tu-
rístico español debe ser revisado para abordar 
decididamente la cuestión de la sostenibilidad. 
Los síntomas de rechazo y de agotamiento o so-
bre-explotación de los recursos son evidentes en 
algunos de las áreas turísticas más importantes. 
Esta revisión debe hacerse con una perspectiva 
a largo plazo, donde el consenso es el elemento 
clave. La mejora de la gobernanza turística cons-
tituye también una prioridad para el desarrollo 
del proceso. La implicación de todos los agentes 
de la política turística, especialmente aquellos 
ubicados en el Tercer Sector.

Un país líder en turismo como España puede 
liderar, también, el proceso hacia la medición, 
evaluación y seguimiento del turismo soste-
nible. El impacto sobre la imagen y el posicio-
namiento de nuestros destinos debe ser, en el 
medio y largo plazo, positiva. Por el lado de las 
empresas del sector, el cambio debe producirse 
para aprovechar las oportunidades y beneficios 
de la sostenibilidad.

Un paso fundamental en este proceso es la me-
dición del turismo sostenible. Para ello, se han de 
mejorar la información estadística, ampliando la 
obtención de datos sobre todo tipo de impactos 
del sector. Pero también sería de gran utilidad el 
seguimiento de las medidas de Política Turística 
para evaluar el grado de éxito o fracaso de las 
mismas. 

El desarrollo y adopción como guías de acción 
en el ámbito turístico implicaría, sin duda, la ne-
cesidad de actuar decididamente para controlar 
ciertos impactos no deseables. Es decir, adoptar 
medidas de control, limitación y regulación que 
en un contexto de predominio de ideologías neo-
liberales resultan excesivamente incómodas y, 
para algunos, excesivamente restrictivas en la 
búsqueda del beneficio de las empresas.

A los tres pilares anteriores deberíamos añadir 
un cuarto: el político. Lo que está en juego es tan 
importante que las decisiones –determinadas de-
cisiones– no pueden dejarse en manos de unos 
pocos. La dimensión democrática exige la partici-
pación de todos los agentes y no sólo de aquellos 
que por su posición económica pueden decidir 
qué hacer con los recursos. La gobernanza turís-
tica que hace referencia a nuevas formas de toma 
de decisiones o participación en las mismas de 
los agentes implicados en el ámbito del turismo: 
sector público, sector privado, tercer sector. 

En definitiva, mejorar la información y los cana-
les de decisión para garantizar que la contribu-
ción del turismo se realice en las mejores condi-
ciones y alcance a todos los agentes:

“A well-designed and well-managed tourism can 
make a significant contribution to the three dimen-
sions of sustainable development and has close 
linkages to other sectors and can create decent 
jobs and generate trade opportunities”. UN Resolu-
tion 66/288 “The future we want” (2012).
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España cuenta con unas condiciones bioclimá-
ticas y una meteorología desafiantes en buena 
parte del territorio peninsular y los archipiélagos. 
Esas condiciones naturales coexisten con un 
modelo productivo basado, en una parte signi-
ficativa, en actividades intensivas en el uso de 
agua. La existencia de ventajas comparativas e 
incentivos en algún sentido perversos (pues in-
ducen a un mayor uso del recurso) agudiza los 
desafíos para la política de agua que, en la prác-
tica, termina siendo un mecanismo correctivo 
para la mitigación de impactos generados por 
otras actividades económicas. Una política de 
agua con luces y sombras, larga experiencia en 
planificación hidrológica y diferentes fallos en la 
gobernanza del agua, describen un contexto en 
el que son tantos los desafíos como las oportu-
nidades, siempre y cuando se adopte una mira-
da de largo plazo, tal y como demanda la gestión 
sostenible de los recursos hídricos en un contex-
to de ineludible adaptación al cambio climático. 

La demanda de agua a nivel mundial (4,6 mi-
llones de hm3 al año, el 11% de los recursos de 
agua dulce) ha aumentado a una tasa sostenida 
del 1% anual desde 1960, según la FAO (2016). 
La agricultura es responsable de un 69% de las 
extracciones de agua en el mundo. Con estos 
niveles de uso, se espera que el volumen de ex-
tracciones para regadío, la mayor parte del total 
entre los diferentes usos del agua para la agri-
cultura en países del Mediterráneo, por ejemplo, 
se incremente en un 5,5% anual, en promedio, 
hasta 2050 (según FAO, 2011). El resto de usos 

también será responsable del incremento de la 
demanda de agua a nivel mundial (por ejemplo, 
la industria manufacturera, cuya extracción de 
agua se estima que crecerá hasta un 400%): 
todo ello apunta, en conjunto, a crecimientos 
medios totales del 20-30% hacia 20501(Burek et 
al., 2016; WWAP, 2018).

La brecha entre la disponibilidad de agua a lar-
go plazo y la demanda de agua se agudizará 
cada vez más bajo estos supuestos, salvo que 
se actúe para quebrar esta tendencia. Esta difi-
cultad, además, se ve amplificada por el cambio 
climático (y por la velocidad del mismo, que es 
lo realmente significativo) en las latitudes en las 
que se proyecta un descenso de los recursos hí-
dricos disponibles, como la región del Mediterrá-
neo (IPPC, 2014), tanto en los países del norte de 
África como del sur de Europa. 

Por otro lado, la disponibilidad de recursos hí-
dricos está intrínsecamente ligada a la calidad 
del agua (las aguas contaminadas de uno u otro 
modo excluyen determinados usos, por ejem-
plo). Cuando se demanda agua, de hecho, no se 
demanda en abstracto sino en un lugar especí-
fico, en un momento concreto, con cierta esta-
bilidad en el suministro, con un gradiente dado, 
con ciertas características cualitativas, etc. Con 
las pautas actuales de producción y consumo, 
la calidad del agua continuará deteriorándose 
en las próximas décadas, poniendo así en mayor 
riesgo, si cabe, la salud pública y la calidad de los 
diferentes ecosistemas (WWAP, 2017).

EL DESAFÍO DE LA SEGURIDAD HÍDRICA 
EN ESPAÑA EN UN CONTEXTO DE 
ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO
–
Marta Arenas / Gonzalo Delacámara.
Investigadora / Coordinador del Área de Economía del Agua del Instituto IMDEA Agua.

–
1. Para 2050 se proyecta un crecimiento de la población mundial del 32% con respecto a 2015 (UN, 2017). Para ese año, 2050, el 66% de la población mundial será 
urbana, alcanzando los 6.400 millones de personas, es decir, un crecimiento acumulado del 64% desde 2014 (UN, 2014). El proceso de urbanización es en buena medida 
más determinante que el de crecimiento demográfico en relación a la gestión sostenible del agua.
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La provisión de servicios de agua es no sólo un 
objetivo específico dentro de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS), parte de la imple-
mentación de la Agenda 2030 (UN, 2015), sino 
un elemento transversal para conseguir gran 
parte de los demás, incluso en países más de-
sarrollados como España. Sólo a través de una 
adecuada coordinación de políticas sectoriales 
será posible alcanzar objetivos en diversas áreas 
interrelacionadas o evaluar los efectos que las 
políticas en un área pueden tener en el logro de 
los objetivos en otra (Griggs et al., 2017). De he-
cho, como se apuntaba previamente, casi todo lo 
relevante a la gestión sostenible de los recursos 
hídricos ocurre fuera del ámbito en sí de la polí-
tica de agua.

El agua es un recurso natural que ha de ser ges-
tionado a través de políticas que garanticen su 
calidad y renovación. A fin de cuentas, es un 
factor limitante para el desarrollo social y econó-
mico que requiere de medidas adecuadas para 
garantizar usos sostenibles, especialmente en 
zonas áridas y semiáridas como las que definen 
buena parte del territorio español y otras zonas 
similares del planeta. La salud pública, el medio 
ambiente, la agricultura, la industria, la energía y 
el transporte son áreas de política pública que 
no deberían formularse en sentido estricto sin 
considerar la disponibilidad de agua a medio y 
largo plazo. La planificación territorial, el desa-
rrollo regional, la cohesión social, son igualmen-
te ámbitos de la política pública que, aunque sin 
duda tienen un alcance más amplio, están condi-
cionadas inequívocamente por la gestión de los 
recursos hídricos en las cuencas hidrográficas 
(Akhmouch y Nunes-Correia, 2016). 

Evaluar la política de agua en función de su 
sostenibilidad, su robustez, el aumento de la re-
siliencia de los sistemas sociales y ecológicos, 
junto a criterios más convencionales como los 
de coste-eficacia, eficiencia, equidad, aceptabili-
dad social, viabilidad política, encaje en el marco 
institucional vigente, etc., parece un imperativo. 
El agua dista de ser un tema sectorial o estric-
tamente ambiental; su gestión se enfrenta a 
conflictos y decisiones con implicaciones trans-
versales y a distintas escalas espaciales y tem-
porales. Las políticas públicas para la gestión del 
agua, en coherencia con el resto de políticas; los 

incentivos económicos; las preferencias socia-
les explican no sólo las pautas de uso del agua o 
de su gestión sino también cómo nos enfrenta-
mos como sociedad a corto, medio y largo plazo 
al objetivo de garantizar la seguridad hídrica. 

De facto, la evidencia internacional muestra que 
cuando se habla de crisis de agua, de escasez, 
de sequía, de efectos de las inundaciones o de 
degradación de fuentes naturales de oferta, en 
realidad se está aludiendo a una crisis de ges-
tión, a fallos de gobernanza (Akhmouch y Caña-
mas, 2018). Esos errores amenazan la seguridad 
hídrica a largo plazo y con ella el bienestar de la 
sociedad, la posibilidad de progresar, si bien re-
presentan a la vez oportunidades inequívocas 
para actuar. 

Los desafíos principales de la política de agua en 
España, analizados en el siguiente epígrafe, se 
refieren en buena medida a procesos de carácter 
global, aunque presenten rasgos específicos del 
contexto regional (esencialmente de los países 
mediterráneos), nacional y local. Es importan-
te recordar algo así para salir del equívoco fre-
cuente de presentar la gestión del agua como un 
tema local o regional cuando, en realidad, el de-
safío es esencialmente mundial. Entender cómo 
se conectan la escala global y la local es impres-
cindible para dar respuestas satisfactorias des-
de la política. 

DESAFÍOS DE LA POLÍTICA DE AGUA

En un contexto desafiante en torno a los recur-
sos hídricos, no idéntico pero sí equivalente al 
que se da en otras regiones del planeta como el 
resto de la cuenca mediterránea, los países de 
Oriente Medio, el centro de Asia, amplias zonas 
de China o India, la costa del Pacífico peruano, 
el norte de Chile, los estados del oeste de EEUU, 
Australia, Singapur, etc., la política de agua debe 
dar respuesta a tales desafíos, potenciados o 
minimizados en función de estrategias más o 
menos erróneas (cuando no ausentes) o acerta-
das y que se vertebran en torno a los siguientes 
objetivos de política pública:

– �La gestión de la escasez estructural o cróni-
ca, las sequías y el riesgo de ocurrencia de 
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estos eventos extremos, iniciados con un des-
censo relevante pero coyuntural de las precipi-
taciones, que se traslada a un descenso  de las 
reservas hídricas (en infraestructuras de alma-
cenamiento) y, finalmente, a todas las activida-
des económicas y la provisión de servicios de 
agua en mayor o menor medida. España tiene 
una meteorología y unas condiciones climáti-
cas exigentes para el desarrollo económico y 
social. Excepto en el norte y en algunas áreas 
del centro al noroeste de España, el 70% del 
territorio se encuentra en riesgo de desertifi-
cación (Martínez-Valderrama et al., 2016), zo-
nas áridas y semiáridas que se caracterizan 
por un régimen de precipitaciones inferiores al 

promedio nacional y menos recursos hídricos 
disponibles a largo plazo por unidad de super-
ficie y per cápita, además de una gran variabi-
lidad no sólo estacional entre años húmedos y 
secos2. En el momento de escribir este texto, 
en tres cuencas hidrográficas está declarada 
la sequía vía decreto (Segura, Júcar, Duero), y 
dos más estuvieron en proceso de declaración 
(Guadalquivir y Tajo) hasta el comienzo de pre-
cipitaciones algo más intensas en el mes de 
abril de 2018. 

– �La gestión de las inundaciones y el riesgo de 
inundación, tras episodios de lluvias torrencia-
les (en el caso del sureste peninsular, por ejem-

–
2. Por ejemplo, el año 2017 fue caracterizado como húmedo en el sureste peninsular, superando los valores normales de precipitación acumulada en zonas de la provincia 
de Alicante, área en la que en 2015 no se alcanzó el 50% del valor normal (con datos procedentes del resumen climatológico anual de la AEMET, 2015, 2017). Estas áreas 
también muestran elevada variabilidad estacional, con meses muy húmedos como el de enero de 2017 (duplicando o triplicando los valores normales), frente a meses 
muy secos (en los que no se alcanzó el 25% del valor normal), como el de noviembre de 2017 (informes climatológicos mensuales de la AEMET, 2017).

FIG.1.
Mapa de aridez en España, que muestra la relación entre precipitaciones y evapotranspiración. 

Fuente: MAPAMA, Programa de Acción Nacional contra la Desertificación, 2015a.
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plo) o persistentes (en el caso del Ebro y sus 
afluentes, con crecidas que triplican su caudal 
en sólo cinco días, por ejemplo a su paso por 
Zaragoza), que se dan también de forma recu-
rrente. Más de 700.000 personas en España 
viven en zonas con riesgo significativo de inun-
dación, según el informe conjunto sobre los 
Planes de Gestión del Riesgo de Inundaciones 
de 2015 (MAPAMA, 2015b). El 65% del territo-
rio situado en zonas inundables corresponde a 
usos agrarios. Según ese informe, la inversión 
prevista para las actuaciones incluidas en los 
planes para el periodo 2016-2021 asciende a 
491 millones de euros, mientras que los cos-
tes por indemnización sobrevenidos de estos 
episodios en el periodo 1987-2016, según el 
Consorcio de Compensación de Seguros (CCS, 
2018), se ha cifrado en más de 4.800 millones 
de euros (el doble, en promedio, que la inver-
sión prevista si lo asimilamos a periodos de 
seis años de planificación, y el 70% de todas 
las cuantías desembolsadas para indemnizar 
por riesgos extraordinarios en España, entre 
los que además de las inundaciones están ci-
clones, terremotos y ataques terroristas). 

– �La gestión del deterioro de la calidad del agua 
por presiones como la contaminación difu-
sa por fertilizantes, pesticidas o herbicidas; 
puntual a través de vertidos con compuestos 
químicos o aguas residuales, industriales o 
domésticas; contaminantes de origen diverso 
por deficiente gestión de las aguas pluviales 
(aguas de tormenta), etc. La gestión de este 
desafío está vinculada a la de los dos prime-
ros: cuando hay menos agua las sustancias se 
concentran o las lluvias torrenciales arrastran 
contaminantes por una inadecuada gestión de 
las aguas pluviales o colapso de infraestructu-
ras, por ejemplo.

– �La conservación de la diversidad biológica, 
servicios ecológicos y otros componentes 
abióticos de los ecosistemas acuáticos y la 
restauración de los ecosistemas degradados. 
España padece un fenómeno complejo y sis-
témico, con raíces multisectoriales, la deser-

tificación, que se agrava con la pérdida de la 
diversidad biológica y el cambio climático. La 
planificación de los usos del suelo, la conser-
vación de la cubierta vegetal y el uso racional 
de los recursos hídricos están muy ligados 
(Martínez-Valderrama, 2018). Las soluciones 
basadas en la naturaleza3, por emplear un tér-
mino muy utilizado en la comunidad interna-
cional, contribuyen a resolver estos desafíos 
(WWAP, 2018).

– �La adaptación al cambio climático, que agrava 
el impacto de los anteriores y añade una serie 
inefable de incertidumbres en el camino hacia 
la seguridad hídrica. Para dar respuesta a ese 
desafío adaptativo, como envolvente de los an-
teriores, la política de agua ha de anticiparse 
a los efectos proyectados más allá de aplicar 
coeficientes de reducción de aportaciones de 
recursos hídricos en la planificación hidrológi-
ca, que ha sido el enfoque tradicional en Es-
paña. La seguridad hídrica se concibe como 
el resultado de reducir la demanda de agua a 
un nivel que pueda cubrirse de manera soste-
nible con los recursos renovables existentes, 
promoviendo el ahorro y la eficiencia técnica 
para que puedan tener lugar nuevas activida-
des económicas sin comprometer la sosteni-
bilidad del sistema a largo plazo, construir los 
medios colectivos para frenar las tendencias 
de escasez actuales y desarrollar las institucio-
nes y los activos que puedan garantizar mayo-
res niveles de resiliencia en los períodos secos 
(Delacámara y Gómez, 2018), cada vez más 
largos, frecuentes e intensos. Del mismo modo 
y en relación al desafío anterior, los ecosiste-
mas acuáticos en buen estado contribuyen a 
la seguridad hídrica facilitando la gestión de los 
riesgos de inundación y la calidad del agua.

A estos objetivos de la política de agua se suman 
algunos propios de la política pública en general, 
que formulados en el contexto de la política de 
agua y de la necesidad de mejorar la gobernan-
za en la gestión de los recursos hídricos, pueden 
analizarse en cascada:

–
3. De acuerdo con la UICN (Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza), las soluciones basadas en la naturaleza (SbN) son acciones para proteger, 
gestionar de manera sostenible y restaurar ecosistemas naturales o modificados que abordan los desafíos sociales de manera efectiva y adaptativa, al mismo tiempo que 
proporcionan beneficios para el bienestar humano y la biodiversidad (Cohen-Shacham et al, 2016).
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– �La fragmentación en la toma de decisiones 
dificulta la coordinación y el establecimiento 
de objetivos estratégicos claros y comunes, 
en la política de agua y entre ésta y otras polí-
ticas sectoriales. Esto es especialmente cier-
to cuando aspectos clave como la conserva-
ción de los ecosistemas acuáticos se percibe 
como una barrera al desarrollo económico y 
social, o como algo independiente, más que 
como un impulso al avance de los objetivos 
comunes de la política de aguas (e.g. Roui-
llard et al., 2017). La necesidad de avanzar 
en la coordinación de políticas sectoriales se 
acrecienta, por ejemplo, con el reconocimien-
to explícito del nexo agua-energía-alimenta-
ción (la disponibilidad de agua para una serie 
de usos, la seguridad energética –también 
para proporcionar servicios de agua– y la sufi-
ciencia en la oferta de alimentos). En relación 
a este último aspecto, no es que la suficiencia 
en la oferta de alimentos esté en riesgo en Es-
paña, en absoluto, sino que las exportaciones 
e importaciones de bienes intensivos en agua 
es determinante para entender buena parte 
de los desafíos en relación al uso de agua de 
riego en el país.

– �La capacidad de ejecución de la política de 
agua es menor cuando ésta no es coherente 
con otras políticas sectoriales y surgen justi-
ficaciones para dilatar en el tiempo o suspen-
der planes de actuación, comprometiendo la 
consecución de objetivos en favor de otros. La 
apuesta por un modelo productivo determina-
do influye en la toma de decisiones y en la prio-
rización de actuaciones que con frecuencia se 
contradicen. El concepto de gestión integrada 
de recursos hídricos (GIRH), ya recorrió des-
de los años setenta un camino importante 
en este sentido, enfrentando problemas pun-
tuales (por ejemplo de contaminación), desde 
la perspectiva de la cuenca como unidad de 
gestión, atendiendo así a la dinámica de los 
recursos hídricos, por un lado (desde una óp-
tica hidrológica y ecológica), pero también de 
las actividades que se dan en ella (desde un 
punto de vista socioeconómico). El progreso 
más claro, no obstante, vino de modo más re-
ciente con la implementación de la Directiva 
Marco del Agua –Directiva 2000/60/CE, DMA 
en adelante–, pero siguen siendo necesarias 

evaluaciones en profundidad respecto a la co-
herencia de otras políticas y los objetivos am-
bientales de la Directiva. 

– �La complejidad de análisis es elevada en las 
cuestiones relativas a la gestión de recursos 
hídricos y requiere de información bastante 
prolija y de capacidad técnica. Desde el esta-
blecimiento de puntos de muestreo al análisis 
de sus resultados, ya sea para medir paráme-
tros de calidad, cuantitativos, hidromorfoló-
gicos, etc., es necesaria la integración de re-
quisitos que proceden de diferentes cuerpos 
legislativos (caracterización del estado de las 
masas de agua, vertidos, calidad de aguas de 
baño, etc.). En el debate público sobre la ges-
tión del agua se suele observar cierto sesgo 
a la descripción y se echan en falta mayores 
esfuerzos analíticos.

– �Los retos de financiación son abundantes, 
mucho más en un contexto de consolidación 
fiscal como el actual, de ahí que contar con 
una estrategia sólida y a largo plazo ayude a 
establecer prioridades. Parte de este desafío 
demanda una revisión del sistema de precios 
del agua y de los incentivos económicos, de 
manera que sea posible financiar la seguri-
dad hídrica a largo plazo (Gómez et al., 2018) 
y no sólo recuperar los costes en los que se 
incurre para garantizar la provisión de servi-
cios de agua. 

– �Los desafíos de dotación y estado de las in-
fraestructuras, o aquellos relativos al  progre-
so tecnológico, existen y asumirlos ayudará a 
resolver o mitigar el resto, pero situarlos en 
el centro del debate conduce a desenfocar 
el conjunto, pues los retos más complejos 
se refieren a la mejora de la gobernanza. La 
promoción de nuevas fuentes de agua como 
la desalación de agua de mar o salobre o la 
reutilización de aguas resIduales regeneradas 
en línea con la llamada economía circular son 
un claro ejemplo de cómo la tecnología puede 
contribuir a la política de agua, pero ninguna 
de esas fuentes de oferta tendrá una tasa rele-
vante de penetración en la gestión del agua sin 
resolver determinados problemas regulatorios 
o en relación al diseño de incentivos.
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1. �Escasez, sequías e inundaciones

La escasez es consustancial a cualquier bien 
económico y, en el caso del agua, diferentes usos 
posibles compiten entre sí: consuntivos, en los 
que el agua es consumida –agricultura, industria, 
uso doméstico, campos de golf y mantenimien-
to de humedales, etc.–, y no consuntivos, en los 
que el agua se usa sin ser retirada de la fuente 
–generación de energía hidroeléctrica, acuicul-
tura, navegación o servicios recreativos–. Dicho 
de otro modo, con el agua permanentemente hay 
que elegir y eso obliga a renunciar. Dicha compe-
tencia de usos se está haciendo cada vez más 
intensa por muchos motivos (el cambio climáti-
co no es más que uno de ellos), generando más 
desequilibrios entre la disponibilidad y la deman-
da (IPCC, 2014), lo que explica la situación de 
cuencas que llamamos ‘cerradas’ o en proceso 
de ‘cierre’4 (es decir, con déficits para satisfacer 
las demandas de agua con los recursos hídricos 
renovables; Falkenmark y Molden, 2008).

Según los indicadores de recursos hídricos re-
novables per cápita del Banco Mundial (2016), el 
descenso en los valores medios de volúmenes 
disponibles desde 1962 es particularmente acu-
sado en el caso del sur y oeste de Europa (un 
24% menos en 2014). España ha pasado de dis-
poner 3.584 a 2.392 m3/año y persona en este 
periodo 1962-2014, un 33% menos. Sólo una 
parte de ese descenso se explica por el creci-
miento de la población.  

La explotación de los recursos hídricos a tasas 
insostenibles es una de las presiones que, por 
ejemplo, la DMA trata de atajar. Entender dónde 
están los desencadenantes, de qué dependen y 
cómo se está dando respuesta con los instru-
mentos de planificación hidrológica, ayuda a to-
mar decisiones más eficaces.

Tradicionalmente, para minimizar el impacto de 
la reducida disponibilidad de agua en periodos 
secos, las medidas adoptadas a lo largo de Euro-
pa, en la que España concentra el 20% de todas 
las presas y embalses (el doble sobre el segundo 

país en ese ranking), son la construcción de in-
fraestructuras de regulación y almacenamiento 
y la intensificación de las extracciones de agua 
subterránea. Sólo en décadas recientes, y cada 
vez más en los países mediterráneos, las fuen-
tes menos convencionales de oferta como la 
reutilización y la desalación han ido adquiriendo 
mayor importancia en la disponibilidad de recur-
sos (Zal et al., 2017), también en España. 

Sin embargo, en contextos de escasez estructu-
ral y sequías hidrológicas5, el agua subterránea 
sigue utilizándose no sólo como amortiguador 
sino como un seguro per se, menos costoso 
desde un punto de vista financiero, con extrac-
ciones difíciles de controlar (Pérez-Blanco y 
Gómez, 2013). Los esfuerzos para registrar en 
el caso español las extracciones de acuíferos 
desde la Ley de Aguas de 1985 no han sido efi-
caces a pesar de programas específicos como 
ARYCA o ALBERCA, por problemas de descon-
fianza, aplicación controvertida de los derechos 
de propiedad6 o falta de fondos (Closas et al., 
2017). A día de hoy, todavía no existen inven-
tarios consistentes de pozos (regularizados, re-
gistrados o no). 

En este contexto, siete de las diez cuencas hidro-
gráficas con mayor estrés hídrico (medido con 
el indicador de explotación de la Agencia Euro-
pea de Medioambiente, WEI+, que mide el uso 
del agua en relación a los recursos renovables 
disponibles, descontando los necesarios para el 
mantenimiento de ecosistemas) están en Espa-
ña (Figura 2).

La escasez de agua se refiere, como hemos vis-
to, a la relación entre los recursos hídricos reno-
vables y la demanda de agua. Por eso, hablar 
de escasez debería llevar fundamentalmente a 
analizar la gestión de un recurso con usos que 
compiten entre sí y no solo de disponibilidad de 
recursos hídricos como tal. Como parte de esta 
gestión, si la disponibilidad se reduce de manera 
que no puedan cubrirse las demandas, se acti-
van las alertas de los planes de sequía, instru-
mentos en los que España destaca por experien-

–
4. El cierre de una cuenca no es un principio normativo (sobre cómo deberían ser las cosas) sino positivo (cómo son). Se describe, no se opina.
5. La que se refiere a volúmenes de recurso circulante o almacenado (disponible para cubrir las demandas en un sistema de gestión durante un plazo determinado) por 
debajo de los valores medios.
6. En el caso de los recursos naturales pertenecientes al dominio público, estos derechos no se refieren sino al derecho de uso y aprovechamiento.
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cia, aunque no siempre se consigan resultados 
que prevengan sucesivas alertas. 

Sin embargo, en tiempos de sequía (algunas 
cuencas del país ya están en el cuarto año con-
secutivo en el momento de publicarse este infor-
me), conviene recordar algo: un aumento relevan-
te de las precipitaciones que llevase a superar 
el descenso transitorio, intenso, de las mismas 
e incluso a recuperar a medio plazo el volumen 
de agua embalsada, haría que dichas cuencas 
salieran de una situación de emergencia, pero 
no que se resolviese el problema estructural de 
fondo: la escasez de agua en amplias zonas del 
territorio nacional. Es decir, hace falta más que 
lluvia para resolver los desafíos estructurales en 
relación al agua (Pulido-Velázquez, 2018).

Los conflictos territoriales en torno al agua sur-
gen, por ejemplo, en las discusiones sobre el de-
recho al agua en el trasvase de recursos hídricos 

entre cuencas, uno de los ejemplos más paten-
tes de conflictividad en torno al agua. 

En el otro extremo, el de los episodios de lluvias 
(frecuentemente torrenciales) que acaban en 
inundaciones, pero en los que no sólo intervie-
nen los factores climáticos sino también la ges-
tión de los usos del suelo y la regulación de los 
cursos fluviales (Blöschl et al., 2017), la realidad 
también muestra un claro desequilibrio entre 
medidas reactivas y proactivas: a nivel interna-
cional solo el 12% de los fondos para la gestión 
de desastres son para medidas preventivas, 
mientras que el 88% se dedica a reparación de 
daños después de un evento. En tiempos de ries-
gos e incertidumbre crecientes, éste es un enfo-
que altamente ineficaz y costoso, que no es pro-
bable que conduzca a un aumento duradero de 
la resiliencia (Surminski y Thieken, 2017), objeti-
vo de la Directiva 2007/60/CE de Inundaciones.

FIG. 2. 
Cuencas hidrográficas europeas con mayor valor de WEI+ (2014). 
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Fuente: Zal et al., 2017. El umbral del 20% para este indicador indica estrés hídrico en una cuenca, calificado como de escasez severa 
cuando el índice WEI+ supera el 40%.
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2. �La contaminación del agua y la degradación 
de ecosistemas acuáticos

La disponibilidad de recursos hídricos está intrín-
secamente relacionada con la calidad del agua, ya 
que la contaminación de las fuentes de agua es 
incompatible con algunos usos (Voulvoulis, 2018). 

El aumento en los vertidos de efluentes de aguas 
residuales sin tratar, junto con la escorrentía en 
tierras agrícolas o las aguas residuales indus-
triales con tratamiento inadecuado, han llevado 
al deterioro de la calidad del agua en el mundo 
(WWAP, 2017). La contaminación química (des-
de vertidos puntuales, por ejemplo, de una in-
dustria) o de modo difuso, provocada por los nu-
trientes de la agricultura o por deficiente gestión 
de aguas pluviales, sigue siendo una de las pre-
siones más significativas que empeora o ame-
naza el estado de los ecosistemas acuáticos en 
Europa. Muchos de estos contaminantes desa-
fían todavía la capacidad de eliminación en las 
estaciones de tratamiento de agua potable y las 
de depuración de aguas residuales y del ciclo ur-
bano del agua (contaminantes emergentes, con-
taminantes persistentes orgánicos, microplásti-
cos, etc.). Que las fuentes naturales de agua no 
se estén conservando desde el punto de vista 
no solo cuantitativo (caudales ecológicos de los 
cursos fluviales, niveles freáticos de los acuífe-
ros) sino físico-químico y en sus componentes 
y funciones ecológicas, también disminuye su 
capacidad de resiliencia y, con ella, la de los sis-
temas de uso del recurso que dependen de estos 
ecosistemas. Su degradación es la causa princi-
pal del aumento de los riesgos y fenómenos ex-
tremos relacionados con el agua (WWAP, 2018).

La DMA supuso un antes y un después para la 
política de aguas de la UE. El objetivo de lograr 
un “buen estado ecológico” de las masas de 
agua debe alcanzarse mediante una serie de ob-
jetivos que incluyen: la prevención de un mayor 
deterioro de los ecosistemas acuáticos y depen-
dientes del agua; la promoción del uso sosteni-
ble del agua basado en una protección a largo 
plazo de los recursos disponibles; la protección 
y la mejora de los ecosistemas acuáticos; la re-
ducción de la contaminación de los acuíferos; y 
la mitigación de los efectos de las inundaciones 
y las sequías. La gestión de las aguas europeas 

debe implementarse a escala de cuenca a través 
de planes hidrológicos que detallan cómo se al-
canzarán los objetivos de la DMA para esa cuen-
ca específica dentro del plazo requerido.

Los problemas de contaminación se agravan 
cuando el recurso es más escaso, pero apare-
cen también en zonas donde no lo es tanto. Por 
ejemplo, los ríos que drenan terrenos cultivados 
de forma intensiva o territorios densamente po-
blados son los que más concentraciones de ni-
tratos presentan, siendo el norte de España uno 
de los ejemplos destacados en la evaluación 
de indicadores de la Agencia Europea de Medio 
Ambiente (AEMA), también para el caso de las 
concentraciones de fósforo y la eutrofización de 
masas de agua (EEA, 2015).

El tratamiento de las aguas residuales en España 
ha experimentado avances, especialmente con 
los planes de inversión ejecutados en los últimos 
20 años –desde el Plan Nacional de Saneamien-
to y Depuración de las Aguas Residuales de 1995 
al Plan Nacional de Calidad de las Aguas: Sanea-
miento y Depuración 2008-2015, que preveía una 
inversión de 19.300 millones de euros–. Estos 
esfuerzos han permitido pasar de un 13,4% de 
las aguas vertidas sin tratar en 1995 a un 0,3% 
en 2015, y de un 3,3% de las aguas que recibían 
tratamiento terciario (el más exigente, que permi-
te la reducción de nutrientes) en 1995, al 69% en 
2015 (EEA, 2017a). Sin embargo, según el recien-
te documento de trabajo de la Comisión Europea 
de revisión de la normativa medioambiental de 
la UE en España (CE, 2017), las necesidades es-
timadas de inversión para cumplir plenamente 
con la Directiva 91/271/CEE sobre el Tratamiento 
de Aguas Residuales Urbanas (TARU) en España 
son de 2.944 millones de euros.

3. �El modelo productivo en el origen  
de las presiones

En España, como en muchos otros lugares del 
mundo, el agua es un activo económico crucial 
y su escasez un factor crítico para explicar las 
pautas de desarrollo, que puede transformarse 
con las políticas adecuadas en una oportunidad 
para el mismo. La escasez hídrica coexiste con 
notables ventajas comparativas para activida-
des intensivas precisamente en el uso de agua.
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De acuerdo con los documentos de planificación 
hidrológica del segundo ciclo de planificación 
bajo la DMA (2015-2021; CEDEX, 2017), las de-
mandas de agua en España, entendidas como la 
cantidad de agua que los usuarios esperan reci-
bir para los diferentes usos, ascienden a 31.123 
hm3/año; el 80,5% de ese total corresponde a 
usos agrarios, el 15,5% al abastecimiento de los 
núcleos de población y el 4% a las industrias no 
conectadas a redes urbanas.

Que en España el 80,5% de la demanda de agua 
corresponda a los usos agrarios, frente al 75% en 
la Europa mediterránea, según la EEA, (2016), se 
explica por las ventajas comparativas mencio-
nadas anteriormente: España tiene abundante 
tierra cultivable (casi 44,7 millones de hectáreas 
según la última encuesta ESYRCE 2017 del MA-
PAMA, el 88% de su superficie total, por encima 
de la media de la UE: 43%); tiene abundantes ho-
ras de sol (2.910 horas efectivas de sol al año, 
mientras que otros países de la UE, en promedio, 
nunca suben de 2.500 h/año); y su coste laboral 
es moderado (89% de la media de la UE-28 en 
2016). Sin embargo, el insumo productivo básico 
(el agua) es escaso.

De ese modo, el agua es el factor productivo 
clave para explicar notables diferencias en pro-
medio en la productividad de la agricultura, por 
ejemplo entre las cuencas mediterráneas o An-
dalucía (1,75 €/m3) y la zona central (Duero), 
donde sólo llega a 0,14 €/m3; con vínculos más 
intensos con la economía en el sur de España, 
donde cada euro adicional genera dos euros en 
la economía (multiplicador del producto) y se ge-
nera un empleo por cada 25.000 € de producción 
adicional (Pérez-Blanco y Thaler, 2014).

Según los indicadores de la Agencia Europea de 
Medio Ambiente (EEA, 2017b), en el sur de Euro-
pa el regadío es responsable de la mayor parte 
de las extracciones de agua para uso agrícola, 
precisamente en áreas donde el agua es un fac-
tor especialmente escaso y puede no satisfacer 
los niveles de rendimiento y calidad de las cose-
chas. El regadío consume en España 6.676 m3/
ha (más que en el resto de países mediterráneos, 
como Grecia, Chipre o Malta, y aproximadamen-
te tres veces más que la media europea; Zal et 
al., 2017). Aunque desde 2005 ha disminuido la 

intensidad promedio de agua en la producción 
de cultivos (de 7,5 a 6,1 m3 por unidad de valor 
agregado bruto, es decir hace falta el 18% menos 
de agua para conseguir el mismo VAB), sigue 
estando por encima de la media europea (EEA, 
2017b). España es también el país europeo con 
mayor superficie de regadío (EUROSTAT, 2016), 
3,7 millones de hectáreas según las estadísticas 
del MAPAMA en 2017. 

Las estadísticas de la FAO pronostican que las 
aguas subterráneas serán las que más sufran 
del aumento de superficie de regadío; las ex-
tracciones de agua subterránea se incrementa-
rían en 1,1 millones de hm3/año en la década de 
2050, lo que corresponde a un aumento del 39% 
sobre los niveles actuales. El agua subterránea 
tiene características propias que complican su 
gestión eficaz y eficiente: su invisibilidad como 
recurso, sus tasas relativamente lentas de flujo 
(recarga) y su distribución. Estas características 
la hacen susceptible a la explotación a corto 
plazo propias de recursos de propiedad común 
y sin limitaciones explícitas en el acceso, así 
como a contaminación indiscriminada o no in-
formada de usos del suelo y prácticas de ges-
tión de residuos bajo una gestión reactiva más 
que proactiva–planificada, previsible (Villholth y 
Conti, 2018). En contextos de escasez y sequías, 
y, particularmente, en el caso de las cuencas 
mediterráneas en España, la explotación de los 
acuíferos a unas tasas superiores a las de re-
carga naturales ha provocado el agotamiento 
de los recursos en casos como el de la Mancha 
Occidental, en la cuenca alta del Guadiana (Mar-
tínez-Santos et al., 2018).

El precio de extracción del agua para regadío –en 
ocasiones simplemente de la energía necesaria 
para bombearla, que además está subvenciona-
da como parte de las respuestas reactivas ante 
situaciones de sequía– genera la impresión de 
que el valor del agua es tan bajo como su precio, 
y contribuye a la sobreexplotación a largo plazo 
(Giannopoulou et al., 2017).

Por otro lado, la mejora de la eficiencia del uso 
del agua de riego (modernización del regadío, 
objeto de campañas de promoción, incentivos 
para su financiación, etc.) puede no sólo no tras-
ladar esos ahorros de agua en parcela a la cuen-
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ca, sino además conducir a una intensificación 
global de las extracciones, a incrementos en la 
evaporación total de los cultivos y reducciones 
en los flujos de retorno (Huffaker, 2008). Por este 
motivo, las campañas y estrategias de moder-
nización del regadío deben ir acompañadas de 
medidas regulatorias sobre las asignaciones de 
agua, las superficies totales de regadío o la com-
posición de cultivos (Ward y Pulido-Velázquez, 
2008), algo que no siempre ocurre en la planifi-
cación hidrológica en España. Tras una inversión 
de más de 7.300 millones de euros en el periodo 
2002-2008 y unas previsiones de ahorro de más 
de 3.600 hm3 anuales (equivalente al 14% de la 
demanda anual actual para uso agrícola, según 
los planes hidrológicos vigentes; CEDEX, 2017), 
no se han reducido significativamente, de modo 
generalizado, las presiones sobre las masas de 
agua (Rey et al., 2018). 

La industria, por su parte, es responsable en pro-
medio del 47% del consumo del agua en Euro-
pa, con grandes diferencias entre los máximos 
de Estonia y Eslovenia (96% y 85%, respectiva-
mente) y los mínimos cercanos al 2% de Chipre 
y Malta, con un promedio para España en torno 
al 17% (FAO, 2016). La escasez crónica de agua 
es uno de los mayores riesgos globales identifi-
cados en el último informe del Foro Económico 
Mundial (WEF, 2018), y hacen falta cambios en 
las políticas para adaptarse también en relación 
al abastecimiento de la industria.

El impacto del turismo en el consumo de agua 
es, en algunas localidades y durante los meses 
de mayor escasez, igualmente importante a ni-
vel global. En Europa, las estimaciones indican 
un consumo promedio de 287 litros por día y tu-
rista, con máximos precisamente en el sur, don-
de se alcanzan los 340 litros por día y turista (Zal 
et al. 2017), más del doble que la media del con-
sumo per cápita en los hogares españoles (139 
l/hab/día; AEAS, 2016). El turismo tiene un im-
pacto en la economía española de hasta el 16% 
del PIB, según el informe de CaixaBank Research 
de junio 2017, muy por encima del 4,2% a nivel 
de la UE. España es uno de los líderes mundia-
les en recepción de visitantes extranjeros, gas-

to promedio por turista, pernoctaciones, etc. En 
2013 ya recibía 60 millones de turistas, pero muy 
pocos años después (2017) recibía casi 82 millo-
nes, según datos del MINETAD. En más de cua-
tro quintas partes, esos visitantes extranjeros 
eligen destinos en el arco Mediterráneo, el resto 
de las costas de Andalucía o los archipiélagos, 
precisamente aquellos lugares donde es más in-
tenso el estrés hídrico. Más de la mitad de esos 
visitantes acuden a España en los meses de 
mayo a septiembre, el periodo estacionalmente 
más desafiante para las zonas con escasez. A 
ellos, se añaden los turistas nacionales, con des-
tinos muy similares y con un comportamiento 
estacional mucho más sesgado, pues sus des-
plazamientos son fundamentalmente entre julio 
y agosto. 

Esta elevada demanda obliga a inversiones adi-
cionales para disponer de sistemas de trata-
miento y distribución suficientes para esas fe-
chas (que resultan sobredimensionados para la 
población residente el resto del año, pero que hay 
que seguir manteniendo entonces). Por ejemplo, 
la población de Baleares era de 1.115.000 habi-
tantes en 2014, pero las islas reciben un número 
de turistas que supera en aproximadamente 2,5 
veces el número de residentes. Las inversiones 
en nuevas plantas de tratamiento de aguas resi-
duales se han realizado para capacidades de al-
rededor de 1 millón de habitantes equivalentes7 
en ciudades en las que la población urbana resi-
dente es de 190.000 (Zal et al., 2017, notas de 
prensa del MAPAMA en 2017 para actuaciones 
en Palma de Mallorca, por ejemplo). Otro ejem-
plo es el de la Costa del Sol, en la que, según el 
último plan hidrológico de cuenca (Plan de las 
Cuencas Mediterráneas Andaluzas 2015-2021), 
el 90% de la demanda de agua de la Costa del 
Sol Occidental corresponde al uso doméstico y 
el suministro a campos de golf; la demanda para 
turismo en la planificación de cuenca es de 29 
hm3/año. En conjunto, sin embargo, y a pesar de 
que la extracción total de agua para el turismo 
ha ido aumentando con el tiempo, se está con-
siguiendo un relativo desacoplamiento entre el 
agua utilizada en el sector turístico y el núme-
ro de visitantes desde hace 10 años (también 

–
7. Habitante equivalente: medida de la carga contaminante biodegradable en el agua residual por persona y día. Un habitante-equivalente genera una demanda 
bioquímica de oxígeno (DBO5) en cinco días de 60 gramos de oxígeno por día. Se emplea para referirse no a la población como tal sino a la carga contaminante 
equivalente de cada habitante.
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en otros países como Francia y Malta, Zal et al., 
2017), a lo que contribuye el cada vez mayor uso 
de aguas regeneradas para el riego de campos 
de golf y las prácticas que promueven el ahorro 
en el consumo de agua en el sector. 

Por su parte, la asimilación de la importancia 
del nexo agua-energía-alimento (o WFE, ‘wa-
ter-food-energy’, en la bibliografía en inglés; e.g. 
Pahl-Wostl, 2017; Weitz et al., 2017) es funda-
mental para el cambio del modelo productivo; 
aceptar la realidad de los vínculos entre cada 
una de esas dimensiones para mejorar la ges-
tión en conjunto de estos servicios, cuya de-
manda además está aumentando, con una vi-
sión más amplia. El escenario, si seguimos con 
el mismo modelo (BAU, ‘business as usual’, en 
inglés), es insostenible. El agua es y será el ele-
mento vertebrador de los desafíos en obtención 
de alimentos, energía y seguridad a los que se 
enfrenta la economía mundial (WEF, 2011; Swa-
tuk et al., 2018).

4. �El cambio climático como amplificador de 
impactos preexistentes

Un paso más en la gestión de la complejidad 
asociada a los recursos hídricos es asumir que 
el cambio climático refuerza además las inter-
dependencias ya señaladas. Se espera que el 
calentamiento global amplifique las amenazas 
preexistentes sobre los recursos hídricos y los 
ecosistemas acuáticos, a través de alteraciones 
en la magnitud, frecuencia, duración, cadencia y 
variabilidad de las características hidrológicas 
de las masas de agua y sus efectos en los com-
ponentes biológicos. La alteración (antropogé-
nica) de la conectividad en las masas de agua 
mediante la construcción de presas es el factor 
más importante que reduce su resiliencia frente 
al cambio climático (Markovic et al., 2017).  

Las cuencas mediterráneas son un punto calien-
te en lo que respecta a los efectos del cambio 
climático, con escenarios de mayor variabilidad 
(estacional e interanual) de las precipitaciones, 
incremento de las temperaturas y de la evapo-
transpiración, entre otros. Sin embargo, los índi-
ces que se utilizan para contabilizar los recursos 
hídricos a medio plazo pueden infravalorar la 
intensidad de las sequías a nivel de cuenca, lo 

que afecta directamente a los planes de gestión 
(Marcos-García et al., 2017) y a las decisiones 
que han de tomarse en el diseño de la política 
de agua. 

En el marco de la COP 23 celebrada en Bonn en 
noviembre de 2017, las agencias del agua en la 
Convención Marco de las Naciones Unidas so-
bre el Cambio Climático (UNFCCC) estimaron 
que hacen falta aproximadamente 255.000 mi-
llones de euros anuales para hacer frente a las 
acciones de adaptación al cambio climático en 
el sector del agua. Sin embargo, según el último 
informe de implementación de la Directiva Mar-
co del Agua de la Comisión Europea, España no 
está aprovechando al máximo las oportunidades 
para capitalizar más fondos, entre ellos los desti-
nados a dicho esfuerzo de adaptación.

OPORTUNIDADES PARA LA MEJORA DE LA 
GOBERNANZA DEL AGUA

Afrontar estos desafíos, con necesidad de cam-
bios en el sistema de gobernanza actual, puede 
percibirse como un factor limitante o como una 
oportunidad. Aprovechar esas oportunidades 
sería esencial para avanzar en la gestión soste-
nible de los recursos hídricos. 

1. �Coordinación de políticas sectoriales, parti-
cipación, principios de regulación comunes y 
resolución de conflictos territoriales

Para el diseño de una política pública del agua 
sólida, basada en principios de sostenibilidad, 
equidad, coste-eficacia, eficiencia y adaptabili-
dad, el objetivo es lograr la coherencia de polí-
ticas sectoriales relacionadas mediante la iden-
tificación de sinergias y conflictos potenciales, 
pasando de la fragmentación a la integración, 
priorizando estratégicamente y no de forma re-
activa las opciones, buscando acuerdos.

Si en la formulación de políticas para la ges-
tión del agua en la ejecución de esas políticas 
se necesita la participación de varios niveles de 
la sociedad, que incluyen no solo a la sociedad 
civil, sino también a las organizaciones políticas 
y administrativas en varios niveles (Akmouch y 
Correia, 2016) o al sector privado, y esto ha su-
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puesto y supone un desafío de coordinación y 
de resolución de conflictos, habrá que introdu-
cir algún elemento innovador que transforme el 
desafío en oportunidad. Nuevas formas de arti-
culación de su participación legítima pueden fa-
vorecer el clima para superar cuellos de botella 
en este sentido, asumiendo que las tensiones y 
las visiones enfrentadas son inevitables pero re-
conducibles en una solución conjunta, en accio-
nes concertadas, siempre y cuando prevalezca 
el interés general. En España, el Pacto Nacional 
del Agua que actualmente se anuncia desde el 
Gobierno como plataforma para la participación 
sectorial, tendrá que probar, llegado el caso, que 
es un instrumento que permite reflejar las sen-
sibilidades de los diferentes actores sociales y 
económicos, y también tomar decisiones con-
sensuadas que alineen intereses individuales y 
objetivos comunes.

En este sentido, entender que el valor del agua 
(su peso en el bienestar individual y colectivo) 
está sometido a diferentes perspectivas (prefe-
rencias basadas en la optimización del bienes-
tar, valor intrínseco del agua versus valor ins-
trumental para el bienestar humano, decisiones 
con dimensiones espacial y temporal), y que 
todas se pueden considerar, también refuerza la 
gobernanza del sistema (Schulz et al., 2017).

Establecer principios de regulación comunes, 
por ejemplo para el uso doméstico donde cada 
municipio cuenta con regulación ad hoc como 
autoridad competente, y el resto de usos, con-
suntivos o no consuntivos, en los que también 
conviven diferentes administraciones con com-
petencias, contribuiría a alcanzar consensos 
sobre lo fundamental, dejando espacio en todo 
caso para adaptarse a la diversidad de realida-
des en el país. 

En el resto de usos, el establecimiento de cri-
terios compartidos entre los diferentes niveles 
(interacción horizontal entre organismos de 
cuenca o entre los ministerios responsables 
de diferentes políticas sectoriales, por ejemplo) 
puede guiar las negociaciones para equilibrar los 
diferentes intereses y objetivos de la sociedad y 
utilizarse para evaluar ex post la integración de 
políticas (Weitz et al., 2017).

Este aspecto es fundamental en cuanto a la re-
solución de conflictos territoriales (por ejemplo, 
sobre trasvases de agua entre cuencas interco-
nectadas), en los que es necesario que preva-
lezcan los objetivos comunes a largo plazo por 
encima de los individuales a corto plazo.

2. �Rediseño de incentivos y gestión integrada 
de la escasez estructural, las inundaciones y 
la calidad del agua

De las políticas públicas se espera que sean ca-
paces de integrar los desafíos de escasez del 
recurso, la incidencia de las sequías e inundacio-
nes y la calidad del agua en los diferentes usos y 
en las fuentes naturales de los recursos, a través 
de la planificación y la gestión de riesgos de for-
ma anticipada. 

Los instrumentos económicos están ganando 
impulso para asegurar una contribución signi-
ficativa a los objetivos de la política del agua y 
una implementación exitosa, adaptándose en 
cada caso a los desafíos comunes y específicos 
en cada país, que además están interrelaciona-
dos (ver, por ejemplo, Lago et al., 2015). Los ins-
trumentos económicos para la gestión del agua 
son incentivos diseñados para alinear comporta-
mientos individuales (e.g. elección entre extraer 
agua de un pozo para regadío o utilizar fuentes 
alternativas) con los objetivos de las políticas 
públicas, atendiendo a la gestión de riesgos 
correspondiente (e.g. Delacámara et al., 2014; 
Gómez et al., 2018). Si los incentivos no son los 
adecuados pueden resultar en efectos indesea-
dos, como han apuntado algunos autores para el 
caso de la modernización del regadío en España, 
que, en conjunto, ha llevado a una intensificación 
del consumo de agua a nivel de cuenca (Berbel 
et al., 2017; Rey et al., 2018), en un resultado sólo 
aparentemente paradójico.

Una política sostenible de agua necesariamente 
tendría que enfatizar no sólo sobre la recupera-
ción de costes en los que ya se ha incurrido (es 
decir, en una mirada al pasado), sino en generar, 
por un lado, los incentivos necesarios para un 
uso más eficiente y, por otro, en garantizar la se-
guridad hídrica a medio y largo plazo (la mirada 
hacia el futuro). Eso implica diseñar tarifas que 
premien a quien es más eficiente y penalicen a 
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quien lo es menos, incorporar los costes ambien-
tales y del recurso y garantizar que las prácticas 
que nos aproximen a la seguridad hídrica (como, 
por ejemplo, la diversificación de la oferta) son 
favorecidas. Se necesitan nuevos enfoques ba-
sados en adaptación más que en mitigación, que 
sean más proactivos que reactivos. Son necesa-
rios mecanismos que permitan financiar la se-
guridad hídrica a largo plazo para aumentar los 
niveles de resiliencia ante la escasez estructural 
de agua y los eventos de sequía e inundaciones, 
mejorando la calidad del agua y el nivel general 
de los servicios de agua.

Los incentivos tienen en muchos casos que ver 
con el diseño de precios (asociados al consumo 
para usos domésticos, por ejemplo; EEA, 2017c), 
pero no exclusivamente; de ahí la oportunidad 
que se deriva de la revisión e integración de polí-
ticas sectoriales (EU, 2013a y b). Por mencionar 
algunos ejemplos concretos: los incentivos ba-
sados en el precio de la energía; los que se de-
rivan de la Política Agrícola Común 2014-2020 
(EC COM(2010) 672 final); los relacionados con 
la gestión de riesgos con la participación del sec-
tor financiero a través de sistemas de seguros 
(Pérez-Blanco y Gómez, 2013; los pagos por ser-
vicios ambientales para controlar el uso de fertili-
zantes con base al coste evitado por las plantas 
de tratamiento y los beneficios para la sociedad…

3. �Desalación y reutilización de aguas 
residuales regeneradas como parte de una 
economía circular

El Plan de Acción de la UE para la economía cir-
cular (EC COM(2015) 614 final) es un instrumen-
to de política promovido para apoyar la transi-
ción de la economía en la UE. Está alineada con 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de 
las Naciones Unidas y la Alianza del G7 sobre la 
Eficiencia de los Recursos. Se espera que las co-
nexiones entre la economía y la vida se utilicen 
de manera más sostenible, mientras que los es-
tándares del agua reciclada o reutilizada se esta-
blecerán en los próximos años para su uso en la 
agricultura y la industria, entre otros.

La reutilización (la puesta a disposición para 
algunos usos de aguas residuales regenera-
das con tratamientos avanzados) es una de las 

oportunidades con mayor potencial en línea con 
las estrategias de promoción de la economía 
circular. Ésta, restauradora y regeneradora por 
definición, fomenta una mayor productividad de 
los recursos para reducir su desperdicio y evitar 
la contaminación, a través de la reutilización y el 
reciclaje, en este caso del agua.

La reutilización potable directa no es una prác-
tica habitual por las barreras en cuanto a acep-
tación, aunque sí es ya una realidad en algunos 
lugares de Australia, Namibia, Singapur y esta-
dos del oeste de EEUU, como California, Virginia 
y Nuevo México. La recuperación y reutilización 
del agua ya no son un lujo, sino una obligación, 
en especial en los países donde es escasa y es 
necesario profundizar  en estrategias de diver-
sificación de la oferta. Ya existen experiencias 
variadas en el uso de aguas residuales parcial-
mente tratadas para crear lagos o humedales 
artificiales, recuperar aguas subterráneas conta-
minadas o sobreexplotadas, restablecer hume-
dales naturales o regar campos de golf, parques 
y jardines (WWAP, 2017). 

Por su parte, España ya ha mostrado a lo largo 
de estas dos últimas décadas su potencial en 
desalación, al convertirse en uno de los más 
importantes constructores de obras y de ges-
tión de plantas a nivel mundial, además de ser 
el quinto país con mayor potencia instalada. Asi-
mismo, ha conseguido situarse como el primer 
país europeo y el segundo mundial, sólo detrás 
de Israel, en la eficiencia en el uso de agua en 
la agricultura. Y, además, se ha mantenido como 
uno de los líderes indiscutibles a nivel mundial 
en todas las fases de gestión del ciclo integral 
del agua. Se dan, sin embargo, paradojas no me-
nores, como las que derivan de las dificultades 
para ampliar el porcentaje de uso de la capa-
cidad instalada de desalación y reutilización o 
para trasladar, como se señalaba antes, los aho-
rros en parcela a la cuenca, para una mejora de 
las masas de agua.

4. �Infraestructuras verdes:  
emulando a la naturaleza

La respuesta tradicional a los desafíos en la 
gestión de los recursos hídricos ha sido trasva-
sar agua, a través de importantes obras públi-



144

EL DESAFÍO DE LA SEGURIDAD HÍDRICA EN ESPAÑA EN UN CONTEXTO DE ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO

cas, desde donde ésta estaba más disponible a 
donde escaseaba, o acumular en embalses en 
momentos de cierta abundancia para usarla en 
otros en los que la disponibilidad del recurso era 
menor. A finales del siglo XIX y principios del siglo 
XX, la política de agua no era sino la sublimación 
de la política agrícola, adoptando cierto carácter 
multisectorial sólo años después y, con especial 
intensidad, a partir de la adopción de la DMA. 
El uso de las llamadas infraestructuras ‘grises’ 
tuvo su sentido en un momento dado, sin duda, 
del mismo modo que lo tiene en otros países en 
etapas anteriores del desarrollo. Parcialmente, el 
uso de nuevas obras de regulación, acumulación 
o para favorecer trasvases dentro de una misma 
cuenca, podrían ser necesarias puntualmente. 
Sin embargo, conviene entender que, en buena 
medida, ese enfoque está superado, pues los 
ríos españoles ya están ampliamente regulados. 
Hay espacio, sin embargo, para combinar esas 
infraestructuras convencionales con los bene-
ficios múltiples que se derivan de las llamadas 
infraestructuras ‘verdes’ (Magdaleno, 2018).

En conjunto, las soluciones basadas en la natura-
leza aportan beneficios múltiples porque no sólo 
abordan el suministro de agua (gestión de esco-
rrentía, infiltración, humedad y almacenamiento) 
o la regulación del riesgo de crecidas, sino que 
contribuyen a amortiguar las crisis de oferta, me-
jorando la localización, temporalidad y cantidad 
del recurso disponible, además de que la protec-
ción de las fuentes de agua reduce los costes de 
su tratamiento. La opción de construir más em-
balses está cada vez más limitada por la eviden-
cia de sus efectos sobre los flujos de sedimenta-
ción, la disminución de la escorrentía disponible 
(hasta el punto de transformar de modo ostensi-
ble el régimen natural fluvial) o algunos otros im-
pactos ambientales de la regulación. Existen, sin 
embargo, formas de almacenamiento del agua 
más sostenibles, como los humedales naturales, 
mejoras en la humedad del suelo, en la captura y 
retención de sustancias contaminantes o recicla-
je de nutrientes y una recarga más eficiente de 
las aguas subterráneas (WWAP, 2018).

Por ejemplo, las aguas pluviales en forma de es-
correntía superficial aportan el equilibrio hídrico 
que necesitan las ciudades y pueden reconducir-
se para crear áreas de recreo funcionales y atrac-

tivas; en ausencia de buena gestión, no obstante, 
son una amenaza no menor, pues pueden supe-
rar el flujo de diseño en las estaciones de depura-
ción de aguas residuales al tiempo que arrastran 
contaminantes atmosféricos cuya eliminación es 
costosa. Hay ya numerosos ejemplos en Europa 
y dentro de España que utilizan estos sistemas 
para crear ciudades más resilientes y habitables: 
muros verdes, jardines en las azoteas, sistemas 
de drenaje con cubierta vegetal para inmovilizar 
contaminantes, etc. (WWAP, 2017; 2018).

5. �La transformación digital

La innovación tecnológica ha irrumpido en los 
modelos de negocio, en las prescripciones de 
políticas y en el concepto de ciudadano “pro-
sumidor” (productor y consumidor al tiempo), 
abriendo espacio para nuevas aproximaciones 
a la gestión del entorno común, incluyendo, por 
supuesto, el agua. La transformación digital (a 
partir de la llamada revolución industrial 4.0) 
nace de la demanda (satisfacer las expectativas 
de información y transparencia por parte de ciu-
dadanos o requerimientos de los reguladores), 
pero también ayuda a limitar riesgos y a aumen-
tar la relación coste-eficacia de las medidas que 
se adoptan como parte de las políticas públicas.

España cuenta con un sector de los servicios 
del agua tecnológicamente puntero y que ha 
experimentado una expansión internacional es-
pectacular en las últimas décadas (el Ministerio 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación, en su 
informe de 2016, así lo indicaba). Numerosos 
ejemplos de contratos y proyectos ejecutados 
muestran que las empresas españolas son líde-
res mundiales en gestión integral del agua. Sin 
embargo, aún existe margen para la mejora (y 
oportunidades por explorar), ya que los estudios 
sobre innovación apuntan a que el sector va en 
términos generales por detrás en este aspecto, 
mucho más si se habla de digitalización, espe-
cialmente en comparación con otros sectores 
como el del transporte, las telecomunicaciones 
e incluso la energía.

Además de la digitalización y el tratamiento 
avanzado de la información almacenada a tiem-
po real (consumos domésticos, industriales…, 
pero, ¿por qué no también extracciones de po-
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zos para regadío, en las que los proyectos de 
monitorización a través de teledetección dan 
resultados que difieren en muchos casos de la 
información disponible públicamente?), se es-
tán presentando nuevas líneas de trabajo en 
los foros de innovación tecnológica cada año: 
economía circular para transformar las plantas 
depuradoras en fábricas de agua, recuperado-
ras de nitratos y fósforo o de valorización de los 
fangos de depuradora produciendo bioplásticos, 
otra clase de biosólidos y biogás; la mejora de 
la eficiencia de procesos de desalación y desa-
lobración; el empleo de energías renovables para 
hacer más liviano el peso del consumo energé-
tico y de sus cargas ambientales asociadas; la 
gestión de aguas pluviales; la eliminación de 
contaminantes emergentes, etc. 
Todas estas apuestas representan oportunida-
des para afrontar los desafíos en la política de 
aguas a todos los niveles, al tiempo que se re-
fuerzan los instrumentos legales para coordinar 
esfuerzos, la puesta en marcha de nuevos pro-
yectos y la aplicación de resultados, junto con la 
participación de los diversos agentes, imprescin-
dible dada la magnitud de los retos. 

CONCLUSIONES

Como se ha mostrado, pese a que las sequías 
o, en el mejor de los casos, la escasez crónica 
de agua suele apoderarse del primer plano, el de-
safío de garantizar la seguridad hídrica a medio 
y largo plazo es multidimensional y trasciende 
esas preocupaciones cuantitativas. 

En relación a la escasez estructural los desafíos 
sin duda son claros y tienen que ver con el re-
conocimiento de balances negativos en cuencas 
donde la disponibilidad de recursos renovables 
de agua no da para garantizar demandas pre-
sentes y futuras, la necesidad de recuperar el 
control sobre los recursos de agua subterránea y 
hacer compatible los usos económicos del agua 
con el aumento de la resiliencia de los ecosiste-
mas acuáticos que los soportan. Esos desafíos 
están vinculados a oportunidades más o menos 
inequívocas. Por un lado, la necesidad de gestio-
nar todas las fuentes de agua disponibles para la 
cuenca, es decir, contribuir a la diversificación de 
las fuentes de oferta. Por otro, evidenciar el alto 

valor de la seguridad hídrica. Además, es posible 
reasignar agua entre usos y zonas, pero priori-
zando las transferencias intracuenca. Finalmen-
te, son numerosas las posibilidades asociadas a 
profundizar en una mayor eficiencia en el uso de 
agua en diferentes usos. 

La gestión del agua afecta, como hemos visto, 
a la cohesión social, al desarrollo territorial, a la 
localización geográfica de muchas actividades 
económicas, al desempeño macroeconómico, a 
la equidad social, a la sostenibilidad de los pa-
trones de desarrollo, a la competitividad, a las 
estrategias de economía circular, de seguridad 
alimentaria, de generación de energía y otras 
actividades de conversión energética, a la salud 
pública, a la conservación de la biodiversidad, a 
las medidas de adaptación al cambio climático...

Una apuesta innovadora en gobernanza del 
agua conseguiría elevar la mirada para asumir 
la complejidad del sistema (en vez de obviarla), 
abarcando todos los desafíos interrelacionados, 
desde una óptica interdisciplinar y a distintos 
niveles, para dar respuestas a largo plazo y sin 
dejar a nadie atrás. Sería esencial que las políti-
cas públicas permitieran estar preparados para 
disminuir nuestra dependencia del recurso y su 
distribución desigual en el espacio y en el tiem-
po, en un territorio en el que coexisten tales de-
safíos con importantes fortalezas: oportunida-
des a aprovechar a corto plazo, pero pensando 
a largo plazo.

Es imprescindible dar coherencia a las políticas 
sectoriales y a la planificación del recurso y de 
las estrategias relacionadas, integrando objeti-
vos y escalas de trabajo; ampliar el alcance de 
la política de agua y la ambición tanto de ésta 
como de otras políticas sectoriales, de manera 
que las medidas que se tomen sean más estra-
tégicas y proactivas que compensatorias y reac-
tivas, reconociendo la necesaria adaptación al 
cambio climático y las interdependencias con la 
gestión de la energía y la producción de alimen-
tos; promover mediante incentivos la mayor in-
corporación de nuevas fuentes de oferta de agua 
(procedentes de la desalación, la reutilización o 
la gestión de aguas pluviales), que permitan a la 
vez proteger los ecosistemas de los que depen-
demos; dotar a las unidades de gestión de las 
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herramientas y la información necesaria para la 
toma de decisiones ágiles, que a su vez han de 
ser cada vez más transparentes, como parte del 
imperativo de rendición de cuentas, pero tam-
bién de la necesidad de dotar de legitimidad a 
los relatos sobre seguridad hídrica y adaptación.

Como reclama el Panel de Alto Nivel para el Agua 
(HLPW) convocado conjuntamente por la Orga-
nización de las Naciones Unidas y el Banco Mun-
dial en 2016, y que ha presentado los resultados 
de su consulta regional en el reciente Foro Mun-
dial del Agua celebrado en Brasilia (marzo 2018), 
hace falta un cambio fundamental en la forma 
en la que el mundo observa el agua. Es impor-
tante reconocer los múltiples valores del agua, 
proteger las fuentes naturales y construir espa-
cios de confianza, investigación e innovación. 

El valor del agua no es sólo, en sentido alguno, 
equivalente al coste de su provisión. Cuando el 
recurso es escaso, está desigualmente reparti-
do o su gestión tradicional plantea problemas 
de contaminación o deterioro de ecosistemas, 
estos costes se disparan por diferentes razones: 
activación de reservas estratégicas y fuentes 
alternativas, costes de oportunidad, aumento 
de costes energéticos y de potabilización, distri-
bución y tratamiento, costes de mantenimiento 
para evitar pérdidas físicas en las redes, entre 
otros. El valor del agua es sobre todo el reflejo 
de su capacidad para contribuir al bienestar, au-
mentando la seguridad hídrica a largo plazo.

Conseguir ese cambio depende en gran medi-
da de nuestra capacidad para diseñar y ejecu-
tar políticas públicas en torno a la gestión del 
agua y todos los aspectos interrelacionados, ya 
mencionados a lo largo del capítulo. La política 
debe permitir llegar más pronto que tarde a un 
escenario de cambios hacia objetivos comunes, 
amplias alianzas, relatos mucho más eficaces y 
mirada de largo plazo.
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RECOMENDACIONES

Estas recomendaciones se han ordenado se-
gún los distintos capítulos en los que se divide 
el informe, pero hay medidas que podrían clasifi-
carse en otros apartados diferentes, al tener un 
impacto en diversos sectores. En el caso del em-
pleo verde, por ejemplo, hay recomendaciones 
incluidas en los capítulos de energía, turismo o 
agricultura que también tendrían una gran inci-
dencia en puestos de trabajo.

1. ��RECOMENDACIONES ANTE EL DESAFÍO DE 
LAS MIGRACIONES CLIMÁTICAS

– �La primera respuesta ante el aumento de des-
plazamientos humanos inducidos por el cam-
bio climático es responder de forma decidida 
ante el propio cambio climático. Se requiere un 
compromiso decidido de todos los espectros 
e instituciones de la sociedad para reducir las 
emisiones de gases de efecto invernadero y 
proponer las políticas de mitigación y adapta-
ción necesarias. 

– �El seguimiento de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible es un marco básico de actuación 
que deberían permitir dirigir la acción de go-
bierno y sociedades hacia un cambio de mode-
lo más respetuoso con el medio ambiente, pero 
también con los derechos y la dignidad de las 
personas. Su correcto y decidido seguimiento 
permitiría minimizar los impactos del cambio 
climático sobre las sociedades y procesos vin-
culados como los desplazamientos humanos.

– �Las respuestas ante un desafío humanitario 
de estas proporciones deben hacerse desde 

el reconocimiento y desarrollo de conceptos 
como la justicia ambiental y social bajo el mar-
co de una ‘Justicia Climática´ que permita vin-
cular los impactos del cambio climático con 
problemáticas como la igualdad, los derechos 
humanos, los derechos colectivos o la respon-
sabilidad histórica ante el cambio climático.

– �Se hace necesaria una labor preventiva que 
permita identificar a los colectivos y áreas 
geográficas más vulnerables, tanto a nivel do-
méstico como global. Es a partir de esta iden-
tificación previa, desde donde mejor se podrán 
poner en marchar respuestas integrales más 
justas y duraderas.

– �Desarrollar mecanismos conjuntos de protec-
ción social y medioambiental puede suponer 
una respuesta adaptativa importante para fijar 
las poblaciones a sus territorios, hacer frente 
al cambio climático y limitar los procesos mi-
gratorios. Solo con personas protegidas se po-
drá proteger el medio ambiente y solo a través 
de un medio ambiente protegido podremos 
tener a más personas protegidas. Se deben 
implementar políticas frente a la desigualdad 
y la pobreza que acompañan al cambio climá-
tico, ya que suponen activadores importantes 
de la migración, y debilitan la cohesión social y 
el contrato social. 

– �Se hace necesario por tanto, fomentar políti-
cas de cooperación entre países desarrollados 
y en desarrollo, que dirijan la acción en la lucha 
contra el cambio climático, a partir del refuer-
zo o la creación de estructuras de defensa del 
Estado de Bienestar, que permitan integrar de 



152

RECOMENDACIONES

forma más efectiva políticas de protección so-
cial y medioambiental.

2. �RECOMENDACIONES PARA LA TRANSICIÓN 
ENERGÉTICA

– �Resulta urgente que España trace su plan para 
llevar a cabo una transición energética a una 
economía baja en emisiones. Un cambio de 
esta envergadura requiere de un esfuerzo por 
escuchar a todos los sectores implicados. Hay 
que asegurar que este proceso sea abierto y 
que permita la participación de los ciudada-
nos. Al mismo tiempo, este plan debe ser re-
alista y coherente para conseguir que los ob-
jetivos ambientales cuadren con la seguridad 
del sistema, su viabilidad financiera y la pro-
tección social de los ciudadanos.

– �El cambio hacia un modelo energético bajo en 
emisiones pasa necesariamente por el cierre 
de las instalaciones más contaminantes de 
carbón, viéndose afectadas algunas poblacio-
nes y regiones. Por ello, es de máxima impor-
tancia contar con estrategias de reconversión 
de empleo y mecanismos de protección social 
para las zonas y sectores más afectados. Se 
deben realizar planes de transición justa para 
cada una de las comarcas afectadas por la 
transición energética.

– �La planificación energética a nivel estatal debe 
contribuir a que se den transiciones regionales 
y comarcales justas. Serían interesante plan-
tear, por ejemplo, subastas de renovables con 
prioridad para proyectos en comarcas afecta-
das por la transición.

– �Se debe apoyar la rehabilitación ambiental y 
reparación de los paisajes mineros degrada-
dos y promover una diversificación ajustada 
al mercado de trabajo, basada en las nece-
sidades sociales, económicas y ambientales 
que logren una transformación de las co-
marcas.   

– �El coste de la transición energética debe ser 
razonable y justo. En ese plan estatal deben in-
cluirse mecanismos financieros para distribuir 
esos costes de la forma más coherente con el 

objetivo buscado y evitar que recaigan sobre la 
parte de la población más desfavorecida. 

– �Hace falta un paquete de medidas sobre la po-
breza energética que implique a las administra-
ciones, empresas energéticas y consumidores.

– �La electrificación del sistema energético puede 
ayudar a reducir la factura del petróleo, promo-
viendo a la vez la movilidad eléctrica y las ener-
gías renovables. Resulta necesario un plan de 
fomento de la electrificación del transporte, es-
pecialmente en entornos urbanos (favorecien-
do el uso de vehículos eléctricos). Del mismo, 
se requieren iniciativas que permitan cambiar 
el actual sistema de movimiento de mercan-
cías basado en la carretera por el ferrocarril. 

– �En el marco de una nueva Ley de Movilidad 
Sostenible, se debe fomentar el transporte 
público urbano y metropolitano asegurando 
financiación suficiente para su implantación y 
funcionamiento, al igual que otros modos de 
transporte no contaminantes como la bicicle-
ta, el modo peatonal y el coche compartido.

– �Es necesario un nuevo Plan de fomento de las 
energías renovables para cumplir con los ob-
jetivos nacionales a 2020 y 2030 en línea con 
los compromisos de la hoja de ruta europea a 
2050 que maximice las oportunidades de em-
pleo en el sector. Se debe facilitar la expansión 
de las energías renovables, con menos trámi-
tes administrativos y con marcos normativos 
claros y a largo plazo que favorezcan las inver-
siones en el sector. Hay que destacar la exis-
tencia de un gran potencial de crecimiento en 
el sector residencial.

– �Resulta necesario poner en marcha una refor-
ma de la factura eléctrica para simplificarla y 
que sea realmente un instrumento para garan-
tizar un servicio eléctrico de calidad y no con-
taminante. Este puede ser uno de los primeros 
pasos para impulsar de forma decidida el au-
toconsumo en los hogares españoles. Sería de 
gran interés la creación de una comisión para 
estudiar desde el punto de vista económico y 
social una mayor participación de los ciudada-
nos en el sistema eléctrico del país.
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– �La eficiencia, o reducción de la intensidad ener-
gética, es la iniciativa más eficaz para reducir 
emisiones. Hacen falta incentivos para aplicar 
las tecnologías disponibles y poder reducir de 
esta forma el consumo de energía sin afectar 
al desarrollo económico.

– �Hay que fomentar y apoyar la gestión energé-
tica eficiente en las empresas, con programas 
especialmente enfocados en la pequeña y me-
diana empresa.

3. �RECOMENDACIONES SOBRE LA SITUACIÓN 
AMBIENTAL EN LA UE

– �Los Estados deben seguir haciendo esfuerzos 
para reducir las emisiones de CO2, sobre todo 
aquellos que las han aumentado durante dos 
años consecutivos, como España, Bulgaria, Ir-
landa o Hungría. La adopción de nuevos obje-
tivos vinculantes para los sectores difusos en 
2018 no hará sino poner mayor presión a los 
Estados más rezagados, por lo que establecer 
planes a largo plazo a nivel nacional para su 
reducción será clave para que todos los sec-
tores económicos dispongan de directrices 
claras cuanto antes. 

– �Tanto el sector de la energía como el de la 
agricultura han aumentado sus emisiones en 
el periodo 2013-2015, y ambos son clave para 
la reducción de contaminantes como el amo-
niaco o los óxidos de azufre, por lo que debe-
rían transformarse a la mayor brevedad para 
alcanzar los objetivos 2040. 

– �En el área de la contaminación atmosférica, 
los Estados deben esforzarse por alcanzar 
cuanto antes los objetivos de reducción esta-
blecidos en la Directiva sobre Límites Nacio-
nales de Emisión, sobre todo en aquellos que 
han aumentado en el último periodo analizado, 
como el amoniaco, los COVNM y las partícu-
las finas, o aquellos como España, Alemania, 
Francia o Italia que son los mayores emisores 
en términos globales de estos contaminantes. 

– �En el sector de la gestión de residuos, los 
Estados tienen que reducir la generación de 
residuos y aumentar el reciclado de los mis-
mos, evitando la incineración sin generación 
de energía o el depósito en vertederos. Uno de 
los instrumentos a adoptar es un mayor uso 
de instrumentos fiscales o una mejora en la 
recogida selectiva de residuos, desarrollando 
modelos de pago por generación que incen-
tiven un consumo y gestión de los residuos 
responsable. La separación en origen debería 
ser obligatoria a todos los niveles: domicilios, 
centros de trabajo, eventos públicos… Este 
sector es clave para el impulso de la economía 
circular y debería ser un área prioritaria en la 
creación de empleos. El reciclaje de materias 
primas es otra área donde los Estados pueden 
impulsar la creación de empleos; actualmente 
se recupera solo una media del 11.4% de las 
materias primas a nivel europeo y esta es una 
de las áreas donde mayores previsiones de ge-
neración de empleo hay. 

– �España es el país que mayor superficie terrestre 
tiene dentro de la Red Natura 2000 y, por tanto, 
también uno de los que mayores responsabili-
dades tiene para preservar la biodiversidad eu-
ropea. Una buena preservación de la biodiversi-
dad lleva de la mano un mayor uso de recursos 
financieros y de conocimiento científico para 
hacer una mejor gestión de los recursos.

4. �RECOMENDACIONES PARA MEJORAR 
LA APLICACIÓN DE LAS NORMATIVAS 
EUROPEAS EN ESPAÑA

En su Informe sobre la aplicación de la norma-
tiva ambiental –COM(2017)63– y en base a los 
28 Informes nacionales, la Comisión incluye en 
Anexo las Orientaciones para los Estados miem-
bros: actuaciones propuestas para mejorar la apli-
cación de la normativa medioambiental en el que 
resume las actuaciones propuestas: un total de 
81 acciones1 en relación con 12 ámbitos de ac-
tuación, de las que 29 van dirigidas a España; de 
estas últimas se hace a continuación referencia 
a los ámbitos y actuaciones propuestas. 

–
1. La Comisión decidió no proponer en esta primera ronda acciones en el ámbito de la infraestructura verde, la protección del suelo, la sostenibilidad de las ciudades, la 
tributación ecológica y la eliminación gradual de las subvenciones perjudiciales para el medio ambiente, la contratación pública ecológica y las inversiones, aunque esos 
ámbitos han sido objeto de revisión en los informes.
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– �Se debe desarrollar una economía circular y 
aumentar la eficiencia en el uso de los recur-
sos. Facilitar el desarrollo y el intercambio de 
buenas prácticas entre todas las entidades gu-
bernamentales, especialmente a nivel local, en 
materia de ecoinnovación y economía circular.

– �En el sector de los residuos, hay que incluir 
instrumentos económicos (responsabilidad 
ampliada del productor, sistemas de pago 
por generación de residuos), para impulsar la 
aplicación de la jerarquía de residuos, es decir, 
promover la prevención, y aumentar el atracti-
vo económico de la reutilización y el reciclado. 
Garantizar la viabilidad económica de las em-
presas de gestión de residuos.

– �Hacen falta impuestos sobre el depósito en 
vertederos para acabar progresivamente con 
esa práctica cuando se trate de residuos reci-
clables o recuperables. Se recomienda utilizar 
estos ingresos generados para fomentar la 
recogida selectiva e infraestructuras alternati-
vas. Hay que centrarse en la aplicación de la 
obligación de recogida selectiva para aumen-
tar los índices de reciclado y dar prioridad a 
la recogida selectiva de biorresiduos a fin de 
aumentar las tasas de compostaje.

– �También es necesario completar y actualizar 
el plan o planes de gestión de residuos y/o el 
programa o programas de prevención de resi-
duos con el fin de abarcar todo el territorio, evi-
tando construir un exceso de infraestructuras 
para el tratamiento de desechos residuales.

– �Resulta necesario intensificar la cooperación 
entre las regiones para utilizar con más eficien-
cia la capacidad de tratamiento de residuos y 
alcanzar los objetivos nacionales de reciclado.

– �En lo que respecta a la naturaleza, la biodiver-
sidad y la estimación del capital natural, se 
debe completar el proceso de declaración de 
espacios, incluso en la parte marina, y estable-
cer objetivos de conservación claramente de-
finidos, así como las medidas de conservación 
necesarias. Hay que mejorar el conocimiento 
y la disponibilidad de datos para estar en me-
jores condiciones de aplicar las medidas de 
conservación adecuadas.

Se recomienda seguir apoyando el cartografiado 
y la evaluación de los ecosistemas y sus servi-
cios, así como la evaluación y el desarrollo de 
sistemas contables del capital natural. Hay que 
conseguir capitalizar el capital natural valioso 
para crear empleo y generar ingresos. 

– �En lo que respecta la protección marina, se 
debe seguir trabajando para mejorar las defi-
niciones de buen estado medioambiental (des-
criptores de biodiversidad), aprovechando la 
labor del Convenio o Convenios sobre mares 
regionales pertinentes. Hay que seguir inte-
grando los programas de seguimiento existen-
tes en el marco de otros actos legislativos de 
la UE y continuar ejecutando programas con-
juntos de seguimiento desarrollados a escala 
(sub)regional. 

– �En calidad del aire, hay que mantener la ten-
dencia a la baja de las emisiones de contami-
nantes atmosféricos para alcanzar el pleno 
cumplimiento de los techos nacionales de 
emisión y los valores límite de calidad del aire 
aplicables en la actualidad. Reducir las emi-
siones de amoníaco (NH3) para cumplir los 
techos nacionales de emisión aplicables en la 
actualidad. Reducir las emisiones de óxidos 
de nitrógeno (NOx) para cumplir los techos 
nacionales de emisión aplicables en la actuali-
dad y/o las emisiones de dióxido de nitrógeno 
(NO2) –reducción de las emisiones relaciona-
das con el transporte, especialmente en zonas 
urbanas, entre otras–. Reducir las emisiones 
y concentración de PM10 (y, cuando proceda, 
las de benzo[a]pireno.

– �En lo que respecta el ruido, hay que completar 
los planes de acción contra el ruido y los ma-
pas de ruido pendientes.

– �En lo que se refiere a la gestión y calidad del 
agua, se necesita una evaluación más detalla-
da de las presiones para mejorar el seguimien-
to con objeto de conocer el estado de las ma-
sas de agua y elaborar programas de medidas 
que aborden todas las principales presiones 
identificadas. Los programas de medidas y los 
programas de seguimiento deben recibir una 
financiación adecuada. Se debe establecer y/o 
desarrollar una política de tarificación del agua 
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que abarque una amplia gama de servicios de 
suministro y que esté basada en la medición 
del consumo y que podría contemplar tarifas 
que reflejaran los costes medioambientales. 
También se recomienda crear un órgano regu-
lador o supervisor nacional a fin de garantizar 
la coherencia y la adecuada recuperación de 
costes en las tarifas.

– �Hay que garantizar que el problema de la con-
taminación del agua por la agricultura se re-
suelva efectivamente tanto en virtud de la Di-
rectiva de Nitratos como de la Directiva marco 
del Agua. Seguir la evolución de las presiones 
agrícolas y de la calidad del agua para la de-
signación de zonas vulnerables y la revisión de 
los programas de acción contra los nitratos.

– �También se debe mejorar el control de la cap-
tación de agua tanto superficial como subte-
rránea. Fomentar un uso eficiente del agua y la 
retención sostenible del agua. Hay que revisar 
los permisos de agua para garantizar su co-
herencia con los objetivos ambientales y para 
que los nuevos proyectos sean evaluados ade-
cuadamente con arreglo a la Directiva marco 
del Agua. Debe revisarse y actualizarse la polí-
tica de concesión de permisos para autorizar o 
mantener centrales hidroeléctricas.

– �Hay que completar la aplicación de la Directiva 
sobre el tratamiento de las aguas residuales 
urbanas en todas las aglomeraciones. Cons-
truir la infraestructura necesaria para cumplir 
la Directiva relativa al agua potable y la Direc-
tiva sobre el tratamiento de las aguas residua-
les urbanas. Mejorar el sistema nacional de 
notificación en el marco de la Directiva sobre el 
tratamiento de las aguas residuales urbanas. 

– �En lo que se refiere a una gobernanza eficcaz, 
se requiere corregir la fragmentación a escala 
regional y local mediante el desarrollo de me-
jores mecanismos de coordinación en relación 
con el medio ambiente.

– �Hay que aumentar la transparencia sobre la or-
ganización y el funcionamiento de la garantía 
del cumplimiento y sobre cómo se abordan los 
riesgos significativos.

– �Se recomienda identificar y documentar todos 
los conjuntos de datos espaciales necesarios 
para la aplicación de la legislación medioam-
biental, y hacer que los datos y la documenta-
ción sean accesibles al menos «tal cual» para 
otras autoridades públicas y los ciudadanos 
mediante los servicios digitales previstos en la 
Directiva INSPIRE.

5. �RECOMENDACIONES SOBRE EMPLEO Y 
TRANSICIÓN ECOLÓGICA JUSTA

– �Sería muy interesante la creación de un obser-
vatorio de empleo en transición que, mediante 
una prospectiva integradora, proponga un mix 
de políticas macroeconómicas, industriales, 
sectoriales y laborales para modernizar los 
sectores y aprovechar las oportunidades de 
empleo de la economía circular o la transición 
ecológica en la agricultura, en la industria o 
la construcción. La prospectiva debe prestar 
atención a las diferentes tendencias de ecolo-
gización, pero también por ejemplo de digita-
lización o automatización o de precarización.

– �Es necesario elaborar un mapa de sectores 
industriales y de servicios en situación de vul-
nerabilidad y de zonas prioritarias en las que 
la concentración de empleo en estos sectores 
puede generar consecuencias sociales y eco-
nómicas más negativas.

– �Se recomienda el diseño y seguimiento de pla-
nes de diversificación y reactivación económi-
ca para zonas en vulnerabilidad, con interven-
ción e inversiones públicas para la creación de 
empleo en empresas nuevas y el desarrollo de 
infraestructuras y tecnologías bajas en carbo-
no. Deberían ponerse en marcha comisiones 
de transición justa en las regiones afectadas 
con amplia participación de actores que se 
comprometan a un acuerdo de transición, con 
derechos y obligaciones de transición sobre 
un calendario de reestructuración pactado. 

– �Hay que desarrollar políticas activas de empleo 
específicas para estas zonas, con servicios de 
empleo especializados para la transición, polí-
ticas de protección social ad hoc e iniciativas 
específicas de formación y cualificación pro-
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fesional para nuevas ocupaciones. Estos ser-
vicios deben facilitarse de manera integrada.

– �Esto debería ir acompañado de una revisión 
del sistema de educación y formación para 
responder a las necesidades de los futuros 
mercados laborales, tanto por el mayor nivel 
de digitalización y robotización de la econo-
mía como por las necesidades derivadas de la 
transición ecológica. Se trata de ir a un sistema 
educativo de escala cualitativamente diferente, 
transformado de forma que abarque toda la 
vida, garantizando acceso y cobertura a toda la 
población adulta para facilitar las transiciones 
energéticas, ambientales y tecnológicas.

– �La transición requiere la financiación de los pla-
nes a través de instrumentos financieros ya exis-
tentes, de nuevas políticas fiscales verdes y de 
fondos específicos para la transición justa. Para 
la financiación de los proyectos o ayudas a em-
presas se primará el empleo creado, las condi-
ciones de dicho empleo y su permanencia.

– �Hay que dinamizar el empleo de la construc-
ción a través de planes de rehabilitación en las 
ciudades para mejorar la eficiencia energética 
y de apoyo al autoconsumo fotovoltaico y el 
uso de otras energías renovables.

– �Para ello, resulta necesario aprobar un plan 
de rehabilitación de edificios. La rehabilitación 
energética de unas 250.000 viviendas por año, 
con una media de 15.000 euros por interven-
ción (desde la pequeña reforma hasta la re-
habilitación integral) supondría la creación de 
135.000 empleos directos. Se deben implan-
tar los criterios de construcción de edificios de 
emisiones casi nulos (passivehouse) para la 
construcción nueva, en línea con la Directiva 
Europea de Eficiencia Energética.

– �También sería interesante promover empleos 
ligados a la rehabilitación de paisaje y medio 
natural, renaturalizando paisajes urbanos y 
mejorando la adaptación a los impactos del 
cambio climático de las ciudades (política de 
rediseño urbanístico, mejora y aumento de zo-
nas verdes, programas de alerta sobre olas de 
calor, mejora en la eficiencia en la gestión de 
agua entre otras medidas).

– �Necesitamos una política industrial que base 
su desarrollo en la economía circular (eco-in-
novación, eficiencia en el uso de recursos y 
ciclos cerrados uso de materiales) y que re-
vierta la insuficiente inversión en I+D+i. Deben 
ser eliminadas las subvenciones y apoyos a la 
producción contaminantes y ligarlas a la tran-
sición hacia formas de producción limpia y a 
los programas de reindustrialización verde y 
diversificación sostenible de la economía local.

– �Hay que apoyar actividades que generen empleo 
alrededor de la recogida selectiva y compostaje 
de materia orgánica. También se pueden pro-
mover iniciativas y negocios de recuperación, 
reparación y reutilización con alto potencial de 
creación de empleo, en especial para colectivos 
desfavorecidos, mediante el apoyo de empre-
sas de economía social y solidaria.

– �Sería de gran interés, promover la innovación 
social y el desarrollo de iniciativas de empren-
dimiento y economía social y colaborativa en 
el ámbito de la economía circular y otros.

– �Se podría utilizar la compra pública verde para 
promover la creación de empleo verde local.

6. �RECOMENDACIONES SOBRE AGRICULTURA

– �Se necesita mantener la coherencia entre di-
ferentes políticas: los retos del sector agroa-
limentario, en relación con el cambio climáti-
co y los recursos hídricos, son íntimamente 
dependientes de las políticas energéticas, ali-
mentarias y de salud pública.

– �La sostenibilidad del sistema agroalimentario ha 
de abordarse con una visión sistémica. La lucha 
contra el cambio climático y la correcta gestión 
de los recursos hídricos no pueden realizarse sin 
considerar conjuntamente todos los eslabones 
de la cadena agroalimentaria: distribución de ali-
mentos, producción agrícola y ganadera, fabrica-
ción de agroquímicos, procesado de la comida, 
empaquetado y conservación de alimentos, die-
tas y gestión de los residuos. Dada la dependen-
cia de cada uno de estos eslabones del resto, es 
necesario que las políticas se definan atendien-
do al conjunto, y no de manera aislada. 
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– �Es urgente apoyar la adaptación del sector pri-
mario al cambio climático para aumentar su 
resiliencia ante la mayor frecuencia de fenó-
menos adversos, temperaturas más elevadas 
y un régimen de precipitaciones más incierto. 

– Una apuesta firme por la investigación y la in-
novación es clave para solucionar con éxito los 
problemas relacionados con el abastecimiento 
de alimentos de calidad, el cambio climático y la 
recuperación del buen estado de las aguas. La efi-
cacia de las políticas agrarias requiere de su ade-
cuación a las características socioeconómicas 
y edafoclimáticas a nivel local, por lo que resulta 
imprescindible reforzar los esfuerzos en materia 
de investigación y capacitación. 

– �En el marco de la PAC y la economía circular, se 
debe avanzar hacia una mayor eficiencia en el 
uso de los recursos energéticos e hídricos, así 
como de los nutrientes. Para ello, sería positivo 
que la próxima reforma de la PAC ofreciese un 
mayor apoyo a la agricultura y ganadería ecoló-
gicas, menos demandantes de energía (por la 
sustitución de insumos químicos por abonos 
orgánicos y la menor demanda de piensos) y 
beneficioso para el cierre de ciclo de los nutrien-
tes. Igualmente, es fundamental el fomento de 
la optimización de las dosis de fertilizantes, con 
el fin de reducir las emisiones de GEI y la conta-
minación hídrica y edáfica. 

 
– �El apoyo a la agricultura y ganadería ecológicas, 

así como a las figuras de calidad, podría ser be-
neficioso para el desarrollo rural y la integración 
de los sistemas productivos en territorios rura-
les diversos y multifuncionales, dada su mayor 
demanda de mano de obra. Este apoyo sería es-
tratégico a nivel comercial, dado el liderazgo de 
España en la producción ecológica en Europa. 

– �De forma paralela a estas acciones en agricul-
tura, sería conveniente reforzar la conservación 
de las masas forestales mediante la prevención 
de incendios, para cual el apoyo al desarrollo 
y la repoblación rural en las políticas agrarias 
puede resultar una herramienta eficaz. 

 
– �Es fundamental el fomento de un rápido cam-

bio social: los consumidores tienen un gran 
poder a través de la demanda de determinados 

productos. La inclusión de medidas que fomen-
ten la aparición de conductas de consumo ali-
mentario con menor impacto medioambiental 
contribuirá eficazmente al éxito en la transición 
de los sistemas agroalimentarios. Para ello, es 
necesario promover una mayor información y 
transparencia sobre las características de una 
dieta saludable y sostenible, especialmente 
sobre la necesidad de reducir el consumo de 
proteína de origen animal. Igualmente, es nece-
sario recuperar el vínculo de la dieta con las es-
taciones y el territorio, fomentando el consumo 
de alimentos de temporada y proximidad.

7. �RECOMENDACIONES SOBRE TURISMO 
SOSTENIBLE

– �Es necesario un compromiso real para avan-
zar decididamente hacia la sostenibilidad del 
modelo turístico español que está dando sín-
tomas de saturación y excesiva presión sobre 
algunos de los recursos. Ello exige alcanzar 
un acuerdo para hacer de la sostenibilidad un 
concepto operativo, dotándolo de contenido 
y evitando utilizar el concepto sin respaldarlo 
con acciones concretas.

– �El éxito de nuestro modelo turístico –medido 
en número de visitantes– debe matizarse con 
la consideración de otras variables que con-
dicionan el desarrollo turístico. Se necesitan 
otros indicadores que incorporen criterios de 
sostenibilidad, más allá del número de visitan-
tes extranjeros y el gasto turístico. Se requieren 
datos y series estadísticas que permitan medir 
también los impactos negativos del sector.

– �El sistema de indicadores debe incorporar los 
tres pilares de la sostenibilidad (económica, 
medioambiental, socio-cultural) además de un 
cuarto que reviste cada vez más importancia 
en el sector turismo: la gobernanza (o pilar po-
lítico). Una vez establecido un sistema de in-
dicadores, la acción pública puede tener már-
genes de acción a través de los estándares y 
otros instrumentos de Política Turística.

– �En todo este proceso, los destinos turísticos 
deben ser plenamente partícipes como ele-
mentos clave de gobernanza turística que va 
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más allá de las iniciativas de marketing y co-
mercialización.

– �Hacen falta políticas que busquen la descon-
centración geográfica, aumenten la diversidad 
y reduzcan la estacionalidad. De este modo, el 
turismo será un sector generador de empleo 
de calidad en zonas que lo necesitan, que evi-
tará la aparición de conflictos sociales y redu-
cirá los problemas de saturación de infraes-
tructuras y servicios en las zonas actualmente 
más demandadas.

– �Resulta urgente identificar los cambios espe-
rados en el empleo de los impactos provoca-
dos por el cambio climático, el aumento de las 
temperaturas, el aumento del nivel del mar y 
otros impactos climáticos en el turismo. Se 
deben promover medidas de adaptación a es-
tos impactos intensivas en mano de obra, que 
permitan crear nuevos empleos locales.

– �Las certificaciones sobre empresas y desti-
nos sostenibles deben de incorporarse a este 
proceso de revisión y concreción en el ámbito 
de la sostenibilidad. Pueden constituir instru-
mentos muy atractivos para la acción, por ello 
es necesario que sean aval para las acciones 
sostenibles en turismo.

8. �RECOMENDACIONES SOBRE AGUA

– �Es fundamental reforzar la coherencia de polí-
ticas sectoriales y la planificación integrada a 
largo plazo y en la escala espacial adecuada 
(cuenca; aguas arriba/aguas abajo), haciendo 
frente a los conflictos de uso. Dicho de otro 
modo, la política de agua debe reconocer la 
complejidad sistémica y abordarla sin sim-
plificaciones reduccionistas y empobrecedo-
ras. En sistemas de gobierno complejos y de 
niveles múltiples, una política general es fun-
damental para orientar el uso de los recursos 
hídricos, sin que ello suponga cambios drás-
ticos en la asignación de competencias sino 
más bien el fortalecimiento de fórmulas fede-
rales para promover la cooperación entre los 
diferentes niveles de la administración. De lo 
nacional a lo local –cuencas, sistemas y sub-
sistemas–, los acuerdos institucionales deben 

estar alineados y permitir la participación de 
los diferentes agentes, además de ser trans-
parentes.

– �Hay que priorizar medidas estratégicas antes 
que estrictamente reactivas en los diferentes 
ejercicios de planificación (planes hidrológi-
cos, de sequía, de inundación, de moderniza-
ción de regadíos,…). Entre otras cosas, las me-
didas deben contar con financiación estable y 
sostenida en el tiempo, lo que obliga a reflexio-
nar sobre el reparto de la carga, a debatir sobre 
medios y no sólo sobre fines.

– �Es importante avanzar en la definición y cum-
plimiento de derechos de uso y aprovecha-
miento de agua y en el registro y seguimiento 
de extracciones: lo que no se conoce no se 
puede gestionar (en cuanto a la presión que 
ejerce sobre el recurso) y dificulta la transpa-
rencia de las decisiones (en cuanto a incluir a 
los actores sociales con intereses legítimos en 
las negociaciones).

– �Específicamente conviene adaptar los dere-
chos de uso y aprovechamiento: deben rede-
finirse y ajustarse a los recursos aprovecha-
bles, de forma dinámica y teniendo en cuenta 
también el volumen necesario para la conser-
vación de las fuentes naturales (caudales eco-
lógicos, que en realidad no son sino una sub-
estimación de lo verdaderamente necesario 
por los ecosistemas). 

– �Hay que rediseñar los incentivos para favore-
cer el uso de fuentes de oferta como la regene-
ración y la desalación. Es importante evaluar 
las necesidades de adaptación (de estaciones 
depuradoras de aguas residuales y capacidad 
instalada de reutilización) a la luz de una nue-
va regulación a nivel europeo de las calidades 
y usos del agua regenerada. Al tiempo, resul-
ta conveniente favorecer la investigación y el 
desarrollo tecnológico en relación a los cos-
tes energéticos (incluyendo las emisiones de 
gases de efecto invernadero) y ambientales 
(descargas de salmueras, reemplazo de mem-
branas) de la desalación.

– �Hay que identificar y buscar sinergias en la 
seguridad hídrica, energética, alimentaria, y la 
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adaptación al cambio climático, más que ne-
gar su interdependencia mediante enfoques 
políticos aislados. Tal reformulación permitiría 
negociaciones más equilibradas de todos los 
intereses y el avance desde posiciones arrai-
gadas a soluciones de mayor consenso. El de-
safío de adaptación demanda acciones con-
certadas y éstas son imposibles en ausencia 
de enfoques e incentivos adecuados. 

– �Para favorecer la incorporación decidida de 
infraestructuras verdes y otras soluciones ba-
sadas en la naturaleza, es necesario cambiar 
los marcos de evaluación de las mismas, que 
favorecen el uso de medidas basadas en in-
fraestructuras grises. 

– �Es imprescindible promover la mejora y el 
mantenimiento de los sistemas de datos y co-
nocimiento, aprovechando la transformación 
digital como lo que es: un medio para un fin.
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